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El Centro de Derechos Humanos (CDH) es un órgano académico de la Facultad de Derecho de la Universidad 
de Chile. Su objetivo es contribuir al progreso, enseñanza y difusión de la disciplina de los Derechos Humanos, 
entendida en su acepción más amplia, esto es, comprensiva del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, 
el Derecho Internacional Humanitario y el Derecho de los Refugiados.
El tema de los Derechos Humanos ha estado en el centro de las preocupaciones, debates y controversias 
políticas y jurídicas que han marcado la historia reciente de Chile y América. Actualmente, el desafío es dotar a 
esta temática de sólidos fundamentos jurídicos y académicos con una clara visión de futuro. El CDH asume este 
reto y se propone orientar sus esfuerzos al servicio del desarrollo de una cultura de los derechos humanos en 
nuestro país y en nuestra región.
El Programa Estado de Derecho ha sido diseñado con miras a la construcción de una cultura de respeto y 
protección de los derechos humanos por parte de los Estados de la región, acorde con el desarrollo del Derecho 
Internacional de Derechos Humanos. Esto supone, para las democracias latinoamericanas, la necesidad de 
adecuar aspectos orgánicos, sustantivos y procedimentales a las obligaciones internacionales que han contraído 
en esta materia.
Este programa se estructura en torno a dos ejes temáticos. Por una parte, los sistemas internacionales de 
protección de derechos humanos, con especial énfasis en el sistema interamericano. Y por otra, las capacidades 
internas de los Estados en materia de Derechos Humanos. Nuestro aporte está dirigido al desarrollo de actividades 
de docencia e investigación que contribuyan al fortalecimiento de las capacidades institucionales de ambos 
sistemas de protección, nacional e internacional. 
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EDITORIAL
Desde el primer trimestre de 2009, el Centro de Derechos Humanos de la Universidad de Chile, a través de su Programa 
“Estado de Derecho y Derechos Humanos”, comenzó a editar el Boletín Trimestral de Jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. El objetivo de este Boletín Trimestral es presentar un análisis de la jurisprudencia de la Corte Interamericana, 
principalmente, de aquella referida a los derechos de integridad, libertad personal, debido proceso, protección judicial e igualdad 
y no discriminación.
El Boletín Trimestral ha sido ampliamente aplaudido y hemos recibido un sinnúmero de agradecimientos por esta iniciativa. 
Ello ha confirmado nuestra impresión de que es necesario acercar la jurisprudencia de la Corte Interamericana a aquellos que 
pueden utilizarla a nivel local, y a quienes cada día les puede resultar más difícil hacer un seguimiento a esta jurisprudencia. Son 
muchos los casos que se resuelven cada año, los temas que se tratan son cada vez más diversos y el tiempo no siempre alcanza 
para hacer una lectura acabada de las sentencias, ni ponerlas en contexto.
A partir de la experiencia de este año, analizando la jurisprudencia y poniéndola en perspectiva para que pudiera ser 
conocida y utilizada por operadores de justicia de nuestra región, nos hemos dado cuenta que, contar con un resumen de las 
sentencias dictadas en el año por la Corte Interamericana, puede ser de gran utilidad.
Por ello, hemos decido editar este Número Especial del Boletín Trimestral que contiene las quince sentencias de fondo 
dictadas por la Corte este 2009. En cada sentencia, el lector encontrará un resumen de los hechos y luego un extracto de las 
consideraciones de fondo y de las medidas de reparación del fallo. No obstante, los títulos bajo los cuales se analizan los diversos 
temas han sido modificados, para facilitar la lectura comprensiva de los fallos. Sin perjuicio de ello, todos los párrafos extractados 
que contiene este Boletín son fieles al texto original de las sentencias. 
A diferencia del trabajo que presentamos normalmente en el Boletín Trimestral, en este número especial reseñamos todos 
los derechos tratados en cada caso y nos esforzamos por seleccionar aquellos párrafos de las sentencias que dan cuenta del 
razonamiento de la Corte y no sólo de sus conclusiones. Además, a diferencia de nuestros números ordinarios del Boletín, en esta 
edición especial sólo se contienen los extractos de las sentencias, sin formular comentarios a su respecto. 
Este 2009 la Corte conmemoró los cuarenta años desde su creación -en la Convención Americana de Derechos Humanos- 
y treinta años desde su instalación un 3 de septiembre de 1979.  En estas décadas, la Corte ha ido construyendo un sólido cuerpo 
jurisprudencial, que le permite resolver los casos contenciosos que llegan a su conocimiento, así como las opiniones consultivas 
que le solicitan. Este esfuerzo corresponde a un trabajo colectivo, donde han participado no sólo los Estados y la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, sino también muchos hombres y mujeres que han visto en esta institución una última 
esperanza de justicia. Por ello, es preciso cuidar esta construcción colectiva y nos parece que una forma de hacerlo es estudiando 
críticamente sus sentencias y difundiendo su trabajo en nuestro continente. 
Una mirada al conjunto de sentencias dictadas por la Corte este 2009 evidencia el gran esfuerzo que está haciendo 
este Tribunal por afrontar las violaciones de derechos humanos de que son víctimas los habitantes de esta región, con las 
herramientas que le proporciona el sistema normativo interamericano. Pero al mismo tiempo, esa aproximación nos presenta 
cuestiones debatibles, razonamientos que pueden ser mejorados, perspectivas que deben ser modificadas y retrocesos que 
deben ser evitados.  Este Boletín Especial muestra mucho de esto y esperamos que también, abra espacios de discusión, tan 
necesarios para avanzar en la efectiva protección de los derechos humanos.
Seguramente, llamará la atención del lector la variedad de temas que ha debido tratar la Corte en su jurisprudencia este 
2009. Verán ustedes que en un mismo período conviven casos sobre hechos ocurridos hace décadas, con otros de muy reciente 
ocurrencia. Si hay un denominador común en todos ellos, es la relevancia de la actuación de la justicia, ya sea para adoptar 
medidas de prevención, como para adoptar medidas represivas frente a estas violaciones. En las sentencias de este año se 
ve, como pocas veces, la estrecha relación entre el sistema democrático, los derechos y sus mecanismos de garantías, todos 
constituyendo una tríada indisoluble en la construcción de un estado democrático de derecho. 
Sinceramente, esperamos que este trabajo sea útil para todos aquellos que deseen conocer y utilizar las sentencias de la 
Corte Interamericana.
Claudio Nash
Director Responsable
6
EDITORIAL I. HECHOS
CASO N° 193TRISTÁN DONOSO VS. PANAMÁ
Caso: Tristán Donoso vs. Panamá
Nº: 193
Fecha de Sentencia: 27 de enero 2009
Víctima: Santander Tristán Donoso
Estado parte: Panamá
Caso Completo en:   
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_193_esp.pdf
Santander Tristán Donoso, abogado panameño, prestó sus servicios profesionales al señor Walid Zayed, que se 
encontraba detenido en el marco de una causa penal relacionada con el delito de lavado de dinero.
En julio de 1996, Walid Zayed denunció a las autoridades policiales que había recibido una visita de personas 
que le habían ofrecido la obtención de su libertad a cambio de dinero, por lo que la Fiscalía montó una operación para 
atrapar a los presuntos extorsionadores. En esta operación el señor Zayed colaboró grabando personalmente las 
conversaciones que sostuviera con los presuntos extorsionadores, dentro de las instalaciones policiales.
En el marco de la investigación iniciada, el 10 de julio de 1996 el Fiscal a cargo solicitó autorización al ex 
Procurador para grabar las conversaciones desde los teléfonos residenciales de la familia Zayed, y para grabar y 
filmar las conversaciones y encuentros que sostuviera Walid Zayed con los presuntos extorsionadores. El 12 de julio, el 
ex Procurador emitió dos resoluciones en las que autorizó al Fiscal a proceder conforme a lo solicitado.
Con anterioridad a las resoluciones en que autorizaba las intervenciones telefónicas, el ex Procurador recibió 
casetes con grabaciones de conversaciones telefónicas que mantuvo Zayed dentro del cuartel policial y en su 
residencia. Estas grabaciones fueron obtenidas por iniciativa particular (nunca se comprobó quién las efectuó), sin que 
dichas intervenciones hubieran sido autorizadas aún por el Ministerio Público.
 
El 16 de julio, por orden del ex Procurador, el Departamento de Prensa y Divulgación del Ministerio Público envió 
una copia del casete con la grabación de la conversación sostenida entre Tristán Donoso y Zayed, al Arzobispo de 
Panamá, quién a su vez, la remitió al Obispo de Colón.
Días más tarde, el ex Procurador sostuvo una reunión con integrantes de la Junta Directiva del Colegio 
Nacional de Abogados para tratar algunos temas ajenos a este caso. Con ocasión de esta reunión, les hizo escuchar la 
grabación y les indicó que se trataba de una confabulación de Tristán Donoso para perjudicar su persona o la imagen 
del Ministerio Público.
El 25 de marzo de 1999, en el marco de una serie de cuestionamientos públicos a las  atribuciones legales del 
Procurador General de la Nación para ordenar la interceptación y grabación de comunicaciones telefónicas, Tristán 
Donoso realizó una conferencia de prensa en la cual declaró que el ex Procurador había ordenado la interceptación y 
grabación de una conversación suya con un cliente y la había puesto en conocimiento de terceros.
El 26 de marzo de 1999, Tristán Donoso interpuso una denuncia en contra del ex Procurador por el delito de 
“abuso de autoridad e infracción de los deberes de los servidores públicos”, que culminó en sobreseimiento definitivo, 
al no ser posible acreditar los hechos denunciados.
El mismo 26 de marzo de 1999, el ex Procurador presentó una querella contra Tristán Donoso por los delitos de 
calumnia e injuria, quien lo había responsabilizado en una conferencia de prensa por la intervención y la grabación 
de sus llamadas telefónicas. El 26 de octubre de 2001 el ex Procurador presentó, además, un incidente de daños y 
perjuicios en contra de Tristán Donoso por un millón cien mil balboas. 
Tristán Donoso fue condenado, en definitiva, a la pena de 18 meses de prisión y a la inhabilitación para el 
ejercicio de funciones públicas por igual término como autor del delito de calumnia, y se reemplazó la pena de prisión 
por el pago de días multa (en total 750.00 balboas). Asimismo se le condenó a una indemnización por daño moral y 
material.
El 28 de agosto de 2007 la Comisión sometió a la Corte una demanda en contra de la República de Panamá. 
Solicitó a la Corte que declare que el Estado es  responsable por la violación de los artículos 8 (Garantías Judiciales), 
11 (Protección de la Honra y de la Dignidad), 13 (Libertad de Pensamiento y de Expresión) y 25 (Protección Judicial) 
de la Convención Americana, en relación con la obligación general de respeto y garantía de los derechos humanos 
y el deber de adoptar disposiciones de derecho interno, previstos, respectivamente, en los artículos 1.1 y 2 de dicho 
tratado, en perjuicio del señor Tristán Donoso.
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II. CONSIDERACIONES DE FONDO DE LA CORTE:
El 27 de enero de 2009 la Corte estableció que el Estado violó el derecho a la vida privada y el derecho al 
honor y reputación reconocidos en el artículo 11.1 y 11.2 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 
de la misma, en perjuicio del señor Santander Tristán Donoso, por la divulgación de la conversación telefónica, en 
los términos de los párrafos 72 a 83 de la presente Sentencia. También, que el Estado violó el derecho a la libertad 
de expresión reconocido en el artículo 13 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma 
y el derecho a las garantías judiciales reconocido en el artículo 8.1 de la Convención Americana, en relación con el 
artículo 1.1 de la misma, por la falta de motivación de la decisión judicial sobre la divulgación de la conversación 
telefónica.
1. DERECHO A LA VIDA PRIVADA
Artículo 11 de la Convención.
Ámbito de aplicación del Derecho a la Vida Privada y la protección de las  
conversaciones telefónicas
El artículo 11 de la Convención prohíbe toda injerencia arbitraria o abusiva en la vida privada de las personas, 
enunciando diversos ámbitos de la misma como la vida privada de sus familias, sus domicilios o sus correspondencias. 
La Corte ha sostenido que el ámbito de la privacidad se caracteriza por quedar exento e inmune a las invasiones 
o agresiones abusivas o arbitrarias por parte de terceros o de la autoridad pública. Aunque las conversaciones 
telefónicas no se encuentran expresamente previstas en el artículo 11 de la Convención, se trata de una forma 
de comunicación que, al igual que la correspondencia, se encuentra incluida dentro del ámbito de protección del 
derecho a la vida privada. (párr. 55)
El derecho a la vida privada no es un derecho absoluto y, por lo tanto, puede ser restringido por los Estados 
siempre que las injerencias no sean abusivas o arbitrarias; por ello, las mismas deben estar previstas en ley, perseguir 
un fin legítimo y cumplir con los requisitos de idoneidad, necesidad y proporcionalidad, es decir, deben ser necesarias 
en una sociedad democrática. (párr. 56)
La Corte considera que la conversación telefónica entre el señor Adel Zayed y el señor Tristán Donoso era 
de carácter privado y ninguna de las dos personas consintió que fuera conocida por terceros. Más aún, dicha 
conversación, al ser realizada entre la presunta víctima y uno de sus clientes debería, incluso, contar con un mayor 
grado de protección por el secreto profesional. (párr. 75)
La divulgación de la conversación telefónica por parte de un funcionario público implicó una injerencia en la 
vida privada del señor Tristán Donoso. La Corte debe examinar si dicha injerencia resulta arbitraria o abusiva en los 
términos del artículo 11.2 de la Convención o si resulta compatible con dicho tratado. Como ya se indicó (supra párr. 
56), para ser compatible con la Convención Americana una injerencia debe cumplir con los siguientes requisitos: 
estar prevista en ley, perseguir un fin legítimo, y ser idónea, necesaria y proporcional. En consecuencia, la falta de 
cumplimiento de alguno de dichos requisitos implica que la medida es contraria a la Convención. (párr. 76)
En consecuencia, la Corte considera que la divulgación de la conversación privada ante autoridades de la 
Iglesia Católica y algunos directivos del Colegio Nacional de Abogados, y las manifestaciones utilizadas por el ex 
Procurador en dichas ocasiones, violaron los derechos a la vida privada y a la honra y reputación del señor Tristán 
Donoso, reconocidos en los artículos 11.1 y 11.2 de la Convención Americana, en relación con la obligación de 
respeto consagrada en el artículo 1.1 del mismo tratado. (párr. 83)
Distinción entre Honra y Reputación
[…] El artículo 11 de la Convención reconoce que toda persona tiene derecho al respeto de su honra, prohíbe 
todo ataque ilegal contra la honra o reputación e impone a los Estados el deber de brindar la protección de la ley 
contra tales ataques. En términos generales, el derecho a la honra se relaciona con la estima y valía propia, mientras 
que la reputación se refiere a la opinión que otros tienen de una persona. (párr. 57)
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2. LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y EXPRESIÓN
Artículo 13 en relación con los artículo 1.1 y 2 de la Convención
Restricciones a la libertad de expresión y la aplicación de responsabilidades ulteriores
Respecto al contenido de la libertad de expresión, la jurisprudencia de la Corte ha sido constante en señalar 
que quienes están bajo la protección de la Convención tienen el derecho de buscar, recibir y difundir ideas e 
informaciones de toda índole, así como también el de recibir y conocer las informaciones e ideas difundidas por los 
demás. (párr.109)
[…] La libertad de expresión no es un derecho absoluto. El artículo 13.2 de la Convención, que prohíbe la censura 
previa, también prevé la posibilidad de exigir responsabilidades ulteriores por el ejercicio abusivo de este derecho. 
Estas restricciones tienen carácter excepcional y no deben limitar, más allá de lo estrictamente necesario, el pleno 
ejercicio de la libertad de expresión y convertirse en un mecanismo directo o indirecto de censura previa. (párr.110)
Dada la importancia de la libertad de expresión en una sociedad democrática, el Estado no sólo debe 
minimizar las restricciones a la circulación de la información sino también equilibrar, en la mayor medida de lo 
posible, la participación de las distintas informaciones en el debate público, impulsando el pluralismo informativo. 
En consecuencia, la equidad debe regir el flujo informativo. (párr.113)
Legalidad de la medida
La Corte observa que el delito de calumnia, por el cual fue condenada la víctima, estaba previsto en el artículo 
172 del Código Penal, el cual es una ley en sentido formal y material (supra párr. 108). (párr. 117)
Finalidad Legítima e Idoneidad de la medida
La Corte ha señalado que los funcionarios públicos, al igual que cualquier otra persona, están amparados por 
la protección que les brinda el artículo 11 convencional que consagra el derecho a la honra. Por otra parte, el artículo 
13.2.a) de la Convención establece que la “reputación de los demás” puede ser motivo para fijar responsabilidades 
ulteriores en el ejercicio de la libertad de expresión. En consecuencia, la protección de la honra y reputación de toda 
persona es un fin legítimo acorde con la Convención. Asimismo, el instrumento penal es idóneo porque sirve el fin 
de salvaguardar, a través de la conminación de pena, el bien jurídico que se quiere proteger, es decir, podría estar en 
capacidad de contribuir a la realización de dicho objetivo. (párr. 118)
Necesidad de la medida
En una sociedad democrática el poder punitivo sólo se ejerce en la medida estrictamente necesaria para 
proteger los bienes jurídicos fundamentales de los ataques más graves que los dañen o pongan en peligro. Lo 
contrario conduciría al ejercicio abusivo del poder punitivo del Estado. (párr. 119)
La Corte no estima contraria a la Convención cualquier medida penal a propósito de la expresión de 
informaciones u opiniones, pero esta posibilidad se debe analizar con especial cautela, ponderando al respecto la 
extrema gravedad de la conducta desplegada por el emisor de aquéllas, el dolo con que actuó, las características 
del daño injustamente causado y otros datos que pongan de manifiesto la absoluta necesidad de utilizar, en forma 
verdaderamente excepcional, medidas penales. En todo momento la carga de la prueba debe recaer en quien 
formula la acusación. (párr.120)
La Corte considera que el señor Tristán Donoso realizó manifestaciones sobre hechos que revestían el mayor 
interés público en el marco de un intenso debate público sobre las atribuciones del Procurador General de la Nación 
para interceptar y grabar conversaciones telefónicas, debate en el que estaban inmersas, entre otras, autoridades 
judiciales. (párr. 121) 
[…] El derecho internacional establece que el umbral de protección al honor de un funcionario público debe 
permitir el más amplio control ciudadano sobre el ejercicio de sus funciones. […] En el presente caso se trataba de 
una persona que ostentaba uno de los más altos cargos públicos en su país, Procurador General de la Nación. (párr. 
122) 
[…] En principio, una afirmación verdadera sobre un hecho en el caso de un funcionario público en un tema 
de interés publico resulta una expresión protegida por la Convención Americana. Sin embargo, la situación es 
distinta cuando se está ante un supuesto de inexactitud fáctica de la afirmación que se alega es lesiva al honor. […] 
(párr.124)
En el presente caso la Corte advierte que en el momento en que el señor Tristán Donoso convocó la conferencia 
de prensa existían diversos e importantes elementos de información y de apreciación que permitían considerar que 
su afirmación no estaba desprovista de fundamento respecto de la responsabilidad del ex Procurador sobre la 
grabación de su conversación (párr. 125)
9
Finalmente, si bien la sanción penal de días-multa no aparece como excesiva, la condena penal impuesta 
como forma de responsabilidad ulterior establecida en el presente caso es innecesaria. Adicionalmente, los hechos 
bajo el examen del Tribunal evidencian que el temor a la sanción civil, ante la pretensión del ex Procurador de una 
reparación civil sumamente elevada, puede ser a todas luces tan o más intimidante e inhibidor para el ejercicio de 
la libertad de expresión que una sanción penal, en tanto tiene la potencialidad de comprometer la vida personal y 
familiar de quien denuncia a un funcionario público, con el resultado evidente y disvalioso de autocensura, tanto 
para el afectado como para otros potenciales críticos de la actuación de un servidor público. (párr.129).
Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte concluye que la sanción penal impuesta al  señor Tristán Donoso fue 
manifiestamente innecesaria en relación con la alegada afectación del derecho a la honra en el presente caso, por 
lo que resulta violatoria al derecho a la libertad de pensamiento y de expresión consagrado en el artículo 13 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio del señor Tristán Donoso. (párr. 
130)
Por otra parte, no ha quedado demostrado en el presente caso que la referida sanción penal haya resultado 
de las supuestas deficiencias del marco normativo que regulaba los delitos contra el honor en Panamá. Por ello, el 
Estado no incumplió la obligación general de adoptar disposiciones de derecho interno establecida en el artículo 2 
de la Convención Americana. (párr. 131)
Libertad de expresión y honra de funcionarios públicos 
[…] Respecto del derecho a la honra, la Corte recuerda que las expresiones concernientes a la idoneidad 
de una persona para el desempeño de un cargo público o a los actos realizados por funcionarios públicos en el 
desempeño de sus labores gozan de mayor protección, de manera tal que se propicie el debate democrático. La 
Corte ha señalado que en una sociedad democrática los funcionarios públicos están más expuestos al escrutinio 
y la crítica del público. Este diferente umbral de protección se explica porque se han expuesto voluntariamente a 
un escrutinio más exigente. Sus actividades salen del dominio de la esfera privada para insertarse en la esfera del 
debate público. Este umbral no se asienta en la calidad del sujeto, sino en el interés público de las actividades que 
realiza. (párr. 115).
Esta protección al honor de manera diferenciada se explica porque el funcionario público se expone 
voluntariamente al escrutinio de la sociedad, lo que lo lleva a un mayor riesgo de sufrir afectaciones a su honor, así 
como también por la posibilidad, asociada a su condición, de tener una mayor influencia social y facilidad de acceso 
a los medios de comunicación para dar explicaciones o responder sobre hechos que los involucren. (párr. 122)
3. PRINCIPIO DE LEGALIDAD
Artículo 9 de la Convención
[…] Al analizar la violación del artículo 13 de la Convención, la Corte declaró que la conducta imputada al 
señor Tristán Donoso y la sanción correspondiente estaban tipificadas penalmente en una ley, la que se encontraba 
vigente al momento de los hechos (supra párr. 117). La declaración de una violación a la Convención Americana 
por la aplicación en el caso concreto de dicha norma no implica en sí misma una violación al principio de legalidad, 
razón por la cual la Corte considera que el Estado no violó el derecho consagrado en el artículo 9 de la Convención 
Americana. (párr.139)
4. DEBIDO PROCESO
Artículo 8 de la Convención.
Deber de investigar 
El deber de investigar es una obligación de medios y no de resultado. Como ha sido señalado por la Corte 
de manera reiterada, este deber ha de ser asumido por el Estado como un deber jurídico propio y no como una 
simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como una mera gestión de intereses particulares, 
que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o de sus familiares o de la aportación privada de elementos 
probatorios. (párr. 146)
La Corte estima que una vez analizados los elementos probatorios aportados durante la investigación, no 
hay evidencia de que la misma no haya sido diligente. Por otra parte, si bien los representantes indican ante la 
Corte una serie de medidas adicionales que pudieron ser realizadas durante la investigación, las mismas no fueron 
solicitadas a la autoridad investigadora en la denuncia inicial, ni en sus ampliaciones posteriores […] (párr. 149)
Por todo lo anterior, este Tribunal considera, en cuanto a la obligación de investigar diligentemente los hechos 
denunciados por el señor Tristán Donoso, que el Estado no violó a los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, 
en conexión con el artículo 1.1 de la misma. (párr. 151)
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III. REPARACIONES
Motivación de las sentencias 
[…] La Corte ha señalado que la motivación “es la exteriorización de la justificación razonada que permite llegar 
a una conclusión”. El deber de motivar las resoluciones es una garantía vinculada con la correcta administración de 
justicia, que protege el derecho de los ciudadanos a ser juzgados por las razones que el Derecho suministra, y otorga 
credibilidad de las decisiones jurídicas en el marco de una sociedad democrática. (párr. 152)
El Tribunal ha resaltado que las decisiones que adopten los órganos internos, que puedan afectar derechos 
humanos, deben estar debidamente fundamentadas, pues de lo contrario serían decisiones arbitrarias. En este 
sentido, la argumentación de un fallo debe mostrar que han sido debidamente tomados en cuenta los alegatos 
de las partes y que el conjunto de pruebas ha sido analizado. Asimismo, la motivación demuestra a las partes que 
éstas han sido oídas y, en aquellos casos en que las decisiones son recurribles, les proporciona la posibilidad de 
criticar la resolución y lograr un nuevo examen de la cuestión ante las instancias superiores. Por todo ello, el deber 
de motivación es una de las “debidas garantías” incluidas en el artículo 8.1 de la Convención para salvaguardar el 
derecho a un debido proceso. (párr. 153)
El Tribunal considera que la Corte Suprema de Justicia debió motivar su decisión respecto del planteamiento 
de la divulgación de la conversación telefónica, y en caso de entender que había existido la misma, como surge de 
la decisión, establecer las razones por las cuales ese hecho se subsumía o no en una norma penal y, en su caso, 
analizar las responsabilidades correspondientes. Por consiguiente, la Corte considera que el Estado incumplió con 
su deber de motivar la decisión sobre la divulgación de la conversación telefónica, violando con ello las “debidas 
garantías” ordenadas en el artículo 8.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en 
perjuicio del señor Santander Tristán Donoso. (párr. 157)
Organización del Ministerio Público e imparcialidad en la investigación  
Los Estados partes pueden organizar su sistema procesal penal, así como la función, estructura o ubicación 
institucional del Ministerio Público a cargo de la persecución penal, considerando sus necesidades y condiciones 
particulares, siempre que cumplan con los propósitos y obligaciones determinadas en la Convención Americana. 
En los casos que la legislación de un determinado Estado establezca que los integrantes del Ministerio Público 
desempeñan su labor con dependencia orgánica, ello no implica, en sí mismo, una violación a la Convención. (párr. 
164)
Por su parte, la Corte destaca que el principio de legalidad de la función pública, que gobierna la actuación de 
los funcionarios del Ministerio Público, obliga a que su labor en el ejercicio de sus cargos se realice con fundamentos 
normativos definidos en la Constitución y las leyes. De tal modo, los fiscales deben velar por la correcta aplicación 
del derecho y la búsqueda de la verdad de los hechos sucedidos, actuando con profesionalismo, buena fe, lealtad 
procesal, considerando tanto elementos que permitan acreditar el delito y la participación del imputado en dicho 
acto, como también los que puedan excluir o atenuar la responsabilidad penal del imputado. (párr. 165)
En el presente caso, no se encuentra acreditado que los fiscales intervinientes en el proceso seguido contra 
el señor Tristán Donoso actuaran motivados por intereses individuales, fundados en motivos extralegales o que 
hubiesen adoptado sus decisiones con base en instrucciones de funcionarios superiores contrarias a las disposiciones 
jurídicas aplicables […] (párr. 166)
Por lo expuesto, la Corte concluye que el Estado no violó el derecho al debido proceso previsto en el artículo 
8 de la Convención Americana, en perjuicio del señor Tristán Donoso, en el marco de la investigación promovida 
contra él por delitos contra el honor. (párr. 167)
 
Es un principio de Derecho Internacional que toda violación de una obligación internacional que haya 
producido daño comporta el deber de repararlo adecuadamenteEsa obligación de reparar se regula en todos los 
aspectos por el Derecho Internacional. En sus decisiones, la Corte se ha basado en el artículo 63.1 de la Convención 
Americana. (párr. 170)
1. Parte lesionada
Si bien la Comisión mencionó a la esposa de la víctima como beneficiaria de  reparaciones, no formuló 
alegatos ni presentó pruebas que permitan concluir que dicha persona fue víctima de alguna violación a un derecho 
consagrado en la Convención Americana. En razón de lo anterior, la Corte considera como “parte lesionada”, conforme 
al artículo 63.1 de la Convención Americana, al señor Tristán Donoso, en su carácter de víctima de las violaciones a 
la Convención Americana declaradas en la presente Sentencia, por lo que será beneficiario de las reparaciones que 
el Tribunal ordena a continuación. (párr.180)
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2. Indemnizaciones
Daño material
En cuanto a los problemas de salud del padre de la víctima, que habrían sido causados por los hechos del 
presente caso, la Corte no cuenta, más allá de lo alegado, con elementos que permitan acreditar dicha situación, 
ni el nexo causal con los hechos del presente caso. Por último, en cuanto a la limitación a una eventual postulación 
para el cargo de magistrado de la Corte Suprema debido a la condena penal, no puede concluirse que ello sea 
considerado dentro del concepto de lucro cesante, al tratarse de una expectativa que el señor Tristán Donoso 
podía legítimamente tener, pero que no representa un detrimento patrimonial efectivo consecuencia de la violación 
declarada en la presente Sentencia. Por el contrario, la Corte advierte que los hechos del presente caso no le 
impidieron acceder a un trabajo en el Estado, tal como lo informara la víctima en la audiencia pública. Por lo anterior, 
este Tribunal no fijará una indemnización por concepto de daño material. (párr. 185)
Daño Inmaterial
A efectos de fijar la indemnización por daño inmaterial la Corte considera que fue violada la vida privada del 
señor Tristán Donoso y que éste fue desacreditado en su labor profesional, primero ante dos públicos relevantes, 
como lo eran las autoridades del Colegio Nacional de Abogados y la Iglesia Católica a la cual prestaba asesoría 
jurídica; luego socialmente, debido a la condena penal recaída en su contra. (párr. 190)
Por lo anterior, la Corte estima pertinente determinar el pago de una compensación por concepto de daños 
inmateriales por la cantidad de US $15.000,00 (quince mil dólares de los Estados Unidos de América), para la víctima 
por concepto de indemnización por daño inmaterial. El Estado deberá efectuar el pago de este monto directamente 
al beneficiario, dentro del plazo de un año contado a partir de la notificación de la presente Sentencia. (párr. 191)
3. Medidas de satisfacción y garantías de no repetición
Dejar sin efecto la sentencia condenatoria y sus consecuencias
Esta Corte ha determinado que la sanción penal emitida en contra del señor Tristán Donoso afectó su derecho 
a la libertad de expresión (supra párr. 130). Por lo tanto el Tribunal dispone que, conforme a su jurisprudencia, el 
Estado debe dejar sin efecto dicha sentencia en todos sus extremos, incluyendo los alcances que ésta pudiere tener 
respecto de terceros, a saber: a) la calificación del señor Tristán Donoso como autor del delito de calumnia; b) la 
imposición de la pena de 18 meses de prisión (reemplazada por 75 días-multa); c) la inhabilitación para el ejercicio 
de funciones públicas por igual término; d) la indemnización civil pendiente de determinación; y e) la inclusión de 
su nombre de cualquier registro penal. Para ello, el Estado cuenta con un plazo de un año contado a partir de la 
notificación de la presente Sentencia. (párr. 195)
Obligación de publicar la Sentencia
Como lo ha dispuesto la Corte en otros casos, como medida de satisfacción, el Estado deberá publicar en el 
Diario Oficial y en otro diario de amplia circulación nacional, por una sola vez, los párrafos 1 a 5; 30 a 57; 68 a 83; 90 
a 130; 152 a 157 de la presente Sentencia, sin las notas al pie de página, y su parte resolutiva. Para realizar estas 
publicaciones se fija el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia. (párr. 197)
Reconocimiento público de la responsabilidad internacional
[…] El Tribunal no estima que dicha medida resulte necesaria para reparar las violaciones constatadas en 
el presente caso. En este sentido, la medida que se deje sin efecto la condena penal y sus consecuencias, esta 
Sentencia y su publicación constituyen importantes medidas de reparación. (párr. 200)
Deber de investigar, juzgar y sancionar a responsables de las violaciones a los  
derechos humanos de Santander Tristán Donoso.
La Corte no ha encontrado acreditado que hubo una falta de diligencia en la investigación de la intercepción y 
grabación de la conversación telefónica (supra párr. 151), por lo que no encuentra necesario ordenar, como medida 
de reparación, la investigación de tales hechos. Por otra parte, en lo relativo a la divulgación de la conversación 
telefónica, la Corte considera que esta Sentencia y su publicación son medidas suficientes de reparación. (párr. 
203)
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Adecuación del derecho interno respecto de la intervención de comunicaciones privadas 
No obstante, la Corte toma nota y valora positivamente la reforma constitucional efectuada por el Estado en el 
año 2004, con el objeto de que las comunicaciones privadas sólo puedan ser interceptadas o grabadas por mandato 
judicial. La Corte destaca la importancia de adoptar, a la mayor brevedad, las medidas legislativas y administrativas 
que sean necesarias para implementar dicha reforma constitucional, de manera que los procedimientos legales a 
seguir por las autoridades judiciales para autorizar escuchas o intervenciones telefónicas cumplan con los propósitos 
y demás obligaciones determinadas en la Convención Americana […] (párr. 206)
Adecuación de la legislación penal en materia de injurias y calumnias y  
la legislación civil en materia de difamación
La Corte encontró que la sanción penal contra el señor Tristán Donoso constituyó un hecho violatorio del 
artículo 13 de la Convención (supra párr. 130). Por otro lado, el Tribunal toma nota y valora las reformas normativas 
efectuadas en esta materia por el Estado en su derecho interno, las que entraron en vigencia con posterioridad al 
caso y que entre otros avances excluye la posibilidad de recurrir a la sanción penal en los delitos de calumnia e 
injuria cuando los ofendidos son determinados servidores públicos (supra párrs. 132 a 134). En razón de lo anterior, 
la Corte no estima necesario ordenar al Estado la medida de reparación solicitada. (párr. 209)
Capacitación para los operadores de la administración de justicia 
La Corte considera suficiente a fin de reparar las violaciones encontradas en el presente caso que el Estado 
asegure la difusión de la presente Sentencia a través de su publicación. (párr. 211)
4. Costas y gastos
Teniendo en cuenta las consideraciones precedentes y la prueba aportada, para compensar las costas y 
los gastos realizados ante las autoridades de la jurisdicción interna, así como aquellos generados en el curso del 
proceso ante el sistema interamericano, la Corte determina, en equidad, que el Estado reintegre la cantidad de 
US $15,000.00 (quince mil dólares de los Estados Unidos de América) al señor Tristán Donoso, quien entregará la 
cantidad que le corresponde a sus representantes (supra párr. 214). Este monto incluye los gastos en que puedan 
incurrir los representantes durante la supervisión del cumplimiento de esta Sentencia. El Estado deberá efectuar el 
pago por concepto de costas y gastos dentro del plazo de un año contado a partir de la notificación de la presente 
Sentencia. (párr. 216)
5. Modalidad de cumplimiento de los pagos ordenados
El pago de la indemnización por daño inmaterial y el reembolso de costas y gastos establecidos en la presente 
Sentencia serán hechos directamente a la víctima, en el plazo de un año, contado a partir de la notificación de la 
presente Sentencia […] (párr. 217)
Si por causas atribuibles al señor Tristán Donoso no fuese posible que este reciba esas cantidades dentro del 
plazo indicado, el Estado consignará dicho monto a favor del beneficiario en una cuenta o certificado de depósito 
en una institución financiera panameña solvente, y en las condiciones financieras más favorables que permitan la 
legislación y la práctica bancaria. Si al cabo de diez años el monto asignado no ha sido reclamado, las cantidades 
serán devueltas al Estado con los intereses devengados. (párr. 219)
En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un interés sobre la cantidad adecuada, 
correspondiente al interés bancario moratorio en Panamá. (párr. 221)
Conforme a su práctica constante, la Corte se reserva la facultad, inherente a sus atribuciones y derivada, 
asimismo, del artículo 65 de la Convención Americana, de supervisar la ejecución íntegra de la presente Sentencia. 
El caso se dará por concluido una vez que el Estado haya dado cabal cumplimiento a lo dispuesto en el presente 
Fallo. Dentro del plazo de un año, contado a partir de la notificación de esta Sentencia, el Estado deberá rendir a la 
Corte un informe sobre las medidas adoptadas para darle cumplimiento. (párr. 222)
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El 9 de abril de 2002, se inició un paro convocado por la Confederación de Trabajadores de Venezuela y 
Fedecámaras y el 11 de abril del mismo año, se efectuó una marcha de la oposición, que exigía la renuncia del 
Presidente de la República. En este contexto, se produjeron hechos de violencia que culminaron con un alto número 
de muertos y heridos, el asalto al gobierno constitucional mediante un golpe de Estado y la posterior reposición 
del orden constitucional. La situación imperante en Venezuela generó un clima de agresión y amenaza continuada 
contra periodistas, camarógrafos, fotógrafos y demás trabajadores de los medios de comunicación social. 
En los períodos en que ocurrieron los hechos del presente caso, la Corte dictó varias resoluciones en que 
ordenaba a Venezuela que adoptara medidas provisionales de protección a favor de personas vinculadas con 
medios de comunicación social. Durante esa época, la Corte constató varias veces el incumplimiento de las órdenes 
sobre medidas provisionales.
En ese contexto fueron emitidas en un programa televisivo, entre los años 2002 a 2004, declaraciones de 
naturaleza esencialmente política por funcionarios públicos, en contra de los medios privados de comunicación 
social en Venezuela, en general, y a RCTV, sus dueños y directivos, en particular. Además, se identificó a tal medio 
o a sus dueños, como partícipes en el golpe de Estado de 2002; se incluyó a RCTV como uno de cuatro medios de 
comunicación privados aludidos como “los cuatro jinetes del Apocalipsis”; y se hicieron referencias a RCTV como 
“enemigos del pueblo de Venezuela” y de responder a un “plan terrorista”. Asimismo, se cuestionó la veracidad de 
información transmitida por RCTV y en algunas declaraciones se hizo referencia a la concesión para operar los 
medios de comunicación y a la posibilidad de cancelarla.
Asimismo, RCTV denunció intervenciones e interrupciones de sus transmisiones por parte del Estado, en virtud 
de oficios emitidos por CONATEL, relativos al contenido de sus programas y a continuas imposiciones de “cadenas”  
de transmisión por parte del poder público. 
En este contexto, también se desarrollaron una serie de agresiones y actos atentatorios a la integridad 
física y psíquica y a la libertad de expresión cometidos por particulares, partidarios del oficialismo, en contra de 
los periodistas, camarógrafos y otros funcionarios del canal. Estos actos, consistieron en agresiones verbales, 
amenazas y agresiones físicas y psicológicas mediante lanzamiento de piedras, lanzamiento de baldes con agua y 
orina, e incluso un impacto de bala.
Asimismo, otros actos fueron dirigidos contra RCTV. Por ejemplo, fue probado que el 3 de junio de 2004, la 
sede del canal RCTV fue atacada violentamente por particulares, quienes obstaculizaron las labores del personal del 
canal, trataron de forzar las puertas de seguridad que dan acceso al canal incendiando un camión de una empresa, 
dispararon en contra del edificio y escribieron insultos en las paredes. También, fue probado que el 14 de agosto de 
2003, un numeroso grupo de particulares realizaron manifestaciones en forma violenta afuera de las instalaciones 
del canal, durante las cuales individuos no identificados hicieron pintas con diversas inscripciones. 
De las 17 denuncias efectuadas a las autoridades por parte de las víctimas, varias fueron sobreseídas, cuatro 
fueron desestimadas, dos archivadas, y al momento de la dictación de esta sentencia existían varias solicitudes de 
desestimación por parte del fiscal del caso que se encuentran a la espera de decisión judicial. En un solo caso se 
llegó a la individualización del presunto responsable y se presentó acusación fiscal.
El 20 de abril de 2007, la Comisión sometió ante la Corte una demanda contra Venezuela. Solicitó a la Corte 
que declare que el Estado es responsable por la violación de los derechos reconocidos en los artículos 5 (Derecho a 
la Integridad Personal), 13 (Libertad de Pensamiento y Expresión), 8 (Garantías Judiciales) y 25 (Protección Judicial) 
de la Convención Americana, en relación con las obligaciones generales de respeto y garantía de los derechos 
humanos establecida en el artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio de las víctimas. El 28 de enero de 2009 la 
Corte declaró que el Estado es responsable por el incumplimiento de su obligación contenida en el artículo 1.1 de 
la Convención de garantizar el ejercicio de la libertad de buscar, recibir y difundir información y el derecho a la 
integridad personal, reconocidos en los artículos 13.1 y 5.1 del mismo tratado, en perjuicio de las víctimas. Asimismo, 
el Estado fue considerado responsable por el incumplimiento de su obligación contenida en el artículo 1.1 de la 
Convención de garantizar la libertad de buscar, recibir y difundir información, reconocida en el artículo 13.1 de la 
Convención. 
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III. CONSIDERACIONES DE FONDO DE LA CORTE
1. LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y EXPRESIÓN E INTEGRIDAD PERSONAL 
Artículo 13 y 5.1 en relación con el 1.1 de la Convención.
 
Libertad de Expresión y pluralismo
El artículo 13 de la Convención reconoce a todas las personas los derechos y libertades de expresar su 
pensamiento, de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, así como el derecho a recibir 
información y conocer la expresión del pensamiento ajeno. (párr. 104)
La libertad de expresión, particularmente en asuntos de interés público, “es una piedra angular en la existencia 
misma de una sociedad democrática”. No sólo debe garantizarse en lo que respecta a la difusión de información 
o ideas que son recibidas favorablemente o consideradas como inofensivas o indiferentes, sino también en lo que 
toca a las que resultan ingratas para el Estado o cualquier sector de la población. Tales son las demandas del 
pluralismo, que implica tolerancia y espíritu de apertura, sin los cuales no existe una sociedad democrática. Cualquier 
condición, restricción o sanción en esta materia deben ser proporcionadas al fin legítimo que se persigue. Sin una 
efectiva garantía de la libertad de expresión, se debilita el sistema democrático y sufren quebranto el pluralismo y 
la tolerancia; los mecanismos de control y denuncia ciudadana pueden volverse inoperantes y, en definitiva, se crea 
un campo fértil para que arraiguen sistemas autoritarios. (párr.105)
Con todo, la libertad de expresión no es un derecho absoluto y puede estar sujeta a restricciones, en particular 
cuando interfiere con otros derechos garantizados por la Convención. Dada la importancia de la libertad de 
expresión en una sociedad democrática y la responsabilidad que entraña para los medios de comunicación social y 
para quienes ejercen profesionalmente estas labores, el Estado debe minimizar las restricciones a la información y 
equilibrar, en la mayor medida posible, la participación de las distintas corrientes en el debate público, impulsando el 
pluralismo informativo. En estos términos se puede explicar la protección de los derechos humanos de quien enfrenta 
el poder de los medios, que deben ejercer con responsabilidad la función social que desarrollan, y el esfuerzo por 
asegurar condiciones estructurales que permitan la expresión equitativa de las ideas. (párr. 106)
Responsabilidad del Estado por actos de particulares.
La Corte ha señalado que la responsabilidad internacional del Estado puede generarse por actos violatorios 
cometidos por terceros, que en principio no le serían atribuibles. Esto ocurre si el Estado incumple, por acción u 
omisión de sus agentes que se encuentren en posición de garantes de derechos humanos, las obligaciones erga 
omnes contenidas en los artículos 1.1 y 2 de la Convención. (párr. 109)
La Corte también ha señalado que un Estado no es responsable por cualquier violación de derechos humanos 
cometida por particulares. El carácter erga omnes de las obligaciones convencionales de garantía no implica una 
responsabilidad ilimitada de los Estados frente a cualquier acto de particulares. Debe atenderse a las circunstancias 
particulares del caso y a la concreción de dichas obligaciones de garantía, considerando la previsibilidad de un 
riesgo real e inmediato. (párr. 110)
La Corte ha reiterado que para establecer que se ha producido una violación de los derechos consagrados en 
la Convención no se requiere determinar, como ocurre en el derecho penal interno, la culpabilidad de los autores o 
su intencionalidad, y tampoco es preciso identificar individualmente a los agentes a los que se atribuyen los hechos 
violatorios. Es suficiente que el Estado haya incumplido una obligación a su cargo. (párr. 117)
 
[…] La Corte observa que la mera “simpatía” o carácter de “seguidor” o “partidario” de una persona o grupo de 
personas hacia el gobierno o “el oficialismo” no sería causa de atribución, per se, de los actos de aquéllos al Estado 
[…] (párr. 135)
Responsabilidad del Estado por el pronunciamiento de opiniones o discursos oficiales  
En este caso, los referidos funcionarios públicos hicieron uso, en ejercicio de su investidura, de los medios que 
el Estado les proporcionaba para emitir sus declaraciones y discursos, y es por ello que tienen carácter oficial. Si bien 
no es necesario conocer la totalidad de eventos ocurridos en Venezuela que afectaron a medios de comunicación o 
a sus trabajadores, ni la totalidad de declaraciones o discursos emitidos por altas autoridades estatales, lo relevante 
es, para efectos del presente caso y en los contextos en que ocurrieron los hechos, que el contenido de tales 
pronunciamientos fue reiterado en varias oportunidades durante ese período. Sin embargo, no está acreditado que 
tales discursos demuestren o revelen, por sí mismos, la existencia de una política de Estado. (párr. 138)
En una sociedad democrática no sólo es legítimo, sino que en ocasiones constituye un deber de las autoridades 
estatales, pronunciarse sobre cuestiones de interés público. Sin embargo, al hacerlo están sometidos a ciertas 
limitaciones en cuanto deben constatar en forma razonable, aunque no necesariamente exhaustiva, los hechos 
en los que fundamentan sus opiniones, y deberían hacerlo con una diligencia aún mayor a la empleada por los 
particulares, en razón de su alta investidura, del amplio alcance y eventuales efectos que sus expresiones pueden 
tener en ciertos sectores de la población, y para evitar que los ciudadanos y otras personas interesadas reciban una 
versión manipulada de determinados hechos. Además, deben tener en cuenta que en tanto funcionarios públicos 
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tienen una posición de garante de los derechos fundamentales de las personas y, por tanto, sus declaraciones 
no pueden desconocer éstos ni constituir formas de injerencia directa o indirecta o presión lesiva en los derechos 
de quienes pretenden contribuir a la deliberación pública mediante la expresión y difusión de su pensamiento. 
Este deber de especial cuidado se ve particularmente acentuado en situaciones de mayor conflictividad social, 
alteraciones del orden público o polarización social o política, precisamente por el conjunto de riesgos que pueden 
implicar para determinadas personas o grupos en un momento dado. (párr. 139)
[…] Si bien es cierto que existe un riesgo intrínseco a la actividad periodística, las personas que trabajan para 
determinado medio de comunicación social pueden ver exacerbadas las situaciones de riesgo a las que normalmente 
se verían enfrentados, si ese medio es objeto de discursos oficiales que puedan provocar, sugerir acciones o ser 
interpretados por funcionarios públicos o por sectores de la sociedad como instrucciones, instigaciones, o de 
cualquier forma autorizaciones o apoyos, para la comisión de actos que pongan en riesgo o vulneren la vida, 
seguridad personal u otros derechos de personas que ejercen labores periodísticas o de quienes ejercen esa libertad 
de expresión. (párr. 143)
La Corte considera que, en la situación de vulnerabilidad real en que se encontraron las presuntas víctimas 
para realizar su labor periodística, conocida por las autoridades estatales, algunos contenidos de los referidos 
pronunciamientos son incompatibles con la obligación estatal de garantizar los derechos de esas personas a la 
integridad personal y a la libertad de buscar, recibir y difundir información de esas personas, al haber podido resultar 
intimidatorios para quienes se hallaban vinculados con ese medio de comunicación y constituir faltas al deber de 
prevenir situaciones violatorias o de riesgo para los derechos de las personas. (párr.149)
Integridad física y psíquica de las presuntas víctimas
Del análisis de los hechos alegados, la Corte concluye que no fue demostrada la alegada violación del 
derecho a la integridad física de las presuntas víctimas por acciones de sus agentes. Por otro lado, en cinco de los 
hechos probados ha sido constatado que personas o grupos de particulares indeterminados causaron daños a 
la integridad física y obstaculizaron el ejercicio de la labor periodística de Antonio José Monroy, Armando Amaya, 
Carlos Colmenares e Isabel Cristina Mavarez Marin. Además, en 10 de los hechos probados ha sido constatado que 
personas o grupos de particulares indeterminados obstaculizaron el ejercicio de la labor periodística de David José 
Pérez Hansen, Erika Paz, Isnardo José Bravo, Javier García Flores, Luis Augusto Contreras Alvarado, Luisiana Ríos 
Paiva, Noé Pernía, Pedro Antonio Nikken García, Samuel Sotomayor, Wilmer Marcano y Winston Francisco Gutiérrez 
Bastardo.  (párr. 265)
En atención a las afectaciones en la vida personal y profesional que las presuntas víctimas han declarado 
haber sufrido como consecuencia de los hechos probados, y tomando en cuenta los contextos en que ocurrieron, la 
Corte considera que han sido aportados suficientes elementos probatorios para concluir que el Estado es responsable 
por la violación de su obligación de garantizar el derecho a la integridad psíquica y moral de Carlos Colmenares, 
Pedro Antonio Nikken García, Javier García Flores, Isnardo José Bravo, David José Pérez Hansen, Erika Paz, Luisiana 
Ríos Paiva, Armando Amaya, Isabel Cristina Mavarez Marin y Antonio José Monroy. (párr. 273)
 Sobre la invocación de la Convención Interamericana para prevenir,  
sancionar y erradicar la violencia contra la mujer
La Corte observa que los representantes se basan principalmente en un criterio cuantitativo para alegar que 
los hechos de agresión se produjeron “en razón del sexo” de las presuntas víctimas. En particular, la Corte nota que 
en sus alegatos finales escritos los representantes resaltaron hechos de 13 de agosto de 2002, que afectaron a la 
señora Laura Castellanos; hechos de 17 de diciembre de 2001, 20 de enero y 18 de abril de 2002, que afectaron a la 
señora Luisiana Ríos, y el hecho de 9 de abril de 2002, que involucró a la señora Isabel Mavarez. Así, los representantes 
alegaron que la Corte debe tomar en cuenta que ellas se vieron afectadas por los actos de violencia de manera 
diferente y en mayor proporción a las presuntas víctimas hombres. (párr. 278)
Este Tribunal considera necesario aclarar que no toda violación de un derecho humano cometida en perjuicio 
de una mujer conlleva necesariamente una violación de las disposiciones de la Convención de Belem do Pará. Aunque 
las periodistas mujeres hayan sido agredidas en los hechos de este caso, en todas las situaciones lo fueron junto a 
sus compañeros hombres. Los representantes no demostraron en qué sentido las agresiones fueron “especialmente 
dirigidas contra las mujeres”, ni explicaron las razones por las cuales las mujeres se convirtieron en un mayor blanco 
de ataque “por su condición [de mujer]”. Lo que ha sido establecido en este caso es que las presuntas víctimas se 
vieron enfrentadas a situaciones de riesgo, y en varios casos fueron agredidas física y verbalmente por particulares, 
en el ejercicio de sus labores periodísticas y no por otra condición personal (supra párrs. 131, 143 a 149). De esta 
manera, no ha sido demostrado que los hechos se basaran en el género o sexo de las presuntas víctimas. (párr. 
279)
Asimismo, la Corte considera que los representantes no especificaron las razones y el modo en que el Estado 
incurrió en una conducta “dirigida o planificada” hacia las presuntas víctimas mujeres, ni explicaron en qué medida 
los hechos probados en que aquéllas fueron afectadas “resultaron agravados por su condición de mujer”. Los 
representantes tampoco especificaron cuales hechos y en qué forma representan agresiones que “afectaron a las 
mujeres de manera diferente [o] en mayor proporción”. Tampoco han fundamentado sus alegatos en la existencia de 
actos que, bajo los artículos 1 y 2 de la Convención de Belém do Pará, puedan ser conceptualizados como “violencia 
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contra la mujer”, ni cuales serían “las medidas apropiadas” que, bajo el artículo 7.b) de la misma, el Estado habría 
dejado de adoptar en este caso “para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas 
jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer”. En definitiva, 
la Corte considera que no corresponde analizar los hechos del presente caso bajo las referidas disposiciones de la 
Convención de Belém do Pará. (párr. 280)
Obligación de investigar
La investigación de la violación de determinado derecho sustantivo puede ser un medio para amparar, proteger 
o garantizar ese derecho. La obligación de investigar “adquiere particular intensidad e importancia ante la gravedad 
de los delitos cometidos y la naturaleza de los derechos lesionados”, incluso hasta alcanzar esa obligación, en 
algunos casos, el carácter de jus cogens. En casos de ejecuciones extrajudiciales, desapariciones forzadas, tortura y 
otras graves violaciones a los derechos humanos, el Tribunal ha considerado que la realización de una investigación 
ex officio, sin dilación, seria, imparcial y efectiva, es un elemento fundamental y condicionante para la protección 
de ciertos derechos afectados por esas situaciones, como la libertad personal, la integridad personal y la vida. Se 
considera que en esos casos la impunidad no será erradicada sin la determinación de las responsabilidades generales 
–del Estado- e individuales –penales y de otra índole de sus agentes o de particulares-, complementarias entre sí. Por 
la naturaleza y gravedad de los hechos, más aún si existe un contexto de violación sistemática de derechos humanos, 
los Estados se hallan obligados a realizar una investigación con las características señaladas, de acuerdo con los 
requerimientos del debido proceso. El incumplimiento genera, en tales supuestos, responsabilidad internacional del 
Estado. (párr. 283)
La obligación de investigar “no sólo se desprende de las normas convencionales de Derecho Internacional 
imperativas para los Estados Parte, sino que además se deriva de la legislación interna que haga referencia al deber 
de investigar de oficio ciertas conductas ilícitas”. Así, corresponde a los Estados Parte disponer, de acuerdo con los 
procedimientos y a través de los órganos establecidos en su Constitución y sus leyes, qué conductas ilícitas serán 
investigadas de oficio y regular el régimen de la acción penal en el procedimiento interno, así como las normas 
que permitan que los ofendidos o perjudicados denuncien o ejerzan la acción penal y, en su caso, participen en 
la investigación y en el proceso. Para demostrar que es adecuado determinado recurso, como puede ser una 
investigación penal, será preciso verificar que es idóneo para proteger la situación jurídica que se supone infringida. 
(párr. 284)
En cuanto a la libertad de expresión, la idoneidad de la vía penal como recurso adecuado y efectivo para 
garantizarla dependerá del acto u omisión violatorio de ese derecho. Si la libertad de expresión de una persona se 
ha visto afectada por un acto que a su vez ha vulnerado otros derechos, como la libertad personal, la integridad 
personal o la vida, la investigación penal puede constituir un recurso adecuado para amparar tal situación. Bajo otros 
supuestos, es posible que la vía penal no sea el medio necesario para garantizar la protección debida a la libertad de 
expresión. El uso de la vía penal “debe corresponder a la necesidad de tutelar bienes jurídicos fundamentales frente 
a conductas que impliquen graves lesiones a dichos bienes, y guarden relación con la magnitud del daño inferido”. 
(párr. 285)
Deber de realizar una investigación diligente y oportuna
Dadas las características de estos hechos, tomando en cuenta que un punto relevante de la controversia 
en que las partes han hecho énfasis es las denuncias e investigaciones realizadas en sede penal, es necesario 
precisar en qué supuestos era exigible al Estado, de conformidad con su legislación interna, la realización de una 
investigación de oficio en forma efectiva y diligente para garantizar los derechos afectados. (párr. 291)
[…] El Estado no puede justificar su inactividad para llevar a cabo una investigación sobre la base de que los 
hechos no fueron puestos en conocimiento del órgano competente a través de la vía prevista en la legislación interna, 
pues al menos correspondía al Ministerio Público solicitar la desestimación de la denuncia en caso que “luego de 
iniciada la investigación se determinare que los hechos objeto del proceso constituyen delito cuyo enjuiciamiento 
solo procede a instancia de parte agraviada”. (párr. 297)
[…] Esta causa fue asignada sucesivamente a diversas fiscalías. La cantidad y frecuencia de cambios en 
el órgano encargado de la investigación no resulta favorable para el desarrollo y efectividad de ésta. No se ha 
establecido que tales cambios obedezcan a motivos particulares que los justifique, y en este caso no han sido 
alegados. (párr. 311)
La Corte observa que la investigación de los hechos de 2 y 28 de mayo de 2002 fue ordenada por el Ministerio 
Público dos años después de interpuesta la denuncia y las autoridades estatales demoraron más de seis años en 
llevar a cabo las primeras diligencias de investigación, sin que justificara el retardo en la recolección de pruebas 
tendientes a la comprobación de la materialidad del hecho y la identificación de los autores y partícipes (supra párrs. 
187 y 195). Con respecto a algunos hechos en los que se inició una investigación, quedó de manifiesto inactividad 
procesal por entre dos años y medio y seis años, que no fue justificada por el Estado (supra párrs. 158, 168, 171, 183, 
191, 199, 203, 211 y 216). Este Tribunal encuentra que las investigaciones correspondientes a estos hechos no se 
han conducido en forma diligente y efectiva. (párr. 318)
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Falta de diligencia en la realización de una evaluación médico legal 
En casos de agresión física, el tiempo en el que se realiza el dictamen médico es esencial para determinar 
fehacientemente la existencia de la lesión y del daño. La falta de dictamen o su realización tardía dificultan o 
imposibilitan la determinación de la gravedad de los hechos, en particular, a fin de clasificar legalmente la conducta 
bajo el tipo penal que corresponda, más aún cuando no se cuenta con otras pruebas. La Corte considera que el 
Estado tiene la obligación de proceder al examen y clasificación de las lesiones cuando se realiza la denuncia y se 
presenta el lesionado, a menos que el tiempo transcurrido entre ésta y el momento en que ocurrió el hecho torne 
imposible la caracterización de aquéllas. (párr. 321)
En ese caso en que no se realizó la evaluación médico-legal, la denuncia se presentó pocos días después y a 
pesar de ello no se ordenó esa diligencia. (párr. 322)
Desarrollo de investigaciones como forma de garantizar los derechos a la libertad de expresión y la integridad 
personal de las presuntas víctimas 
Al evaluar si las investigaciones constituyeron un medio para garantizar el derecho a la libertad de expresión 
y a la integridad personal, así como para prevenir violaciones a estos derechos, la Corte toma en cuenta que la 
pluralidad de hechos denunciados conjuntamente pudo haber contribuido a tornar compleja la investigación 
en términos globales, si bien la investigación de cada hecho en particular no necesariamente revestía mayor 
complejidad. (párr. 330)
De tal manera, la Corte considera que el conjunto de hechos probados conformaron formas de obstrucción, 
obstaculización y amedrentamiento para el ejercicio de las labores periodísticas de las presuntas víctimas, expresadas 
en ataques o puesta en riesgo de su integridad personal, que en los contextos de los referidos pronunciamientos 
de altos funcionarios públicos y de omisión de las autoridades estatales en su deber de debida diligencia en las 
investigaciones, constituyeron faltas a las obligaciones estatales de prevenir e investigar los hechos. Por ello, el 
Estado es responsable por el incumplimiento de su obligación contenida en el artículo 1.1 de la Convención de 
garantizar la libertad de buscar, recibir y difundir información y el derecho a la integridad personal, reconocidos en 
los artículos 13.1 y 5.1 de la Convención Americana […] (párr. 334)
2. LIBERTAD DE EXPRESIÓN E IGUALDAD ANTE LA LEY
 Artículos 13 y 24 en relación con el artículo 1.1 de la Convención.
Restricciones al acceso de fuentes oficiales de información
A fin de evitar la arbitrariedad en el ejercicio del poder público, las restricciones en esta materia deben hallarse 
previamente establecidas en leyes subordinadas al interés general, y aplicarse con el propósito para el cual han 
sido establecidas. Con respecto a las acreditaciones o autorizaciones a los medios de prensa para la participación 
en eventos oficiales, que implican una posible restricción al ejercicio de la libertad de buscar, recibir y difundir 
información e ideas de toda índole, debe demostrarse que su aplicación es legal, persigue un objetivo legítimo y 
es necesaria y proporcional en relación con el objetivo que pretende en una sociedad democrática. Los requisitos 
de acreditación deben ser concretos, objetivos y razonables, y su aplicación transparente. Corresponde al Estado 
demostrar que ha cumplido con los anteriores requisitos al establecer restricciones al acceso a la información bajo 
su control. (párr. 346)
La Corte ha señalado que “el artículo 1.1 de la Convención, que es una norma de carácter general cuyo 
contenido se extiende a todas las disposiciones del tratado, dispone la obligación de los Estados Parte de respetar y 
garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos y libertades allí reconocidos ‘sin discriminación alguna’. Es decir, 
cualquiera sea el origen o la forma que asuma, todo tratamiento que pueda ser considerado discriminatorio respecto 
del ejercicio de cualquiera de los derechos garantizados en la Convención es per se incompatible con la misma”. El 
artículo 24 de la Convención “prohíbe todo tratamiento discriminatorio de origen legal. De este modo la prohibición 
de discriminación ampliamente contenida en el artículo 1.1 respecto de los derechos y garantías estipulados por la 
Convención, se extiende al derecho interno de los Estados Parte, de tal manera que es posible concluir que, con base 
en esas disposiciones, éstos se han comprometido, en virtud de la Convención, a no introducir en su ordenamiento 
jurídico regulaciones discriminatorias referentes a la protección de la ley”. (párr. 348)
Es posible que una persona resulte discriminada con motivo de la percepción que otras tengan acerca de su 
relación con un grupo o sector social, independientemente de que ello corresponda con la realidad o con la auto-
identificación de la víctima. Teniendo en cuenta lo señalado en el capítulo anterior (supra párr. 127 a 149), es posible 
que las personas vinculadas con RCTV pudieran quedar comprendidas en la categoría de “opiniones políticas” 
contenida en el artículo 1.1 de la Convención y ser discriminadas en determinadas situaciones. En consecuencia, 
corresponde analizar las supuestas discriminaciones de hecho bajo la obligación general de no discriminación 
contenida en el artículo 1.1 de la Convención1, en relación con el artículo 13.1 de la misma. (párr. 349)
1 La diferencia entre los dos artículos radica en que si un Estado discrimina en el respeto o garantía de un derecho convencional, violaría el artículo 1.1 y el derecho sustantivo 
en cuestión. Si por el contrario la discriminación se refiere a una protección desigual ante la ley interna, violaría las disposiciones del artículo 24 de la misma Convención. Cfr. Caso Apitz 
Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela, supra nota 31, párr. 209. Ver también, Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica 
relacionada con la Naturalización. Opinión Consultiva OC-4/84, supra nota 338, párrs. 53 y 54
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350. Tomando en cuenta que diversos hechos señalados fueron analizados en el capítulo anterior, o en este 
mismo, bajo los conceptos pertinentes, el único hecho que cabría analizar en este apartado es la supuesta orden 
dada por un General de División del Ejército de sacar a la periodista Anahís Cruz de la rueda de prensa e impedir su 
entrada en la sede del Cuartel Paramaconi en Maracay, Estado de Aragua. A este respecto, la Corte ya consideró 
que la prueba aportada no permite acreditar que se hubiese producido una agresión verbal contra la periodista ni 
un impedimento de acceso a las fuentes oficiales de información (supra párrs. 230 a 233). Además, tampoco surge 
de las pruebas ofrecidas que las presuntas víctimas hubiesen impugnado la falta de acceso a las fuentes oficiales 
de información (supra párrs. 288 y 289). (párr. 350)
Por las razones anteriores, este Tribunal considera que en este caso no fue demostrada la existencia de 
impedimentos sistemáticos de acceso a fuentes oficiales de información, ni un trato discriminatorio por parte 
de autoridades estatales hacia las presuntas víctimas, con violación de su libertad de buscar, recibir y difundir 
información, en los términos de los artículos 1.1 y 13.1 de la Convención, en este sentido. (párr. 351)
Regulación e intervención de las transmisiones de televisión 
Tanto la Comisión como los representantes alegaron que durante el período comprendido entre enero y 
principios de abril del año 2002, y en un contexto de amenazas y hostigamiento contra el canal y sus periodistas, los 
directivos de RCTV recibieron oficios emitidos por CONATEL relativos al contenido de un programa informativo y de 
opinión llamado “La Entrevista en El Observador”, en el que trabajaban algunas de las presuntas víctimas del caso, y 
a un supuesto incumplimiento por parte de RCTV de la normativa legal vigente en Venezuela. (párr. 352)
La Corte toma nota que CONATEL, al emitir los mencionados oficios, se basó en el Reglamento Parcial Sobre 
Transmisiones de Televisión, que tenía por objeto la ordenación y regulación de las transmisiones de televisión y 
establecía un horario clasificado en que las transmisiones no debían incluir escenas con alto contenido de violencia. 
La Corte nota que es una práctica de los Estados establecer sistemas y regulaciones de horarios y elementos 
clasificados para las transmisiones realizadas por televisión, lo cual puede restringir determinadas libertades e 
implica la observancia de los criterios de legitimidad señalados (supra párrs. 115 a 118) […]. (párr. 357)
Bajo los criterios señalados respecto del artículo 13.3 de la Convención (supra párr. 340), este Tribunal constata 
que en los referidos oficios emitidos por CONATEL no se prohíbe la difusión del programa, sino se sugiere transmitirlo 
en un horario adecuado para el público adulto. (párr. 358)
En cuanto al propósito perseguido por esos oficios, en el sentido de incidir indirectamente y presionar a los 
directivos respecto al contenido de la información difundida, el Tribunal nota que la Comisión y los representantes 
no han aportado pruebas o elementos que evidencien que la emisión de los oficios haya afectado la libertad de 
buscar, recibir y difundir información de las presuntas víctimas. Tampoco han aportado pruebas para desvirtuar el 
contenido de los oficios, emitidos con base en una normativa vigente en Venezuela (párr. 360)
Por todo lo expuesto, la Corte considera que no ha sido demostrado que la emisión de los oficios por CONATEL 
constituyera una restricción indirecta o indebida al derecho a buscar, recibir y difundir información de las presuntas 
víctimas, contraviniendo el artículo 13.1 y 13.3 de la Convención en este sentido. (párr. 361)
Tomando en cuenta la situación imperante en Venezuela en aquel momento, la Corte considera que no cuenta 
con elementos suficientes para determinar si el número y contenido de los mensajes y alocuciones transmitidos 
constituyeron un uso legítimo o abusivo de la referida facultad estatal, que perjudicara el ejercicio de los derechos 
reconocidos en los artículos 13.1 y 13.3 de la Convención por parte de las presuntas víctimas. (párr. 373)
En definitiva, no ha sido comprobado ante la Corte que los tres oficios emitidos por CONATEL relativos al 
contenido de un programa transmitido por RCTV y las intervenciones a sus emisiones hayan constituido restricciones 
indebidas e indirectas al derecho de las presuntas víctimas a buscar, recibir y difundir información, que constituyeran 
violación del artículo 13.1 y 13.3 de la Convención Americana, en perjuicio de aquéllas. (párr. 394)
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Es un principio de Derecho Internacional que toda violación de una obligación internacional que haya producido 
daño comporta el deber de repararlo adecuadamente. Esa obligación se regula por el Derecho Internacional. En sus 
decisiones a este respecto, la Corte se ha basado en el artículo 63.1 de la Convención Americana. (párr. 395)
1. Medidas de satisfacción y garantías de no repetición 
Las reparaciones por violaciones de derechos humanos han sido determinadas por este Tribunal con base 
en las pruebas aportadas, su jurisprudencia y los alegatos de las partes, según las circunstancias y particularidades 
correspondientes, tanto en lo que se refiere a daños materiales como a daños inmateriales. Los daños de esta 
última categoría pueden ser compensados mediante una indemnización que el Tribunal determina en aplicación 
razonable del arbitrio judicial y conforme a equidad, así como mediante otras formas de reparación, como medidas 
de satisfacción y garantías de no repetición de los hechos.[…] (párr. 396)
Sentencia como reparación 
La Corte considera, conforme a lo establecido reiteradamente en la jurisprudencia internacional, que esta 
Sentencia constituye per se una forma de reparación. (párr. 403)
Deber de conducir eficazmente las investigaciones
Además el Estado debe conducir eficazmente las investigaciones y los procesos penales que se encuentran 
en trámite y los que se llegaren a abrir para determinar las correspondientes responsabilidades por los hechos de 
este caso y aplicar las consecuencias que la ley prevea. (párr. 404)
Publicación de la Sentencia 
Como se ha dispuesto en otros casos, el Estado deberá publicar en el Diario Oficial y en otro diario de amplia 
circulación nacional, por una sola vez, [diversos párrafos] y la parte resolutiva de la presente Sentencia, sin las notas 
al pie de página. Para ello se fija el plazo de seis meses, a partir de la notificación de esta Sentencia. (párr. 405)
Medidas de no Repetición 
Habiendo constatado que las víctimas del presente caso se encontraron en una situación de vulnerabilidad, 
reflejada en actos de agresiones físicas y verbales por parte de particulares, este Tribunal estima pertinente disponer, 
como garantía de no repetición, que el Estado adopte las medidas necesarias para evitar restricciones indebidas 
y obstaculizaciones directas o indirectas al ejercicio de la libertad de buscar, recibir y difundir información de las 
presuntas víctimas. (párr. 406)
2. Costas y gastos
Teniendo en cuenta las consideraciones precedentes y la prueba aportada, la Corte determina en equidad 
que el Estado debe entregar la cantidad de US$ 10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América), por 
concepto de costas y gastos. (párr. 409) 
El reintegro de las costas y gastos establecido en la presente Sentencia será hecho directamente a las 
víctimas o a la persona de entre ellas que las mismas designen, para que cubra lo que resulte pertinente a quienes 
les brindaron asistencia jurídica, conforme a la apreciación que hagan las víctimas o su representante o según el 
acuerdo alcanzado entre aquéllas y sus asistentes legales, en el plazo de seis meses, a partir de la notificación de la 
presente Sentencia. (párr. 410)
3. Modalidades de cumplimiento de los pagos ordenados
Si por causas atribuibles a los beneficiarios no fuese posible que éstos reciban el reintegro de costas y gastos 
dentro del plazo indicado, el Estado consignará dicho monto a favor de los beneficiarios en una cuenta o certificado 
de depósito en una institución financiera venezolana solvente, y en las condiciones financieras más favorables que 
permitan la legislación y la práctica bancaria. Si al cabo de diez años el monto asignado de las costas y gastos no 
ha sido reclamado, las cantidades serán devueltas al Estado con los intereses devengados. (párr. 411)
En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un interés sobre la cantidad adecuada, 
correspondiente al interés bancario moratorio en Venezuela. (párr. 414)
Conforme a su práctica constante, la Corte se reserva la facultad, inherente a sus atribuciones y derivada, 
asimismo, del artículo 65 de la Convención Americana, de supervisar la ejecución de la presente Sentencia. El caso 
se dará por concluido una vez que el Estado haya dado cabal cumplimiento a lo dispuesto en este fallo. Dentro del 
plazo de un año, contado a partir de la notificación de esta Sentencia, el Estado deberá rendir a la Corte un informe 
sobre las medidas adoptadas para darle cumplimiento. (párr. 415)
III. REPARACIONES
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CASO N° 195PEROZO Y OTROS VS. VENEZUELA
I. HECHOS
Caso: Perozo y otros vs. Venezuela
Nº: 195
Fecha de Sentencia: 28 de enero 2009
Víctima: Gabriela Perozo y otros.
Estado parte: Venezuela
Caso Completo en:   
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_195_esp.pdf
Entre los años 2001 y 2006, la Comisión pudo constar en Venezuela la existencia de un clima de agresión y 
amenaza contra la libertad de expresión y, en particular, contra la integridad personal de periodistas, camarógrafos, 
fotógrafos y demás trabajadores de la comunicación social. 
También, en este mismo periodo de tiempo, fueron emitidas declaraciones de altos funcionarios públicos 
en un programa de televisión y en intervenciones públicas, en las que tanto el medio de comunicación social 
Globovisión, como sus dueños o directivos, fueron referidos como “enemigos de la revolución” o “enemigos del 
pueblo de Venezuela” 
Es en este contexto que se alegan los hechos del caso, consistentes en diferentes agresiones sufridas por 
funcionarios de Globovisión.
 
Ejemplo de estas agresiones son las ocurridas el 22 de noviembre de 2001, contra la periodista Gabriela 
Perozo, el productor Aloys Marín, el camarógrafo Efraín Henríquez y el asistente de cámara Oscar Dávila, quienes se 
encontraban cubriendo una noticia cuando un grupo de personas no identificadas golpearon el vehículo y el equipo 
con el que transmitían. Sin embargo, en este caso no fue posible dar por cierto que las autoridades en el lugar hayan 
omitido proteger a las presuntas víctimas.
Este hecho fue denunciado ante el Ministerio Público y ante la Defensoría del Pueblo, así como en una solicitud 
de justificativo de junio de 2003 y ante Fiscalías del área metropolitana de Caracas.
El 10 de agosto de 2006, más de cuatro años y seis meses después de realizada la denuncia, la Fiscal Auxiliar 
solicitó el sobreseimiento de la causa por este hecho, en relación con la presunta comisión del delito de lesiones 
intencionales, en virtud de que habría operado la prescripción de la acción penal.
Otra agresión de este tipo tuvo lugar el 11 de enero de 2002, cuando el camarógrafo Richard López y su 
ayudante Félix Padilla fueron abordados por un grupo de personas que patearon el automóvil y los insultaron, por lo 
que no pudieron cubrir el evento al que se dirigían. Lograron retirarse del lugar gracias a la intervención de la Policía 
Metropolitana. La denuncia de los hechos fue realizada veinte días después del hecho.
Así también, el día 20 de enero de 2002, la señora Mayela León, el señor Jorge Paz y un ayudante habrían sido 
rodeados, amenazados y agredidos verbalmente en el Observatorio Cajigal, cuando intentaban cubrir la transmisión 
del programa “Aló Presidente”.
En estos últimos dos casos, el Ministerio Público también se habría abstenido de realizar diligencias por un 
largo período de tiempo.
Este tipo de eventos fueron cometieron por agentes estatales y particulares, en perjuicio de 44 personas 
vinculadas al canal de televisión Globovisión, desde el año 2001 hasta el año 2005. 
El 12 de abril de 2007,  la Comisión sometió a la Corte una demanda contra Venezuela en relación con el 
caso descrito, el cual se originó por denuncia presentada en la Secretaría de la Comisión el 27 de junio de 2003 por 
Gabriela Perozo y otros. El 28 de enero de 2009 la Corte resolvió que el Estado era responsable por el incumplimiento 
de su obligación contenida en el artículo 1.1 de la Convención de garantizar la libertad de buscar, recibir y difundir 
información y el derecho a la integridad personal, reconocidos en los artículos 13.1 y 5.1 de la Convención Americana, 
en perjuicio de las víctimas.  
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II. CONSIDERACIONES DE FONDO DE LA CORTE
1. LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y EXPRESIÓN E INTEGRIDAD PERSONAL 
Artículo 13 y 5.1 en relación con el 1.1 de la Convención.
 
Libertad de Expresión y pluralismo
El artículo 13 de la Convención reconoce a todas las personas los derechos y libertades de expresar su 
pensamiento, de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, así como el derecho colectivo a 
recibir información y conocer la expresión del pensamiento ajeno. (párr. 115)
La libertad de expresión, particularmente en asuntos de interés público, “es una piedra angular en la existencia 
misma de una sociedad democrática”. No sólo debe garantizarse en lo que respecta a la difusión de información 
o ideas que son recibidas favorablemente o consideradas como inofensivas o indiferentes, sino también en lo que 
toca a las que resultan ingratas para el Estado o cualquier sector de la población. Tales son las demandas del 
pluralismo, que implica tolerancia y espíritu de apertura, sin los cuales no existe una sociedad democrática. Cualquier 
condición, restricción o sanción en esta materia deben ser proporcionadas al fin legítimo que se persigue. Sin una 
efectiva garantía de la libertad de expresión, se debilita el sistema democrático y sufren quebranto el pluralismo y 
la tolerancia; los mecanismos de control y denuncia ciudadana pueden volverse inoperantes y, en definitiva, se crea 
un campo fértil para que arraiguen sistemas autoritarios. (párr. 116)
Con todo, la libertad de expresión no es un derecho absoluto y puede estar sujeta a restricciones, en particular 
cuando interfiere con otros derechos garantizados por la Convención. Dada la importancia de la libertad de 
expresión en una sociedad democrática y la responsabilidad que entraña para los medios de comunicación social y 
para quienes ejercen profesionalmente estas labores, el Estado debe minimizar las restricciones a la información y 
equilibrar, en la mayor medida posible, la participación de las distintas corrientes en el debate público, impulsando 
el pluralismo informativo. En estos términos se puede explicar la protección de los derechos humanos de quien 
enfrenta el poder de los medios, los que deben ejercer con responsabilidad la función social que desarrollan, y el 
esfuerzo por asegurar condiciones estructurales que permitan la expresión equitativa de las ideas. (párr. 117)
Responsabilidad del Estado por actos de particulares 
En el presente caso, la Corte observa que la mayoría de los hechos alegados en la demanda como violatorios 
de los artículos 5 y 13 habrían sido cometidos por particulares, en perjuicio de periodistas y miembros de equipos 
reporteriles de Globovisión, así como de los bienes y sede del canal. (párr. 119)
La Corte ha señalado que la responsabilidad internacional del Estado puede generarse por actos violatorios 
cometidos por terceros, que en principio no le serían atribuibles. Esto ocurre si el Estado incumple, por acción u 
omisión de sus agentes que se encuentren en posición de garantes de derechos humanos, las obligaciones erga 
omnes contenidas en los artículos 1.1 y 2 de la Convención. (párr. 120)
La Corte también ha señalado que un Estado no es responsable por cualquier violación de derechos humanos 
cometida por particulares. El carácter erga omnes de las obligaciones convencionales de garantía no implica una 
responsabilidad ilimitada de los Estados frente a cualquier acto de particulares. Debe atenderse a las circunstancias 
particulares del caso y a la concreción de dichas obligaciones de garantía, considerando la previsibilidad de un 
riesgo real e inmediato. (párr. 121)
Responsabilidad del Estado por actos de sus agentes
En cuanto a los términos en que actos u omisiones de altos funcionarios pueden ser atribuibles al Estado, 
cabe decir, en términos generales, que todo menoscabo a los derechos humanos reconocidos en la Convención que 
pueda ser atribuido, según las reglas del Derecho Internacional, a la acción u omisión de cualquier autoridad pública, 
constituye un hecho imputable al Estado, pues es un principio de Derecho Internacional que éste responde por los 
actos y omisiones de sus agentes realizados al amparo de su carácter oficial, aun si actúan fuera de los límites de 
su competencia. Es decir, la responsabilidad internacional se genera en forma inmediata con el ilícito internacional 
atribuido a cualquier poder u órgano de aquél, independientemente de su jerarquía. (párr. 130)
Responsabilidad del Estado por el pronunciamiento de opiniones o discursos oficiales
La Corte Internacional de Justicia ha entendido que las declaraciones de altas autoridades estatales pueden 
servir no sólo como admisión de la conducta del propio Estado, sino también generar obligaciones a éste. Aún 
más, tales declaraciones pueden servir como prueba de que un acto es atribuible al Estado que representan esos 
funcionarios. Para hacer estas determinaciones, resulta importante tomar en consideración las circunstancias y el 
contexto en que se realizaron dichas declaraciones. (párr. 131)
En este caso, los referidos funcionarios públicos hicieron uso, en ejercicio de su investidura, de los medios que 
el Estado les proporcionaba para emitir sus declaraciones y discursos, y es por ello que tienen carácter oficial. Si bien 
no es necesario conocer la totalidad de eventos ocurridos en Venezuela que afectaron a medios de comunicación 
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o a sus trabajadores, ni la totalidad de declaraciones o discursos emitidos por altas autoridades estatales, lo 
relevante es, para efectos del presente caso y en los contextos en que ocurrieron los hechos, que el contenido de 
tales pronunciamientos fue reiterado en varias oportunidades durante ese período. Sin embargo, no está acreditado 
que tales discursos demuestren o revelen, por sí mismos, la existencia de una política de Estado. Además, habiendo 
establecido el objeto del presente caso (supra párrs. 57 a 75), tampoco han sido aportados suficientes elementos 
probatorios que demuestren actos u omisiones de otros órganos o estructuras estatales, a través de las cuales se 
manifiesta el ejercicio del poder público, que correspondieren a una política de Estado, en los términos alegados. 
(párr. 150)
En una sociedad democrática no sólo es legítimo, sino que en ocasiones constituye un deber, que las 
autoridades estatales se pronuncien sobre cuestiones de interés público. Sin embargo, al hacerlo están sometidos 
a ciertas limitaciones en cuanto deben constatar en forma razonable, aunque no necesariamente exhaustiva, los 
hechos en los que fundamentan sus opiniones, y deberían hacerlo con una diligencia aún mayor a la debida por los 
particulares, en razón de su alta investidura, del amplio alcance y eventuales efectos que sus expresiones pueden 
llegar a tener en determinados sectores de la población, así como para evitar que los ciudadanos y otras personas 
interesadas reciban una versión manipulada de determinados hechos. Además, deben tener en cuenta que en tanto 
funcionarios públicos tienen una posición de garante de los derechos fundamentales de las personas y, por tanto, 
sus declaraciones no pueden desconocer éstos ni constituirse en formas de injerencia directa o indirecta o presión 
lesiva en los derechos de quienes pretenden contribuir a la deliberación pública mediante la expresión y difusión de 
su pensamiento […] (párr. 151)
Relación entre discursos oficiales y vulneración  de derechos de las presuntas víctimas 
Además de lo anterior, si bien es cierto que existe un riesgo intrínseco a la actividad periodística, las personas 
que trabajan para determinado medio de comunicación social pueden ver exacerbadas las situaciones de riesgo 
a las que normalmente se verían enfrentadas, si ese medio es objeto de discursos oficiales que puedan provocar 
o sugerir acciones o ser interpretados por funcionarios públicos o por sectores de la sociedad como instrucciones, 
instigaciones, o de cualquier forma autorizaciones o apoyos, para la comisión de actos que pongan en riesgo o 
vulneren la vida, seguridad personal u otros derechos de personas que ejercen labores periodísticas o de quienes 
ejercen su libertad de expresión. (párr. 155)
La Corte considera que no se desprende del contenido de los referidos discursos o declaraciones que se 
haya autorizado, instigado, instruido u ordenado, o de algún modo promovido, actos de agresión o violencia contra 
las presuntas víctimas, por parte de órganos estatales, funcionarios públicos o grupos de personas o individuos 
específicos. Tampoco surge de tales declaraciones que aquellos funcionarios hayan asumido como actos propios, 
“justificado” o “considerado legítimas”, o siquiera apoyado o congratulado, acciones que pusieron en riesgo o que 
ocasionaron daños a las presuntas víctimas, luego de producidos los ataques en su contra. (párr. 156)
La auto-identificación de todas las presuntas víctimas con la línea editorial de Globovisión no es una conditio 
sine qua non para considerar que un grupo de personas, conformado por personas vinculadas con ese medio de 
comunicación social, se vieran enfrentadas, en mayor o menor grado según el cargo que desempeñaban, a una 
misma situación de vulnerabilidad. De hecho, no es relevante ni necesario que todos los trabajadores de Globovisión 
tuviesen una opinión o posición política concordante con la línea editorial del medio de comunicación. Es suficiente 
la mera percepción de la identidad “opositora”, “golpista”, “terrorista”, “desinformadora” o “desestabilizadora”, 
proveniente principalmente del contenido de los referidos discursos, para que ese grupo de personas, por el solo 
hecho de ser identificables como trabajadores de ese canal de televisión y no por otras condiciones personales, 
corrieran el riesgo de sufrir consecuencias desfavorables para sus derechos, ocasionadas por particulares. (párr. 
158)
La Corte considera que en la situación de vulnerabilidad real en que se encontraron las presuntas víctimas 
para realizar su labor periodística, conocida por las autoridades estatales, algunos contenidos de los referidos 
pronunciamientos son incompatibles con la obligación estatal de garantizar los derechos de esas personas a la 
integridad personal y a la libertad de buscar, recibir y difundir información, al haber podido intimidar a quienes se 
hallaban vinculados con ese medio de comunicación y constituir falta al deber de prevenir situaciones violatorias o 
de riesgo para los derechos de las personas. (párr. 161)
Integridad física y psíquica de las presuntas víctimas
La Corte observa que los representantes sustentaron su argumento, inter alia, en las declaraciones de 
presuntas víctimas, quienes hicieron referencia a afectaciones a su integridad a raíz de diversas situaciones en las que 
se vieron envueltas sin especificar algún suceso específico. En particular, manifestaron que a raíz de las agresiones 
sufridas en el ejercicio de su profesión desarrollaron “estado de angustia, miedo y depresión”, “estrés”, enfermedades 
del corazón, “ataques de pánico”, “insomnio”, “gastritis crónica”, “claustrofobia” y “problemas digestivos”, entre otros 
padecimientos. Sin embargo, este Tribunal ha considerado reiteradamente que las declaraciones de las presuntas 
víctimas y otras personas con interés directo en el caso no pueden ser valoradas aisladamente, si bien son útiles en 
la medida en que pueden proporcionar mayor información sobre las violaciones y sus consecuencias (supra párr. 
103). (párr. 283)
Además de esas declaraciones, la única prueba ofrecida en este tema es el referido peritaje de la señora 
Magdalena López de Ibáñez, perito propuesta por los representantes. Este peritaje consiste en una evaluación 
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psicológica de 38 presuntas víctimas, por medio de la aplicación de entrevistas individuales, exámenes y cuestionarios 
a cada una de ellas. (párr. 284)
La Corte considera que un peritaje debe encontrarse respaldado por suficiente información o hechos 
comprobables, basado en métodos y principios confiables, y debe tener relación con los hechos del caso. En la 
valoración de este peritaje, la Corte encuentra, en primer lugar, que no se encuentra respaldado por suficiente 
información respecto del estado de salud físico y psíquico de las presuntas víctimas. […] Lo relevante es que en el 
peritaje, en muchas ocasiones, no se hizo referencia concreta a los hechos del caso que específicamente habrían 
afectado la salud de las presuntas víctimas, e incluso se hacen constantes referencias a hechos que no corresponden 
a este caso. Si bien es útil para determinar ciertas alteraciones en la salud de las presuntas víctimas, es insuficiente 
para establecer un vínculo específico entre esas alteraciones y los hechos del presente caso. (párr. 285)
No obstante lo anterior, ha sido probado que las presuntas víctimas fueron objeto de amedrentamientos 
y obstaculizaciones y, en algunos casos, de agresiones, amenazas y hostigamientos en el ejercicio de su labor 
periodística  (supra párr. 141, 161 y 279). […] Muchas de estas personas coincidieron en señalar que les provocaba 
temor al realizar su labor periodística en las calles y declararon que en el ejercicio de su profesión era necesario 
usar chaleco antibalas y máscaras antigases.[…] Algunos manifestaron haber requerido asistencia psicológica o 
que sus relaciones familiares e interpersonales de amistad y trabajo fueron perturbadas a raíz de su actividad como 
periodistas de Globovisión. Además, relataron las diversas consecuencias negativas que trajeron a su vida familiar 
las agresiones, insultos y las amenazas de las que han sido objeto, así como en muchos casos afectaciones médicas 
concretas. (párr. 286)
En atención a las afectaciones en la vida personal y profesional que las presuntas víctimas han declarado 
haber sufrido como consecuencia de los hechos probados, y tomando en cuenta los contextos en que ocurrieron, la 
Corte considera que han sido aportados suficientes elementos probatorios para concluir que el Estado es responsable 
por la violación de su obligación de garantizar el derecho a la integridad psíquica y moral de Aloys Emmanuel Marín 
Díaz, Ana Karina Villalba, Aymara Anahí Lorenzo Ferrigni, Beatriz Alicia Adrián García […] (párr. 287)
Sobre la invocación de la Convención Interamericana para prevenir,  
sancionar y erradicar la violencia contra la mujer
La Corte observa que los representantes se basan principalmente en un criterio cuantitativo para alegar que 
los hechos de agresión se produjeron “en razón del sexo” de las presuntas víctimas. Mientras en sus alegatos finales 
orales alegaron que “de los hechos objeto del presente caso contenido en la demanda, 29 agresiones y ataques, ello 
es el 80%, fueron perpetrados contra mujeres periodistas de Globovisión”, en sus alegatos finales escritos alegaron 
que de las 44 víctimas, 13 son mujeres, representando un 30%. En sus alegatos finales escritos los representantes 
resaltaron dos hechos en particular. (párr. 292)
[…] Los representantes no han fundamentado la forma en que el hecho descrito revele que la agresión que la 
señora Balza habría sufrido tuviera como motivo o finalidad, o al menos alguna connotación o efecto, basado en el 
sexo o género de la víctima o en su condición de embarazo. (párr. 293)
La Corte considera necesario aclarar que no toda violación de un derecho humano cometida en perjuicio de 
una mujer conlleva necesariamente una violación de las disposiciones de la Convención de Belem do Pará. Aunque 
las periodistas mujeres hayan sido agredidas en los hechos de este caso, en todas las situaciones lo fueron junto a 
sus compañeros hombres. Los representantes no demostraron en qué sentido las agresiones fueron “especialmente 
dirigid[as] contra las mujeres”, ni explicaron las razones por las cuales las mujeres se convirtieron en un mayor 
blanco de ataque “[por su] sexo”. (párr. 295)
Asimismo, la Corte considera que los representantes no especificaron las razones y el modo en que el Estado 
incurrió en una conducta “dirigida o planificada” hacia las presuntas víctimas mujeres, ni explicaron en qué medida 
los hechos probados en que aquéllas fueron afectadas “resultaron agravados por su condición de mujer”. Los 
representantes tampoco especificaron cuáles hechos y en qué forma representan agresiones que “afectaron a las 
mujeres de manera desproporcional”. […]En definitiva, la Corte considera que no corresponde analizar los hechos del 
presente caso bajo las referidas disposiciones de la Convención de Belém do Pará. (párr. 296)
Obligación de Investigar 
La obligación general de garantizar los derechos humanos reconocidos en la Convención, contenida en el 
artículo 1.1 de la misma, puede ser cumplida de diferentes maneras, en función del derecho específico que el Estado 
deba garantizar y de las particulares necesidades de protección. Por ello, corresponde determinar si en este caso, y 
en el contexto en que ocurrieron los hechos alegados, la obligación general de garantía imponía al Estado el deber 
de investigarlos efectivamente, como medio para garantizar el derecho a la libertad de expresión y a la integridad 
personal, y evitar que continuaran ocurriendo. La investigación de la violación de determinado derecho sustantivo 
puede ser un medio para amparar, proteger o garantizar ese derecho. La obligación de investigar “adquiere particular 
intensidad e importancia ante la gravedad de los delitos cometidos y la naturaleza de los derechos lesionados” […] 
(párr. 298)
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La obligación de investigar “no sólo se desprende de las normas convencionales de Derecho Internacional 
imperativas para los Estados Parte, sino que además se deriva de la legislación interna que haga referencia al deber 
de investigar de oficio ciertas conductas ilícitas”. Así, corresponde a los Estados Parte disponer, de acuerdo con los 
procedimientos y a través de los órganos establecidos en su Constitución y sus leyes, qué conductas ilícitas serán 
investigadas de oficio y regular el régimen de la acción penal en el procedimiento interno, así como las normas 
que permitan que los ofendidos o perjudicados denuncien o ejerzan la acción penal y, en su caso, participen en 
la investigación y en el proceso. Para demostrar que es adecuado determinado recurso, como puede ser una 
investigación penal, será preciso verificar que es idóneo para proteger la situación jurídica que se supone infringida. 
(párr. 299)
Obligación de investigar y actuación de oficio 
La actividad que puede o está en la obligación de realizar el Estado de oficio, en cuanto a las conductas 
denunciadas en el fuero interno, se rige por el principio de oficialidad respecto de los delitos de acción pública. 
Por ende, una vez puestos en conocimiento de las autoridades estatales, los hechos que constituyeran delitos de 
acción pública -como podían ser ciertas agresiones físicas- debían ser investigados en forma diligente y efectiva 
por el Estado y el impulso procesal correspondía al Ministerio Público. Otros hechos alegados como violatorios de la 
Convención y denunciados ante el Ministerio Público configuran en la legislación venezolana delitos perseguibles a 
instancia de parte o de acción privada. (párr. 310)
El artículo 301 del COPP (2001) regula la desestimación de las denuncias o querellas por parte del Ministerio 
Público cuando, inter alia, hubieren sido puestos en conocimiento de dicho órgano delitos de acción privada. […] 
El Ministerio Público estaba en la obligación de solicitar la desestimación de la denuncia al Juez de control. […] El 
Estado no puede justificar su inactividad para llevar a cabo una investigación sobre la base de que los hechos no 
fueron puestos en conocimiento del órgano competente a través de la vía prevista en la legislación interna, pues al 
menos correspondía al Ministerio Público solicitar la desestimación de la denuncia en caso que “luego de iniciada a 
investigación se determinare que los hechos objeto del proceso constituyen delito cuyo enjuiciamiento solo procede 
a instancia de parte agraviada”. (párr. 311)
Respecto de lo alegado por los representantes (supra párr. 308), la Corte considera que la ocurrencia de un 
hecho en un lugar público o su transmisión por medios de comunicación, no le otorga automáticamente carácter de 
“público y notorio” para efectos de adjudicación judicial. El órgano encargado de la persecución penal de un Estado 
no necesariamente tiene que actuar de oficio en tales supuestos. (párr. 312)
Existe una controversia adicional entre las partes sobre la forma en que debió proceder el Ministerio Público 
con respecto a las denuncias que abarcaban diversos hechos que configurarían tanto delitos de acción pública 
como ilícitos perseguibles por particulares o a instancia de éstos. (párr. 313)
[…] La Corte observa que las autoridades judiciales no se pronunciaron sobre la procedencia o aplicabilidad 
de las reglas de conexidad ni emitieron decisiones que hubiesen aclarado si la vía intentada era la adecuada.  
(párr. 317)
Por otro lado, si bien el Estado no puede justificar su total inactividad para llevar a cabo una investigación 
sobre la base de que los hechos no fueron puestos en conocimiento del órgano competente, a través de la vía 
prevista en la legislación interna, la Corte también nota de la prueba aportada que, en cuanto a los hechos y 
declaraciones denunciados en que no consta que se iniciara una investigación (supra párr. 302), las denuncias 
fueron presentadas varios meses, e inclusive años, después de que ocurrieron los hechos. Esto fue constatado tanto 
respecto de varios de los hechos relativos a presuntas agresiones físicas, verbales y daños a la propiedad, como 
respecto de los pronunciamientos de funcionarios públicos. (párr. 318)
En cuanto a los hechos que efectivamente fueron puestos en conocimiento del Ministerio Público, la Corte 
considera que correspondía a este órgano, como encargado de la persecución penal, emitir oportunamente una 
decisión para ordenar el inicio de la respectiva investigación o solicitar la desestimación de la denuncia, según 
correspondiere. Esto no ocurrió en el presente caso respecto de los hechos puestos en conocimiento del Ministerio 
Público, ya que no consta que se iniciara una investigación. (párr. 321) 
[…] No consta que el Ministerio Público realizara actividad procesal alguna entre abril de 2002 -cuando se 
realizaron algunas entrevistas- y enero de 2005, acerca de lo cual el Estado no brindó explicación alguna. A junio 
de 2008, el conocimiento de dicha causa habría pasado a la Fiscalía 30º a Nivel Nacional con Competencia Plena, 
según lo informado por el Estado. En consecuencia, esta causa fue asignada sucesivamente a diversas fiscalías. 
(párr. 329)
No se desprende de los hechos la justificación o razones de la cantidad y frecuencia de cambios en el órgano 
a cargo de las investigaciones. El Estado tampoco lo justificó. No surge que los cambios fueran necesarios, ni es claro 
que resultaran favorables para el desarrollo y efectividad de las investigaciones. (párr. 330)
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Deber de realizar una investigación diligente y oportuna 
Este Tribunal nota que en ninguno de los procesos abiertos en relación con los hechos del presente caso se 
ha individualizado a persona alguna como imputado y que la legislación procesal penal venezolana no establece 
un plazo cierto para la investigación previo a la individualización del imputado, sino requiere que se realice “con 
la diligencia que el caso requiera” […]. Por ello, el momento en que el Ministerio Público tomó conocimiento del 
hecho, de oficio o por denuncia, es relevante para evaluar si las investigaciones fueron conducidas diligentemente.  
(párr. 335)
La Corte observa que respecto de nueve hechos en los que se inició una investigación se evidencia inactividad 
procesal por lapsos que oscilan entre tres y seis años […], sin que se haya explicado o justificado tal inactividad.  Con 
respecto a seis de los hechos investigados […], se tardó más de cuatro años en llevar a cabo las primeras diligencias, 
sin que se justificara el retardo en la recolección de pruebas tendientes a la comprobación de la materialidad del 
hecho y a la identificación de los autores y partícipes. Este Tribunal encuentra que no se han conducido en forma 
diligente y efectiva las investigaciones relacionadas con los hechos denunciados el 31 de enero de 2002 y los que 
se acumularon a esta causa. (párr. 337)
Esta Corte ha señalado que “la autoridad encargada de la investigación debe velar para que se realicen las 
diligencias requeridas y, en el evento de que esto no ocurra, debe adoptar las medidas pertinentes conforme a la 
legislación interna”. (párr. 338)
Deber de diligencia en la investigación de agresiones físicas 
En casos de agresión física, el tiempo en el que se realiza el dictamen médico es esencial para determinar 
fehacientemente la existencia de la lesión y del daño. La falta de dictamen o su realización tardía dificultan o 
imposibilitan la determinación de la gravedad de los hechos, en particular, a fin de clasificar legalmente la conducta 
bajo el tipo penal que corresponda, más aún cuando no se cuenta con otras pruebas. La Corte considera que el 
Estado tiene la obligación de proceder al examen y clasificación de las lesiones cuando se realiza la denuncia y se 
presenta el lesionado, a menos que el tiempo transcurrido entre ésta y el momento en que ocurrió el hecho torne 
imposible la caracterización de aquéllas. (párr. 340)
En los casos en que no se realizó la evaluación médico-legal las denuncias se presentaron entre 11 días 
y 6 meses después de ocurridos los hechos. En algunos de esos casos, el Tribunal considera que el transcurso 
del tiempo tornó imposible o nugatoria la realización de dicha diligencia. No obstante, la Corte observa que las 
investigaciones relativas a los hechos de 27 de febrero y 1 de marzo de […] fueron iniciadas de oficio y, a pesar de 
ello, no se ordenó una evaluación médico legal. De tal forma, el Estado no aportó prueba suficiente para comprobar 
que el Ministerio Público desplegara las acciones pertinentes, lo que permite sostener que hubo falta de diligencia 
por parte del órgano encargado de la persecución penal con respecto a su deber de llevar a cabo una investigación 
en forma diligente y efectiva en esos casos. (párr. 341)
Los representantes argumentaron que el Estado ha pretendido justificar su inercia en continuar desarrollando 
las correspondientes investigaciones, en la falta de ejercicio de las acciones pertinentes por parte de las presuntas 
víctimas contra tales decisiones, alegando que el no ejercicio de dichos recursos evidencia la conformidad de las 
presuntas víctimas con dichas decisiones. (párr. 346)
Esta Corte considera que la facultad de ejercer recursos contra decisiones del Ministerio Público o de las 
autoridades judiciales es un derecho de la víctima, que representa un avance positivo en la legislación venezolana, 
pero dicha facultad no exime al Estado de realizar una investigación diligente y efectiva en los casos en que deba 
hacerlo. La falta de impugnación del pronunciamiento jurisdiccional o la falta de solicitud de reapertura no desvirtúa 
el hecho de que el Estado ha faltado a algunos deberes relacionados con el desarrollo de medidas diligentes de 
investigación. (párr. 349)
Desarrollo de investigaciones como forma de garantizar la libertad de expresión y  
la integridad personal de las presuntas víctimas
Al evaluar si las investigaciones constituyeron un medio para garantizar el derecho a la libertad de expresión 
y a la integridad personal, así como para prevenir violaciones a estos derechos, la Corte toma en cuenta que la 
pluralidad de hechos denunciados conjuntamente pudo haber contribuido a tornar compleja las investigaciones 
en términos globales, si bien la investigación de cada hecho en particular no necesariamente revestía mayor 
complejidad. Por otra parte, este Tribunal ha encontrado que muchos de los hechos fueron denunciados varias 
semanas, meses o incluso años luego de ocurridos. (párr. 358)
En definitiva, la Corte observa que sólo se iniciaron investigaciones en 19 de los 48 hechos denunciados; que 
en la mayoría de esas investigaciones iniciadas se evidencia una inactividad procesal que no fue justificada por 
el Estado; y que en algunas de estas investigaciones no se llevaron a cabo todas las diligencias necesarias para 
proceder a la comprobación de la materialidad de los hechos. Además, en esas 19 investigaciones, en que no se 
llegó a identificar a algún responsable de los hechos, se constataron retardos en la emisión de ciertas decisiones 
por parte de los órganos encargados de la persecución penal, así como de aquellos que cumplen una función 
jurisdiccional, que no fueron justificados por el Estado. Por ello, este Tribunal encuentra que en este caso el conjunto 
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de las investigaciones no constituyó un medio efectivo para garantizar los derechos a la integridad personal y a 
buscar, recibir y difundir información de las presuntas víctimas. (párr. 359)
De tal manera, la Corte considera que el conjunto de hechos probados conformaron formas de obstrucción, 
obstaculización y amedrentamiento para el ejercicio de las labores periodísticas de las presuntas víctimas, expresadas 
en ataques o puesta en riesgo de su integridad personal, que en los contextos de los referidos pronunciamientos 
de altos funcionarios públicos y de omisión de las autoridades estatales en su deber de debida diligencia en las 
investigaciones, constituyeron faltas a las obligaciones estatales de prevenir e investigar los hechos. Por ello, el 
Estado es responsable por el incumplimiento de su obligación contenida en el artículo 1.1 de la Convención de 
garantizar la libertad de buscar, recibir y difundir información y el derecho a la integridad personal, reconocidos 
en los artículos 13.1 y 5.1 de la Convención Americana, en perjuicio de […]. Además, el Estado es responsable por el 
incumplimiento de su obligación contenida en el artículo 1.1 de la Convención de garantizar la libertad de buscar, 
recibir y difundir información reconocido en el artículo 13.1 de la Convención Americana, en perjuicio de Ademar 
David Dona López, Carlos José Tovar Pallen, Félix José Padilla Geromes, Jesús Rivero Bertorelli, José Gregorio Umbría 
Marín, Wilmer Jesús Escalona Arnal, y Zullivan René Peña Hernández. (párr. 362)
2. LIBERTAD DE EXPRESIÓN E IGUALDAD ANTE LA LEY
Artículos 13 y 24 en relación con el artículo 1.1 de la Convención.
Presupuestos de una violación a la libertad de expresión
Los representantes coincidieron con lo anterior y señalaron que a partir del año 2001 el Presidente de la 
República y otros funcionarios estatales realizaron una serie de declaraciones “amenaza[ndo] a las televisoras 
privadas –específicamente a Globovisión- con el cierre o revocatoria de las concesiones, como una sanción contra 
su línea editorial independiente y crítica al gobierno” […] (párr. 364)
[…] La Corte observará si pudieron ser percibidas por las presuntas víctimas como amenazas, y determinará 
si corresponde analizarlas como una vía o medio indirecto de restricción de su libertad de expresión, en los términos 
del artículo 13.3 de la Convención. (párr. 366)
Este Tribunal estima que para que se configure una violación al artículo 13.3 de la Convención es necesario 
que la vía o el medio restrinjan efectivamente, aunque sea en forma indirecta, la comunicación y la circulación de 
ideas y opiniones. (párr. 368)
[…] Independientemente de la situación o motivación que generó esas declaraciones, en un Estado de 
derecho las situaciones conflictivas deben abordarse a través de las vías establecidas en el ordenamiento jurídico 
interno y conforme a los estándares internacionales aplicables. En el contexto de vulnerabilidad enfrentado por las 
presuntas víctimas, ciertas expresiones contenidas en las declaraciones sub examine pudieron ser percibidas como 
amenazas y provocar un efecto amedrentador, e incluso autocensura, en aquéllas, por su relación con el medio de 
comunicación aludido. Sin embargo, el Tribunal considera que, en consideración de los criterios señalados en el 
párrafo anterior, esos otros efectos de tales pronunciamientos ya fueron analizados supra, bajo el artículo 13.1 de la 
Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma.(párr. 369)
Restricciones al acceso de fuentes oficiales de información y trato discriminatorio
A fin de evitar la arbitrariedad en el ejercicio del poder público, las restricciones en esta materia deben hallarse 
previamente establecidas en leyes subordinadas al interés general, y aplicarse con el propósito para el cual han 
sido establecidas. Con respecto a las acreditaciones o autorizaciones a los medios de prensa para la participación 
en eventos oficiales, que implican una posible restricción al ejercicio de la libertad de buscar, recibir y difundir 
información e ideas de toda índole, debe demostrarse que su aplicación es legal, persigue un objetivo legítimo y es 
necesaria y proporcional en relación con el objetivo que se pretende en una sociedad democrática. Los requisitos 
de acreditación deben ser concretos, objetivos y razonables, y su aplicación transparente. Corresponde al Estado 
demostrar que ha cumplido con los anteriores requisitos al establecer restricciones al acceso a la información bajo 
su control. 375
[…] Los representantes señalaron que se ha producido un trato desigual y discriminatorio, toda vez que el 
Estado ha pretendido separar y excluir del acceso a la información a determinados medios, como Globovisión, en 
atención al contenido de los mensajes que éstos expresan, difunden o persiguen, y a su línea informativa crítica a la 
gestión gubernamental. […] (párr. 378)
Distinción entre el Artículo 1.1 y el Art. 24 de la Convención 
El Tribunal ha señalado que “el artículo 1.1 de la Convención, que es una norma de carácter general cuyo 
contenido se extiende a todas las disposiciones del tratado, dispone la obligación de los Estados Partes de respetar 
y garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos y libertades allí reconocidos ‘sin discriminación alguna’. Es 
decir, cualquiera sea el origen o la forma que asuma, todo tratamiento que pueda ser considerado discriminatorio 
respecto del ejercicio de cualquiera de los derechos garantizados en la Convención es per se incompatible con la 
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misma”. El artículo 24 de la Convención “prohíbe todo tratamiento discriminatorio de origen legal. De este modo 
la prohibición de discriminación ampliamente contenida en el artículo 1.1 respecto de los derechos y garantías 
estipulados por la Convención, se extiende al derecho interno de los Estados Partes, de tal manera que es posible 
concluir que, con base en esas disposiciones, éstos se han comprometido, en virtud de la Convención, a no introducir 
en su ordenamiento jurídico regulaciones discriminatorias referentes a la protección de la ley”. (párr. 379)
Discriminación, en base a opiniones políticas 
Es posible que una persona resulte discriminada con motivo de la percepción que otras tengan acerca de 
su relación con un grupo o sector social, independientemente de que ello corresponda con la realidad o con la 
auto-identificación de la víctima. Teniendo en cuenta lo señalado […], es posible que las personas vinculadas a 
Globovisión pudieran quedar comprendidas en la categoría de “opiniones políticas” contenida en el artículo 1.1 
de la Convención y ser discriminadas en determinadas situaciones. En consecuencia, corresponde analizar las 
supuestas discriminaciones de hecho bajo la obligación general de no discriminación contenida en el artículo 1.1 de 
la Convención, en relación con el artículo 13.1 de la misma. (párr. 380)
La Corte considera que la prueba ofrecida es insuficiente para demostrar este hecho, en particular el 
impedimento del acceso a las presuntas víctimas a las fuentes oficiales. Por el contrario, según [la prueba ofrecida], 
la medida habría afectado a todos los periodistas presentes en el lugar, por lo que no probaría que fuera una 
medida tomada específicamente contra los periodistas del referido canal. Tampoco fueron aportados declaraciones 
o documentos donde consten instrucciones o manifestaciones de los funcionarios públicos referidos. (párr. 393)
Por las razones anteriores, este Tribunal considera que no fue demostrada la existencia de impedimentos 
de acceso a fuentes oficiales de información, ni un trato discriminatorio por parte de autoridades estatales hacia 
las presuntas víctimas, con violación de su libertad de buscar, recibir y difundir información, en los términos de los 
artículos 1.1 y 13.1 de la Convención, en este sentido. (párr. 395)
3. DERECHO DE PROPIEDAD E IGUALDAD ANTE LA LEY
Artículos 21 y 13.1 en relación con el 1.1 de la Convención 
Propiedad sobre Personas Jurídicas 
Respecto de la alegada violación del artículo 21 de la Convención este Tribunal ha entendido en su 
jurisprudencia que la propiedad es un concepto amplio que abarca, entre otros, el uso y goce de los bienes, definidos 
como cosas materiales apropiables, así como todo derecho que pueda formar parte del patrimonio de una persona. 
Este no es absoluto y puede ser objeto de restricciones y limitaciones.  Ciertamente la Corte ha considerado en casos 
anteriores que, si bien la figura de las personas jurídicas no ha sido reconocida expresamente por la Convención 
Americana, como sí lo hace el Protocolo no. 1 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y 
de las Libertades Fundamentales, eso no restringe la posibilidad de que bajo determinados supuestos un individuo 
pueda acudir al Sistema Interamericano para hacer valer sus derechos, aún cuando los mismos estén cubiertos por 
una figura o ficción jurídica creada por el mismo sistema jurídico. (párr. 399)
No obstante, es necesario distinguir las situaciones que podrán ser analizadas por este Tribunal, bajo el 
marco de la Convención Americana. En este sentido, esta Corte ya ha analizado la posible violación de derechos 
de propiedad de determinadas personas en su calidad de accionistas. En tales casos, la Corte ha diferenciado los 
derechos de los accionistas de una empresa de los de la empresa misma, señalando que las leyes internas otorgan 
a los accionistas determinados derechos directos, como los de recibir los dividendos acordados, asistir y votar en 
las juntas generales y recibir parte de los activos de la compañía en el momento de su liquidación, entre otros. (párr. 
400)
Sobre la supuesta violación del derecho de propiedad de las presuntas víctimas
[…] No ha sido claramente demostrado que los daños a los bienes [de propiedad de Globovisión] se hayan 
traducido en una afectación de los derechos de los señores Ravell y Zuloaga, en tanto accionistas de la empresa. 
Además, en algunos de los hechos fue establecido que agentes de seguridad protegieron a las presuntas víctimas en 
situaciones de riesgo, en las cuales la prioridad era claramente la vida e integridad de las personas y no los equipos 
de transmisión. En cuanto a los gastos de seguridad en los que habría incurrido Globovisión para la protección 
de sus instalaciones y de sus trabajadores, tales gastos pueden tener relación con los hechos del presente caso, 
aunque no únicamente con éstos. (párr. 402)
La Corte considera que los hechos alegados como violación del derecho de propiedad privada de los señores 
Ravell y Zuloaga coinciden con los analizados supra como actos, atribuibles a particulares no determinados, que en 
algunos casos específicos obstaculizaron el ejercicio de la labor periodística de las presuntas víctimas. Estos actos 
forman parte del contexto y tipo de situaciones ya analizados en el capítulo relativo al artículo 1.1 de la Convención 
en relación con los artículos 5 y 13 de la misma. De tal manera, la Corte estima que no ha sido demostrado que el 
Estado haya violado el derecho de propiedad privada de las presuntas víctimas, en los términos del artículo 21 de 
la Convención. (párr. 403)
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III. REPARACIONES
Es un principio de Derecho Internacional que toda violación de una obligación internacional que haya producido 
daño comporta el deber de repararlo adecuadamente. Esa obligación se regula por el Derecho Internacional. En sus 
decisiones a este respecto, la Corte se ha basado en el artículo 63.1 de la Convención Americana. (párr. 404)
1. Daño Material e Inmaterial
Los representantes alegaron que las violaciones perpetradas y los daños a bienes e instalaciones de Globovisión 
han ocasionado una serie de erogaciones económicas y gastos extraordinarios, que constituyen una afectación 
patrimonial considerable para los accionistas de Globovisión, quienes de acuerdo a su participación accionarial en 
dicha empresa han soportado los fuertes impactos económicos. […] Solicitaron a la Corte que ordene al Estado el pago 
de una compensación por concepto de daños materiales a los accionistas de Globovisión, señores Alberto Federico 
Ravell y Guillermo Zuloaga. Los comprobantes acompañados consisten en informes del departamento de contabilidad 
del canal sobre gastos de seguridad y en informes sobre los gastos por daños materiales no reembolsados por la 
compañía de seguros. (párr. 409)
En relación con el daño inmaterial, los representantes señalaron que las presuntas víctimas han tenido que 
soportar el vejamen constante y el menosprecio público al que los someten autoridades públicas y los “seguidores y 
partidarios del oficialismo”, así como la falta de investigación seria, diligente y efectiva por parte de las autoridades 
estadales para determinar lo sucedido e identificar y sancionar a los responsables, lo que ha originado considerables 
afectaciones a las presuntas víctimas. Por ello solicitaron a la Corte que ordene la compensación en equidad de los 
daños inmateriales causados. (párr. 410)
La Corte considera, conforme a lo establecido reiteradamente en la jurisprudencia internacional, que esta 
Sentencia constituye per se una forma de reparación. (párr.413)
2. Medidas de satisfacción y garantías de no repetición
Obligación de investigar los hechos que generaron las violaciones del presente caso e identificar, juzgar y, en 
su caso, sancionar a los responsables
Además, el Estado debe conducir eficazmente las investigaciones y los procesos penales que se encuentran en 
trámite y los que se llegaren a abrir para determinar las correspondientes responsabilidades por los hechos de este 
caso y aplicar las consecuencias que la ley prevea. (párr. 414)
Publicación de la sentencia
Como se ha dispuesto en otros casos, el Estado deberá publicar en el Diario Oficial y en otro diario de amplia 
circulación nacional, por una sola vez, los párrafos 1 a 5, 114 a 168, 279 a 287, 302 a 304, 322 a 324, 330, 335 a 337, 
343, 344, 358 a 362, 404 a 406 y 413 a 416 de la presente Sentencia, sin las notas al pie de página, y la parte resolutiva. 
Para ello se fija el plazo de seis meses, a partir de la notificación de esta Sentencia. (párr. 415)
Garantías de no repetición
Habiendo constatado que las víctimas del presente caso se encontraron en una situación de vulnerabilidad, 
reflejada en actos de agresiones físicas y verbales por parte de particulares (supra párr. 143, 155 a 161, 279, 287 y 360 
a 362), este Tribunal estima pertinente disponer, como garantía de no repetición, que el Estado adopte las medidas 
necesarias para evitar restricciones indebidas y obstaculizaciones directas o indirectas al ejercicio de su libertad de 
buscar, recibir y difundir información. (párr. 416)
3. Costas y Gastos
Como ya lo ha señalado la Corte en oportunidades anteriores, las costas y gastos están comprendidos dentro 
del concepto de reparación consagrado en el artículo 63.1 de la Convención Americana. (párr. 417)
Teniendo en cuenta las consideraciones precedentes y la prueba aportada, la Corte determina en equidad que 
el Estado debe entregar la cantidad de US$ 10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) por concepto 
de costas y gastos. (párr. 419)
4. Modalidad de Cumplimiento de los Pagos Ordenados
El reintegro de las costas y gastos establecido en la presente Sentencia será hecho directamente a las víctimas 
o a la persona de entre ellas que las mismas designen, para que cubra lo que resulte pertinente a quienes les brindaron 
asistencia jurídica, conforme a la apreciación que hagan las víctimas o su representante o según el acuerdo alcanzado 
entre aquéllas y sus asistentes legales, en el plazo de un año, a partir de la notificación de la presente Sentencia.  
(párr. 420)
Esos montos no podrán ser afectados o condicionados por motivos fiscales actuales o futuros. Por ende, deberá 
ser entregada a los beneficiarios en forma íntegra conforme a lo establecido en esta Sentencia. (párr. 423)
En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un interés sobre la cantidad adecuada, correspondiente 
al interés bancario moratorio en Venezuela. (párr. 424)
Conforme a su práctica constante, la Corte se reserva la facultad, inherente a sus atribuciones y derivada, 
asimismo, del artículo 65 de la Convención Americana, de supervisar la ejecución de la presente Sentencia. El caso se 
dará por concluido una vez que el Estado haya dado cabal cumplimiento a lo dispuesto en este fallo. Dentro del plazo 
de un año, contado a partir de la notificación de esta Sentencia, el Estado deberá rendir a la Corte un informe sobre las 
medidas adoptadas para darle cumplimiento. (párr. 425)
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Blanca Jeannette Kawas Fernández fue presidenta de la fundación PROLANSATE, creada con el fin de promover 
la protección y conservación de las áreas circundantes a la Bahía de Tela en Honduras, y mejorar la calidad de vida 
de los habitantes de la zona.
A través de la fundación, la señora Kawas Fernández denunció casos de explotación maderera ilegal, daños 
al Parque Nacional Punta Sal y otras zonas protegidas; también se opuso públicamente a diversos proyectos de 
desarrollo económico en la zona.
El 6 de febrero de 1995, la señora Kawas falleció en forma instantánea al recibir un disparo de arma de fuego 
en la parte posterior del cuello, mientras se encontraba trabajando con su asistente, en su casa, ubicada en la ciudad 
de Tela, Honduras.
Testigos manifestaron haber visto a dos hombres jóvenes armados que se movilizaban en una camioneta por 
los alrededores de la casa de la señora Kawas. Señalaron, además, haber escuchado el sonido de dos disparos de 
armas de fuego.
Poco después de lo ocurrido, una patrulla de la FUSEP (“Fuerza de Seguridad Pública”) se hizo presente en el 
lugar y realizó el levantamiento del cadáver. Sin embargo, no practicaron acciones tendientes a detener a los posibles 
autores, ni realizaron retenes policiales.
El 6 de marzo de 1995, el sargento de la Policía, Ismael Perdomo, presentó ante las autoridades a un joven de 
16 años de edad como presunto autor del crimen, quien reconoció su responsabilidad en los hechos e inculpó a dos 
jóvenes más que eran parientes suyos.
Días después, las órdenes de captura fueron dejadas sin efecto, pues el joven manifestó haber sido coaccionado 
para rendir declaración incriminatoria.
Un año después, la DGIC (“Dirección de Investigación de Tela”) presentó un informe sobre el caso, en el que 
subrayó que “en las investigaciones de este caso se van tocar intereses muy grandes y de cualquier forma los 
oficiales de investigación asignados al caso corren mucho peligro”. Con posterioridad a este informe, se evidenció una 
paralización de la investigación hasta el año 2003, en que se presentó el caso ante la Comisión.
Durante el proceso, la DGIC presentó varios informes sobre las diligencias investigativas ejecutadas en este 
caso, subrayando los indicios sobre la participación de funcionarios oficiales en la planificación y en la obstrucción de 
la investigación. A las mismas conclusiones llegó el Departamento de Capacitación y Asesoría del Ministerio Público en 
un informe técnico-jurídico con motivo de una consulta elevada por la Corte Suprema.
El año 2004,  el Fiscal a cargo del caso solicitó orden de captura contra el sargento de la Policía, Ismael Perdomo, 
por los delitos de abuso de autoridad y coacciones en perjuicio de la administración pública. Sin embargo esta decisión 
fue apelada, acogiendo la Corte de Apelaciones el recurso y dejando sin valor la orden de captura.
Entre los años 2007 y 2008, se requirió la práctica de algunas diligencias probatorias y se logró determinar que 
el joven de 16 años, que había sido coaccionado para autoinculparse, murió de forma violenta en el año 2008.
A la fecha, el proceso penal por la muerte de la señora Kawas sigue en etapa preliminar, no se han identificado 
autores, ni se ha formalizado denuncia penal. Tampoco hay constancia de que se hayan puesto en práctica medidas 
internas para proteger a los testigos.
Durante la década posterior a la muerte de la señora Kawas, se han reportado casos de agresiones, amenazas 
y ejecuciones de varias personas dedicadas a la defensa del medio ambiente en Honduras.
El 4 de febrero de 2008, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 51 y 61 de la Convención Americana, 
la Comisión sometió a la Corte una demanda en contra de Honduras. El 3 de abril de 2009, la Corte declaró que 
existió violación de los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial, reconocidos en los artículos 8.1 y 
25.1 de la Convención, respectivamente, en relación con la obligación general de respetar y garantizar los derechos 
contemplada en el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de las víctimas. Así también el Estado violó los derechos: a la 
vida reconocido en el artículo 4.1 de la Convención, el derecho a la integridad personal previsto en el artículo 5.1 de las 
misma y el derecho a la libertad de asociación reconocido en el artículo 16.1de la Convención. 
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II. CONSIDERACIONES DE FONDO DE LA CORTE
1. DERECHO A LA VIDA 
Artículo 4.1 en relación con el artículo 1.1 de la Convención.
Deber de respetar y garantizar el derecho a la vida
La observancia del artículo 4.1 de la Convención Americana, relacionado con el artículo 1.1 de la misma, no 
sólo presupone que ninguna persona sea privada de su vida arbitrariamente (obligación negativa), sino que además 
requiere que los Estados adopten todas las medidas apropiadas para proteger y preservar el derecho a la vida 
(obligación positiva), conforme al deber de garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos de todas las personas 
bajo su jurisdicción. (párr. 74)
Este deber de “garantizar” los derechos implica la obligación positiva de adopción, por parte del Estado, de 
una serie de conductas, dependiendo del derecho sustantivo específico de que se trate. En casos de muerte violenta 
como el presente, el Tribunal ha considerado que la realización de una investigación ex officio, sin dilación, seria, 
imparcial y efectiva, es un elemento fundamental y condicionante para la protección de los derechos afectados por 
este tipo de situaciones. (párr. 75)
En su sentencia de fondo emitida en el caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras, la Corte estableció que, 
conforme al deber de garantía:
“El Estado está […] obligado a investigar toda situación en la que se hayan violado los derechos humanos 
protegidos por la Convención. Si el aparato del Estado actúa de modo que tal violación quede impune y no se 
restablezca, en cuanto sea posible, a la víctima en la plenitud de sus derechos, puede afirmarse que ha incumplido 
el deber de garantizar su libre y pleno ejercicio a las personas sujetas a su jurisdicción. Lo mismo es válido cuando 
se tolere que los particulares o grupos de ellos actúen libre o impunemente en menoscabo de los derechos humanos 
reconocidos en la Convención”. (párr. 76)
La Corte no puede ignorar la gravedad especial que reviste la atribución a un Estado Parte en la Convención 
de la responsabilidad de haber ejecutado o tolerado en su territorio prácticas tales como las referidas en el presente 
caso. Por ello, a continuación, aplicará un examen de la prueba que tenga en cuenta este extremo y que, sin perjuicio 
de ello, sea capaz de crear la convicción de la verdad de los hechos alegados (párr. 83)
[…] El Tribunal advierte que las autoridades encargadas de la investigación identificaron indicios de la 
participación del referido sargento de la Policía [Ismael Perdomo] en el asesinato de Blanca Jeannette Kawas 
Fernández. […] (párr. 92)
Tomando en consideración lo anterior, lo cual es afirmado por el propio Estado, la Corte hace notar que si bien 
el asesinato de Blanca Jeannette Kawas Fernández obedeció a ciertos intereses particulares, de las circunstancias 
específicas del mismo se colige que este hecho fue facilitado por la intervención de personas que actuaron al amparo 
de su investidura de agentes estatales, tal como ya fue establecido supra. (párr. 99)
En conclusión, tomando en cuenta el reconocimiento de responsabilidad parcial efectuado en el presente 
caso, la Corte concluye que Honduras violó los derechos previstos en el artículo 4.1 de la Convención, en relación 
con la obligación de respetar y garantizar contenida en el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de Blanca Jeannette 
Kawas Fernández. […] (párr. 123)
2. DERECHO AL DEBIDO PROCESO Y PROTECCIÓN JUDICIAL
Artículos 8 y 25 en relación al 1.1 de la Convención.
Obligación de investigar y violación del debido proceso y de la protección judicial
Es claro que, en el caso sub judice, cuyos hechos se refieren a la muerte violenta de una persona, la 
investigación iniciada debía ser conducida de tal forma que pudiese garantizar el debido análisis de las hipótesis 
de autoría surgidas a raíz de la misma, en particular de aquellas de las cuales se colige la participación de agentes 
estatales. Honduras no presentó ante este Tribunal avances en la investigación iniciada por sus autoridades que 
permitieran desvirtuar los indicios que apuntan a la participación de agentes del Estado en el asesinato de la señora 
Kawas Fernández. La Corte advierte que, por el contrario, la defensa del Estado se apoya en la falta de impulso de 
un proceso judicial que determine con claridad las responsabilidades penales por la muerte de Blanca Jeannette 
Kawas Fernández atribuible, únicamente, a sus propias autoridades judiciales (infra párr. 114) (párr. 96)
Dado que, transcurridos más de 14 años desde el asesinato de la señora Blanca Jeannette Kawas Fernández, el 
Estado ha permitido que hasta ahora sea imposible determinar las responsabilidades individuales correspondientes, 
la Corte considera razonable otorgar valor probatorio a la serie de indicios que surgen del expediente (supra párr. 
84 a 94) sobre la participación de agentes estatales en estos hechos, en particular de aquellos manejados por los 
propios órganos estatales encargados de la investigación que no han sido desvirtuados por el Estado. Concluir lo 
contrario implicaría permitir al Estado ampararse en la negligencia e inefectividad de la investigación penal para 
sustraerse de su responsabilidad por la violación del artículo 4.1 de la Convención. (párr. 97)
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De todo lo anterior, queda claro que el Estado no emprendió una investigación seria, completa y efectiva de lo 
ocurrido, conforme a su deber de “garantizar” los derechos (artículo 1.1 de la Convención). En esencia, el Estado ha 
reconocido que ha faltado a este deber, al aceptar su responsabilidad internacional por la violación de los artículos 
8.1 y 25 de la Convención Americana. (párr. 100)
Si bien la Corte ha establecido que este deber es uno de medios, no de resultados, ello no significa, sin 
embargo, que la investigación pueda ser emprendida como “una simple formalidad condenada de antemano a ser 
infructuosa”. Al respecto, el Tribunal ha establecido que “cada acto estatal que conforma el proceso investigativo, 
así como la investigación en su totalidad, debe estar orientado hacia una finalidad específica, la determinación de 
la verdad y la investigación, persecución, captura, enjuiciamiento, y en su caso, la sanción de los responsables de 
los hechos. (párr. 101)
Principios rectores de la obligación de investigar cuando se trata de  
una violación al derecho a la vida 
Esta Corte ha especificado los principios rectores que es preciso observar en una investigación cuando se 
está frente a una muerte violenta. Conforme a la jurisprudencia de la Corte Interamericana, las autoridades estatales 
que conducen una investigación de este tipo deben intentar como mínimo, inter alia: a) identificar a la víctima; b) 
recuperar y preservar el material probatorio relacionado con la muerte, con el fin de ayudar en cualquier potencial 
investigación penal de los responsables; c) identificar posibles testigos y obtener sus declaraciones en relación con 
la muerte que se investiga; d) determinar la causa, forma, lugar y momento de la muerte, así como cualquier patrón 
o práctica que pueda haber causado la muerte, y e) distinguir entre muerte natural, muerte accidental, suicidio y 
homicidio. Además, es necesario investigar exhaustivamente la escena del crimen, se deben realizar autopsias y 
análisis de restos humanos, en forma rigurosa, por profesionales competentes y empleando los procedimientos más 
apropiados. (párr. 102)
Derecho de acceso a la justicia en un plazo razonable
Ahora bien, el cumplimiento de la obligación de emprender una investigación seria, completa y efectiva de 
lo ocurrido, en el marco de las garantías del debido proceso, ha involucrado también un examen del plazo de dicha 
investigación y de “los medios legales disponibles” a los familiares de la víctima fallecida, para garantizar que sean 
escuchados durante el proceso de investigación y el trámite judicial, así como que puedan participar ampliamente 
de los mismos. (párr. 109)
Al respecto, la Corte ha expresado de manera reiterada que los Estados Partes están obligados a suministrar 
recursos judiciales efectivos a las víctimas de violaciones de los derechos humanos (artículo 25), recursos que deben 
ser sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la obligación 
general, a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la 
Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1). (párr. 110)
En relación con la razonabilidad del plazo, este Tribunal ha señalado que el derecho de acceso a la justicia 
debe asegurar, en un tiempo razonable, el derecho de las presuntas víctimas o sus familiares a que se haga todo lo 
necesario para conocer la verdad de lo sucedido y se sancione a los responsables. La Corte ha establecido que es 
preciso tomar en cuenta cuatro elementos para determinar la razonabilidad del plazo: a) complejidad del asunto, b) 
actividad procesal del interesado, c) conducta de las autoridades judiciales, y d) afectación generada en la situación 
jurídica de la persona involucrada en el proceso. (párr. 112)
En cuanto al primer elemento, la Corte considera evidente que la investigación iniciada por la muerte de 
la señora Kawas Fernández no presenta características de complejidad. Se trata de una sola víctima claramente 
identificada, y desde el inicio de la investigación surgieron indicios sobre la autoría del crimen (supra párrs. 53, 54 y 
57). En lo que se refiere al segundo elemento, no se ha demostrado que los familiares de Blanca Jeannette Kawas 
Fernández hayan realizado acciones tendientes a paralizar las investigaciones. Todo lo contrario, quedó establecido 
que en varias oportunidades el hermano de Blanca Jeannette Kawas Fernández proporcionó hospedaje y viáticos a 
agentes de la DGIC que se disponían a realizar diligencias de investigación en la zona. (párr. 113)
En cuanto al cuarto elemento, la Corte ha dicho que para determinar la razonabilidad del plazo se debe tomar 
en cuenta la afectación generada por la duración del procedimiento en la situación jurídica de la persona involucrada 
en el mismo, considerando, entre otros elementos, la materia objeto de controversia. Así, el Tribunal ha establecido 
que si el paso del tiempo incide de manera relevante en la situación jurídica del individuo, resultará necesario que el 
procedimiento corra con más diligencia a fin de que el caso se resuelva en un tiempo breve. En el presente caso la 
Corte considera que no es necesario realizar el análisis de este elemento para determinar la razonabilidad del plazo 
de la investigación y procedimientos iniciados a raíz de la muerte de la víctima. (párr. 115)
Teniendo en cuenta lo anterior, así como el allanamiento del Estado, la Corte concluye que el lapso de 14 años 
que ha demorado la justicia interna sólo en la fase de investigación de los hechos sobrepasa excesivamente un plazo 
que pueda considerarse razonable para que el Estado realizara las correspondientes diligencias investigativas, y 
constituye una flagrante denegación de justicia en perjuicio de los familiares de Blanca Jeannette Kawas Fernández. 
(párr. 116)
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De lo expuesto, el Tribunal estima que la investigación abierta a nivel interno no ha garantizado un verdadero 
acceso a la justicia a los familiares de la víctima fallecida, lo que constituye una violación de sus derechos a la 
protección judicial y a las garantías judiciales, en los términos de los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana. 
(párr. 118)
Violación de los artículos 8.1 y 25.1 en perjuicio de los familiares de la víctima fallecida 
Este Tribunal hace notar que en el presente caso no corresponde declarar a la señora Blanca Jeannette 
Kawas como víctima de la violación de los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, como ha sido solicitado 
por los representantes (supra párr. 6), toda vez que en un caso de muerte violenta el ejercicio de estos derechos 
“corresponde a los familiares de la víctima fallecida, quienes son la parte interesada en la búsqueda de justicia y 
a quienes el Estado debe proveer recursos efectivos para garantizarles el acceso a la justicia, la investigación y 
eventual sanción, en su caso, de los responsables y la reparación integral de las consecuencias de las violaciones”. 
(párr. 120)
[…] Asimismo, [la Corte] considera que el Estado violó los derechos consagrados en los artículos 8.1 y 25.1 de 
la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio de Blanca Fernández, Jacobo 
Kawas Cury, Jaime Alejandro Watt Kawas, Selsa Damaris Watt Kawas, Carmen Marielena Kawas Fernández, Jacobo 
Roberto Kawas Fernández y Jorge Jesús Kawas Fernández. (párr. 123)
3. DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL
 Artículo 5.1 en relación con el artículo 1.1 de la Convención
Derecho a la integridad personal de familiares directos de las víctimas
En varias oportunidades, la Corte Interamericana ha declarado la violación del derecho a la integridad 
personal de familiares de víctimas de ciertas violaciones de los derechos humanos u otras personas con vínculos 
estrechos con aquellas. Al respecto, en el caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia este Tribunal consideró que se 
puede declarar la violación del derecho a la integridad psíquica y moral de familiares directos de víctimas de ciertas 
violaciones de derechos humanos aplicando una presunción iuris tantum respecto de madres y padres, hijas e hijos, 
esposos y esposas, compañeros y compañeras permanentes (en adelante “familiares directos”), siempre que ello 
responda a las circunstancias particulares en el caso. En el caso de tales familiares directos, corresponde al Estado 
desvirtuar dicha presunción. (párr. 128)
En los demás supuestos, el Tribunal deberá analizar si de la prueba que consta en el expediente se acredita 
una violación del derecho a la integridad personal de la presunta víctima, sea o no familiar de alguna otra víctima 
en el caso. Respecto de aquellas personas sobre quienes el Tribunal no presumirá una afectación del derecho a la 
integridad personal por no ser familiares directos, la Corte evaluará, por ejemplo, si existe un vínculo particularmente 
estrecho entre éstos y las víctimas del caso que permita a la Corte declarar la violación del derecho a la integridad 
personal. El Tribunal también podrá evaluar si las presuntas víctimas se han involucrado en la búsqueda de justicia 
en el caso concreto, o si han padecido un sufrimiento propio como producto de los hechos del caso o a causa de las 
posteriores actuaciones u omisiones de las autoridades estatales frente a los hechos. (párr. 129)
Con base en lo anterior, el Tribunal concluye que se encuentra demostrada la existencia de un estrecho vínculo 
familiar de los señores Jacobo Roberto Kawas Cury, Blanca Fernández, Selsa Damaris Watt Kawas, Jaime Alejandro 
Watt Kawas, Jacobo Kawas Fernández, Jorge Jesús Kawas Fernández y Carmen Marilena Kawas Fernández, 
con Blanca Jeannette Kawas Fernández. Asimismo, la Corte constata que la forma y las circunstancias en que 
Blanca Jeannette Kawas Fernández fue privada de la vida y la falta de efectividad de las medidas adoptadas para 
esclarecer los hechos y sancionar a los responsables, han provocado en dichas personas sufrimiento y angustia, 
además de un sentimiento de inseguridad, frustración e impotencia ante la abstención de las autoridades públicas 
de investigar los hechos, afectando, por lo tanto, su integridad psíquica y moral (supra párr. 117). En consecuencia, 
la Corte considera que el Estado es responsable por la violación al artículo 5.1 de la Convención Americana, en 
relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de las referidas personas. El Tribunal no considera que se haya 
producido una violación al artículo 5.2 de la Convención Americana de acuerdo a su jurisprudencia sobre tortura y 
otros tratos crueles, inhumanos o degradantes. (párr. 139)
4. DERECHO A LA LIBERTAD DE ASOCIACIÓN 
Artículo 16.1en relación con el artículo 1.1 de la Convención
Alcance del derecho a la libertad de asociación
El artículo 16.1 de la Convención Americana establece que quienes están bajo la jurisdicción de los Estados 
Partes tienen el derecho y la libertad de asociarse libremente con otras personas, sin intervención de las autoridades 
públicas que limiten o entorpezcan el ejercicio del referido derecho. Se trata, pues, del derecho a agruparse con 
la finalidad de buscar la realización común de un fin lícito, sin presiones o intromisiones que puedan alterar o 
desnaturalizar dicha finalidad. (párr. 143)
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Al igual que las obligaciones negativas referidas, la Corte Interamericana ha observado que de la libertad de 
asociación también “se derivan obligaciones positivas de prevenir los atentados contra la misma, proteger a quienes 
la ejercen e investigar las violaciones de dicha libertad”. Estas obligaciones positivas deben adoptarse, incluso en la 
esfera de relaciones entre particulares, si el caso así lo amerita. (párr. 144)
Deber del Estado de facilitar los medios para organizaciones  
no gubernamentales de derechos humanos
[…] Al respecto, este Tribunal ha establecido que los Estados tienen el deber de facilitar los medios necesarios 
para que los defensores de derechos humanos realicen libremente sus actividades; protegerlos cuando son objeto 
de amenazas para evitar los atentados a su vida e integridad; abstenerse de imponer obstáculos que dificulten la 
realización de su labor, e investigar seria y eficazmente las violaciones cometidas en su contra, combatiendo la 
impunidad. (párr. 145)
Desde esta perspectiva, el artículo 16 de la Convención Americana comprende también el derecho de toda 
persona a formar y participar libremente en organizaciones, asociaciones o grupos no gubernamentales orientados 
a la vigilancia, denuncia y promoción de los derechos humanos. Dada la importancia del papel que cumplen los 
defensores de derechos humanos en las sociedades democráticas, el libre y pleno ejercicio de este derecho impone 
a los Estados el deber de crear condiciones legales y fácticas en las cuales puedan desarrollar libremente su función. 
(párr. 146)
Relación entre la protección del medio ambiente y la realización de otros derechos humanos
[…] Este Tribunal considera oportuno resaltar que la defensa de los derechos humanos no sólo atiende a los 
derechos civiles y políticos; esta labor abarca necesariamente las actividades de denuncia, vigilancia y educación 
sobre derechos económicos, sociales y culturales, de conformidad con los principios de universalidad, indivisibilidad 
e interdependencia reconocidos en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la Convención 
Americana, la Carta Democrática Interamericana y por este Tribunal en su jurisprudencia. En igual sentido se 
ha expresado la Relatora Especial de las Naciones Unidas Sobre la Situación de los Defensores de los Derechos 
Humanos, al concluir que la protección debida a los defensores “no depende de si la labor principal de los defensores 
(…) se centra en derechos civiles y políticos o en derechos económicos, sociales y culturales”. (párr. 147)
Además, como se desprende de la jurisprudencia de este Tribunal y de la Corte Europea de Derechos 
Humanos, existe una relación innegable entre la protección del medio ambiente y la realización de otros derechos 
humanos. Las formas en que la degradación ambiental y los efectos adversos del cambio climático han afectado 
al goce efectivo de los derechos humanos en el continente ha sido objeto de discusión por parte de la Asamblea 
General de la Organización de los Estados Americanos y las Naciones Unidas. También se advierte que un 
número considerable de Estados partes de la Convención Americana ha adoptado disposiciones constitucionales 
reconociendo expresamente el derecho a un medio ambiente sano. Estos avances en el desarrollo de los derechos 
humanos en el continente han sido recogidos en el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales Protocolo de San Salvador. 148.
El reconocimiento del trabajo realizado por la defensa del medio ambiente y su relación con los derechos 
humanos cobra mayor vigencia en los países de la región, en los que se observa un número creciente de denuncias 
de amenazas, actos de violencia y asesinatos de ambientalistas con motivo de su labor. (párr. 149)
Relación entre el derecho a la libertad de asociación y los derechos a la vida y  
a la integridad física de la presunta víctima
Ahora bien, en la sentencia emitida por este Tribunal en los casos Huilca Tecse Vs. Perú y Cantoral Huamaní y 
García Santa Cruz Vs. Perú, se reconoció que la libertad de asociación sólo puede ejercerse en una situación en que 
se respete y garantice plenamente los derechos humanos fundamentales, en particular los relativos a la vida y a la 
seguridad de la persona. En este sentido, una afectación al derecho a la vida o a la integridad personal atribuible 
al Estado podría generar, a su vez, una violación del artículo 16.1 de la Convención, cuando la misma haya sido 
motivada en el ejercicio legítimo del derecho a la libertad de asociación de la víctima. 150
En el Capítulo VII la Corte dio por demostrado que al menos un agente del Estado participó en los hechos que 
terminaron con la vida de la señora Blanca Jeannette Kawas Fernández y que dichos actos estuvieron motivados 
en el trabajo de defensa del medio ambiente realizado por la señora Kawas Fernández a través de la fundación 
PROLANSATE, en particular el trabajo de denuncia y oposición frente a la explotación de los recursos naturales de 
ciertas áreas protegidas en el municipio de Tela. Este Tribunal considera que su muerte, de manera evidente, resultó 
en una privación de su derecho a asociarse libremente. (párr. 152)
Como lo ha valorado en otros casos es indudable que estas circunstancias también han tenido un efecto 
amedrentador sobre las otras personas que se dedican a la defensa del medio ambiente en Honduras o se 
encuentran vinculadas a ese tipo de causas. Efecto intimidante que se acentúa y se agrava por la impunidad en que 
se mantienen los hechos (supra párr. 68). (párr. 153)
En el caso sub judice, además, se ha demostrado que durante la década posterior a la muerte de Blanca 
Jeannette Kawas Fernández cinco personas perdieron la vida, a causa de su trabajo por la defensa del medio 
ambiente y los recursos naturales en Honduras. (párr. 154)
En consecuencia, el Tribunal considera que el Estado es responsable por la violación del derecho a la libertad 
de asociación establecido en el artículo 16.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, 
en perjuicio de Blanca Jeannette Kawas Fernández. (párr. 155)
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III. REPARACIONES
Es un principio de Derecho Internacional que toda violación de una obligación internacional que haya 
producido daño comporta el deber de repararlo adecuadamente. Con fundamento en el artículo 63.1 de la 
Convención Americana la Corte ha adoptado decisiones a este respecto. (párr. 156)
1. Parte Lesionada
Este Tribunal reitera que se considera parte lesionada a aquellas personas que han sido declaradas víctimas 
de violaciones de algún derecho consagrado en la Convención (supra párr. 27). En consecuencia, con base en las 
determinaciones formuladas en los capítulos anteriores, la Corte estima como “parte lesionada” a las siguientes 
personas: Blanca Jeannette Kawas Fernández, Jacobo Kawas Cury, Blanca Fernández, Jaime Alejandro Watt Kawas, 
Selsa Damaris Watt Kawas, Jacobo Roberto Kawas Fernández, Jorge Jesús Kawas Fernández y Carmen Marilena 
Kawas Fernández. Dichas personas serán acreedoras de las reparaciones que fije el Tribunal. (párr. 160)
2. Indemnizaciones
Daño material
Daño emergente
[…] El Tribunal considera razonable suponer que dichas personas realizaron ciertos gastos de traslado a la 
ciudad de Tela, Honduras, para asistir al funeral de Blanca Jeannette Kawas Fernández […]. (párr. 168)
Asimismo, del acervo probatorio se desprende que miembros de la familia de Blanca Jeannette Kawas 
Fernández proporcionaron diversos recursos materiales, económicos y apoyo logístico a fin de dar impulso a 
las investigaciones emprendidas por las autoridades. Al respecto, los señores Jorge Jesús Kawas Fernández y 
Jaime Alejandro Watt Kawas coincidieron en sus declaraciones al señalar que “la familia actuó […] apoyando las 
investigaciones […] bajo el liderazgo de […] Jacobo [Kawas Fernández]”. (párr. 169)
Por otra parte, consta en el expediente que el señor Jacobo Kawas Cury, padre de la señora Blanca Jeannette 
Kawas Fernández, así como los hermanos de ésta, erogaron ciertos gastos con motivo de su funeral. (párr. 170)
Tomando en cuenta lo anterior, el Tribunal fija en equidad las siguientes cantidades por los rubros que se 
mencionan a continuación: US $600.00 (seiscientos dólares de los Estados Unidos de América) a favor de Blanca 
Fernández por concepto de traslado al funeral de su hija, y US $600.00 (seiscientos dólares de los Estados Unidos de 
América) a favor de Carmen Marilena Kawas Fernández, por el mismo concepto. (párr. 171)
Asimismo, se fija en equidad la cantidad de US $800.00 (ochocientos dólares de los Estados Unidos de 
América) por concepto de gastos de traslado al funeral de la señora Blanca Jeannette Kawas Fernández de sus 
hijos Selsa Damaris y Jaime Alejandro, y de US $300.00 (trescientos dólares de los Estados Unidos de América) por 
concepto de gastos del funeral de la señora Blanca Jeannette Kawas Fernández, las cuales deberán ser entregadas 
al señor Jacobo Kawas Fernández, quien deberá, asimismo, otorgar las cantidades correspondientes a los familiares 
señalados en la presente Sentencia que hubieren cubierto dichos gastos. Conforme a la jurisprudencia de este 
Tribunal, la cantidad correspondiente al señor Jacobo Kawas Cury, ya fallecido, deberá entregarse por partes 
iguales a sus hijos, tomando en cuenta que al momento de su muerte se encontraba separado de la señora Blanca 
Fernández. (párr. 172)
Por último, la Corte fija en equidad la cantidad de US $1,000.00 (mil dólares de los Estados Unidos de América) 
a favor del señor Jacobo Kawas Fernández, por los gastos incurridos durante la investigación de los hechos del 
presente caso. (párr.173)
Pérdida de Ingresos
A efecto de acreditar los ingresos de la señora Blanca Jeannette Kawas Fernández, el Estado presentó como 
prueba documental su declaración anual del impuesto sobre la renta correspondiente al año 1994, el inmediato 
anterior a su muerte, “con la finalidad de que el […] Tribunal cuente con el acervo probatorio indubitado para la 
fijación del daño material correspondiente”. Los representantes no objetaron la validez o autenticidad de dicha 
prueba. (párr.176)
La Corte observa que en la declaración del impuesto sobre la renta de referencia se hace constar que los 
ingresos anuales de la señora Kawas Fernández ascendían a 52,000.00 (cincuenta y dos mil) lempiras, es decir, a 
aproximadamente 4,333.33 (cuatro mil trescientos treinta y tres con 33/100) lempiras mensuales. (párr. 177)
Tomando en cuenta lo anterior, así como el tiempo transcurrido desde la privación de la vida de la señora 
Blanca Jeannette Kawas Fernández y su expectativa de vida probable, el Tribunal ordena al Estado pagar en 
equidad la cantidad de US $70,000.00 (setenta mil dólares de los Estados Unidos de América), los cuales, conforme a 
su jurisprudencia (supra párr. 162), deberán ser distribuidos por partes iguales entre sus hijos.  (párr. 178)
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Daño inmaterial
En los capítulos VII y VIII de la presente Sentencia, el Tribunal concluyó que la forma y circunstancias en 
que Blanca Jeannette Kawas Fernández fue asesinada, así como la inactividad de las autoridades estatales en las 
investigaciones y la falta de eficacia de las medidas adoptadas para esclarecer los hechos y en su caso sancionar 
a los responsables, han afectado la integridad psíquica y moral de los señores Jacobo Kawas Cury, ya fallecido, 
Blanca Fernández, Selsa Damaris y Jaime Alejandro Watt Kawas, Jacobo Roberto Kawas Fernández, Jorge Jesús 
Kawas Fernández y Carmen Marilena Kawas Fernández, todos ellos familiares de la señora Blanca Jeannette Kawas 
Fernández. (párr. 183)
La jurisprudencia internacional ha establecido reiteradamente que una sentencia declaratoria de violación 
de derechos constituye per se una forma de reparación. No obstante, por las circunstancias del caso sub judice, la 
Corte estima pertinente determinar el pago de una compensación, fijada equitativamente, por concepto de daños 
inmateriales a favor de los familiares de la señora Blanca Jeannette Kawas Fernández, considerados víctimas de la 
violación de los artículos 5.1, 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en conexión con el artículo 1.1 de la misma […] 
En consecuencia, el Tribunal ordena al Estado pagar la cantidad de US $20,000.00 (veinte mil dólares de los Estados 
Unidos de América) a favor de Selsa Damaris y Jaime Alejandro Kawas Fernández, cada uno; la cantidad de US 
$20,000.00 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de la señora Blanca Fernández y del señor 
Jacobo Kawas Cury,  cada uno; US $10,000.00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de Jacobo 
Kawas Fernández y, la cantidad de US $5,000.00 (cinco mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de 
la señora Carmen Marilena y del señor Jorge Jesús, ambos de apellidos Kawas Fernández, cada uno. La cantidad 
correspondiente al señor Jacobo Kawas Cury deberá entregarse por partes iguales a sus hijos. (párr. 184)
Por otra parte […] la Corte decide ordenar al Estado el pago de una compensación de US $50,000.00 (cincuenta 
mil dólares de los Estados Unidos de América) por los daños morales sufridos por Blanca Jeannette Kawas Fernández. 
Dicha cantidad deberá ser entregada en su totalidad y en partes iguales a los hijos de la víctima, Selsa Damaris y 
Jaime Alejandro Watt Kawas. (párr. 185)
3. Obligación de investigar los hechos que generaron las violaciones del presente  
caso e identificar, juzgar y, en su caso, sancionar a los responsables
En el capítulo VII de la presente Sentencia el Tribunal determinó que han transcurrido aproximadamente 14 
años desde que Blanca Jeannette Kawas Fernández fuera privada de la vida. Asimismo, se estableció que de los 
indicios existentes en el acervo probatorio surge que existió participación de agentes estatales en estos hechos. 
Las medidas iniciadas al respecto en el ámbito interno no han constituido recursos efectivos para garantizar un 
verdadero acceso a la justicia por parte de los familiares de la señora Blanca Jeannette Kawas Fernández dentro 
de un plazo razonable, que abarque el esclarecimiento de los hechos de su muerte, la investigación de los actos de 
obstrucción de la misma y, en su caso, la sanción de todos los responsables y la reparación de las violaciones (supra 
párrs. 117 y 118). (párr. 189)
[…] La Corte dispone que el Estado debe conducir eficazmente los procesos penales que se encuentran en 
trámite tanto en relación con el asesinato de Blanca Jeannette Kawas como con la obstaculización de su debida 
investigación, así como los que se llegaren a abrir para determinar las correspondientes responsabilidades por los 
hechos de este caso, y aplicar efectivamente las consecuencias que la ley prevea. El Estado debe conducir y concluir 
las investigaciones y procesos pertinentes en un plazo razonable, con el fin de establecer la verdad de los hechos. 
(párr. 191)
[…] Conforme a lo que surge del acervo probatorio, el Estado debe aplicar la ley interna con el fin de otorgar 
protección efectiva a todos aquellos testigos de los hechos relacionados con la muerte de la señora Blanca Jeannette 
Kawas Fernández y ofrecer garantías a aquellas personas que deseen rendir testimonio. El Estado debe asegurar 
la ejecución de toda orden, emanada de autoridad competente, que restrinja o limite el contacto de los probables 
responsables con dichos testigos y aplicar las medidas necesarias en caso de incumplimiento de dichas órdenes. 
Asimismo, el Estado debe conducir y concluir con la debida diligencia y en un plazo razonable toda denuncia de 
coacción, intimidación o amenaza que presenten los testigos en el proceso penal interno, y adoptar las medidas 
que la ley prevea para su investigación. Por otra parte, conforme a lo establecido en esta Sentencia, el Estado 
debe asegurar que los fiscales y cualquier otro funcionario encargado de la investigación y proceso del asesinato 
de Blanca Jeannette Kawas Fernández cuenten con los medios idóneos, entre otros, económicos y logísticos, y la  
protección necesaria, para impulsar la investigación y proceso de los hechos del presente caso. (párr. 193)
Con base en la jurisprudencia de este Tribunal, el Estado debe asegurar que las víctimas del presente caso 
tengan pleno acceso y capacidad de actuar en todas las etapas e instancias de las investigaciones y procesos 
internos, de manera que puedan hacer planteamientos, recibir informaciones, aportar pruebas, formular alegaciones 
y, en síntesis, hacer valer sus intereses. Dicha participación deberá tener como finalidad el acceso a la justicia, el 
conocimiento de la verdad de lo ocurrido y el otorgamiento de una justa reparación. Adicionalmente, el resultado 
del proceso deberá ser públicamente divulgado para que la sociedad hondureña pueda conocer la determinación 
judicial de los hechos y sus responsables en el presente caso. (párr. 194)
Tomando en cuenta lo anterior, el Tribunal estima conveniente ordenar al Estado que, conforme a lo 
dispuesto en el párrafo 226 de la presente Sentencia, informe puntualmente sobre lo siguiente: a) el estado de los 
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expedientes penales existentes por la privación de la vida de Blanca Jeannette Kawas Fernández y la obstrucción 
de su investigación; b) las  medidas adoptadas para dotar a los agentes encargados de la investigación de los 
recursos necesarios para llevar a cabo su labor así como de las medidas de protección que se ordenen, en su caso; 
c) las medidas de protección adoptadas a favor de los testigos, y d) los avances sustantivos en las investigaciones 
y procesos respectivos. (párr. 195)
4. Medidas de satisfacción y garantías de no repetición
Publicación de las partes pertinentes de la presente Sentencia
Como se ha dispuesto en otros casos, el Estado deberá publicar en el Diario Oficial y en otro diario de amplia 
circulación nacional, por una sola vez, los párrafos 1 a 8; 17 a 35; 45 a 155; y 189 a 195 de la presente Sentencia, sin 
las notas al pie de página, y la parte resolutiva de la misma. Para ello se fija el plazo de seis meses, contado a partir 
de la notificación de esta Sentencia. […] (párr. 199)
Acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional
[…] La Corte estima que el Estado debe realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad en 
relación con los hechos del presente caso, en desagravio a la memoria de Blanca Jannette Kawas Fernández. En 
dicho acto se deberá hacer referencia a las violaciones de derechos humanos declaradas en la presente Sentencia. 
Asimismo, este acto deberá llevarse a cabo mediante una ceremonia pública, con la presencia de autoridades 
estatales. El Estado deberá asegurar la participación de los familiares de la señora Blanca Jeannette Kawas 
Fernández, declaradas también víctimas por este Tribunal, y que así lo deseen. La realización y particularidades de 
dicha ceremonia pública deben consultarse previa y debidamente con los familiares de la señora Kawas Fernández. 
El Estado cuenta con un plazo de un año para cumplir con esta obligación. (párr. 202)
Levantamiento de monumento y rotulación del Parque Nacional
La Corte observa que las medidas solicitadas por los representantes buscan conservar viva la memoria de 
Blanca Jeannette Kawas Fernández y evitar que hechos como los de este caso se repitan. En consecuencia, el 
Tribunal considera pertinente ordenar al Estado el levantamiento de un monumento en su memoria, así como la 
rotulación del parque nacional que lleva su nombre, en los términos solicitados por los representantes. El Tribunal 
enfatiza que el rótulo deberá dejar constancia que la víctima murió en defensa del medio ambiente y de dicho 
parque nacional, en particular. En la ceremonia de develación del monumento deben estar presentes autoridades 
estatales. Asimismo, el Estado deberá asegurar la participación de los familiares de la señora Blanca Jeannette 
Kawas Fernández, declaradas también víctimas por este Tribunal, que así lo deseen. Ambas obligaciones deben ser 
cumplidas en un término de dos años contados a partir de la notificación de esta Sentencia. (párr. 206)
Atención psicológica
[…] El Tribunal estima conveniente disponer que el Estado brinde atención psicológica y/o psiquiátrica gratuita 
y de forma inmediata, adecuada y efectiva a través de sus instituciones de salud especializadas, a aquellos familiares 
considerados víctimas por este Tribunal que así lo soliciten. Dicho tratamiento debe ser brindado por personal e 
instituciones especializadas en la atención de los trastornos y enfermedades que presenten tales personas como 
consecuencia de los hechos del caso. Dicho tratamiento debe comenzar cuando lo soliciten los beneficiarios, quienes 
tendrán un plazo de dos años, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia para solicitarlo. Asimismo, 
el tratamiento debe prestarse por el tiempo que sea necesario e incluir el suministro de los medicamentos que 
eventualmente se requieran […] (párr. 209)
Otras pretensiones reparatorias
El Tribunal valora positivamente la creación del “Grupo de Investigación para las Muertes de Ambientalistas” 
adscrita a la Secretaría de Estado en el Despacho de Seguridad como respuesta a los hechos de violencia generados 
en contra de ese grupo (supra párr. 70). No obstante, reitera que las amenazas y los atentados a la integridad y a 
la vida de los defensores de derechos humanos y la impunidad de este tipo de estos hechos, son particularmente 
graves en una sociedad democrática. De conformidad con la obligación general de respetar y garantizar los 
derechos establecida en el artículo 1.1 de la Convención, al Estado tiene el deber de adoptar medidas de carácter 
legislativo, administrativo o judicial, o el perfeccionamiento de las existentes, que garanticen la libre realización de 
las actividades de los defensores del medio ambiente; la protección inmediata a los defensores del medio ambiente 
ante el peligro o amenazas que se susciten con motivo de su labor, y la investigación inmediata, seria y eficaz de 
los actos que pongan en peligro la vida o la integridad de los defensores ambientalistas, con motivo de su trabajo. 
(párr. 213)
En esta línea, y como una forma de contribuir a que hechos como los del presente caso no se repitan, la Corte 
estima conveniente ordenar al Estado la realización de una campaña nacional de concientización y sensibilización, 
dirigida a funcionarios de seguridad, operadores de justicia y población general, sobre la importancia de la labor que 
realizan los defensores del medio ambiente en Honduras y de sus aportes en la defensa de los derechos humanos. 
El Estado contará con un plazo máximo de dos años a partir de la notificación de la presente Sentencia para su 
ejecución. (párr. 214)
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Al efecto, deberá informar al Tribunal, en los términos del párrafo 226 infra, sobre las gestiones realizadas 
para tal efecto y los avances, en su caso, de su ejecución. (párr. 215)
5. Costas y Gastos
[…] El Tribunal decide fijar en equidad la cantidad de US $19,000.00 (diecinueve mil dólares de los Estados 
Unidos de América) por concepto de gastos incurridos durante la tramitación del presente caso ante los órganos del 
Sistema Interamericano. Dicha cantidad deberá ser liquidada al señor Jacobo Kawas Fernández, quien entregará 
a los representantes la cantidad que corresponda. Dicho monto incluye los gastos futuros en que pueda incurrir 
la familia de Blanca Jeannette Kawas Fernández a nivel interno o durante la supervisión del cumplimiento de esta 
Sentencia. El Estado deberá efectuar el pago por concepto de costas y gastos dentro de un año contado a partir de 
la notificación de la presente Sentencia. (párr. 220)
6. Modalidad de Cumplimiento de los Pagos Ordenados
El pago de las indemnizaciones establecidas serán hechas directamente a las personas indicadas en esta 
Sentencia (supra párrs. 171 a 173, 178, 184 y 185). Respecto al reembolso de costas y gastos, éste será hecho 
directamente al señor Jacobo Kawas Fernández, conforme a lo ordenado en la Sentencia (supra párr. 220). En caso 
de que los beneficiarios fallezcan antes de que le sea entregada la indemnización respectiva, ésta se efectuará a sus 
derechohabientes, conforme al derecho interno aplicable. (párr. 221)
Las cantidades asignadas en la presente Sentencia como indemnización y como reintegro de costas y gastos 
deberán ser entregadas a las personas indicadas (supra párr. 221) en forma íntegra conforme a lo establecido en 
esta Sentencia, sin reducciones derivadas de eventuales cargas fiscales. (párr. 224)
En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un interés sobre la cantidad adeudada, 
correspondiente al interés bancario moratorio en Honduras. (párr. 225)
Conforme a su práctica constante, la Corte se reserva la facultad inherente a sus atribuciones y derivada, 
asimismo, del artículo 65 de la Convención Americana, de supervisar el cumplimiento íntegro de la presente 
Sentencia. El caso se dará por concluido una vez que el Estado haya dado cabal cumplimiento a lo dispuesto en el 
presente fallo. Dentro del plazo de un año, contado a partir de la notificación de esta Sentencia, el Estado deberá 
rendir a la Corte un informe sobre las medidas adoptadas para dar cumplimiento a la misma. (párr. 226)
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La señora Reverón Trujillo ingresó al Poder Judicial venezolano en 1982, desempeñándose desde entonces 
en diversos cargos de forma ininterrumpida. El 16 de julio de 1999, una Resolución del Consejo de la Judicatura la 
nombró como Jueza de Primera Instancia de lo Penal y estableció que la designación tenía un “carácter provisorio” 
hasta “la celebración de los respectivos concursos de oposición”. 
Desde el 21 de julio de 1999 hasta el 26 de febrero de 2002, la señora Reverón Trujillo fue jueza de Primera 
Instancia del Circuito Judicial Penal de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas. En el año 2002 
ejercía, específicamente, como Jueza Decimocuarta de Primera Instancia en función de juicio de dicho circuito. 
El 6 de febrero de 2002, la Comisión de Funcionamiento y Reestructuración del Sistema Judicial (CFRSJ) 
destituyó a la señora Reverón Trujillo de su cargo. Dicho organismo consideró que la jueza habría incurrido en 
ilícitos disciplinarios según la Ley Orgánica del Consejo de la Judicatura y la Ley de Carrera Judicial, que incluían el 
“abuso o exceso de autoridad” y el incumplimiento de su obligación de “guardar la debida atención y diligencia” en 
la tramitación de la causa.
El 5 de marzo de 2002, la señora Reverón Trujillo interpuso un recurso administrativo de reconsideración ante 
la CFRSJ. El 20 de marzo de 2002 la CFRSJ declaró improcedente dicho recurso. 
El 19 de  marzo de 2002, la presunta víctima interpuso un recurso de nulidad ante la SPA, por medio del cual 
también solicitó una suspensión cautelar de los efectos del acto impugnado.
El 14 de mayo de 2003 la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia (SPA) desestimó la 
pretensión de la actora de suspensión de los efectos del acto  y el 13 de octubre de 2004, declaró la nulidad de la 
sanción de destitución. Concluyó que la señora Reverón Trujillo no incurrió en las faltas disciplinarias alegadas. En 
vista de ello, sostuvo que la destitución no estuvo ajustada a derecho.
Además, la SPA determinó que la CFRSJ “invadió competencias correspondientes al ámbito jurisdiccional y en 
tal sentido, violó la garantía constitucional a la autonomía e independencia de que era titular la jueza sancionada, 
al momento de dictar la citada medida”.
Sin embargo, la SPA no ordenó la restitución de la jueza ni el pago de los salarios dejados de percibir. Justificó 
su decisión diciendo que esto se enmarcaba en un proceso de reestructuración del poder judicial y que todo ello era 
previo a un reconcurso de todos los cargos judiciales. Por lo tanto y por ser ella un juez en calidad de “provisorio”, 
era imposible acordar la restitución a su cargo o a uno equivalente.
La SPA ordenó, como medidas de reparación, eliminar del expediente la destitución y toda referencia a éste; 
además de su consideración en los concursos públicos que se realizaran en la reestructuración del poder judicial.  
Por último, y dado que la SPA no ordenó la restitución de la jueza a su cargo, resolvió  que procedía la orden de pagar 
los salarios dejados de percibir desde la remoción.
El 8 de abril de 2005 se presentó la petición a la Comisión Interamericana y el 9 de noviembre de 2007 esta 
última demandó al Estado de Venezuela ante la Corte. La Comisión solicitó a dicho tribunal que declare que el Estado 
es responsable por la violación del derecho consagrado en el artículo 25 de la Convención (Protección Judicial) 
en relación con las obligaciones establecidas en los artículos 1.1 (Obligación de Respetar) y 2 (Deber de Adoptar 
Disposiciones de Derecho Interno) de la misma, en perjuicio de la presunta víctima. La Corte declaró que Venezuela 
violó los derechos consagrados en el artículo 23.1. c) de la Convención Americana, en relación con la obligación 
impuesta por el artículo 1.1 de la misma. Asimismo, estimó que el Estado vulneró el derecho a la protección judicial 
establecido en el artículo 25 de la Convención, en conexión con los artículos 1.1 y 2 de dicho instrumento. La Corte 
desestimó las alegaciones sobre vulneración de los artículos 8 y 5 de la CADH.
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II. CONSIDERACIONES DE FONDO DE LA CORTE
1. PROTECCIÓN JUDICIAL Y DEBER DE ADOPTAR DISPOSICIONES DE DERECHO INTERNO
 Artículo 25 en relación con los artículo 1.1 y 2 de la Convención.
Concepto de recurso efectivo y su relación con una adecuada reparación 
El artículo 25 se encuentra íntimamente ligado con la obligación general del artículo 1.1 de la misma, que 
atribuye funciones de protección al derecho interno de los Estados Partes, de lo cual se desprende que el Estado 
tiene la responsabilidad de diseñar y consagrar normativamente un recurso eficaz, así como la de asegurar la 
debida aplicación de dicho recurso por parte de sus autoridades judiciales. A su vez, el deber general del Estado 
de adecuar su derecho interno a las disposiciones de dicha Convención para garantizar los derechos en ella 
consagrados, establecido en el artículo 2, incluye la expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes 
a la observancia efectiva de los derechos y libertades consagrados en la misma, así como la adopción de medidas 
para suprimir las normas y prácticas de cualquiernaturaleza que entrañen una violación a las garantías previstas 
en la Convención. (párr. 60)
[…] la Corte ha entendido que para que exista un recurso efectivo no basta con que esté previsto por la 
Constitución o la ley o con que sea formalmente admisible, sino que se requiere que sea realmente idóneo para 
establecer si se ha incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer lo necesario para remediarla. 
No pueden considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones generales del país o incluso por las 
circunstancias particulares de un caso dado, resulten ilusorios. (párr. 61)
En el presente caso, la Corte constata que mediante el recurso de nulidad que interpuso la señora Reverón 
Trujillo se declaró que su destitución no estuvo ajustada a derecho (supra párr. 53) pero no ordenó su restitución ni el 
pago de los salarios dejados de percibir. […] El Tribunal deberá analizar si los motivos señalados por la SPA (el proceso 
de reestructuración judicial y la condición de jueza provisoria de la presunta víctima) constituían restricciones 
adecuadas conforme a la Convención Americana y por tanto eximían al Estado de reincorporar a la señora Reverón 
Trujillo a su cargo y pagarle los salarios dejados de percibir. En caso que se concluya que tales motivos no dispensaban 
al Estado de proceder a la reincorporación, la consecuencia será que el recurso no fue efectivo para solucionar la 
situación de la presunta víctima. Si por el contrario se concluye que dichos motivos justificaban al Estado para no 
proceder con la reincorporación, corresponderá dilucidar si las reparaciones otorgadas, es decir, la eliminación de la 
sanción de destitución del expediente de sus archivos y la orden de que fuera evaluada e incluida en los concursos 
de oposición en caso de requerirlo ella (supra párr. 55), fueron las adecuadas. De concluirse que no lo fueron, existirá 
una violación del artículo 25 de la Convención, caso contrario, no la habrá. (párr. 62)
[…] Los jueces cuentan con varias garantías que refuerzan su estabilidad en el cargo con miras a garantizar la 
independencia de ellos mismos y del sistema, así como también la apariencia de independencia frente al justiciable 
y la sociedad […] la garantía de inamovilidad debe operar para permitir el reintegro a la condición de magistrado de 
quien fue arbitrariamente privado de ella. Ello es así puesto que de lo contrario los Estados podrían remover a los 
jueces e intervenir de ese modo en el Poder Judicial sin mayores costos o control. Además, esto podría generar un 
temor en los demás jueces que observan que sus colegas son destituidos y luego no reincorporados aún cuando 
la destitución fue arbitraria. Dicho temor también podría afectar la independencia judicial, ya que fomentaría que 
los jueces sigan las instrucciones o se abstengan de controvertir tanto al ente nominador como al sancionador. Por 
tanto, un recurso que declara la nulidad de una destitución de un juez por no haber sido ajustada a la ley debe llevar 
necesariamente a la reincorporación.  (párr. 81) 
El principio de independencia judicial   
Los jueces que forman parte de la carrera judicial cuentan, en primer lugar, con la estabilidad que brinda el 
ser funcionario de carrera. El principio general en materia laboral para los trabajadores públicos de carrera es la 
estabilidad, entendida como la certidumbre que debe asistir al empleado en el sentido de que, mientras de su parte 
haya observancia de las condiciones fijadas por la ley en relación con su desempeño, no será removido. Lo anterior 
se debe a que los funcionarios públicos han ingresado por medio de concursos o algún otro método legal que 
determine los méritos y calidades de los aspirantes y forman parte de una carrera permanente. (párr. 64)
Ahora bien, los jueces, a diferencia de los demás funcionarios públicos, cuentan con garantías reforzadas 
debido a la independencia necesaria del Poder Judicial, lo cual la Corte ha entendido como “esencial para el ejercicio 
de la función judicial”. El Tribunal ha dicho que uno de los objetivos principales que tiene la separación de los poderes 
públicos es la garantía de la independencia de los jueces. Dicho ejercicio autónomo debe ser garantizado por el 
Estado tanto en su faceta institucional, esto es, en relación con el Poder Judicial como sistema, así como también 
en conexión con su vertiente individual, es decir, con relación a la persona del juez específico. El objetivo de la 
protección radica en evitar que el sistema judicial en general y sus integrantes en particular se vean sometidos a 
posibles restricciones indebidas en el ejercicio de su función por parte de órganos ajenos al Poder Judicial o incluso 
por parte de aquellos magistrados que ejercen funciones de revisión o apelación. Adicionalmente, el Estado está 
en el deber de garantizar una apariencia de independencia de la magistratura que inspire legitimidad y confianza 
suficiente no sólo al justiciable, sino a los ciudadanos en una sociedad democrática. (párr. 67)
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El principio de independencia judicial constituye uno de los pilares básicos de las garantías del debido proceso, 
motivo por el cual debe ser respetado en todas las áreas del procedimiento y ante todas las instancias procesales en 
que se decide sobre los derechos de la persona. La Corte ha considerado que el principio de independencia judicial 
resulta indispensable para la protección de los derechos fundamentales, por lo que su alcance debe garantizarse 
inclusive, en situaciones especiales, como lo es el estado de excepción. (párr. 68)
Garantías que se derivan de la independencia judicial
Conforme a la jurisprudencia de esta Corte y de la Corte Europea, así como de conformidad con los Principios 
básicos de las Naciones Unidas relativos a la  independencia de la judicatura (en adelante “Principios Básicos”), las 
siguientes garantías se derivan de la independencia judicial: un adecuado proceso de nombramiento, la inamovilidad 
en el cargo y la garantía contra presiones externas. (párr. 70) 
Primera garantía derivada de la independencia judicial:  
“un adecuado proceso de nombramiento” 
Los Principios Básicos destacan como elementos preponderantes en materia de nombramiento de jueces la 
integridad, idoneidad y formación o calificaciones jurídicas apropiadas. […] (párr. 71)
[…] La Corte destaca que todo proceso de nombramiento debe tener como función no sólo la escogencia 
según los méritos y calidades del aspirante, sino el aseguramiento de la igualdad de oportunidades en el acceso 
al Poder Judicial. En consecuencia, se debe seleccionar a los jueces exclusivamente por el mérito personal y su 
capacidad profesional, a través de mecanismos objetivos de selección y permanencia que tengan en cuenta la 
singularidad y especificidad de las funciones que se van a desempeñar.(párr. 72)
Los procedimientos de nombramiento tampoco pueden involucrar privilegios o ventajas irrazonables. La 
igualdad de oportunidades se garantiza a través de una libre concurrencia, de tal forma que todos los ciudadanos 
que acrediten los requisitos determinados en la ley deben poder participar en los procesos de selección sin ser objeto 
de tratos desiguales arbitrarios. Todos los aspirantes deben concursar en igualdad de condiciones aún respecto de 
quienes ocupan los cargos en provisionalidad, los que por tal condición no pueden ser tratados con privilegios o 
ventajas, así como tampoco con desventajas, en relación con el cargo que ocupan y al cual aspiran. En suma, se 
debe otorgar oportunidad abierta e igualitaria a través del señalamiento ampliamente público, claro y transparente 
de los requisitos exigidos para el desempeño del cargo. Por tanto, no son admisibles las restricciones que impidan 
o dificulten a quien no hace parte de la administración o de alguna entidad, es decir, a la persona particular que no 
ha accedido al servicio, llegar a él con base en sus méritos. (párr. 73)
Finalmente, cuando los Estados establezcan procedimientos para el nombramiento de sus jueces, debe 
tenerse en cuenta que no cualquier procedimiento satisface las condiciones que exige la Convención para la 
implementación adecuada de un verdadero régimen independiente. Si no se respetan parámetros básicos de 
objetividad y razonabilidad, resultaría posible diseñar un régimen que permita un alto grado de discrecionalidad en 
la selección del personal judicial de carrera, en virtud de lo cual las personas escogidas no serían, necesariamente, 
las más idóneas. (párr. 74)
Segunda garantía derivada de la independencia judicial:“el principio de inamovilidad judicial”
Los Principios Básicos establecen que “la ley garantizará la permanencia en el cargo de los jueces por los 
períodos establecidos”72 y que “[s]e garantizará la inamovilidad de los jueces, tanto de los nombrados mediante 
decisión administrativa como de los elegidos, hasta que cumplan la edad para la jubilación forzosa o expire el 
período para el que hayan sido nombrados o elegidos, cuando existan normas al respecto”. (párr. 75)
[…] Los Principios Básicos [de Naciones Unidas] establecen que los jueces “sólo podrán ser suspendidos o 
separados de sus cargos por incapacidad o comportamiento que los inhabilite para seguir desempeñando sus 
funciones” y que “[t]odo procedimiento para la adopción de medidas disciplinarias, la suspensión o la separación 
del cargo se resolverá de acuerdo con las normas establecidas de comportamiento judicial” […] Además, el Comité 
ha expresado que “la destitución de jueces por el Poder Ejecutivo antes de la expiración del mandato para el 
que fueron nombrados, sin que se les dé ninguna razón concreta y sin que dispongan de una protección judicial 
efectiva para impugnar la destitución, es incompatible con la independencia judicial. (párr. 77)
 
Este Tribunal ha acogido estos principios y ha afirmado que la autoridad a cargo del proceso de destitución de 
un juez debe conducirse independiente e imparcialmente en el procedimiento establecido para el efecto y permitir 
el ejercicio del derecho de defensa. Ello es así toda vez que la libre remoción de jueces fomenta la duda objetiva 
del observador sobre la posibilidad efectiva de aquellos de decidir controversias concretas sin temor a represalias.  
(párr. 78)
De todo esto se puede concluir que la inamovilidad es una garantía de la independencia judicial que a su 
vez está compuesta por las siguientes garantías: permanencia en el cargo, un proceso de ascensos adecuado y no 
despido injustificado o libre remoción. Quiere decir esto que si el Estado incumple una de estas garantías, afecta la 
inamovilidad y, por tanto, no está cumpliendo con su obligación de garantizar la independencia judicial. (párr. 79)
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 Tercera garantía derivada de la independencia judicial: “garantía contra presiones externas”
Los Principios Básicos disponen que los jueces resolverán los asuntos que conozcan “basándose 
en los hechos y en consonancia con el derecho, sin restricción alguna y sin influencias, alicientes, 
presiones, amenazas o intromisiones indebidas, sean directas o indirectas, de cualesquiera sectores 
o por cualquier motivo”. Asimismo, dichos principios establecen que la judicatura “tendrá autoridad 
exclusiva para decidir si una cuestión que le haya sido sometida está dentro de la competencia que 
le haya atribuido la ley” y que “no se efectuarán intromisiones indebidas o injustificadas en el proceso 
judicial”. (párr. 80)
Garantías judiciales que deben asegurarse a los jueces provisorios y su relación con la  
falta de reincorporación al cargo de la presunta víctima
De todo lo expuesto, el Tribunal concluye que en Venezuela, desde agosto de 1999 hasta la actualidad, los 
jueces provisorios no tienen estabilidad en el cargo, son nombrados discrecionalmente y pueden ser removidos 
sin sujeción a ningún procedimiento preestablecido. Asimismo, en la época de los hechos del presente caso, el 
porcentaje de jueces provisorios en el país alcanzaba aproximadamente el 80%. En los años 2005 y 2006 se llevó 
a cabo un programa por medio del cual los mismos jueces provisorios nombrados discrecionalmente lograron su 
titularización. La cifra de jueces provisorios se redujo a aproximadamente 44% a finales del año 2008. (párr. 106)
[…] La Corte nota que los jueces provisorios en Venezuela ejercen exactamente las mismas funciones que los 
jueces titulares, esto es, administrar justicia. De tal suerte, los justiciables tienen el derecho, derivado de la propia 
Constitución venezolana y de la Convención Americana, a que los jueces que resuelven sus controversias sean 
y aparenten ser independientes. Para ello, el Estado debe ofrecer las garantías que emanan del principio de la 
independencia judicial, tanto a los jueces titulares como a los provisorios. (párr. 114)
Ahora bien, aunque las garantías con las que deben contar los jueces titulares y provisorios son las mismas 
[…], éstas no conllevan igual protección para ambos tipos de jueces, ya que los jueces provisorios son por definición 
elegidos de forma distinta y no cuentan con una permanencia ilimitada en el cargo. […] Los jueces provisorios son 
por definición personas que no han ingresado al Poder Judicial por estos concursos y por tanto no necesariamente 
van a contar con las mismas calificaciones que los jueces titulares. Como bien lo observa el Estado, sus condiciones 
y aptitud para el ejercicio del cargo no han sido demostradas con las garantías de transparencia que imponen los 
concursos. El Estado bien puede tener razón cuando observa esto. Sin embargo, lo anterior no quiere decir que los 
jueces provisorios no deban contar con ningún procedimiento al ser nombrados, ya que según los Principios Básicos 
“[t]odo método utilizado para la selección de personal judicial garantizará que éste no sea nombrado por motivos 
indebidos”. (párr. 115) 
De la misma forma en que el Estado está obligado a garantizar un procedimiento adecuado de nombramiento 
para los jueces provisorios, debe garantizarles una cierta inamovilidad en su cargo. Esta Corte ha manifestado que la 
provisionalidad “debe estar sujeta a una condición resolutoria, tal como el cumplimiento de un plazo predeterminado 
o la celebración y conclusión de un concurso público de oposición y antecedentes que nombre al reemplazante 
del juez provisorio con carácter permanente”. De esta manera, la garantía de la inamovilidad se traduce, en el 
ámbito de los jueces provisorios, en la exigencia de que ellos puedan disfrutar de todos los beneficios propios de la 
permanencia hasta tanto acaezca la condición resolutoria que pondrá fin legal a su mandato. (párr. 116)
La inamovilidad de los jueces provisorios está estrechamente ligada a la garantía contra presiones externas, 
ya que si los jueces provisorios no tienen la seguridad de permanencia durante un período determinado, serán 
vulnerables a presiones de diferentes sectores, principalmente de quienes tienen la facultad de decidir sobre 
destituciones o ascensos en el Poder Judicial. (párr. 117)
La Corte reitera […] que un corolario necesario de la garantía de inamovilidad del cargo de los jueces 
provisorios, al igual que de los titulares, es la reincorporación a su puesto, así como el reintegro de los salarios 
dejados de percibir, cuando se ha comprobado, como en el presente caso, que la destitución fue arbitraria […]. En el 
caso de los jueces provisorios, por las razones adelantadas […] se entiende que la permanencia en el cargo hubiera 
sido hasta que se cumpliera la condición resolutoria, es decir, la celebración de los concursos públicos de oposición. 
(párr. 123)
Excepcionalidad del régimen de provisionalidad
Ahora bien, dado que no se puede igualar un concurso público de oposición a una revisión de credenciales ni 
se puede aseverar que la estabilidad que acompaña a un cargo permanente es igual a la que acompaña a un cargo 
provisorio que tiene condición resolutoria, esta Corte ha sostenido que los nombramientos provisionales deben 
constituir una situación de excepción y no la regla, ya que la extensión en el tiempo de la provisionalidad de los 
jueces o el hecho de que la mayoría de los jueces se encuentren en dicha situación, generan importantes obstáculos 
para la independencia judicial. De otra parte, para que el Poder Judicial cumpla con la función de garantizar la 
mayor idoneidad de sus integrantes, los nombramientos en provisionalidad no pueden prolongarse de manera 
indefinida, de tal forma que se conviertan en nombramientos permanentes. Ello es una nueva razón que explica 
que la provisionalidad sea admisible como excepción y no como regla general y que deba tener una duración 
limitada en el tiempo, en orden a ser compatible con el derecho de acceso a las funciones públicas en condiciones 
de igualdad. (párr. 118)
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[…] El Poder Judicial tiene actualmente un porcentaje de jueces provisorios de aproximadamente el 40%, 
conforme a las cifras proporcionadas por el propio Estado, porcentaje que en la época de los hechos del presente 
caso alcanzó el 80% […]. Esto, además de generar obstáculos a la independencia judicial […], resulta particularmente 
relevante por el hecho de que Venezuela no ofrece a dichos jueces la garantía de inamovilidad […]. Como ya fue 
establecido, la inamovilidad es una de las garantías básicas de la independencia judicial que el Estado está obligado 
a brindar a jueces titulares y provisorios por igual […]. Además, la Corte observa que los jueces provisorios son 
nombrados discrecionalmente por el Estado, es decir, sin la utilización de concursos públicos de oposición […], y 
muchos de éstos han sido titularizados a través del PET […]. Esto quiere decir que las plazas correspondientes han 
sido provistas sin que las personas que no hagan parte del Poder Judicial hayan tenido oportunidad de competir 
con los jueces provisorios para acceder a esas plazas. […] (párr. 121)
 Violación del derecho a la protección judicial por la falta de reincorporación  
al cargo y la inapropiada reparación de la víctima
La Corte considera que las razones que hubieran podido esgrimirse para no haber reincorporado a la señora 
Reverón Trujillo tendrían que haber sido idóneas para lograr una finalidad convencionalmente aceptable; necesarias, 
es decir, que no existiera otro medio alternativo menos lesivo, y proporcionales en sentido estricto. Ejemplos de 
justificaciones que pudiesen haber sido aceptables en este caso son: i) que no subsista el juzgado o tribunal para 
el cual prestaba el servicio; ii) que el juzgado o tribunal para el cual prestaba servicio esté integrado por jueces 
titulares nombrados conforme a la ley, y iii) que el juez destituido haya perdido su capacidad física o mental para 
desempeñar el cargo, cuestiones que no fueron invocadas por la SPA en este caso.” (párr. 124)
En lo que respecta a la falta de pago de los salarios dejados de percibir por la señora Reverón Trujillo, la 
Corte considera que ni la reestructuración del Poder Judicial ni el carácter provisorio del cargo de la presunta 
víctima tienen relación alguna con su derecho a ser reparada por la destitución arbitraria que sufrió. Conforme 
a la jurisprudencia de la Corte, las reparaciones son medidas que tienden a hacer desaparecer los efectos de las 
violaciones cometidas. La reparación del daño ocasionado por la infracción requiere, siempre que sea posible, la 
plena restitución (restitutio in integrum), la cual consiste en el restablecimiento de la situación anterior. De no ser esto 
posible, cabe determinar una serie de medidas para, además de garantizar los derechos conculcados, reparar las 
consecuencias que la infracción produjo, así como establecer el pago de una indemnización como compensación 
por los daños ocasionados. Concretamente, el Tribunal ha señalado que en casos de destituciones arbitrarias de 
magistrados, “el Estado debe resarcir a dichos magistrados por los salarios y prestaciones dejados de percibir”.  
(párr. 126)
En razón de todo lo expuesto, el Tribunal considera que el Estado violó el artículo 25.1 de la Convención 
Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma, puesto que, en primer lugar, el recurso al cual tuvo acceso 
la señora Reverón Trujillo no brindó las reparaciones adecuadas. En segundo lugar, no existía motivo justificado para 
no reincorporar a la señora Reverón Trujillo al cargo judicial que ocupaba y saldarle los salarios dejados de percibir. 
En consecuencia, el recurso interno intentado no resultó efectivo. De otra parte, algunas de las normas y prácticas 
asociadas al proceso de reestructuración judicial que se viene implementando en Venezuela (supra párr. 121), por 
las consecuencias específicas que tuvo en el caso concreto, provoca una afectación muy alta a la independencia 
judicial. (párr. 127)
2. DERECHOS POLÍTICOS
Artículo 23.1.c en relación con el artículo 1.1 de la Convención
Protección de la permanencia de los jueces en sus cargos como presupuesto  
del acceso igualitario a las funciones públicas
Según lo alegado por el Estado, el artículo 23.1.c de la Convención Americana no incluye la protección del 
derecho a la permanencia en el ejercicio de las funciones públicas. Al respecto, la Corte resalta que en el caso Apitz 
Barbera y otros, este Tribunal precisó que el artículo 23.1.c no establece el derecho a acceder a un cargo público, 
sino a hacerlo en “condiciones generales de igualdad”. Esto quiere decir que el respeto y garantía de este derecho 
se cumplen cuando “los criterios y procedimientos para el nombramiento, ascenso, suspensión y destitución [sean] 
razonables y objetivos” y que “las personas no sean objeto de discriminación” en el ejercicio de este derecho. 
Asimismo, el Comité de Derechos Humanos ha interpretado que la garantía de protección abarca tanto el acceso 
como la permanencia en condiciones de igualdad y no discriminación respecto a los procedimientos de suspensión 
y destitución. Como se observa, el acceso en condiciones de igualdad constituiría una garantía insuficiente si no 
está acompañado por la protección efectiva de la permanencia en aquello a lo que se accede. (párr. 138)
[…] Por lo tanto, es indispensable que el Estado genere las condiciones y mecanismos óptimos para que dichos 
derechos políticos puedan ser ejercidos de forma efectiva, respetando el principio de igualdad y no discriminación” 
(párr. 139)
[…] La Corte observa [en las sentencias internas] que un juez titular, en circunstancias de destitución anulada 
similares a las de la señora Reverón Trujillo, hubiese podido ser restituido. Por el contrario, en el presente caso, por 
tratarse de una jueza provisoria, ante el mismo supuesto de hecho, no se ordenó su reincorporación. (párr. 140)
Esta diferencia de trato entre jueces titulares que cuentan con una garantía de inamovilidad plena, y provisorios 
que no tienen ninguna protección de dicha garantía en el contexto de la permanencia que les corresponde, no 
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III. REPARACIONES
obedece a un criterio razonable […] conforme a la Convención […]. Por ello, el Tribunal concluye que la señora Reverón 
Trujillo sufrió un trato desigual arbitrario respecto al derecho a la permanencia, en condiciones de igualdad, en el 
ejercicio de las funciones públicas, lo cual constituye una violación del artículo 23.1.c de la Convención Americana 
en conexión con las obligaciones de respeto y de garantía establecidas en el artículo 1.1 de la misma. (párr. 141)
3. DERECHO AL DEBIDO PROCESO
Artículo 8.1 de la Convención
Titularidad de los derechos y obligaciones que emanan del artículo 8.1
El artículo 8.1 reconoce que “[t]oda persona tiene derecho a ser oída[…] por un juez o tribunal […] independiente”. 
Los términos en que está redactado este artículo indican que el sujeto del derecho es el justiciable, la persona situada 
frente al juez que resolverá la causa que se le ha sometido. De ese derecho surgen dos obligaciones. La primera del 
juez y la segunda del Estado. El juez tiene el deber de ser independiente, deber que cumple cuando juzga únicamente 
conforme a -y movido por- el Derecho. Por su parte, el Estado tiene el deber de respetar y garantizar, conforme al 
artículo 1.1 de la Convención, el derecho a ser juzgado por un juez independiente. El deber de respeto consiste en la 
obligación negativa de las autoridades públicas de abstenerse de realizar injerencias indebidas en el Poder Judicial 
o en sus integrantes, es decir, con relación a la persona del juez específico. El deber de garantía consiste en prevenir 
dichas injerencias e investigar y sancionar a quienes las cometan. Además, el deber de prevención consiste en la 
adopción, conforme al artículo 2 de la Convención, de un apropiado marco normativo que asegure un adecuado 
proceso de nombramiento, la inamovilidad de los jueces y las demás condiciones ya analizadas en el Capítulo VI de 
la presente Sentencia.” (párr. 146)
Ahora bien, de las mencionadas obligaciones del Estado surgen, a su vez, derechos para los jueces o para 
los demás ciudadanos. Por ejemplo, la garantía de un adecuado proceso de nombramiento de jueces involucra 
necesariamente el derecho de la ciudadanía a acceder a cargos públicos en condiciones de igualdad; la garantía 
de no estar sujeto a libre remoción conlleva a que los procesos disciplinarios y sancionatorios de jueces deben 
necesariamente respetar las garantías del debido proceso y debe ofrecerse a los perjudicados un recurso efectivo; la 
garantía de inamovilidad debe traducirse en un adecuado régimen laboral del juez, en el cual los traslados, ascensos 
y demás condiciones sean suficientemente controladas y respetadas, entre otros. (párr. 147)
Por lo anterior, el Tribunal concluye que el derecho consagrado en el artículo 8.1 de la Convención asiste 
a los justiciables frente a los tribunales y jueces, siendo en este caso improcedente declarar la violación de dicho 
precepto. (párr. 148)
4. DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL
Artículo 5.1 de la Convención.
La Corte nota que los hechos relacionados con la publicación de la destitución de la señora Reverón Trujillo 
no fueron presentados en la demanda de la Comisión, ni tampoco se limitan a explicar o aclarar los hechos 
mencionados en ella, por lo cual constituyen hechos nuevos y, por ende, no conforman el marco fáctico del presente 
caso. Además, estos hechos no constituyen hechos supervinientes. Por tanto, estos hechos no serán analizados por 
el Tribunal, por los motivos expuestos en los párrafos 135 y 136 supra. (párr. 152)
Por lo expuesto, este Tribunal considera que no se ha violado el derecho a la integridad personal garantizado 
por el artículo 5.1 de la Convención. (párr. 154)
Es un principio de Derecho Internacional que toda violación de una obligación internacional que haya 
producido daño comporta el deber de repararlo adecuadamente. En sus decisiones al respecto, la Corte se ha 
basado en el artículo 63.1 de la Convención Americana. (párr. 155)
1. Parte lesionada
La Corte considera como “parte lesionada” a la señora Reverón Trujillo, en su carácter de víctima de las 
violaciones que fueron declaradas en su perjuicio, por lo que será acreedora de las medidas de reparación que, en 
su caso, fije el Tribunal por concepto de daño material e inmaterial. (párr. 157)
En cuanto a los hermanos y hermanas de la víctima […] así como respecto de su madre, […] la Corte observa 
que la Comisión no los declaró como víctimas de violación alguna a la Convención en su Informe de fondo y que en 
la demanda identificó a la señora Reverón Trujillo como la única beneficiaria de las reparaciones (supra párr. 2). Por 
ello, el Tribunal, conforme a su jurisprudencia, no considerará como parte lesionada a los familiares de la víctima. 
(párr. 158)
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2. Indemnizaciones
Daño inmaterial 
[…] La Corte puede únicamente concluir que la señora Reverón Trujillo padeció por las violaciones cometidas 
en su contra. El Tribunal no puede confirmar el grado de este padecimiento y las consecuencias físicas y mentales 
que alcanzó. (párr. 182)
Por todo lo expuesto, el Tribunal decide ordenar, en equidad, que el Estado pague la cantidad de US$ 
30.000,00 (treinta mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional, por concepto 
de indemnización por daño inmaterial. El Estado deberá efectuar el pago de este monto directamente a la señora 
Reverón Trujillo dentro del plazo de un año a partir de la notificación de la presente Sentencia. (párr. 183)
3. Medidas de satisfacción y garantías de no repetición
Reincorporación de la víctima a su cargo y pago de los salarios dejados de percibir
La Corte observa que, según el Estado, no es posible la reincorporación como reparación porque la señora 
Reverón Trujillo se desempeñaba como jueza provisoria. Es decir, el Estado reitera el argumento que la SPA esgrimió 
a la hora de no ordenar la reincorporación de la víctima pese a su destitución arbitraria. En los capítulos anteriores 
esta Corte determinó que no existía motivo justificado que hubiese eximido al Estado para no reincorporar a la 
señora Reverón Trujillo al cargo judicial que ocupaba y saldarle los salarios dejados de percibir, y que por no haberlo 
hecho Venezuela violó los derechos consagrados en los artículos 25.1 y 23.1.c de la Convención. Mal haría entonces 
el Tribunal en aceptar que la restitución no es posible atendiendo a un argumento que ya fue declarado como 
inaceptable conforme a la Convención. (párr. 162)
Consecuentemente, la Corte declara que en este caso el Estado debe reincorporar a la señora Reverón Trujillo 
a un cargo similar al que desempeñaba, con la misma remuneración, beneficios sociales y rango equiparables a los 
que le correspondería el día de hoy si hubiera sido reincorporada. Para ello, el Estado cuenta con un plazo de seis 
meses a partir de la notificación de esta Sentencia. (párr. 163)
La Corte aclara que la reincorporación deberá ser en la misma condición de provisionalidad que tenía la 
señora Reverón Trujillo al momento de su destitución. Esta provisionalidad, sin embargo, debe ser entendida en el 
sentido que la Corte ha expuesto en este fallo. Es decir, debe estar sujeta a una condición resolutoria, que no sería 
otra que el nombramiento, conforme a la ley, del juez titular del cargo o la destitución, luego de un debido proceso, 
por la comisión de una falta disciplinaria. Una vez en su cargo, la jueza Reverón Trujillo no podrá estar sujeta a libre 
remoción, por ser ello incompatible con el principio de independencia judicial. (párr. 164)
Si por motivos fundados, ajenos a la voluntad de la víctima, el Estado no pudiese reincorporarla al Poder Judicial 
en el plazo de seis meses a partir de la notificación de la presente Sentencia, deberá pagarle una indemnización, que 
esta Corte fija en equidad en US$ 60.000,00 (sesenta mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente 
en moneda nacional, en el plazo máximo de dieciocho meses a partir de la notificación de la presente Sentencia. 
(párr. 165) 
En el expediente ante esta Corte obra una “Liquidación de prestaciones sociales” de 22 de febrero de 2006, 
que no ha sido controvertida o su autenticidad puesta en duda, que indica que la señora Reverón Trujillo fue liquidada 
por el período de funciones desde el 21 de julio de 1999 al 26 de febrero de 2002 con un monto de Bs. 28.777.936,74 
(veintiocho millones setecientos setenta y siete mil novecientos treinta y seis con 74/100 bolívares). Dicho monto 
incluye los intereses moratorios desde el 27 de febrero de 2002 al 15 de febrero de 2005. En esta liquidación se 
constata que la señora Reverón Trujillo firmó al pie de la siguiente leyenda: 
Con la firma de la presente planilla, hago constar mi conformidad con las cantidades y conceptos 
recibidos de la Dirección Ejecutiva de la Magistratura en virtud de la liquidación de la relación de 
trabajo que mantuve con este organismo, no quedando en consecuencia nada que reclamar, ni por 
los conceptos pagados en esta oportunidad, ni por cualquier otro concepto derivado de la relación de 
trabajo. (párr. 169)
Asimismo, tal como lo afirmó el testigo Valero Rodríguez, no consta que la víctima haya realizado algún 
reclamo o manifestado su inconformidad con el monto recibido. (párr. 170)
Por ello, el Tribunal concluye que la señora Reverón Trujillo fue efectivamente liquidada por el Estado por los 
servicios que prestó entre los años 1999 y 2002. (párr. 171)
Ahora bien, la Corte considera que la liquidación por prestaciones sociales se refiere únicamente a los años de 
servicio como jueza provisoria y no comprende los salarios y las prestaciones sociales dejadas de percibir desde el 
momento de su destitución en adelante. Por otro lado, la calidad de accionista de la señora Reverón Trujillo se refiere 
a los ingresos que ella recibía de manera privada y no como empleada pública, por lo cual el hecho es irrelevante 
para este caso. En tal sentido, mediante el pago de dicha liquidación y los medios patrimoniales a disposición de la 
señora Reverón Trujillo, no se colman los salarios y beneficios laborales dejados de percibir. (párr. 173)
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Consecuentemente, el Tribunal, teniendo en cuenta la prueba sobre el salario y las prestaciones sociales que la 
víctima percibía, y considerando que es razonable que en los más de siete años transcurridos desde su destitución, la 
señora Reverón Trujillo habría podido tomar medidas para reducir el daño causado, fija en equidad la cantidad de US$ 
150.000,00 (ciento cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América) que el Estado deberá pagar en el plazo de 
un año contado a partir de la notificación de esta Sentencia. (párr. 174)
Eliminación de la sanción de destitución del expediente
Los representantes sostienen que en el expediente personal de la señora Reverón Trujillo todavía se encuentra 
una referencia a que ésta fue destituida. (párr. 185)
El Tribunal observa que al reverso de la “planilla de liquidaciones” que el Estado indicó que no está en el 
expediente personal de la víctima se lee una certificación del Coordinador General de la Dirección Ejecutiva de la 
Magistratura que señala que la copia del referido documento “es traslado fiel y exacto del original que reposa en el 
Expediente de Personal de la ciudadana María Cristina Reverón Trujillo”. (párr. 187)
Consecuentemente, la Corte ordena al Estado que elimine inmediatamente del expediente personal de la señora 
Reverón Trujillo la referida “planilla de liquidación”. (párr. 188)
Adecuación de la legislación interna
Al respecto, el Tribunal en el caso Apitz Barbera y otros Vs. Venezuela ordenó al Estado lo siguiente: 
[…] en el año 2006 la Sala Constitucional del TSJ declaró la ‘inconstitucionalidad por omisión 
legislativa de la Asamblea Nacional […] con motivo del procedimiento legislativo iniciado para sancionar 
el denominado Proyecto de Código de Ética y Disciplina del Juez Venezolano o Jueza Venezolana, 
elaborado por dicha instancia legislativa en el año 2003, que no fuera finalmente promulgado’. Teniendo 
en cuenta que el propio Poder Judicial venezolano ha considerado que es imprescindible que se emita el 
Código de Ética, considerando que el régimen transitorio se ha extendido por más de 9 años, y en vista de 
las violaciones declaradas al artículo 2 de la Convención, esta Corte dispone que el Estado debe adoptar 
dentro del plazo de un año a partir de la notificación de la presente Sentencia las medidas necesarias para 
la aprobación del Código de Ética. Esta normativa deberá garantizar tanto la imparcialidad del órgano 
disciplinario, permitiendo, inter alia, que sus miembros puedan ser recusados, como su independencia, 
regulando un adecuado proceso de nombramiento de sus integrantes y asegurando su estabilidad en 
el cargo. (párr. 190)
Puesto que a la fecha de emisión de la presente Sentencia no se ha remitido al expediente información oficial 
de que dicho Código de Ética haya sido todavía adoptado, el Tribunal decide reiterar en el presente caso la orden dada 
en el citado caso. (párr. 191)
Consecuentemente, la Corte considera que como garantía de no repetición, el Estado deberá, en un plazo 
razonable, adecuar su legislación interna a la Convención Americana a través de la modificación de las normas y 
prácticas que consideran de libre remoción a los jueces provisorios. (párr. 193)
Publicación de la Sentencia
Como lo ha dispuesto esta Corte en otros casos, como medida de satisfacción, el Estado deberá publicar en el 
Diario Oficial y en otro diario de amplia circulación nacional, por una sola vez, los párrafos 63 a 128, 138 a 141 y 190 
a 193 de la presente Sentencia y los puntos resolutivos de la misma, sin las notas al pie de página correspondientes. 
Para lo anterior, el Estado cuenta con el plazo de seis meses a partir de la notificación de la presente Sentencia.  
(párr. 195)
4. Costas y gastos
[…] La Corte determina que el Estado debe entregar la cantidad de US$ 30.000,00 (treinta mil dólares de los 
Estados Unidos de América) a la víctima, por concepto de costas y gastos. Dicha cantidad deberá ser cancelada 
dentro del plazo de un año a partir de la notificación de la presente Sentencia. Este monto incluye los gastos futuros 
en que pueda incurrir la víctima durante la supervisión del cumplimiento de esta Sentencia. La señora Reverón 
Trujillo entregará, a su vez, la cantidad que estime adecuada a quienes fueron sus representantes en el fuero interno 
y en el proceso ante el Sistema Interamericano. (párr. 202)
5. Modalidad de cumplimiento
Los pagos de las indemnizaciones y el reembolso de costas y gastos establecidos a favor de la señora Reverón 
Trujillo serán hechos directamente a ella. En caso de su fallecimiento con anterioridad a la entrega de las cantidades 
respectivas, éstas se entregarán a sus derechohabientes, conforme al derecho interno aplicable. 203
Las cantidades asignadas en la presente Sentencia como indemnizaciones y como reintegro de costas y gastos 
deberán ser entregadas a la víctima en forma íntegra conforme a lo establecido en esta Sentencia, sin reducciones 
derivadas de eventuales cargas fiscales. (párr. 206)
 
En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un interés sobre la cantidad adeudada, correspondiente 
al interés bancario moratorio en Venezuela. (párr. 207)
Conforme a su práctica constante, la Corte se reserva la facultad inherente a sus atribuciones y derivada, 
asimismo, del artículo 65 de la Convención Americana, de supervisar el cumplimiento íntegro de la presente Sentencia. 
El caso se dará por concluido una vez que el Estado haya dado cabal cumplimiento a lo dispuesto en el presente Fallo. 
Dentro del plazo de seis meses contado a partir de la notificación de esta Sentencia el Estado deberá rendir a la Corte 
un informe sobre las medidas adoptadas para dar cumplimiento a la misma. (párr. 208)
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La Constitución Política del Perú de 1979 integró el régimen de nivelación de las pensiones de los servidores 
civiles del Estado en su Octava Disposición General y Transitoria, la cual fue desarrollada posteriormente mediante 
la Ley No. 23495 de 19 de noviembre de 1982. 
Las presuntas víctimas, que corresponden a 273 integrantes de la Asociación de Cesantes y Jubilados de 
la Contraloría General del Perú (CGR), se acogieron al régimen de pensiones regulado por el Decreto Ley Nº 20530, 
el cual establece una pensión de jubilación nivelable progresivamente con la remuneración del titular en actividad 
de la Contraloría General de la República (CGR) que ocupara el mismo puesto o función análoga a la que ellas 
desempeñaban a la fecha de su jubilación. 
Sin embargo, el 7 de julio de 1992, se publicó el Decreto Ley Nº 25597, que encargó al Ministerio de Economía y 
Finanzas (MEF) asumir el pago de las remuneraciones, pensiones y similares que hasta ese momento le correspondía 
pagar a la CGR, y recortó el derecho de los integrantes de la Asociación a continuar recibiendo una pensión nivelable 
conforme al Decreto Ley Nº 20530. 
Ante ello, el 27 de mayo de 1993, la Asociación interpuso una acción de amparo contra la CGR y el MEF ante 
el Sexto Juzgado en lo Civil de Lima, a fin que declarara la inaplicación de los dispositivos legales mencionados a 
favor de sus integrantes. El 9 de julio de 1993, el Sexto Juzgado declaró improcedente la demanda de amparo por 
considerar, entre otras razones, que los peticionarios no cuestionaron en tiempo oportuno la aplicación del Decreto 
Ley Nº 25597. 
Los peticionarios interpusieron un recurso de apelación ante la Primera Sala Civil Especializada de la Corte 
Superior de Justicia de Lima, la que, revocó la sentencia apelada y declaró fundada la demanda. Consecuentemente, 
declaró inaplicables a los integrantes de la Asociación el Decreto Ley Nº 25597, así como el Decreto Supremo Nº 036-
93 EF, y ordenó a la CGR abonar las remuneraciones, gratificaciones y bonificaciones que perciben los servidores en 
actividad. De este modo, la Primera Sala concluyó que en el caso “se […] produjo la omisión por la Contraloría de un 
acto de cumplimiento obligatorio”.
Posteriormente, la CGR promovió recurso de nulidad ante la Sala de Derecho Constitucional y Social de la 
Corte Suprema de Justicia de la República. Ésta, con fecha 3 de octubre de 1994, declaró la nulidad de la referida 
resolución de 14 de diciembre de 1993 e improcedente la demanda de amparo al considerar que aquélla fue 
interpuesta fuera del plazo señalado por la ley y que, respecto al Decreto Supremo Nº 036-93-EF, no había operado 
la caducidad, pero que la norma no resultaba incompatible con la Constitución Política del Estado. 
Contra esta decisión, la Asociación interpuso un recurso extraordinario ante el Tribunal Constitucional, el que, 
mediante sentencia de 21 de octubre de 1997, revocó la sentencia expedida por la Sala de Derecho Constitucional 
y Social, declarando fundada la acción de amparo y, en consecuencia, confirmando la de la Primera Sala Civil de 
la Corte Superior de Justicia de Lima de 14 de diciembre de 1993. Asimismo, el Tribunal Constitucional estableció 
que “el derecho a pensión nivelable de la Seguridad Social está garantizado a los beneficiarios de la Administración 
Pública, cuyo ejercicio está consagrado por la Constitución, es irrenunciable, y todo pacto en contrario al respecto 
es nulo”. Asimismo, destacó que “el servicio de pago de las pensiones constituye un acto continuado en forma 
periódica y sucesiva, el mismo que reiteradamente h[a] sido vulnerado en cada nueva oportunidad por la entidad 
demandada”.
El 10 de diciembre de 1997 fue notificada la Ejecutoria del Tribunal Constitucional del Perú. A partir de ello, el 
Primer Juzgado Corporativo Transitorio Especializado en Derecho Público requirió en más de una oportunidad a la 
CGR y al MEF que cumplieran con lo ordenado por el Tribunal Constitucional
Por su parte, el 5 de enero de 1999 la CGR manifestó que se encontraba gestionando ante el MEF los recursos 
para atender dicho pago.
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El 12 de febrero de 1999 y refiriéndose a la falta de idoneidad de la acción de amparo para la solución de 
este caso, la Sala Corporativa Transitoria Especializada en Derecho Público de la Corte Superior de Justicia de Lima 
declaró nulo e insubsistente todo lo actuado en vías de ejecución, “dejando a salvo el derecho de la [Asociación], 
para que lo haga valer en la forma y modo que corresponda”
Frente a este nuevo pronunciamiento, el 27 de mayo de 1999 la Asociación presentó una segunda acción 
de amparo ante la Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia de la República 
solicitando: 
1) “la inaplicación al caso de la Resolución de fecha 12 de febrero de 1999”; 2) “la reposición de la causa a su 
estado de ejecución de sentencia”, y 3) “el pago de los gastos, costos y costas del proceso”. El 5 de mayo de 2000 
dicha Sala confirmó la decisión de 12 de febrero de 1999 y, a continuación, el 27 de mayo de 2000 la Asociación 
presentó un recurso extraordinario ante el Tribunal Constitucional.
El Tribunal Constitucional, mediante sentencia de 26 de enero de 2001, revocó la resolución de la Sala de 
Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia de 5 de mayo de 2000 y declaró fundada la acción 
de amparo y, en consecuencia, inaplicable la Resolución de 12 de febrero de 1999 de la Sala Corporativa Transitoria 
Especializada en Derecho Público de la Corte Superior de Justicia de Lima, ordenando “reponerse la causa al estado 
de ejecución de sentencia para que el órgano judicial respectivo cumpla de forma inmediata e incondicional con el 
mandato derivado de la sentencia del Tribunal Constitucional de fecha [21 de octubre de 1997]”
Respecto del reintegro de los montos pensionarios devengados dejados de percibir entre abril de 1993 y 
octubre de 2002, las presuntas víctimas iniciaron un proceso de ejecución de sentencia con posterioridad al fallo 
emitido el 26 de enero de 2001 por el Tribunal Constitucional. El 24 de enero de 2005, el 4º Juzgado Especializado 
en lo Civil ordenó “que las entidades demandadas deber[ían] efectuar el pago de las pensiones devengadas de la 
Asociación demandante de acuerdo con [las Leyes Nos. 27584 y 27684]”.
El 23 de Enero de 2007 el 66º Juzgado Especializado en lo Civil de Lima aprobó “el monto que por pensiones 
devengadas, más intereses, adeuda la [CGR] en la suma de S/. 240’204,220.66 [d]oscientos cuarenta millones, 
doscientos cuatro mil doscientos veinte y 66/100) [n]uevos [s]oles, por el período comprendido desde [a]bril de 
1993 a [o]ctubre del 200[2], conforme a lo establecido en [los respectivos] Informe[s] Pericial[es]”, requiriendo el 
cumplimiento del pago “dentro de[l] tercer […] día de notificada” la referida resolución. Sin embargo el 9 de enero de 
2009, el 4º Juzgado Especializado en lo Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima ordenó una nueva liquidación 
por parte del perito judicial, tomando en cuenta que la Sexta Sala Civil de la misma Corte había declarado nula la 
Resolución No. 244 mediante resolución de 1 de julio de 2008. 
Las víctimas accedieron al Sistema Interamericano el 12 de noviembre de 1998, y ampliaron la denuncia el 24 
de enero de 2000. El 1º de Abril de 2008 la Comisión demandó al Estado de Perú en la Corte.
El 1 de julio de 2009 la Corte acogió la demanda y declaró que el Estado violó el derecho a la protección 
judicial reconocido en el artículo 25.1 y 25.2.c de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el derecho a 
la propiedad privada reconocido en el artículo 21.1 y 21.2 de dicho instrumento, todo ello en relación con el artículo 
1.1 del mismo tratado, en perjuicio de los doscientos setenta y tres integrantes de la Asociación de Cesantes y 
Jubilados de la Contraloría General de la República.
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1. PROTECCIÓN JUDICIAL 
Artículo 25 en relación con el artículo 1.1 de la Convención
Derecho a un recurso judicial efectivo: la obligación de asegurar la debida aplicación de los 
recursos y de garantizar la ejecución de las resoluciones  
La Corte ha señalado que el artículo 25.1 de la Convención contempla la obligación de los Estados Partes 
de garantizar, a todas las personas bajo su jurisdicción, un recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus 
derechos fundamentales. Dicha efectividad supone que, además de la existencia formal de los recursos, éstos den 
resultados o respuestas a las violaciones de derechos contemplados ya sea en la Convención, en la Constitución  o 
en las leyes. En ese sentido, no pueden considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones generales 
del país o incluso por las circunstancias particulares de un caso dado, resulten ilusorios. Ello puede ocurrir, por 
ejemplo, cuando su inutilidad haya quedado demostrada por la práctica, porque falten los medios para ejecutar 
sus decisiones o por cualquier otra situación que configure un cuadro de denegación de justicia. Así, el proceso 
debe tender a la materialización de la protección del derecho reconocido en el pronunciamiento judicial mediante la 
aplicación idónea de dicho pronunciamiento. (párr. 69)
Asimismo, el artículo 25.2.c de la Convención establece la obligación del Estado de garantizar “el cumplimiento, 
por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso”. (párr. 70)
En ese sentido, en los términos del artículo 25 de la Convención, es posible identificar dos responsabilidades 
concretas del Estado. La primera, consagrar normativamente y asegurar la debida aplicación de recursos efectivos 
ante las autoridades competentes, que amparen a todas las personas bajo su jurisdicción contra actos que violen sus 
derechos fundamentales o que conlleven a la determinación de los derechos y obligaciones de éstas.  La segunda, 
garantizar los medios para ejecutar las respectivas decisiones y sentencias definitivas emitidas por tales autoridades 
competentes, de manera que se protejan efectivamente los derechos declarados o reconocidos. Esto último, debido 
a que una sentencia con carácter de cosa juzgada otorga certeza sobre el derecho o controversia discutida en 
el caso concreto y, por ende, tiene como uno de sus efectos la obligatoriedad o necesidad de cumplimiento. Lo 
contrario supone la negación misma del derecho involucrado. (párr.72)
Así, esta Corte ha declarado la violación del artículo 25 de la Convención en otro caso contra el Perú, debido 
a que el Estado no ejecutó las sentencias emitidas por los tribunales internos durante un largo período de tiempo  y, 
en otro caso, no aseguró que una sentencia de hábeas corpus “fuera apropiadamente ejecutada”. Ello porque si el 
ordenamiento jurídico interno de un Estado permite que una decisión judicial final y obligatoria permanezca ineficaz 
en detrimento de una de las partes, el derecho a la protección judicial resulta ilusorio (párr. 73)
En el presente caso, las presuntas víctimas presentaron acciones de amparo que, por su propia naturaleza 
y según lo señalado en el artículo 25.1 de la Convención, debían ser recursos sencillos y rápidos. Por lo tanto, el 
Estado tenía la obligación de establecer procedimientos expeditos y evitar cualquier retraso en su resolución para 
prevenir que se generara una afectación del derecho concernido. Sin embargo, la Corte observa que transcurrieron 
casi cuatro años y medio desde que las presuntas víctimas interpusieron el primer recurso de amparo y éste fue 
resuelto. Asimismo, pasaron casi dos años sin que se resolviera el segundo recurso de amparo que se presentó con 
el propósito de que se cumpliera lo ordenado en el primero. Esto demuestra que la tramitación de los recursos de 
amparo no fue rápida. (párr. 74)
[…] Para que los recursos de amparo planteados en el presente caso fueran verdaderamente eficaces, el Estado 
debió adoptar las medidas necesarias para su cumplimiento, lo cual incluye medidas de carácter presupuestal. Si 
bien el Estado ha manifestado que ha adoptado una serie de medidas de naturaleza administrativa, legislativa y 
judicial orientadas a superar la referida limitación económica con el propósito de cumplir con sus obligaciones 
convencionales (supra párrs. 61 y 62), éstas aún no se han concretado. Al respecto, el Tribunal ha señalado que las 
normas de presupuesto no pueden justificar la demora durante años del cumplimiento de sentencias. (párr. 75)
[…] La obligación que tiene el Estado de garantizar la eficacia de sus recursos judiciales surge de la Convención 
Americana y no puede ser limitada por disposiciones de procedimiento en el derecho interno ni debe depender 
exclusivamente de la iniciativa procesal de la parte actora de los procesos. (párr.76)
[…] En este sentido, el Tribunal observa que, en total, han transcurrido más de 11 y 8 años desde la emisión de 
la primera y última sentencia del Tribunal Constitucional, respectivamente – y casi 15 años desde la sentencia de la 
Primera Sala Civil Especializada de la Corte Superior de Lima – sin que éstas hayan sido efectivamente cumplidas. 
La ineficacia de dichos recursos ha causado que el derecho a la protección judicial de las presuntas víctimas haya 
resultado al menos parcialmente ilusorio, determinando la negación misma del derecho involucrado. (párr. 77)
II. CONSIDERACIONES DE FONDO DE LA CORTE
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El derecho a la propiedad en relación con la violación al derecho a la protección judicial 
Este Tribunal ha desarrollado en su jurisprudencia un concepto amplio de propiedad que abarca, entre otros, 
el uso y goce de los bienes, definidos como cosas materiales apropiables, así como todo derecho que pueda formar 
parte del patrimonio de una persona. Asimismo, la Corte ha protegido a través del artículo 21 convencional los 
derechos adquiridos, entendidos como derechos que se han incorporado al patrimonio de las personas. Resulta 
necesario reiterar que el derecho a la propiedad no es absoluto y, en ese sentido, puede ser objeto de restricciones 
y limitaciones, siempre y cuando éstas se realicen por la vía legal adecuada y de conformidad con los parámetros 
establecidos en dicho artículo 21.(párr. 84)
En un caso similar al presente, esta Corte declaró una violación del derecho a la propiedad por la afectación 
patrimonial causada por el incumplimiento de sentencias que pretendían proteger el derecho a una pensión – 
derecho que había sido adquirido por las víctimas en aquél caso, de conformidad con la normativa interna. En esa 
sentencia el Tribunal señaló que, desde el momento en que un pensionista paga sus contribuciones a un fondo de 
pensiones y deja de prestar servicios a la institución concernida para acogerse al régimen de jubilaciones previsto 
en la ley, adquiere el derecho a que su pensión se rija en los términos y condiciones previstas en dicha ley. Asimismo, 
declaró que el derecho a la pensión que adquiere dicha persona tiene “efectos patrimoniales”, los cuales están 
protegidos bajo el artículo 21 de la Convención.  Consecuentemente, en aquél caso el Tribunal declaró que al haber 
cambiado arbitrariamente el monto de las pensiones que venían percibiendo las presuntas víctimas y al no haber 
dado cumplimiento a las sentencias judiciales emitidas con ocasión de las acciones de garantía interpuestas por 
éstos, el Estado violó el derecho a la propiedad reconocido en el artículo 21 de la Convención. (párr 85.)
En la medida en que el Estado a la fecha aún no ha cumplido con reintegrar a las víctimas los montos 
pensionarios retenidos entre abril de 1993 y octubre de 2002, esta afectación a su patrimonio continúa. Lo anterior 
es una consecuencia directa de la falta de cumplimiento integral de lo ordenado en las sentencias emitidas por el 
Tribunal Constitucional, lo cual ha generado que se continúe negando el derecho que éstas pretendieron proteger. 
(párr. 89)
En conclusión, la Corte considera que, de la prolongada e injustificada inobservancia de las resoluciones 
jurisdiccionales internas deriva el quebranto al derecho a la propiedad reconocido en el artículo 21 de la Convención, 
que no se habría configurado si dichas sentencias hubiesen sido acatadas en forma pronta y completa. (párr. 90)
Por todo lo anteriormente expuesto, la Corte reitera que el Estado violó el derecho a la protección judicial 
reconocido en el artículo 25.1 y 25.2.c de la Convención Americana (supra párr. 79) y también violó el derecho a la 
propiedad privada reconocido en el artículo 21.1 y 21.2 de dicho instrumento, todo ello en relación con el artículo 1.1 
del mismo tratado, en perjuicio de las doscientas setenta y tres personas indicadas en el párrafo 113 de la presente 
Sentencia. (párr. 91)
2. DESARROLLO PROGRESIVO DE LOS DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES
Artículo 26 de la Convención
La Corte considera pertinente recordar la interdependencia existente entre los derechos civiles y políticos 
y los económicos, sociales y culturales, ya que deben ser entendidos integralmente como derechos humanos, sin 
jerarquía entre sí y exigibles en todos los casos ante aquellas autoridades que resulten competentes para ello. Al 
respecto, resulta oportuno citar la jurisprudencia de la Corte Europea de Derechos Humanos que, en el caso Airey 
señaló que:
El Tribunal no ignora que la progresiva realización de los derechos sociales y económicos 
depende de la situación de cada Estado, y sobre todo de su situación económica. Por otro lado, el 
Convenio [Europeo] debe interpretarse a la luz de las condiciones del presente […] y ha sido diseñado 
para salvaguardar al individuo de manera real y efectiva respecto de los derechos protegidos por este 
Convenio […]. Si bien el Convenio recoge derechos esencialmente civiles y políticos, gran parte de ellos 
tienen implicaciones de naturaleza económica y social. Por eso el Tribunal estima, como lo hace la 
Comisión, que el hecho de que una interpretación del Convenio pueda extenderse a la esfera de los 
derechos sociales y económicos no es factor decisivo en contra de dicha interpretación, ya que no 
existe una separación tajante entre esa esfera y el campo cubierto por el Convenio. (ECHR, Case of 
Airey v. Ireland, Judgment of 9 October 1979, Serie A, no. 32, para. 26.) (párr.101)
Progresividad y eficacia de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
El Tribunal observa que el desarrollo progresivo de los derechos económicos, sociales y culturales ha sido 
materia de pronunciamiento por parte del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones 
Unidas, en el sentido de que la plena efectividad de aquéllos “no podrá lograrse en un breve período de tiempo” y 
que, en esa medida, “requiere un dispositivo de flexibilidad necesaria que refleje las realidades del mundo […] y las 
dificultades que implica para cada país el asegurar [dicha] efectividad”. En el marco de dicha flexibilidad en cuanto a 
plazo y modalidades, el Estado tendrá esencialmente, aunque no exclusivamente, una obligación de hacer, es decir, 
de adoptar providencias y brindar los medios y elementos necesarios para responder a las exigencias de efectividad 
de los derechos involucrados, siempre en la medida de los recursos económicos y financieros de que disponga para 
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el cumplimiento del respectivo compromiso internacional adquirido. Así, la implementación progresiva de dichas 
medidas podrá ser objeto de rendición de cuentas y, de ser el caso, el cumplimiento del respectivo compromiso 
adquirido por el Estado podrá ser exigido ante las instancias llamadas a resolver eventuales violaciones a los 
derechos humanos. (párr.102)
Deber de no regresividad
Como correlato de lo anterior, se desprende un deber – si bien condicionado – de no-regresividad, que 
no siempre deberá ser entendido como una prohibición de medidas que restrinjan el ejercicio de un derecho. Al 
respecto, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas ha señalado que “las 
medidas de carácter deliberadamente re[gresivo] en este aspecto requerirán la consideración más cuidadosa y 
deberán justificarse plenamente por referencia a la totalidad de los derechos previstos en el Pacto [Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales] y en el contexto del aprovechamiento pleno del máximo de los 
recursos de que [el Estado] disponga”. En la misma línea, la Comisión Interamericana ha considerado que para 
evaluar si una medida regresiva es compatible con la Convención Americana, se deberá “determinar si se encuentra 
justificada por razones de suficiente peso”. Por todo lo expuesto, cabe afirmar que la regresividad resulta justiciable 
cuando de derechos económicos, sociales y culturales se trate.” (párr.103)
Relación entre el artículo 26  y las violaciones de los artículos 21 y 25 de la Convención 
El incumplimiento de las referidas sentencias judiciales y el consecuente efecto patrimonial que éste ha tenido 
sobre las víctimas son situaciones que afectan los derechos a la protección judicial y a la propiedad, reconocidos en 
los artículos 25 y 21 de la Convención Americana, respectivamente. En cambio, el compromiso exigido al Estado por 
el artículo 26 de la Convención consiste en la adopción de providencias, especialmente económicas y técnicas – en la 
medida de los recursos disponibles, sea por vía legislativa u otros medios apropiados – para lograr progresivamente 
la plena efectividad de ciertos derechos económicos, sociales y culturales. En este sentido, la obligación estatal 
que se desprende del artículo 26 de la Convención es de naturaleza diferente, si bien complementaria, a aquella 
relacionada con los artículos 21 y 25 de dicho instrumento. (párr.105)
Por lo tanto, teniendo en cuenta que lo que está bajo análisis no es alguna providencia adoptada por el Estado 
que haya impedido el desarrollo progresivo del derecho a una pensión, sino más bien el incumplimiento estatal del 
pago ordenado por sus órganos judiciales, el Tribunal considera que los derechos afectados son aquellos protegidos 
en los artículos 25 y 21 de la Convención y no encuentra motivo para declarar adicionalmente el incumplimiento del 
artículo 26 de dicho instrumento. […]. (párr.106)
Por otro lado, el representante alegó el incumplimiento del artículo 26 de la Convención por la creación del 
Decreto Ley Nº 25597 y el Decreto Supremo Nº 036-93-EF como medidas legislativas de naturaleza regresiva, es 
decir, opuestas a la realización progresiva del derecho a la seguridad social.  Al respecto, la Corte reitera que en el 
presente caso no existe controversia entre las partes sobre si las víctimas tenían o no derecho a una pensión nivelada 
o si tal derecho se vio afectado por la aplicación injustificada de los referidos decretos […]. Los 273 pensionistas de 
la CGR, al terminar de trabajar en dicha institución, obtuvieron el derecho a la pensión nivelable de cesantía bajo 
el régimen establecido en el Decreto Ley Nº 20530, derecho que fue reconocido posteriormente por las instancias 
judiciales ante la inaplicabilidad al caso de los inconstitucionales Decreto Ley Nº 25597 y Decreto Supremo Nº 
036-93-EF. En ese sentido, al no ser materia de la presente controversia, este Tribunal no se pronunciará sobre el 
supuesto incumplimiento de lo exigido por el artículo 26 de la Convención como consecuencia de la emisión de 
dichas normas. […]. (párr.107)
Es un principio de Derecho Internacional que toda violación de una obligación internacional que haya producido 
daño comporta el deber de repararlo adecuadamente. Esa obligación se regula por el Derecho Internacional. En sus 
decisiones a este respecto, la Corte se ha basado en el artículo 63.1 de la Convención Americana. (párr.108)
1. Parte lesionada
[…] Este Tribunal considera como “parte lesionada”, conforme al artículo 63.1 de la Convención Americana, 
a los 273 integrantes de la Asociación, señalados en la demanda de la Comisión, así como en la siguiente tabla, 
quienes en su carácter de víctimas de las violaciones declaradas (supra párrs. 79 y 91) serán acreedores de las 
reparaciones que el Tribunal ordene a continuación. (párr. 113)
Por otro lado, si bien se presentó prueba en el presente caso respecto de los presuntos daños sufridos 
por algunos familiares de las 273 víctimas como supuesta consecuencia de las violaciones declaradas, la Corte 
considera que ni la Comisión ni el representante alegaron que dichas personas fueron víctimas de alguna violación a 
un derecho consagrado en la Convención Americana. En razón de lo anterior, y teniendo en cuenta la jurisprudencia 
del Tribunal, la Corte no considera como “parte lesionada” a los familiares de las víctimas en el presente caso […] 
(párr.114)
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2. Indemnizaciones
Daño material
El Tribunal observa que si bien la Comisión, el representante y, en su caso, las víctimas hicieron referencia 
a pérdidas patrimoniales como consecuencia de la violación de derechos declarada, no realizaron alegatos 
específicos al respecto ni aportaron prueba suficiente que permitiera al Tribunal determinar el monto de dicha 
pérdida, si efectivamente ocurrió y si fue motivada directamente por los hechos del caso. En cuanto a los gastos por 
problemas de salud de las víctimas alegadamente causados por los hechos del presente caso, por ejemplo, la Corte 
no cuenta, más allá de lo alegado, con elementos que permitan acreditar dicha situación, ni el nexo causal con los 
hechos del presente caso. Consecuentemente, este Tribunal no fijará indemnización alguna por concepto de daño 
material a favor de las víctimas. (párr.117)
Daño inmaterial
[…] La Corte considera que una aspiración natural de un trabajador cesante o jubilado es disfrutar de la 
libertad y el descanso que supone cumplir con el tiempo de prestación laboral, contando con la garantía y seguridad 
económicas que representa el pago de la pensión íntegra a la que aquél se hace acreedor a partir de sus aportaciones. 
A través de sus declaraciones, las víctimas se han referido a su caso particular y al de los 273 miembros de la 
Asociación en general, para informar sobre la cancelación u obstaculización del goce de sus cesantías y jubilaciones, 
en la medida que se vieron obligados a obtener nuevos trabajos, a comprometer su patrimonio y persona a través 
de préstamos o venta de sus bienes, o a adaptarse a una nueva realidad socioeconómica precisamente en la etapa 
de su vida en la que podrían prescindir de un empleo y en la que el derecho a la pensión adquirida garantizaría cierta 
tranquilidad en lo económico. Si bien no se trata de un resultado seguro, que habría de presentarse necesariamente, 
sino de una situación probable -no meramente posible- dentro del natural y previsible desenvolvimiento de las 
víctimas, en el presente caso es posible presumir que dicha situación resultó interrumpida y contrariada por el 
incumplimiento de las sentencias del Tribunal Constitucional. (párr. 131)
Por tanto, la Corte observa que la lectura y análisis de las […] declaraciones permite concluir que las 
102 víctimas concernidas (100 que presentaron affidávits y 2 que declararon en audiencia pública) y las 171 
restantes padecieron una clara incertidumbre e indefensión ante el incumplimiento de las sentencias del Tribunal 
Constitucional, las que a su vez les motivaron angustia y sufrimiento psicológico por la imposibilidad o limitación 
para responder a sus expectativas y responsabilidades con una pensión reducida sustancialmente de manera 
repentina. Tales alteraciones en las condiciones de existencia de las víctimas constituyen un daño no pecuniario 
derivado, no obstante, de la falta de cumplimiento de las sentencias del Tribunal Constitucional. (párr.132)
Por tanto, la Corte fija en equidad, por concepto de daño inmaterial, la cantidad de US$ 2.000,00 (dos mil 
dólares de los Estados Unidos de América) para cada una de las doscientas setenta y tres víctimas que figuran en 
la tabla en el párrafo 113 de esta Sentencia.  El Estado debe efectuar el pago de este monto directamente a los 
beneficiarios dentro del plazo de un año, a partir de la notificación de la presente Sentencia. (párr.134)
3. Medidas de satisfacción y garantías de no repetición
Ejecución de las sentencias del Tribunal Constitucional
[…] La Corte se remite a lo resuelto en el capítulo referido al artículo 25.1 y 25.2.c de la Convención, así como 
al artículo 21.1 y 21.2 de la misma, en el cual queda establecido que la prolongada e injustificada inobservancia 
de las sentencias del Tribunal Constitucional ha generado una violación de los derechos a la protección judicial y 
a la propiedad privada de las 273 víctimas en el presente caso (supra párrs. 79 y 91), situación que no se habría 
configurado si dichas sentencias hubiesen sido acatadas en forma pronta y completa. En consecuencia, este Tribunal 
ordena el cumplimiento total de las referidas sentencias, en el entendido de que ellas comprenden la obligación 
estatal de reintegrar los devengados dejados de percibir por las víctimas entre abril de 1993 y octubre de 2002, en 
aplicación de la legislación interna referida a la ejecución de resoluciones judiciales y con pleno respeto y garantía 
del derecho de las víctimas a recibir el pago correspondiente en un período de tiempo razonable, habida cuenta de 
los más de 11 y 8 años transcurridos desde la emisión de la primera y última sentencia del Tribunal Constitucional, 
respectivamente. (párr.138)
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Publicación de la Sentencia de la Corte, reconocimiento público de la  
responsabilidad internacional del Estado y mecanismo o política pública que asegure el  
cumplimiento de sentencias
[…] Como lo ha dispuesto la Corte en otros casos, como medida de satisfacción, el Estado deberá publicar en 
el Diario Oficial y en otro diario de amplia circulación nacional, por una sola vez, los párrafos 2 a 5, 17, 19, 52, 53, 61, 
65, 69 a 79, 84 a 91, 104 a 107 y 113 de la presente Sentencia, sin las notas al pie de página correspondientes y con 
los títulos de los capítulos respectivos, así como la parte resolutiva de la misma. Para realizar estas publicaciones se 
fija el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia. (párr.141)
En cuanto a las otras dos medidas solicitadas (supra párr. 140), el Tribunal no estima pertinente ordenarlas 
para reparar las violaciones constatadas en el presente caso. En ese sentido, la Corte considera que la emisión 
de la presente Sentencia y la orden de publicación de parte de la misma en el Diario Oficial y en otro diario de 
amplia circulación, resultan suficientes para difundir públicamente la responsabilidad internacional del Estado en el 
presente caso. (párr.142)
4. Costas y gastos
[…] El Tribunal ordena, en equidad, el pago de US$ 20.000,00 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de 
América) a la Asociación de Cesantes y Jubilados, por concepto de costas y gastos incurridos durante la tramitación 
del presente caso ante el fuero doméstico y los órganos del Sistema Interamericano. Dicha cantidad deberá 
entregarse directamente a la Asociación dentro del plazo de un año contado a partir de la notificación de la presente 
Sentencia. Las víctimas entregarán, a su vez, la cantidad que estimen adecuada a quienes fueron sus representantes 
en el fuero interno y en el proceso ante el Sistema Interamericano. Los montos ordenados en este párrafo incluyen 
los gastos futuros en que puedan incurrir las víctimas a nivel interno o durante la supervisión del cumplimiento de 
esta Sentencia. (párr.150)
5. Modalidad de cumplimiento de los pagos ordenados
El pago de las indemnizaciones y el reembolso de costas y gastos serán hechos directamente a las víctimas. 
En caso de que alguna de esas personas hubiera fallecido o fallezca antes de que le sea entregada la indemnización 
respectiva, ésta se entregará a sus derechohabientes, conforme al derecho interno aplicable. (párr.151)
Las cantidades asignadas en la presente Sentencia como indemnización y como reintegro de costas y 
gastos deberán ser entregadas a los beneficiarios en forma íntegra conforme a lo establecido en esta Sentencia, sin 
reducciones derivadas de eventuales cargas fiscales. (párr.154)
Conforme a su práctica constante, la Corte se reserva la facultad inherente a sus atribuciones y derivada, 
asimismo, del artículo 65 de la Convención Americana, de supervisar el cumplimiento íntegro de la presente 
Sentencia. El caso se dará por concluido una vez que el Estado haya dado cabal cumplimiento a lo dispuesto en el 
presente Fallo. (párr.156)
Dentro del plazo de un año, contado a partir de la notificación de esta Sentencia, el Estado deberá rendir a la 
Corte un informe sobre las medidas adoptadas para cumplirla. (párr. 157)
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Los hechos del presente caso se enmarcan en el contexto de una serie de medidas adoptadas por el Estado 
de Brasil, para enfrentar el conflicto social producido a raíz de la reforma agraria implementada en varios de sus 
estados, principalmente, en el de Paraná.
Arlei José Escher, Dalton Luciano de Vargas, Delfino José Becker, Pedro Alves Cabral y Celso Aghinoni, en la 
época de los hechos, eran miembros de las organizaciones sociales “ADECON” y “COANA”. La primera tenía como 
objetivo el desarrollo comunitario y la integración de sus asociados a través de actividades culturales, deportivas 
y económicas, mientras que la segunda, buscaba integrar a los agricultores en la promoción de las actividades 
económicas comunes y en la venta de los productos. Las dos organizaciones mantenían alguna relación de hecho 
con el “Movimento dos Trabalhadores Rurais Sem Terra” (MST), con el cual compartían el objetivo común de promover 
la reforma agraria. 
El 5 de mayo de 1999, el mayor Neves, presentó al Juzgado de Loanda una solicitud de interceptación 
y monitoreo de una de las líneas telefónicas de COANA, por sospecharse su utilización por líderes del MST para 
prácticas delictivas. La solicitud mencionaba supuestos indicios de desviaciones por parte de la directiva de COANA 
de recursos financieros concedidos por el gobierno a los trabajadores de la zona. Asimismo, se refería al asesinato 
de Eduardo Aghinoni, cuya autoría estaba siendo investigada y se sospechaba que entre los motivos de tal crimen 
estaba el desvío de recursos. 
La jueza Elisabeth Khater, titular del Juzgado de Loanda, autorizó el pedido de interceptación telefónica a 
través de una simple anotación al margen de la petición, sin notificarlo al Ministerio Público.
El 12 de mayo de 1999, el sargento Silva presentó a la jueza Khater un segundo requerimiento, reiterando el 
pedido de intervención anterior e incluyendo una línea telefónica instalada en la oficina de ADECON. Esta segunda 
solicitud no contenía motivación o fundamento alguno. No obstante, fue nuevamente concedida por la jueza Khater. 
Tampoco se notificó al Ministerio Público esta segunda autorización.
El 7 de junio de 1999, extractos de los diálogos grabados fueron reproducidos en uno de los noticieros 
televisivos de mayor audiencia en el país.
El 8 de junio de 1999, el ex secretario de seguridad realizó una conferencia de prensa, en la cual brindó 
explicaciones respecto de las interceptaciones telefónicas, reprodujo el audio de algunas de las conversaciones 
interceptadas, y entregó a los periodistas presentes un material con extractos transcritos de los diálogos 
interceptados. 
En octubre de 1999, las organizaciones COANA y ADECON interpusieron ante el Tribunal de Justicia del Estado 
de Paraná un mandado de segurança contra la jueza Khater, solicitando la suspensión de las interceptaciones 
telefónicas y la destrucción de las cintas grabadas. Éste, considerando que las interceptaciones ya habían cesado, 
ordenó la extinción del mandado de segurança sin pronunciarse sobre sus méritos. 
El 30 de mayo de 2000, la jueza Khater envió por primera vez el expediente del pedido de censura para análisis 
del Ministerio Público. Éste concluyó que las interceptaciones telefónicas se realizaron de forma ilegal, debido a la 
falta de legitimidad y de justificación para solicitarlas, la falta de motivación al concederlas, la falta de un proceso 
penal o investigación policial al cual anexarlas, y la falta de notificación al Ministerio Público. En consecuencia, el 
Ministerio Público requirió al Juzgado de Loanda que declarara la nulidad de las interceptaciones y la inutilización 
de las cintas grabadas. 
Se iniciaron acciones penales contra la jueza Khater, el mayor Neves y el sargento Silva, solicitando 
la investigación de sus conductas por la posible comisión de los crímenes de usurpación de la función pública, 
interceptación telefónica ilegal, divulgación de secreto de justicia y abuso de autoridad. El Tribunal de Justicia 
ordenó el archivo de la investigación contra los funcionarios públicos mencionados. 
En noviembre de 1999 se interpuso una denuncia administrativa contra la jueza Khater. La Corregedoria-
Geral da Justiça resolvió que no se había cometido delito y ordenó su archivo. 
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II. CONSIDERACIONES DE FONDO DE LA CORTE
En abril de 2001, el Ministerio Público presentó una denuncia contra el ex secretario de seguridad, quien 
mediante decisión del Segundo Juzgado Criminal de la Comarca de Curitiba, fue condenado en primera instancia. 
En octubre de 2004 la Segunda Cámara Criminal del Tribunal de Justicia, revocó la condena y lo absolvió.
En mayo de 2004 y de 2007 los señores Arlei José Escher y Dalton Luciano de Vargas, respectivamente, 
interpusieron acciones civiles de reparación de daños inmateriales contra el estado de Paraná. Aún no se ha dictado 
sentencia definitiva respecto de dichos procesos. No obstante, la acción civil interpuesta por Dalton Luciano de 
Vargas fue decidida en primera instancia y considerada improcedente. El señor Vargas interpuso un recurso de 
apelación contra esa decisión.
Las víctimas accedieron al Sistema Interamericano el 26 de diciembre de 2000. El 20 de diciembre de 2007 
la Comisión demandó al Estado de Brasil en la Corte. El 6 de julio de 2009 la Corte acogió la demanda y declaró 
que el Estado violó el derecho a la vida privada y el derecho a la honra y a la reputación, reconocidos en el artículo 
11 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de los señores Arlei José 
Escher, Dalton Luciano de Vargas, Delfino José Becker, Pedro Alves Cabral y Celso Aghinoni, por la interceptación, la 
grabación y la divulgación de sus conversaciones telefónicas.
1. PROTECCIÓN DE LA HONRA Y LA DIGNIDAD
Artículo 11  en relación con el artículo 1.1 de la Convención.
Ámbito de aplicación del Derecho a la Vida Privada y la protección  
de las conversaciones telefónicas
Como esta Corte ha señalado anteriormente, aunque las conversaciones telefónicas no se encuentran 
expresamente previstas en el artículo 11 de la Convención, se trata de una forma de comunicación incluida dentro 
del ámbito de protección de la vida privada. […] De ese modo, el artículo 11 se aplica a las conversaciones telefónicas 
independientemente de su contenido e incluso, puede comprender tanto las operaciones técnicas dirigidas a registrar 
ese contenido, mediante su grabación y escucha, como cualquier otro elemento del proceso comunicativo mismo, 
por ejemplo, el destino de las llamadas que salen o el origen de las que ingresan, la identidad de los interlocutores, 
la frecuencia, hora y duración de las llamadas, aspectos que pueden ser constatados sin necesidad de registrar el 
contenido de la llamada mediante la grabación de las conversaciones. En definitiva, la protección a la vida privada 
se concreta en el derecho a que sujetos distintos de los interlocutores no conozcan ilícitamente el contenido de las 
conversaciones telefónicas o de otros aspectos, como los ya mencionados, propios del proceso de comunicación. 
(párr.114)
Requisitos para una restricción legítima del derecho a la vida privada
Como las conversaciones telefónicas de las presuntas víctimas eran de carácter privado y dichas personas 
no autorizaron que fueran conocidas por terceros, su interceptación por parte de agentes del Estado constituyó una 
injerencia en su vida privada. Por tanto, la Corte debe examinar si dicha injerencia resulta arbitraria o abusiva en los 
términos del artículo 11.2 de la Convención o si es compatible con dicho tratado. […] Para que resulte conforme a la 
Convención Americana una injerencia debe cumplir con los siguientes requisitos: a) estar prevista en ley; b) perseguir 
un fin legítimo, y c) ser idónea, necesaria y proporcional. En consecuencia, la falta de alguno de dichos requisitos 
implica que la injerencia es contraria a la Convención.(párr.129)
Legalidad de la medida de interceptación y grabación de las conversaciones
En cuanto a la interceptación telefónica, teniendo en cuenta que puede representar una seria interferencia en 
la vida privada, dicha medida debe estar fundada en la ley, que debe ser precisa e indicar reglas claras y detalladas 
sobre la materia, tales como las circunstancias en que dicha medida puede ser adoptada; las personas autorizadas 
a solicitarla, a ordenarla y a llevarla a cabo; el procedimiento a seguir, entre otros elementos. (párr.131)
La Constitución brasileña dispone en su artículo 5º, inciso XII, que el secreto de las comunicaciones telefónicas 
es inviolable, excepto en las hipótesis y en la forma previstas en ley para fines de investigación criminal o de instrucción 
en una acción penal. El dispositivo constitucional se encuentra reglamentado en la legislación ordinaria por medio 
de la Ley No. 9.296/96. Esta prevé que la interceptación telefónica podrá ser solicitada por la autoridad policial en 
la investigación criminal, o por el Ministerio Público en la investigación criminal o en la instrucción penal. Asimismo, 
el juez podrá autorizar la medida de oficio. En cualquiera de los anteriores supuestos, se debe demostrar indicios 
razonables de la autoría o participación en la infracción penal de la persona sujeta a la medida, y que la prueba no 
puede ser obtenida por otros medios. El proceso de interceptación está bajo control judicial. El juez que la autorice 
debe fundamentar debidamente su resolución; señalar la forma y el plazo máximo de la diligencia, que es de 15 días 
pudiendo ser prorrogado por igual período siempre que se determine que este medio de prueba es indispensable, y 
comunicar la orden al Ministerio Público, quien podrá supervisar su ejecución. Estos elementos permiten a la Corte 
estimar que, en general, esta ley resulta conforme a la Convención. Por lo tanto, la Corte procederá a analizar si el 
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procedimiento de interceptación telefónica objeto del presente caso se basó en dicha norma, y cumplió así con el 
requisito de legalidad. (párr. 132)
En ocasiones anteriores, al analizar las garantías judiciales, el Tribunal ha resaltado que las decisiones 
que adopten los órganos internos que puedan afectar derechos humanos deben estar debidamente motivadas 
y fundamentadas, pues de lo contrario serían decisiones arbitrarias. Las decisiones deben exponer, a través de 
una argumentación racional, los motivos en los cuales se fundan, teniendo en cuenta los alegatos y el acervo 
probatorio aportado a los autos. El deber de motivar no exige una respuesta detallada a todo argumento señalado 
en las peticiones, sino puede variar según la naturaleza de la decisión. Corresponde analizar en cada caso si dicha 
garantía ha sido satisfecha. En los procedimientos cuya naturaleza jurídica exija que la decisión sea emitida sin 
audiencia de la otra parte, la motivación y fundamentación deben demostrar que han sido ponderados todos 
los requisitos legales y demás elementos que justifican la concesión o la negativa de la medida. De ese modo, el 
libre convencimiento del juez debe ser ejercido respetándose las garantías adecuadas y efectivas contra posibles 
ilegalidades y arbitrariedades en el procedimiento en cuestión. (párr.139)
En detrimento de lo anterior, la jueza Khater autorizó las interceptaciones telefónicas con una mera anotación 
de que había recibido y visto los pedidos y los concedía, “R. e A. Defiro. Oficie-se”. La magistrada no expuso en su 
decisión el análisis de los requisitos legales ni los elementos que la motivaron a conceder la medida ni la forma y el 
plazo en que se realizaría la diligencia, la cual implicaría la restricción de un derecho fundamental de las presuntas 
víctimas en incumplimiento del artículo 5º de la Ley No. 9.296/96. (párr.140)
La Corte concluye que las interceptaciones y grabaciones de las conversaciones telefónicas objeto de este 
caso no cumplieron los artículos 1º, 2º, 3º, 4º, 5º, 6º y 8º de la Ley No. 9.296/96 y, por ello, no estaban basadas en 
la ley. En consecuencia, al no cumplir con el requisito de legalidad, no resulta necesario continuar con el análisis en 
cuanto a la finalidad y necesidad de la interceptación. Con base en lo anterior, la Corte concluye que el Estado violó 
el derecho a la vida privada reconocido en el artículo 11 de la Convención Americana, en relación con la obligación 
consagrada en el artículo 1.1 del mismo tratado, en perjuicio de Arlei José Escher, Dalton Luciano de Vargas, Delfino 
José Becker, Pedro Alves Cabral y Celso Aghinoni. (párr.146)
Legalidad de la medida de divulgación de las conversaciones 
Conforme a lo expuesto, la Corte considera que las conversaciones telefónicas de las víctimas y las relacionadas 
con las organizaciones que integraban eran de carácter privado y ninguno de los interlocutores autorizó que fueran 
conocidas por terceros. De ese modo, la divulgación de conversaciones telefónicas que se encontraban bajo secreto 
de justicia por agentes del Estado implicó una injerencia en la vida privada, honra y reputación de las víctimas. La 
Corte debe examinar si dicha injerencia resulta compatible con los términos del artículo 11.2 de la Convención. 
(párr.158)
Para evaluar si la injerencia en la vida privada y en la honra y la reputación de las víctimas es permitida a la 
luz de la Convención Americana, la Corte examinará inicialmente si la divulgación de las conversaciones grabadas 
cumple el requisito de legalidad, en los términos expuestos anteriormente (supra párrs. 116 y 130). (párr.159)
La Constitución brasileña consagra el derecho a la inviolabilidad del secreto de las comunicaciones 
telefónicas, salvo en las situaciones definidas en la Ley No. 9.296/96. Esta norma determina en su artículo 8° que 
en el procedimiento de interceptación telefónica, de cualquier naturaleza, debe ser preservado “el secreto de las 
diligencias, grabaciones y transcripciones respectivas”. Es más, el artículo 10 de la referida ley tipifica como crimen 
el acto de “quebrantar el secreto de justicia, sin autorización judicial o con objetivos no autorizados en ley”. (párr. 
160)
En cuanto a la primera divulgación, el Estado no ha dado una explicación satisfactoria sobre cómo 
conversaciones privadas interceptadas y grabadas en el curso de una investigación penal, protegidas por la figura 
de secreto de justicia, culminaron en un medio de comunicación. La entrega del material a la red de televisión fue 
contraria a los artículos 1º, 8º y 10º de la Ley No. 9.296/96. En términos generales, la Corte considera que guardar 
secreto de las conversaciones telefónicas interceptadas durante una investigación penal es un deber estatal: a) 
necesario para proteger la vida privada de las personas sujetas a una medida de tal naturaleza; b) pertinente para 
los efectos de la propia investigación, y c) fundamental para la adecuada administración de justicia. En el presente 
caso, se trataba de información que debía permanecer sólo en conocimiento de un reducido número de funcionarios 
policiales y judiciales y el Estado falló en su obligación de mantenerla con el resguardo debido. (párr.162)
En consecuencia, la Corte considera que, al divulgar las conversaciones privadas que se encontraban bajo 
secreto de justicia sin respetar los requisitos legales, el Estado violó los derechos a la vida privada, a la honra y a la 
reputación, reconocidos en los artículos 11.1 y 11.2 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del 
mismo tratado, en perjuicio de Arlei José Escher, Dalton Luciano de Vargas, Delfino José Becker, Pedro Alves Cabral 
y Celso Aghinoni. […] (párr.164)
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2. LIBERTAD DE ASOCIACIÓN
Artículo 16  en relación al artículo 1.1 de la Convención.
Diferencias entre los derechos de asociación y de reunión 
[…] A diferencia de la libertad de asociación, el derecho de reunión no implica necesariamente la creación o 
participación en una entidad u organización, sino que puede manifestarse en una unión esporádica o congregación 
para perseguir los más diversos fines mientras éstos sean pacíficos y conformes con la Convención. Ante lo anterior, 
y considerando que los argumentos de las partes en este caso versan principalmente sobre posibles restricciones 
injustificadas del Estado a la libertad de asociación de los miembros de COANA y ADECON, la Corte procederá a 
analizar exclusivamente si el Estado violó en perjuicio de las víctimas el derecho consagrado en el artículo 16 de la 
Convención. (párr.169)
La Corte ha señalado que el artículo 16.1 de la Convención Americana establece que quienes están bajo la 
jurisdicción de los Estados Partes tienen el derecho de asociarse libremente con otras personas, sin intervención de 
las autoridades públicas que limiten o entorpezcan el ejercicio del referido derecho. Se trata, pues, del derecho a 
agruparse con la finalidad de buscar la realización común de un fin lícito, sin presiones o intromisiones que puedan 
alterar o desnaturalizar dicha finalidad. (párr.170)
Obligaciones positivas que nacen para el Estado del derecho a la libertad de asociación 
Además de las obligaciones negativas mencionadas, la Corte Interamericana ha observado que de la libertad 
de asociación también se derivan obligaciones positivas de prevenir los atentados contra la misma, proteger a 
quienes la ejercen e investigar las violaciones a dicha libertad. Estas obligaciones positivas deben adoptarse incluso 
en la esfera de relaciones entre particulares, si el caso así lo amerita. (párr.171)
En el presente caso, según la Comisión y los representantes, la alegada violación a la libertad de asociación 
estaría vinculada al trabajo de promoción y defensa de los derechos humanos en lo que se refiere a trabajadores 
rurales. Al respecto, como ha destacado este Tribunal, los Estados tienen el deber de facilitar los medios necesarios 
para que los defensores de derechos humanos realicen libremente sus actividades; protegerlos cuando son objeto 
de amenazas para evitar atentados a su vida e integridad personal; abstenerse de imponer obstáculos que dificulten 
la realización de su labor, e investigar seria y eficazmente las violaciones cometidas en su contra, combatiendo la 
impunidad. (párr.172)
Relación entre la libertad de asociación y la interceptación  
ilegítima de conversaciones telefónicas 
En el presente caso el Tribunal consideró probado que el Estado interceptó y grabó las conversaciones 
de teléfonos pertenecientes a dos organizaciones sociales sin cumplir los requerimientos legales; no cumplió su 
obligación de custodiar la información privada interceptada y la divulgó sin autorización judicial, todo ello en 
violación del artículo 11 de la Convención en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de las víctimas, 
quienes eran miembros y directivos de COANA y ADECON (supra párrs. 146 y 164). Si bien el Estado afirmó que 
la interceptación de las comunicaciones no era contraria a la libertad de asociación en tanto perseguía un fin 
legítimo –la investigación del delito-, conforme a las constancias del expediente, no se evidencia que las finalidades 
declaradas por la autoridad policial en su solicitud de intervención telefónica, es decir, la investigación de la muerte 
de uno de los integrantes de COANA y los supuestos desvíos de fondos públicos fueran las que, efectivamente, se 
perseguían. (párr. 174)
La Corte nota, por lo tanto, que la injerencia del Estado en las comunicaciones de COANA y ADECON, además 
de no cumplir con los requisitos legales, no cumplió el fin supuestamente legítimo que se proponía, es decir, la 
investigación criminal de los delitos alegados y trajo consigo el monitoreo de las actividades de los integrantes de 
tales asociaciones. (párr. 178) 
[…] El Tribunal encuentra acreditado que el monitoreo de las comunicaciones telefónicas de las asociaciones 
sin que fueran observados los requisitos de ley, con fines declarados que no se sustentan en los hechos ni en la 
conducta posterior de las autoridades policiales y judiciales y su posterior divulgación, causaron temor, conflictos 
y afectaciones a la imagen y credibilidad de las entidades. De tal manera, alteraron el libre y normal ejercicio 
del derecho de asociación de los miembros ya mencionados de COANA y ADECON, implicando una interferencia 
contraria a la Convención Americana. Con base en lo anterior, el Estado violó en perjuicio de los señores Arlei José 
Escher, Dalton Luciano de Vargas, Delfino José Becker, Pedro Alves Cabral y Celso Aghinoni el derecho a la libertad de 
asociación reconocido en el artículo 16 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de dicho tratado. 
(párr.180)
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3. DERECHO AL DEBIDO PROCESO Y PROTECCIÓN JUDICIAL
Artículo 8.1 y 25.1 en relación con el artículo 1.1 de la Convención. 
Deber de investigar y efectividad de los recursos 
Este Tribunal ha indicado que los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención concretan, con referencia a las 
actuaciones y omisiones de los órganos judiciales internos, los alcances del principio de generación de responsabilidad 
por los actos de cualquier órgano del Estado. Además ha sostenido que para cumplir con la obligación de garantizar, 
los Estados no sólo deben prevenir, sino también investigar las violaciones a los derechos humanos reconocidos en 
la Convención y procurar además, si es posible, el restablecimiento del derecho conculcado y la reparación de los 
daños producidos por las violaciones de los derechos humanos. (párr.194)
El deber de investigar es una obligación de medios y no de resultado. La Corte ha señalado de manera 
reiterada que este deber ha de ser asumido por el Estado como un deber jurídico propio y no como una simple 
formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como una mera gestión de intereses particulares que 
dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o de sus familiares, o de la aportación privada de elementos 
probatorios. La existencia de esta garantía constituye uno de los pilares básicos de la Convención Americana y del 
propio Estado de Derecho en una sociedad democrática en el sentido de la Convención. (párr.195)
Asimismo, la Corte ha señalado que para que el Estado cumpla lo dispuesto en el artículo 25 de la Convención 
no basta con que los recursos existan formalmente, sino que es preciso que tengan efectividad en los términos 
de aquel precepto. La Corte ha reiterado que dicha obligación implica que el recurso sea idóneo para combatir la 
violación, y que sea efectiva su aplicación por la autoridad competente. (párr.196)
El Tribunal ya señaló que el ex secretario de seguridad, sin mediar autorización judicial, expuso el audio 
de las grabaciones a otras personas y distribuyó fragmentos impresos de las conversaciones, así como podría 
haber divulgado nuevas partes de las grabaciones (supra párr. 95 y 156). Pese a las divergencias entre las 
declaraciones del ex secretario de seguridad y de los tres periodistas convocados a prestar testimonio sobre lo 
ocurrido en la conferencia de prensa, particularmente en cuanto a la distribución de fragmentos transcritos de 
algunas conversaciones interceptadas y de la reproducción del audio de las grabaciones durante el mencionado 
evento, no se buscaron otras pruebas que pudiesen aclarar los hechos. En relación con ello, tampoco se solicitó a los 
respectivos canales de televisión las cintas con las noticias exhibidas en el Jornal Nacional los días 7 y 8 de junio de 
1999, ni la grabación de la conferencia de prensa de este último día. De ese modo, la Corte aprecia que la Segunda 
Cámara Criminal del Tribunal de Justicia del estado de Paraná concluyó que el ex secretario de seguridad no divulgó 
nuevos extractos de las conversaciones telefónicas, sin tener esa prueba ni comparar el material expuesto en ambas 
divulgaciones. (párr. 204)
Asimismo, el Tribunal observa que el Estado no procedió a otras diligencias investigativas que pudieran 
determinar la responsabilidad por la primera divulgación del material grabado, es decir, la entrega de las cintas al 
canal de televisión. Pese a lo indicado en la sentencia del Tribunal de Justicia del estado de Paraná en cuanto a los 
indicios sobre la autoría de la entrega de las cintas grabadas a la prensa, cuya sospecha recaía particularmente 
sobre un policía militar, no fueron realizadas diligencias para aclarar esos hechos y, en su caso, sancionar a los 
responsables, pese a lo establecido en el artículo 10 de la Ley No. 9.296/96 y al hecho de que el crimen de quebranto 
de secreto de justicia debía ser investigado de oficio por el Estado. (párr. 205)
Ante ello, la Corte señala que la falta de respuesta estatal es un elemento determinante al valorar si se 
han incumplido los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, pues tiene relación directa con el principio de 
efectividad que debe caracterizar el desarrollo de tales investigaciones. En el presente caso, las autoridades estatales 
no actuaron con la debida diligencia ni con arreglo a las previsiones consagradas en los artículos mencionados 
concernientes al deber de investigar. (párr. 206)
Deber de motivar las resoluciones judiciales 
La Corte ha señalado que la motivación “es la exteriorización de la justificación razonada que permite 
llegar a una conclusión”. En términos generales, el deber de motivar las resoluciones es una garantía vinculada 
con la correcta administración de justicia, que otorga credibilidad de las decisiones jurídicas en el marco de una 
sociedad democrática. Lo mismo puede afirmarse en el presente caso respecto de la decisión administrativa sobre 
la responsabilidad funcional de la jueza. La Corte ha señalado anteriormente que las disposiciones del artículo 8.1 
se aplican a las decisiones de órganos administrativos, “deb[iendo éstos] cumplir con aquellas garantías destinadas 
a asegurar que la decisión no sea arbitraria”; por ello, tales decisiones deben estar debidamente fundamentadas. 
(párr. 208)
El Tribunal considera que la Corregedoria-Geral da Justiça debió motivar su decisión respecto de la ausencia 
de faltas funcionales atribuidas a la jueza Khater que se mencionaban en la investigación penal de la interceptación 
y grabación de las conversaciones telefónicas, y no limitarse a señalar que los hechos ya habían sido analizados por 
el Tribunal de Justicia del estado de Paraná, cuando precisamente dicho Tribunal señaló que la actuación de la jueza 
no configuraba un delito penal, pero sí podría constituir una falta funcional (supra párr. 201). En caso de entender 
que no habían existido dichas faltas, como se desprende de la decisión, el órgano administrativo debió establecer 
las razones por las cuales llegó a esa conclusión y, en su caso, analizar por qué no hubo responsabilidad de la jueza 
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III. REPARACIONES
Khater, y no hacer una remisión a un Tribunal cuya competencia material era distinta y que justamente había 
determinado la necesidad de una investigación administrativa. Por consiguiente, la Corte considera que el Estado 
incumplió su deber de motivar la decisión administrativa en relación con la responsabilidad de la interceptación y 
grabación de la conversación telefónica (infra párr. 214). (párr. 209)
4. CLÁUSULA FEDERAL
Artículo 28 en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención
En lo que respecta a la denominada “cláusula federal” establecida en el artículo 28 de la Convención Americana, 
en ocasiones anteriores la Corte ha tenido oportunidad de referirse al alcance de las obligaciones internacionales de 
derechos humanos de los Estados federales. En su competencia contenciosa el Tribunal ha establecido claramente 
que “según una jurisprudencia centenaria y que no ha variado hasta ahora, un Estado no puede alegar su estructura 
federal para dejar de cumplir una obligación internacional”. Esta cuestión también fue abordada en su competencia 
consultiva, estableciendo que “las disposiciones internacionales que conciernen a la protección de los derechos 
humanos en los Estados americanos, […] deben ser respetadas por los Estados americanos Partes en las respectivas 
convenciones, independientemente de su estructura federal o unitaria”. De tal manera, la Corte considera que 
los Estados partes deben asegurar el respeto y la garantía de todos los derechos reconocidos en la Convención 
Americana a todas las personas que estén bajo su jurisdicción, sin limitación ni excepción alguna con base en dicha 
organización interna. El sistema normativo y las prácticas de las entidades que forman un estado federal parte de 
la Convención deben conformarse a la Convención Americana.  (párr. 219)
La Corte estima que el alegato sobre la eventual inobservancia de las obligaciones emanadas del artículo 
28 de la Convención debe referirse a un hecho con entidad suficiente para ser considerado como un verdadero 
incumplimiento. En el presente caso, la manifestación del Estado en una reunión de trabajo, que ni siquiera estaría 
programada con antelación, y en un escrito sobre las dificultades en la comunicación con una entidad componente 
del estado federal, no significa ni acarrea por sí misma un incumplimiento a dicha norma. La Corte advierte que 
durante el trámite ante ella el Estado no opuso su estructura federal como excusa para incumplir una obligación 
internacional […] Con base en lo anterior, el Tribunal no encuentra que el Estado haya incumplido las obligaciones 
emergentes del artículo 28 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1 y 2 del mismo tratado.   
(párr. 220)
 
Es un principio de Derecho Internacional que toda violación de una obligación internacional que haya 
producido daño comporta el deber de repararlo adecuadamente. Esa obligación de reparar se regula en todos los 
aspectos por el Derecho Internacional. En sus decisiones, la Corte se ha basado en el artículo 63.1 de la Convención 
Americana. (párr. 221)
1. Partes lesionadas
El Tribunal reitera que se considera parte lesionada, en los términos del artículo 63.1 de la Convención, a 
quien ha sido declarado víctima de la violación de algún derecho consagrado en la misma […] [L]a Corte encontró 
que el Estado violó los derechos humanos de los señores Arlei José Escher, Dalton Luciano de Vargas, Delfino José 
Becker, Pedro Alves Cabral y Celso Aghinoni (supra párrs. 146, 164, 180 y 214), a quienes, por ende, considera como 
“partes lesionadas” y beneficiarios de las reparaciones que ordena a continuación. (párr. 223)
2. Indemnizaciones
Daño material
La Corte observa que pese a los alegatos de los representantes y la declaración de una víctima en el sentido 
de que la divulgación del contenido de las conversaciones grabadas implicó graves perjuicios económicos a 
COANA y ADECON y una reducción en los ingresos de las víctimas, no fueron aportadas al expediente pruebas 
documentales u otras a fin de acreditar el daño material alegado. Por otra parte, otras víctimas y una testigo no 
indicaron de manera consistente en sus declaraciones presentadas ante este Tribunal que las asociaciones hubieran 
sufrido perjuicios económicos como los mencionados (supra párr. 179). Por lo tanto, este Tribunal no fijará una 
indemnización por concepto de daño material por los alegados ingresos dejados de percibir relativos a la actividad 
laboral de las víctimas, debido a la falta de elementos que comprueben que dichas pérdidas realmente ocurrieron 
y, eventualmente, cuáles habrían sido. (párr. 228)
Daño inmaterial
Este Tribunal ha establecido reiteradamente que una sentencia declaratoria de la existencia de violación 
constituye, per se, una forma de reparación. No obstante, considerando las circunstancias del caso y las 
consecuencias que las violaciones cometidas pudieron causar a las víctimas, la Corte estima pertinente determinar 
el pago de una compensación por concepto de daños inmateriales fijada equitativamente. (párr. 233)
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A efectos de fijar la indemnización por daño inmaterial la Corte considera que fue violada la vida privada y 
honor de los señores Arlei José Escher, Dalton Luciano de Vargas, Delfino José Becker, Pedro Alves Cabral y Celso 
Aghinoni en virtud de la interceptación, grabación y divulgación de las conversaciones telefónicas (supra párrs. 146 y 
164) Asimismo, dichas personas fueron víctimas de la violación a sus derechos de asociación, a las garantías judiciales 
y a la protección judicial (supra párrs. 180 y 214). (párr. 234) 
Por lo anterior, la Corte estima pertinente determinar el pago de una compensación por concepto de daños 
inmateriales por la cantidad de US$ 20,000.00 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de América), para cada víctima. 
(párr. 235)
3. Medidas de satisfacción y garantías de no repetición
Obligación de publicar la Sentencia
Como lo ha dispuesto la Corte en otros casos, el Estado deberá publicar en el Diario Oficial, en otro diario de 
amplia circulación nacional, y en un periódico de amplia circulación en el Estado de Paraná, por una sola vez, la 
portada, los Capítulos I, VI a XI, sin las notas al pie de página, y la parte resolutiva de la presente Sentencia, como 
medida de satisfacción. Adicionalmente, como ha sido ordenado por el Tribunal en ocasiones anteriores, el presente 
Fallo se deberá publicar íntegramente en un sitio web oficial del Estado federal y del estado de Paraná. (párr. 239)
Reconocimiento público de responsabilidad internacional
[…] El Tribunal no estima que dicha medida resulte necesaria para reparar las violaciones constatadas en el 
presente caso, pues la Sentencia y su publicación constituyen por sí mismas importantes medidas de reparación. 
(párr. 243)
Deber de investigar, juzgar y, en su caso, sancionar a responsables  
de las violaciones a los derechos humanos
En el presente caso la Corte encontró acreditada una violación a los artículos 8 y 25 en relación con la investigación 
penal en cuanto a la divulgación de conversaciones telefónicas seguida contra el ex secretario de seguridad (supra 
párr. 204). Asimismo, el Tribunal encontró probado que el Estado no investigó la entrega y divulgación de las cintas 
con las conversaciones grabadas a un medio de comunicación ni estableció las responsabilidades penales por ese 
hecho (supra párr. 205). En lo que respecta a la entrega y divulgación de las cintas con las conversaciones grabadas, 
de conformidad con los criterios establecidos en la jurisprudencia del Tribunal, el Estado debe investigar los hechos 
y actuar en consecuencia. Por otra parte, respecto a las demás violaciones encontradas, la Corte considera que 
esta Sentencia, su publicación y la indemnización por los daños materiales, son medidas suficientes de reparación.  
(párr. 247)
Formación de los funcionarios del Poder Judicial y de la Policía
La Corte considera que la función de capacitación es una manera de brindar al funcionario público nuevos 
conocimientos, desarrollar sus capacidades, permitir su especialización en determinadas áreas novedosas, prepararlo 
para desempeñar posiciones distintas y adaptar sus capacidades para desempeñar mejor las tareas asignadas. 
Este Tribunal valora positivamente el esfuerzo del Estado para capacitar a sus agentes a través de cursos tanto 
en la Magistratura como en la Policía Civil y Militar, a fin de que sus funcionarios respeten los derechos humanos 
en el cumplimiento de sus funciones. Sin embargo, la capacitación, como sistema de formación continua, se debe 
extender durante un lapso importante para cumplir los objetivos antes apuntados, por lo que el Estado debe continuar 
desarrollando la formación y capacitación de los funcionarios de justicia y de la policía. (párr. 251)
4. Modalidad de cumplimiento de los pagos ordenados
El pago de la indemnización por daño inmaterial y el reintegro de costas y gastos establecidos en la presente 
Sentencia serán hechos directamente a las víctimas, en el plazo de un año, contado a partir de la notificación de la 
presente Sentencia, considerando lo indicado en los párrafos 235 y 259 de la misma. En caso de fallecimiento con 
anterioridad al pago de las cantidades respectivas, éstas se entregarán a sus derechohabientes, conforme al derecho 
interno aplicable. (párr. 260)
Las cantidades asignadas en la presente Sentencia bajo los conceptos de daño inmaterial y reintegro de costas 
y gastos deberán ser entregadas a las víctimas en forma íntegra, conforme a lo establecido en esta Sentencia, y no 
podrán ser afectadas o condicionadas por motivos fiscales actuales o futuros.  (párr. 263)
En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un interés sobre la cantidad adeudada, correspondiente 
al interés bancario moratorio en Brasil. (párr. 264)
Conforme a su práctica constante, la Corte se reserva la facultad, inherente a sus atribuciones y derivada, 
asimismo, del artículo 65 de la Convención Americana, de supervisar la ejecución íntegra de la presente Sentencia. El 
caso se dará por concluido una vez que el Estado haya dado cabal cumplimiento a lo dispuesto en el presente Fallo. 
Dentro del plazo de un año, contado a partir de la notificación de esta Sentencia, el Estado deberá rendir a la Corte un 
informe sobre las medidas adoptadas para darle cumplimiento. (párr. 265)
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CASO N° 202ANZUALDO CASTRO VS. PERÚ
I. HECHOS
Caso: Anzualdo Castro vs. Perú
Nº: 202
Fecha de Sentencia: 22 de septirmbre 2009
Víctima: Keneth Anzualdo Castro
Estado parte: Perú
Caso Completo en:   
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_202_esp.pdf
Kenneth Ney Anzualdo Castro estudiaba en la Escuela Profesional de Economía de la Universidad Nacional 
del Callao, en Perú, y estaba vinculado con la Federación de Estudiantes. 
En octubre de 1991, el señor Anzualdo Castro fue sacado de la casa donde residía junto a su familia y detenido, 
junto con otras personas, por supuestas actividades terroristas. En razón de ello, permaneció 15 días detenido en la 
Dirección Nacional contra el Terrorismo (“DINCOTE”).
El 16 de diciembre de 1993, Anzualdo Castro, entonces de 25 años de edad, salió de la casa de su padre, señor 
Félix Vicente Anzualdo Vicuña, a las 16:00 hrs, con dirección a la Universidad, donde permaneció hasta las 20:45 hrs. 
Junto a tres compañeras de  Universidad, caminó hacia la parada, donde tomó el autobús que lo llevaría a casa. 
Durante el trayecto, el autobús fue interceptado por un vehículo, del cual bajaron tres individuos armados y vestidos 
de civil que se identificaron como policías, hicieron bajar a los pasajeros, y se llevaron al señor Anzualdo con rumbo 
desconocido. Desde esa fecha su familia no volvió a saber de él.
Se acreditó ante la Corte que agentes estatales privaron de libertad o secuestraron al señor Anzualdo Castro 
y lo llevaron a los sótanos del Servicio de Inteligencia del Ejército (SIE), donde permaneció durante un período de 
tiempo indeterminado, desconociéndose su paradero hasta el momento de dictarse esta sentencia.
Sus familiares iniciaron una serie de gestiones y actividades para tratar de localizarlo. El 8 de febrero de 
1994, el señor Félix Anzualdo Vicuña interpuso una acción de hábeas corpus contra el Presidente del Comando 
Conjunto de las Fuerzas Armadas y contra el Director de Inteligencia de la Marina, ante el Sexto Juzgado Penal de 
Lima, el cual fue declarado improcedente. Igualmente, en aplicación de la normativa interna peruana, y atendiendo 
a que se encontraba en curso la denuncia penal interpuesta previamente, el juzgado estableció que no procedían 
las acciones de garantía cuando el agraviado había optado por recurrir a la vía judicial ordinaria. El 22 de febrero 
de 1994 el señor Anzualdo Vicuña interpuso un recurso de apelación contra esa resolución. Al día siguiente esa 
apelación fue declarada sin lugar por extemporánea.
El 11 de julio de 2007 la Comisión decidió someter el caso ante la Corte Interameriacana. El 22 de septiembre 
de 2009, la Corte acogió la demanda y declaró que: “[e]l Estado es responsable por la desaparición forzada del 
señor Kenneth Ney Anzualdo Castro y, en consecuencia, violó los derechos a la libertad personal, integridad 
personal, vida y al reconocimiento de la personalidad jurídica, reconocidos en los artículos 7.1, 7.6, 5.1, 5.2, 4.1 y 3 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con las obligaciones de respetar y garantizar 
esos derechos, contenidas en el artículo 1.1 de la misma, así como en relación con el artículo I de la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas. Además el Estado violó los derechos a la integridad 
personal, garantías judiciales y protección judicial, reconocidos en los artículos 5.1, 5.2, 8.1 y 25 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, en relación con las obligaciones de respetar y garantizar esos derechos y de 
adoptar disposiciones de derecho interno, contenidas en los artículos 1.1 y 2 de la misma y I.b) y III de la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, en perjuicio de Félix Vicente Anzualdo Vicuña, Iris Isabel 
Castro Cachay de Anzualdo, Marly Arleny Anzualdo Castro y Rommel Darwin Anzualdo Castro, en los términos de 
los párrafos 104 a 169 de la presente Sentencia. 
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II. CONSIDERACIONES DE FONDO DE LA CORTE 
1. DERECHO A LA VIDA, DERECHO A LA LIBERTAD PERSONAL, DERECHO A LA INTEGRIDAD 
PERSONAL Y A LA PERSONALIDAD JURÍDICA
Artículos 4.1, 5, 7 Y 3 en relación con el 1.1 de la Convención y los artículos I, II, III, XI de la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas 
La desaparición forzada como violación grave, autónoma, permanente y de múltiples derechos humanos 
La Corte ha verificado la creciente consolidación de una perspectiva de la comunidad internacional, y en 
particular del Sistema Interamericano, comprensiva de la gravedad y el carácter continuado o permanente y 
autónomo de la figura de desaparición forzada de personas. En su jurisprudencia constante sobre este tipo de 
casos, la Corte ha reiterado que la desaparición forzada de personas constituye una violación múltiple de varios 
derechos protegidos por la Convención Americana y coloca a la víctima en un estado de completa indefensión, 
acarreando otras vulneraciones conexas, particularmente grave cuando forma parte de un patrón sistemático o 
práctica aplicada o tolerada por el Estado. Se trata, en suma, de una grave violación de derechos humanos, dada la 
particular gravedad de las transgresiones que conlleva y naturaleza de los derechos lesionados, que implica un craso 
abandono de los principios esenciales en que se fundamenta el Sistema Interamericano y cuya prohibición ha 
alcanzado carácter de jus cogens. (párr. 59)
[…] La necesidad de considerar integralmente el fenómeno de la desaparición forzada en forma autónoma y 
con carácter continuado o permanente, con sus múltiples elementos complejamente interconectados y violaciones 
conexas, se desprende no sólo de la propia definición del artículo III en la CIDFP, los travaux préparatoires a ésta, su 
preámbulo y normativa, sino también de otras definiciones contenidas en diferentes instrumentos internacionales, 
que señalan como elementos concurrentes y constitutivos de la desaparición forzada: a) la privación de la libertad; 
b) la intervención directa de agentes estatales o la aquiescencia de éstos, y c) la negativa de reconocer la detención 
y de revelar la suerte o paradero de la persona interesada. (párr. 60)
Deber de prevención e investigación respecto de las desapariciones forzadas
Uno de los elementos centrales de prevención y erradicación de dicha práctica es la adopción de medidas 
eficaces para prevenir su ocurrencia o, en su caso, cuando se sospecha que una persona ha sido sometida a una 
desaparición forzada, poner fin prontamente a dicha situación. En este sentido, el deber de prevención abarca 
todas aquellas medidas de carácter jurídico, político, administrativo y cultural que promuevan la salvaguarda de los 
derechos humanos. Así, la privación de libertad en centros legalmente reconocidos y la existencia de registros de 
detenidos, constituyen salvaguardas fundamentales, inter alia, contra la desaparición forzada. A contrario sensu la 
puesta en funcionamiento y el mantenimiento de centros clandestinos de detención configura per se una falta a la 
obligación de garantía, por atentar directamente contra los derechos a la libertad personal, integridad personal y 
vida. (párr. 63)
En definitiva, toda vez que haya motivos razonables para sospechar que una persona ha sido sometida a 
desaparición forzada, debe iniciarse una investigación. Esta obligación es independiente de que se presente una 
denuncia, pues en casos de desaparición forzada el derecho internacional y el deber general de garantía, a que 
Perú se encuentra obligado, imponen la obligación de investigar el caso ex officio, sin dilación, y de una manera 
seria, imparcial y efectiva. Esto es un elemento fundamental y condicionante para la protección de ciertos derechos 
afectados por esas situaciones, como la libertad personal, la integridad personal y la vida. Sin perjuicio de ello, en 
cualquier caso, toda autoridad estatal, funcionario público o particular que haya tenido noticia de actos destinados 
a la desaparición forzada de personas, deberá denunciarlo inmediatamente. (párr. 65)
Por último, en este mismo sentido y como parte de su obligación de establecer un marco normativo adecuado, 
para que una investigación pueda ser efectiva los Estados deben, en primer término, establecer como delito 
autónomo en sus legislaciones internas la desaparición forzada de personas, en el entendido de que la persecución 
penal puede ser una vía fundamental para prevenir futuras violaciones de derechos humanos. Dicha tipificación 
debe responder a los elementos mínimos fijados en los instrumentos internacionales específicos, tanto universales 
como interamericanos, para la protección de las personas contra las desapariciones forzadas. (párr. 66)
En consecuencia con todo lo anterior, este Tribunal ha sostenido que “el análisis de una posible desaparición 
forzada no debe enfocarse de manera aislada, dividida y fragmentada sólo en la detención, o la posible tortura, o el 
riesgo de perder la vida, sino más bien el enfoque debe ser en el conjunto de los hechos que se presentan en el caso 
en consideración ante la Corte”. De este modo, el tratamiento integral de la desaparición forzada como una forma 
compleja de violación de derechos humanos ha llevado a este Tribunal a analizar en forma conjunta la violación de 
varios derechos reconocidos en la Convención […] (párr. 67)
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El Hábeas corpus como recurso idóneo frente a las desapariciones forzadas y  
la improcedencia de restricciones a su ejercicio
En situaciones de privación de la libertad como las del presente caso, el hábeas corpus representa, dentro de las 
garantías judiciales indispensables, el medio idóneo tanto para garantizar la libertad de la persona como para controlar 
el respeto a la vida y proteger la integridad personal del individuo, para asegurar que el detenido sea presentado ante 
al órgano judicial encargado de constatar la legalidad de la detención, así como para impedir su desaparición o la 
indeterminación de su lugar de detención y protegerlo contra la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes. Estos criterios son reflejados en los artículos X y XI de la CIDFP, específicamente en lo que se refiere a la 
desaparición forzada de personas. (párr. 72)
Durante la época en que el recurso de hábeas corpus fue planteado para determinar el paradero del señor 
Anzualdo Castro, la referida regulación de ese recurso establecía que el mismo era improcedente “[c]uando el agraviado 
opta por recurrir a la vía judicial ordinaria”. Consecuentemente, para una situación como la del presente caso, esa 
disposición desconocía que ambos procedimientos tienen fines distintos y traía como consecuencia que el recurso de 
hábeas corpus resultare impracticable para los fines de protección que debía cumplir y tornaba en ilusorio el análisis 
de legalidad de la detención objeto de la acción. (párr. 73)
Bajo el artículo 7.6 de la Convención este mecanismo de tutela “no puede ser restringido ni abolido”, por lo que la 
referida causal de improcedencia contraviene abiertamente la disposición convencional. Igualmente, la resolución que 
rechazó el hábeas corpus se basó en la ausencia de pruebas suficientes que acreditaran la autoría de los funcionarios 
estatales señalados como responsables de la desaparición del señor Anzualdo, es decir, condicionó el recurso a una 
investigación penal, que en definitiva resultó ser totalmente ineficaz para determinar su paradero (infra párrs. 128-140). 
Esto denota una clara desorientación respecto del objetivo del hábeas corpus. (párr. 74)
La Corte considera que, bajo las obligaciones generales contenidas en los artículos 1.1 y 2 de la Convención, la 
violación del derecho reconocido en el artículo 7.6 del mismo instrumento se configuró en este caso desde el momento 
en que se estableció en la legislación una restricción que hacía impracticable el ejercicio del derecho protegido, 
situación agravada por el contexto en que tales recursos no eran efectivos. (párr. 76)
En cuanto al artículo 25 de la Convención, cuya violación alegan los representantes, este Tribunal ha afirmado 
que si se examinan conjuntamente los artículos 25 y 7.6 de la Convención, el amparo es el género y el hábeas corpus 
uno de sus aspectos específicos. Además, en razón de que el artículo 7.6 de la Convención tiene un contenido jurídico 
propio y el principio de efectividad (effet utile) es transversal a la protección debida de todos los derechos reconocidos 
en ese instrumento, el Tribunal considera innecesario analizar aquella disposición en relación con el artículo 25 de la 
Convención. (párr. 77)
Evidentemente la detención de Kenneth Ney Anzualdo Castro constituyó un acto de abuso de poder, no fue 
ordenada por autoridad competente y el fin de la misma no era ponerlo a disposición de un juez u otro funcionario 
autorizado por la ley para que decidiera acerca de la legalidad de la misma, sino que constituyó el primer acto para 
perpetrar su desaparición. Además de la negativa misma de su detención y revelar su paradero, el establecimiento de 
centros clandestinos de detención es una circunstancia agravante, por propiciar formas de criminalidad compleja. En 
suma, los agentes estatales actuaron totalmente al margen del ordenamiento jurídico, abusando de las estructuras e 
instalaciones del Estado para perpetrar la desaparición forzada de personas, a través del carácter sistemático de la 
represión a que fueron sometidos determinados sectores de la población considerados como subversivos o terroristas, 
o de alguna manera contrarios u opositores al gobierno. (párr. 79)
La desaparición forzada como violación de los derechos a la vida y a la integridad personal 
Sin perjuicio de que la Corte ya ha reconocido que la desaparición forzada incluye con frecuencia la ejecución 
de los detenidos, en secreto y sin fórmula de juicio, seguida del ocultamiento del cadáver con el objeto de borrar 
toda huella material del crimen y procurar la impunidad de quienes lo cometieron, el Tribunal también considera 
que el sometimiento de detenidos a cuerpos represivos oficiales, agentes estatales o particulares que actúen con 
su aquiescencia o tolerancia, que impunemente practiquen la tortura y el asesinato representa, por sí mismo, una 
infracción al deber de prevención de violaciones a los derechos a la integridad personal y a la vida, aún en el supuesto 
de que no puedan demostrarse los hechos de torturas o de privación de la vida de la persona en el caso concreto. 
Además, este Tribunal ha sostenido que la desaparición forzada es violatoria del derecho a la integridad personal 
porque “el solo hecho del aislamiento prolongado y de la incomunicación coactiva, representa un tratamiento cruel e 
inhumano [...] en contradicción con los párrafos 1 y 2 del [artículo 5 de la Convención]”. (párr. 85)
En el presente caso, el señor Anzualdo Castro fue secuestrado o privado de su libertad y llevado a un centro 
clandestino de detención. En el referido contexto de la práctica sistemática de desapariciones forzadas y dado el 
modus operandi de las mismas en esa época en el Perú, el traslado coactivo del señor Anzualdo Castro a los sótanos 
del SIE y la subsiguiente incomunicación a que fue sometido, sin duda le provocaron profundos sentimientos de miedo, 
angustia e indefensión e implicaron someterlo a un grave riesgo de que agentes estatales lo sometieran a actos 
de tortura o actos crueles, inhumanos o degradantes y, posteriormente, lo privaran de su vida. En razón de estas 
consideraciones, el Estado incurrió en faltas a su deber de garantizar a toda persona sujeta a su jurisdicción sus 
derechos a no ser privado de la vida arbitrariamente y a la integridad personal, lo cual comprende la prevención 
razonable de situaciones que puedan redundar en la supresión de esos derechos, en particular de la práctica de las 
desapariciones forzadas. De tal manera, el Estado es responsable por la violación de los derechos a la integridad 
personal y a la vida del señor Anzualdo Castro. (párr. 86)
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Violación del derecho a la personalidad jurídica
 En cuanto a la alegada violación del artículo 3 de la Convención (supra párrs. 56 y 57), la Corte ha considerado 
que el contenido propio del derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica es que se reconozca a la persona 
en cualquier parte como sujeto de derechos y obligaciones, y a gozar de los derechos civiles fundamentales 
[lo cual] implica la capacidad de ser titular de derechos (capacidad y goce) y de deberes; la violación de aquel 
reconocimiento supone desconocer en términos absolutos la posibilidad de ser titular de [los] derechos y deberes 
[civiles y fundamentales]. (párr. 87)
[…] De este modo, el contenido del derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica refiere al correlativo 
deber general del Estado de procurar los medios y condiciones jurídicas para que ese derecho pueda ser ejercido 
libre y plenamente por sus titulares. (párr. 88)
Sin embargo, en aplicación del principio de efecto útil y de las necesidades de protección en casos de 
personas y grupos en situación de vulnerabilidad, este Tribunal ha observado el contenido jurídico más amplio de 
este derecho, al estimar que el Estado se encuentra especialmente “obligado a garantizar a aquellas personas en 
situación de vulnerabilidad, marginalización y discriminación, las condiciones jurídicas y administrativas que les 
aseguren el ejercicio de este derecho, en atención al principio de igualdad ante la ley” […] (párr. 89) 
Ciertamente el contenido jurídico de ese derecho ha sido desarrollado en la jurisprudencia en casos que 
involucran violaciones de derechos humanos de entidad diferente a la desaparición forzada de personas, puesto 
que en la mayoría de este tipo de casos el Tribunal ha estimado que no correspondía analizar la violación del artículo 
3 de la Convención, por no haber hechos que así lo ameritaran. No obstante, dado el carácter múltiple y complejo 
de esta grave violación de derechos humanos, el Tribunal reconsidera su posición anterior y estima posible que, en 
casos de esta naturaleza, la desaparición forzada puede conllevar una violación específica del referido derecho: 
más allá de que la persona desaparecida no pueda continuar gozando y ejerciendo otros, y eventualmente todos, 
los derechos de los cuales también es titular, su desaparición busca no sólo una de las más graves formas de 
sustracción de una persona de todo ámbito del ordenamiento jurídico, sino también negar su existencia misma 
y dejarla en una suerte de limbo o situación de indeterminación jurídica ante la sociedad, el Estado e inclusive la 
comunidad internacional. (párr. 90)
Varios instrumentos internacionales reconocen la posible violación de ese derecho en este tipo de casos, al 
relacionarlo con la consecuente sustracción de la protección de la ley que sufre el individuo, a raíz de su secuestro o 
privación de la libertad y posterior negativa o falta de información por parte de autoridades estatales. En efecto, esta 
relación surge de la evolución del corpus iuris internacional específico relativo a la prohibición de las desapariciones 
forzadas. (párr. 92)
El Comité de Derechos Humanos ha reconocido, por su parte, que el derecho a la personalidad jurídica puede 
verse violado en casos de desaparición forzada en consideración de lo siguiente: a) la desaparición forzada priva a la 
personas de su capacidad para ejercer sus derechos, incluyendo todos los demás derechos del Pacto, y el acceso a 
cualquier posible recurso como una consecuencia directa de las acciones del Estado; b) si el Estado no ha conducido 
una investigación apropiada respecto del paradero de la persona desaparecida o proveído un recurso efectivo, y c) 
la desaparición forzada pone a la persona fuera de la protección de la ley. (párr. 97)
Por su parte, además de lo expresado en sus alegatos en este caso, la Comisión Interamericana en diversos 
precedentes ha considerado reiteradamente que la persona detenida y desaparecida “fue excluida necesariamente 
del orden jurídico e institucional del Estado, lo que significó una negación de su propia existencia como ser humano 
revestido de personalidad jurídica”, y como consecuencia ha declarado la violación del artículo 3 de la Convención. 
(párr. 99)
En consideración de lo anterior, la Corte estima que en casos de desaparición forzada de personas se deja 
a la víctima en una situación de indeterminación jurídica que imposibilita, obstaculiza o anula la posibilidad de la 
persona de ser titular o ejercer en forma efectiva sus derechos en general, en una de las más graves formas de 
incumplimiento de las obligaciones estatales de respetar y garantizar los derechos humanos. Esto se tradujo en una 
violación del derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica del señor Anzualdo Castro. (párr. 101)
Por las razones anteriores, la Corte considera que el Estado es responsable por la desaparición forzada 
del señor Anzualdo Castro, perpetrada en el marco de una práctica sistemática de ese tipo de graves violaciones 
de derechos humanos, propiciada, practicada y tolerada por agentes estatales en la época de los hechos. En 
consecuencia, el Estado es responsable por la violación de los derechos a la libertad personal, integridad personal, 
vida y al reconocimiento de la personalidad jurídica, reconocidos en los artículos 7.1, 7.6, 5.1, 5.2, 4.1 y 3 de la 
Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma y con el artículo I de la CIDFP, en perjuicio del señor Kenneth 
Ney Anzualdo Castro. (párr.103)
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Familiares de la víctima de la desaparición forzada, como víctimas de la  
violación de su derecho a la integridad personal.
La Corte ha considerado en numerosos casos que los familiares de las víctimas de violaciones de los derechos 
humanos pueden ser, a su vez, víctimas.  En particular, en casos que involucran la desaparición forzada de personas, 
es posible entender que la violación del derecho a la integridad psíquica y moral de los familiares de la víctima es 
una consecuencia directa, precisamente, de ese fenómeno, que les causa un severo sufrimiento por el hecho mismo, 
que se acrecienta, entre otros factores, por la constante negativa de las autoridades estatales de proporcionar 
información acerca del paradero de la víctima o de iniciar una investigación eficaz para lograr el esclarecimiento de 
lo sucedido. (párr.105)
Respecto de lo alegado por el Estado acerca de la inexistencia de un nexo causal entre la desaparición del 
señor Anzualdo Castro y el desarrollo de un cáncer en su madre, ciertamente no ha sido aportada prueba que así lo 
confirme. Sin embargo, en varios casos conocidos por este Tribunal sobre graves violaciones de derechos humanos, 
han sido constatados daños físicos sufridos por familiares de las víctimas como consecuencia o reflejo de daños 
emocionales o psicológicos provocados por esa violación. De tal manera, la Corte estima razonable considerar que 
el estado de salud de la señora Castro Cachay de Anzualdo pudo haber sufrido un deterioro considerable a raíz de 
la intensa afectación emocional ocasionada por la desaparición de su hijo […] (párr.112)
2. DERECHO AL DEBIDO PROCESO Y DERECHO A LA PROTECCIÓN JUDICIAL
Artículos 8.1 y 25.1 en relación con el artículo 1.1 de la Convención y   Artículos I, II, y III de la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas
Derecho a conocer la verdad en casos de desaparición forzada
La Corte ha considerado el contenido del derecho a conocer la verdad en su jurisprudencia, en particular en 
casos de desaparición forzada. En el caso Velásquez Rodríguez la Corte afirmó la existencia de un “derecho de los 
familiares de la víctima de conocer cuál fue el destino de ésta y, en su caso, dónde se encuentran sus restos”. En este 
tipo de casos se entiende que los familiares de la persona desaparecida son víctimas de los hechos constitutivos de 
la desaparición forzada, lo que les confiere el derecho a que los hechos sean investigados y que los responsables 
sean procesados y, en su caso, sancionados. La Corte ha reconocido que el derecho a conocer la verdad de los 
familiares de víctimas de graves violaciones de derechos humanos se enmarca en el derecho de acceso a la justicia. 
Asimismo, la Corte ha fundamentado la obligación de investigar como una forma de reparación, ante la necesidad 
de reparar la violación del derecho a conocer la verdad en el caso concreto. El derecho a conocer la verdad también 
ha sido reconocido en diversos instrumentos de Naciones Unidas y recientemente por la Asamblea General de la 
Organización de Estados Americanos (OEA). (párr.118)
El Tribunal considera que el derecho a conocer la verdad tiene como efecto necesario que en una sociedad 
democrática se conozca la verdad sobre los hechos de graves violaciones de derechos humanos. Esta es  una 
justa expectativa que el Estado debe satisfacer, por un lado, mediante la obligación de investigar las violaciones de 
derechos humanos y, por el otro, con la divulgación pública de los resultados de los procesos penales e investigativos. 
[…] Además, en cumplimiento de sus obligaciones de garantizar el derecho a conocer la verdad, los Estados pueden 
establecer comisiones de la verdad, las que contribuyen a la construcción y preservación de la memoria histórica, 
el esclarecimiento de hechos y la determinación de responsabilidades institucionales, sociales y políticas en 
determinados períodos históricos de una sociedad. (párr.119)
El Deber de  investigación en el marco del debido proceso y la protección  
judicial en casos de desaparición forzada 
La Corte ha considerado que el Estado está en la obligación de proveer recursos judiciales efectivos a las 
personas que aleguen ser víctimas de violaciones de derechos humanos (artículo 25), recursos que deben ser 
sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la obligación 
general, a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la 
Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1). (párr. 122)
Para que una investigación penal constituya un recurso efectivo para asegurar el derecho de acceso a la 
justicia de las presuntas víctimas, así como para garantizar los derechos que se han visto afectados en el presente 
caso, debe cumplirse con seriedad y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa y 
debe tener un sentido y ser asumida por los Estados como un deber jurídico propio y no como una simple gestión 
de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de la víctima o de sus familiares o de la aportación 
privada de elementos probatorios. (párr. 123)
La Corte observa que la primera investigación se inició por denuncia penal del padre de la víctima, doce días 
después de su desaparición, a finales del año 1993. En el transcurso de esta investigación se tomaron diversos 
testimonios, entre los cuales se destaca la declaración del señor Santiago Cristóbal Alvarado Santos. Además, se 
realizó un registro domiciliario en la casa de la familia Anzualdo, en que se habrían secuestrado determinados 
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objetos del dormitorio de Kenneth, entre los cuales se describe como “lectura de carácter subversivo” a ciertas notas 
de prensa, folletos y documentos universitarios, agenda y fotografías personales, entre otros. Asimismo, el 26 de 
abril de 1994 se realizó una diligencia de verificación y constatación en el Centro de Reclusión Naval,  ubicado en la 
Base Naval del Callao, en donde se preguntó si entre el 15 y 25 de diciembre de 1993 había sido ingresado el señor 
Anzualdo “en calidad de depositado”, a lo cual respondieron que “no ingresa en calidad de depositados persona 
civil”. Finalmente, se realizó un recorrido de las instalaciones donde se habría constatado que no había personal civil 
en dicho lugar. (párr. 130)
Si bien se realizaron algunas diligencias, lo cierto es que del expediente judicial se desprende que dicha 
investigación no fue correcta y oportunamente encausada desde su inicio por las autoridades a cargo, ni realizadas 
inmediatamente ciertas diligencias fundamentales para determinar el destino o dar con el paradero del señor 
Anzualdo Castro, tales como oficiar a centros de detención y dependencias oficiales donde podían encontrarse 
personas privadas de libertad o realizar inspecciones en las mismas. En este sentido, la única diligencia realizada 
fue la referida verificación y constatación  más de cuatro meses después de la desaparición, con resultado negativo. 
Además, no se procuraron otros testigos presenciales del momento en que el señor Anzualdo Castro fue bajado del 
autobús y llevado detenido. (párr. 131)
Por otra parte, la falta de efectividad de esta primera investigación inicial se evidencia a partir del contenido 
del decreto de archivo provisional emitido el 3 de junio de 1994 por la Quinta Fiscalía en lo Penal del Callao, en el cual 
sostuvo, sin ningún fundamento lógico serio, que “se deduce que el tantas veces mencionado es simpatizante del 
grupo sedicioso [Sendero Luminoso], por los periódicos decomisados y por tal motivo puede haber sido intervenido 
por miembros de la Marina de Guerra o efectivos policiales, o en su defecto encontrarse en la clandestinidad”. En 
dicha resolución, si bien la Fiscalía reconoce que podía haber agentes estatales involucrados en la desaparición 
del señor Anzualdo Castro, no se evidencia que haya adelantado ninguna diligencia tendiente a dilucidar si él 
había sido detenido por alguna autoridad estatal o bien a identificar a los responsables y establecer las posibles 
responsabilidades penales. Esa decisión de archivo provisional fue confirmada por la Primera Fiscalía Superior.  
(párr. 132)
En este sentido, este Tribunal ha establecido que para que una investigación de desaparición forzada sea 
llevada adelante eficazmente y con la debida diligencia, las autoridades encargadas de la investigación deben 
utilizar todos los medios necesarios para realizar con prontitud aquellas actuaciones y averiguaciones esenciales y 
oportunas para esclarecer la suerte de las víctimas e identificar a los responsables de su desaparición forzada. Para 
ello, el Estado debe dotar a las correspondientes autoridades de los recursos logísticos y científicos necesarios para 
recabar y procesar las pruebas y, en particular, de las facultades para acceder a la documentación e información 
pertinente para investigar los hechos denunciados y obtener indicios o evidencias de la ubicación de las víctimas. 
Asimismo, es fundamental que las autoridades a cargo de la investigación puedan tener acceso ilimitado a los 
lugares de detención, respecto a la documentación así como a las personas. La Corte reitera que el paso del tiempo 
guarda una relación directamente proporcional con la limitación –y en algunos casos, la imposibilidad- para obtener 
las pruebas y/o testimonios, dificultando y aún tornando nugatoria o ineficaz, la práctica de diligencias probatorias 
a fin de esclarecer los hechos materia de investigación, identificar a los posibles autores y partícipes, y determinar 
las eventuales responsabilidades penales. Cabe precisar que estos recursos y elementos coadyuvan a la efectiva 
investigación, pero la ausencia de los mismos no exime a las autoridades nacionales de realizar todos los esfuerzos 
necesarios en cumplimiento de esta obligación. (párr.135)
En conclusión, una debida diligencia en los procesos por los hechos del presente caso exigía que éstos fueran 
conducidos tomando en cuenta la complejidad de los hechos, el contexto en que ocurrieron y los patrones que 
explican su comisión, evitando omisiones al recabar prueba y al seguir líneas lógicas de investigación. En este 
sentido, resulta esencial la adopción de todas las medidas necesarias para visibilizar los patrones sistemáticos que 
permitieron tanto la comisión de graves violaciones de los derechos humanos, como los mecanismos y estructuras 
a través de los cuales se aseguró su impunidad. (párr.154)
Plazo razonable de duración de los procesos
El artículo 8.1 de la Convención Americana establece como uno de los elementos del debido proceso que los 
tribunales decidan los casos sometidos a su conocimiento en un plazo razonable. Al respecto, la Corte ha considerado 
preciso tomar en cuenta varios elementos para determinar la razonabilidad del plazo en el que se desarrolla un 
proceso: a) complejidad del asunto, b) actividad procesal del interesado, c) conducta de las autoridades judiciales y 
d) afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso. No obstante, la pertinencia 
de aplicar esos criterios para determinar la razonabilidad del plazo de un proceso depende de las circunstancias de 
cada caso, pues en casos como el presente el deber del Estado de satisfacer plenamente los requerimientos de la 
justicia prevalece sobre la garantía del plazo razonable […] (párr. 156)
En el presente caso, la Corte advierte que la averiguación de los hechos revestía cierta complejidad, por 
tratarse de una desaparición forzada en que los perpetradores intentaron eliminar todo rastro o evidencia, por la 
negativa de brindar información sobre el paradero y por el número de posibles responsables. No obstante, en el 
primer período las autoridades judiciales actuaron en forma negligente y sin la debida celeridad que ameritaban 
los hechos (supra párrs. 134 y 140). En todo momento los familiares asumieron una posición activa, poniendo en 
conocimiento de las autoridades la información de que disponían e impulsando las investigaciones. Respecto de las 
nuevas investigaciones abiertas a partir del año 2002, no es posible desvincular las obstaculizaciones y dilaciones 
verificadas respecto del período anterior, lo que ha llevado a que las investigaciones y procesos hayan durado más 
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III. REPARACIONES
de 15 años desde que ocurrieron los hechos. Estos procesos continúan abiertos, sin que se haya determinado la 
suerte o localizado el paradero de la víctima, así como procesado y eventualmente sancionado a los responsables, 
lo cual, en conjunto, ha sobrepasado excesivamente el plazo que pueda considerarse razonable para estos efectos. 
Por todo lo anterior, la Corte considera que el Estado incumplió los requerimientos del artículo 8.1 de la Convención. 
(párr. 157)
Deber de tipificación del delito de desaparición forzada en concordancia con el artículo 2 de la 
CADH y la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas
En lo referente a la desaparición forzada de personas, el deber de adecuar el derecho interno a las disposiciones 
de la Convención Americana implica su tipificación en forma autónoma y la definición de las conductas punibles 
que la componen. En el caso Gómez Palomino, la Corte tuvo oportunidad de examinar y pronunciarse sobre la 
adecuación del tipo penal de desaparición forzada vigente en la legislación peruana desde el año 1992, al texto de 
la Convención Americana y de la CIDFP. (párr. 165)
En el presente caso, la Corte considera que no se ha demostrado relación específica alguna entre la falta de 
efectividad, diligencia y exhaustividad en las investigaciones y la inadecuación del tipo penal de desaparición forzada 
a los parámetros convencionales. Es apreciable que las investigaciones hayan abordado los hechos encuadrándolos 
en el delito de desaparición forzada, aún con su insuficiente contenido, y ninguno de los pronunciamientos muestra 
que, debido a esa incorrecta tipificación, las Fiscalías hubieren revertido la carga de la prueba en los denunciantes. 
Así, la Corte no advierte, ni los representantes lo sustentan concretamente, que en el caso sub judice esa indebida 
tipificación haya sido un elemento específico de obstaculización en el desarrollo efectivo de las investigaciones o 
procesos abiertos por la desaparición forzada del señor Anzualdo Castro. (párr. 166)
Independientemente de lo anterior, mientras esa norma penal no sea correctamente adecuada, el Estado 
continúa incumpliendo los artículos 2 de la Convención Americana y III de la CIDFP. (párr. 167)
En el presente caso, han transcurrido más de 15 años desde la desaparición forzada del señor Anzualdo Castro, 
sin que se conozca aún toda la verdad sobre los hechos, ni su paradero. Desde el momento de su desaparición, 
agentes estatales han adoptado medidas para ocultar la verdad de lo sucedido: además del uso del centro 
clandestino de detención en los sótanos de la SIE, se ha verificado la falta de diligencia en las investigaciones, en 
particular por el archivo inicial de la investigación penal, el rechazo infundado del recurso de hábeas corpus y la falta 
de enjuiciamiento de todos los autores y partícipes de los hechos. El Tribunal encuentra que los procesos internos 
en el ámbito penal no han constituido recursos efectivos para determinar la suerte o localizar el paradero de la 
víctima, ni para garantizar los derechos de acceso a la justicia y de conocer la verdad, mediante la investigación 
y eventual sanción de los responsables y la reparación integral de las consecuencias de las violaciones. El marco 
normativo existente en la época posterior a la desaparición del señor Anzualdo Castro no ha favorecido la efectiva 
investigación de los hechos. (párr.168)
Por las razones anteriormente expuestas, la Corte concluye que el Estado violó los derechos reconocidos en 
los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma y I.b) y III de la 
CIDFP, en perjuicio de los familiares del señor Anzualdo Castro. (párr.169)
 
Es un principio de Derecho Internacional que toda violación de una obligación internacional que haya producido 
un daño comporta el deber de repararlo adecuadamente. Esa obligación se regula por el Derecho Internacional. En 
sus decisiones al respecto, la Corte se ha basado en el artículo 63.1 de la Convención Americana. (párr.170) 
1. Parte Lesionada
La Corte considera como “parte lesionada”, en los términos del artículo 63.1 de la Convención, a Kenneth 
Ney Anzualdo Castro, su padre Félix Vicente Anzualdo Vicuña, su madre Iris Isabel Castro Cachay de Anzualdo 
(fallecida), su hermana Marly Arleny Anzualdo Castro y su hermano Rommel Darwin Anzualdo Castro, todos víctimas 
de los hechos constitutivos de la desaparición forzada del primero. Por ello, serán beneficiarios y acreedores de las 
reparaciones que fije el Tribunal por concepto de daño material e inmaterial. (párr.175)
2. Obligación de investigar los hechos e identificar, juzgar y, en su caso, sancionar  
a los responsables
Investigación, determinación, enjuiciamiento y, en su caso, sanción de todos  
los responsables materiales e intelectuales
[…] La Corte dispone que el Estado debe conducir eficazmente los procesos penales que se encuentran 
en trámite o se llegaren a abrir en relación con la desaparición forzada de Kenneth Ney Anzualdo Castro, para 
determinar a todos los responsables materiales e intelectuales de los hechos de este caso y aplicar efectivamente 
las sanciones y consecuencias que la ley prevea. El Estado debe conducir y concluir las investigaciones y procesos 
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pertinentes en un plazo razonable, con el fin de establecer toda la verdad de los hechos, en atención a los criterios 
señalados sobre investigaciones en casos de desapariciones forzadas (supra párr. 135). (párr.181)
La Corte recuerda que en cumplimiento de esta obligación el Estado debe remover todos los obstáculos, 
de facto y de jure, que impidan la debida investigación de los hechos y el desarrollo de los respectivos  procesos 
judiciales, así como utilizar todos los medios disponibles para hacerlos expeditos, a fin de evitar la repetición de 
hechos como los del presente caso. En particular, este es un caso de desaparición forzada ocurrido en un contexto 
de práctica o patrón sistemático de desapariciones perpetrada por agentes estatales, por lo que el Estado no podrá 
argüir ni aplicar ninguna ley ni disposición de derecho interno, existente o que se expida en el futuro, para eximirse 
de la orden de la Corte de investigar y, en su caso, sancionar penalmente a los responsables de los hechos. Por esa 
razón, tal como lo ordenó este Tribunal desde la emisión de la Sentencia en el caso Barrios Altos vs. Perú, el Estado 
no podrá volver a aplicar las leyes de amnistía, las cuales no tienen efectos ni los generarán en el futuro (supra párr. 
163), ni podrá argumentar prescripción, irretroactividad de la ley penal, cosa juzgada, ni el principio ne bis in idem o 
cualquier excluyente similar de responsabilidad, para excusarse de esta obligación. (párr.182)
Con base en la jurisprudencia de este Tribunal, durante la investigación y el juzgamiento, el Estado debe 
asegurar el pleno acceso y capacidad de actuar de los familiares de la víctima en todas las etapas de esta 
investigación, de acuerdo con la ley interna y las normas de la Convención Americana. Adicionalmente, los resultados 
de los procesos deberán ser públicamente divulgados para que la sociedad peruana conozca los hechos objeto del 
presente caso, así como a sus responsables. (párr.183)
Determinación del paradero de Kenneth Ney Anzualdo Castro
El Tribunal reitera que el paradero del señor Anzualdo Castro aún se desconoce, por lo que el Estado debe, 
como una medida de reparación del derecho a conocer la verdad de los familiares, proceder de inmediato a su 
búsqueda y localización o, en su caso, de sus restos mortales, ya sea dentro de la investigación penal o mediante 
otro procedimiento adecuado y efectivo. En caso de encontrarse los restos, deben ser entregados a sus familiares, 
previa comprobación genética de filiación, a la mayor brevedad posible y sin costo alguno. Además, el Estado deberá 
cubrir los gastos de sepultura, de común acuerdo con sus familiares. (párr.185)
Criterios para la identificación de personas desaparecidas durante el conflicto interno 
Este Tribunal insta al Estado a continuar realizando todos los esfuerzos necesarios y a adoptar las medidas 
administrativas, legales y políticas públicas que correspondan para determinar a las personas desaparecidas 
durante el conflicto interno y, en su caso, identificar sus restos a través de los medios técnicos y científicos más 
eficaces y, en la medida de lo posible y científicamente recomendable, mediante la estandarización de los criterios 
de investigación. Para ello, el Tribunal considera conveniente que el Estado establezca, entre otras medidas por 
adoptar, un sistema de información genética que permita la determinación y esclarecimiento de la filiación de las 
víctimas, así como su identificación. (párr.189)
Tipificación adecuada del delito de desaparición forzada de personas
El Tribunal valora lo informado por el Estado, pero recuerda que desde la Sentencia dictada en el caso Gómez 
Palomino ya se había ordenado la referida adecuación de la legislación interna. De este modo, la Corte reitera que 
el Estado debe adoptar las medidas necesarias para reformar, dentro de un plazo razonable, su legislación penal a 
efectos de compatibilizarla con los estándares internacionales en materia de desaparición forzada de personas, con 
especial atención a lo dispuesto en la Convención Americana y en la CIDFP. (párr. 191)
Capacitación a operadores de justicia
[…] Sin perjuicio de la existencia de programas en el Perú para capacitación de sus funcionarios judiciales a 
través de la Academia de la Magistratura, el Tribunal considera necesario que el Estado implemente, en un plazo 
razonable, programas permanentes de educación en derechos humanos destinados a los miembros de los servicios 
de inteligencia, las Fuerzas Armadas, así como a jueces y fiscales. Dentro de dichos programas deberá hacer especial 
mención a la presente Sentencia y a los instrumentos internacionales de derechos humanos y, específicamente, a 
los relativos a la desaparición forzada de personas y tortura. (párr. 193)
3. Medidas de satisfacción y garantías de no repetición
Publicación de las partes pertinentes de la presente Sentencia
Como lo ha dispuesto este Tribunal en otros casos, el Estado deberá publicar en el Diario Oficial y en otro 
diario de amplia circulación nacional, por una sola vez, los párrafos 30 a 203 de la presente Sentencia, con los 
respectivos títulos y subtítulos, sin las notas al pie de página, y la parte resolutiva de la misma. Para ello, se fija el 
plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de esta Sentencia. (párr.194)
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Acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional
[…] La Corte considera de alta importancia la reivindicación del nombre y la dignidad de Kenneth Ney 
Anzualdo Castro y de sus familiares. La propuesta del Estado de sustituir el acto de reconocimiento por el “Museo 
de la Memoria” no constituye una medida individual de satisfacción adecuada […]. En razón de lo anterior, la Corte 
considera necesario que el Estado realice un acto público de reconocimiento de responsabilidad por la desaparición 
forzada de Kenneth Ney Anzualdo Castro, y de desagravio para él y sus familiares, en particular por el tratamiento 
que se les dio desde su desaparición. Este acto deberá realizarse en presencia y, en lo posible, con el acuerdo y 
cooperación de los familiares, si es su voluntad. El acto deberá contar con la participación de altas autoridades del 
Estado y celebrado dentro de un plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, y 
las autoridades procurarán la mayor difusión posible en los medios de comunicación. (párr. 200)
Asimismo, […] la Corte considera apropiado […] disponer que el Estado coloque una placa en el Museo de la 
Memoria, en presencia de los familiares, si así lo desean, mediante un acto público. (párr. 201)
Atención médica y psicológica
Habiendo constatado los daños sufridos por los familiares del señor Anzualdo Castro, el Tribunal estima 
conveniente disponer que el Estado brinde atención médica, psicológica y/o psiquiátrica gratuita y de forma 
inmediata, adecuada y efectiva, a través de sus instituciones públicas de salud especializadas, a aquellos familiares 
considerados víctimas por este Tribunal. […] Asimismo, el tratamiento debe prestarse por el tiempo que sea necesario 
e incluir el suministro de los medicamentos que eventualmente se requieran. (párr. 203)
4. Indemnizaciones
Daño material
Daño emergente
La Corte reconoce que las acciones y gestiones realizadas por los familiares del señor Anzualdo Castro 
para intentar localizarlo generaron gastos que pueden ser considerados como daño emergente, en particular en 
lo referente a las acciones ante diferentes autoridades civiles, administrativas y judiciales. La contratación de un 
investigador no ha sido demostrada. Respecto del señalado cierre de un negocio que tendría la familia Anzualdo, 
el Tribunal reconoce que puede haber tenido relación con la desaparición, aunque no es claro que se debiera 
únicamente a ello, por lo que no corresponde fijar un monto específico al respecto.  (párr. 208)
Respecto de la atención en salud para los familiares, si bien no han sido aportados datos acerca de los 
costos del tratamiento médico de la señora Castro Cachay de Anzualdo, el Tribunal toma en cuenta que esos 
costos fueron asumidos por los familiares, a efectos de fijar la compensación correspondiente al daño material. En 
cuanto al tratamiento psicológico del hijo de Marly Arleny Anzualdo Castro, la Corte observa que no se presentó 
ningún comprobante ni cálculo al respecto, además de que la Comisión y los representantes no lo incluyeron como 
beneficiario de reparaciones en sus solicitudes. Por esa razón el Tribunal no fijará una compensación al respecto.  
(párr. 209)
La Corte tiene presente que la familia Anzualdo no conserva documentos de soporte de los gastos señalados, 
lo cual es razonable luego de transcurridos más de 15 años desde la desaparición, por lo que fija en equidad la 
cantidad de US $15.000,00 (quince mil dólares de los Estados Unidos de América). Esa cantidad deberá ser entregada 
al señor Félix Anzualdo Vicuña, quien la distribuirá entre los miembros de su familia, según corresponda. (párr. 210)
Pérdida de Ingresos
Como ha quedado demostrado, Kenneth Ney Anzualdo Castro estudiaba en la Escuela Profesional de Economía 
de la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad Nacional del Callao cuando fue desparecido por agentes 
estatales y tenía 25 años en ese momento (supra párr. 33). Estaba terminando su último ciclo de estudios y, por lo 
tanto, probablemente habría iniciado su carrera profesional en el año 1995. […] La Corte toma en consideración los 
datos proporcionados por los representantes sobre los salarios en Perú y la expectativa de vida del señor Anzualdo 
Castro al momento de su nacimiento, datos que el Estado no ha controvertido. Es irrelevante considerar, como lo 
pretende el Estado, la tasa de desempleo en Perú, pues no habría base alguna para estimar que un estudiante 
universitario habría dejado de ingresar en el mercado laboral. En razón de lo anterior, la Corte fija en equidad la 
cantidad de US $140.000,00 (ciento cuarenta mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de Kenneth Ney 
Anzualdo Castro, por concepto de pérdida de ingresos a raíz de su desaparición forzada. (párr. 214)
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Daño inmaterial
La jurisprudencia internacional ha establecido reiteradamente que la sentencia puede constituir per se una 
forma de reparación.  No obstante, considerando las circunstancias del caso sub judice, los sufrimientos que las 
violaciones cometidas causaron a la víctima y a sus familiares, así como el cambio en las condiciones de vida y las 
restantes consecuencias de orden inmaterial o no pecuniario que éstos últimos sufrieron, la Corte estima pertinente 
fijar una cantidad, en equidad, como compensación por concepto de daños inmateriales. (párr. 219)
La Corte considera, tal como lo ha señalado en otros casos, que el daño inmaterial infligido al señor Anzualdo 
Castro resulta evidente, pues es propio de la naturaleza humana que toda persona sometida a desaparición forzada, 
experimente un profundo sufrimiento, angustia, terror, impotencia e inseguridad, por lo que este daño no requiere 
pruebas. (párr. 220) 
En cuanto a los familiares, la Corte reitera que el sufrimiento ocasionado a la víctima “se extiende a los 
miembros más íntimos de la familia, en especial aquellos que estuvieron en contacto afectivo estrecho con la víctima”.  
Además, el Tribunal ha estimado que los sufrimientos o muerte de una persona –en este caso, la desaparición 
forzada– acarrean a sus hijas, hijos, cónyuge o compañera y compañero, madre y padre un daño inmaterial, por lo 
cual no es necesario demostrarlo. (párr. 221)
[…] La Corte estima pertinente fijar, en equidad, la cantidad de US $80.000,00 (ochenta mil dólares de los 
Estados Unidos de América) a favor de Kenneth Ney Anzualdo Castro, como compensación por concepto de daño 
inmaterial. A su vez, por el mismo concepto, el Tribunal fija en equidad las compensaciones de US $50.000,00 
(cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de cada una de las siguientes personas: Félix 
Vicente Anzualdo Vicuña, Marly Arleny Anzualdo Castro e Iris Isabel Castro Cachay de Anzualdo, y US $20.000,00 
(veinte mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de Rommel Darwin Anzualdo Castro, por concepto de 
daño inmaterial. (párr. 222)
5. Costas y Gastos
[…] La Corte fija en equidad la cantidad de US $14.000,00 (catorce mil dólares de Estados Unidos de América) 
a favor de CEJIL y APRODEH, por concepto de las costas y gastos. Dichas cantidades deberán ser liquidadas al señor 
Félix Anzualdo Vicuña, quien entregará a los representantes las cantidades que corresponda. (párr. 230)
6.  Modalidades de cumplimiento de los pagos ordenados
Los pagos correspondientes a las indemnizaciones por daños material e inmaterial sufrido directamente por 
el señor Kenneth Ney Anzualdo Castro (supra párrs. 214 y 222), serán entregados a su padre, señor Félix Vicente 
Anzualdo Vicuña. (párr. 232)
En cuanto a los pagos ordenados como indemnizaciones y compensaciones a favor de la señora Iris Isabel 
Castro Cachay de Anzualdo, quien falleció el 26 de octubre de 2006, las cantidades fijadas deberán ser entregadas a 
sus derechohabientes, de modo que un 50% de las cantidades fijadas será entregada al señor Félix Vicente Anzualdo 
Vicuña y el restante 50% en partes iguales entre la señora Marly Arleny Anzualdo Castro y el señor Rommel Darwin 
Anzualdo Castro. (párr. 233)
Las cantidades asignadas en la presente Sentencia como indemnización y como reintegro de costas y gastos 
deberán ser entregadas a las personas indicadas en forma íntegra conforme a lo establecido en esta Sentencia, sin 
reducciones derivadas de eventuales cargas fiscales. (párr. 237)
 
En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un interés sobre la cantidad adeudada, 
correspondiente al interés bancario moratorio en Perú. (párr. 238)
70
CASO N° 203GARIBALDI VS. BRASIL
I. HECHOS
Caso: Garibaldi vs. Brasil
Nº: 203
Fecha de Sentencia: 23 de septiembre 2009
Víctima: Sétimo Garibaldi
Estado parte: Brasil
Caso Completo en:   
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_203_esp.pdf
El 27 de noviembre de 1998, un grupo de veinte hombres encapuchados y armados llegó hasta la Hacienda 
de São Francisco, ocupada por cerca de cincuenta familias vinculadas al Movimento dos Trabalhadores Rurais Sem 
Terra (MST), para efectuar una operación de desalojo extrajudicial. Disparando al aire, ordenaron a los trabajadores 
salir de sus barracas, dirigirse al centro del campamento y permanecer acostados en el piso. Cuando el señor 
Garibaldi salió de su barraca, fue herido en el muslo por una bala, falleciendo a causa de la hemorragia. El grupo 
armado se retiró sin concluir el desalojo.
Ese mismo día la policía militar concurrió al lugar y practicó diligencias para ubicar a Ailton Lobato, 
administrador de la Hacienda, quien habría sido reconocido por testigos como miembro del grupo armado. 
En esa misma fecha se inició ante la jefatura policial la respectiva investigación, sobre los hechos del presente 
caso. El objeto del procedimiento era investigar el homicidio de Sétimo Garibaldi, así como los delitos de posesión 
ilegal de arma y de formación de cuadrilla o banda para cometer crímenes. En el marco de la investigación, se 
recibieron los testimonios de trabajadores rurales que estaban en el lugar, quienes afirmaron haber identificado “al 
hacendado Morival Favoreto y el administrador Ailton Lobato como integrantes del grupo, porque descubrieron sus 
rostros por algunos instantes durante el incidente”. 
Al menos en cinco oportunidades durante la investigación, transcurrieron períodos de tiempo, desde tres hasta 
dieciocho meses, sin que se realizara ninguna actividad más allá de la mera solicitud o reiteración de diligencias 
probatorias. A lo largo de casi seis años que duró la investigación, en trece oportunidades se otorgaron prórrogas 
para el desarrollo de la misma. Hasta que se decretó el archivo de la causa, dicho procedimiento tardó más de 
sesenta veces el plazo legal establecido en el Código de Proceso Penal Brasileño.
El 12 de mayo de 2004 el fiscal solicitó el archivo de la Investigación argumentando, entre otras cosas, 
que: i) cuatro testigos dijeron que Morival Favoreto y Ailton Lobato integraban el grupo armado, pero los demás 
integrantes del MST no mencionaron haberlos visto; ii) Morival Favoreto negó su participación en el crimen, y afirmó 
que se encontraba en otra ciudad acompañando a Darci Favoreto al médico, lo que fue confirmado por el doctor 
Flair Carrilho; iii) Ailton Lobato negó haber participado de los hechos y ejerció su derecho a permancer en silencio; iv) 
el escribiente Ribeiro mencionó divergencias en las declaraciones de los integrantes del MST; v) el tirador no tuvo la 
intención de matar el señor Garibaldi pues efectuó un disparo contra su pierna; vi) habían transcurrido cuatro años 
desde los hechos, sin que hubiera una posibilidad clara de determinar la autoría del delito. 
El 18 de mayo de 2004 la jueza compartió el parecer del Ministerio Público y determinó el archivo de estos 
autos. Iracema Garibaldi (viuda de la víctima) interpuso un Mandado de Segurança el 16 de septiembre de 2004, 
solicitando la reapertura de la Investigación. El Tribunal de Justicia del Estado de Paraná denegó el recurso.
El 24 de diciembre de 2007 la CIDH sometió a la Corte una demanda en contra de la República Federativa 
de Brasil, solicitando su condena por la violación de los artículos 8 (Garantías Judiciales), 25 (Protección Judicial), y 
28 (Cláusula Federal), en relación con el artículo 1.1 (Obligación de Respetar) y 2 (Deber de Adoptar Disposiciones 
de Derecho Interno) de la Convención Americana de Derechos Humanos Los representantes alegaron, además, la 
violación de los artículos 4 (Derecho a la Vida) y 5 (Derecho a la Integridad Personal), en relación con el artículo 1.1 
y 2 de la CADH. 
El 20 de abril de 2009 la fiscal Vera de Freitas Mendonça solicitó la reapertura de la investigación alegando el 
surgimiento de nuevas pruebas, consistentes en declaraciones rendidas en el marco del caso ante la Corte IDH. El 
tribunal accedió a la solicitud, ordenando el desarchivo de la misma.
El 23 de septiembre de 2009 la Corte acogió la demanda y declaró que el Estado violó los derechos a las 
garantías judiciales y a la protección judicial, reconocidos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en 
relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de Iracema Garibaldi, Darsônia Garibaldi, Vanderlei Garibaldi, 
Fernando Garibaldi, Itamar Garibaldi, Itacir Garibaldi y Alexandre Garibaldi.
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II. CONSIDERACIONES DE FONDO DE LA CORTE 
1. DEBIDO PROCESO Y PROTECCIÓNJUDICIAL
Artículos 8.1 y 25.1 en relación con el artículo 1.1 de la Convención.
Obligación de investigar de oficio en caso de muerte violenta 
 Es pertinente destacar que el deber de investigar es una obligación de medios, y no de resultado. Sin embargo, 
debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como una simple formalidad condenada de 
antemano a ser infructuosa, o como una mera gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa 
procesal de las víctimas o de sus familiares o de la aportación privada de elementos probatorios. (párr. 113)
A la luz de ese deber, cuando se trata de la investigación de una muerte violenta como en el presente caso, 
una vez que las autoridades estatales tengan conocimiento del hecho, deben iniciar ex officio y sin dilación, una 
investigación seria, imparcial y efectiva. Esta investigación debe ser realizada por todos los medios legales disponibles 
y orientada a la determinación de la verdad. (párr. 114)
Esta Corte ha especificado los principios rectores que es preciso observar en una investigación cuando se 
está frente a una muerte violenta. Conforme a la jurisprudencia de la Corte Interamericana, las autoridades estatales 
que conducen una investigación de este tipo deben intentar como mínimo, inter alia: a) identificar a la víctima; b) 
recuperar y preservar el material probatorio relacionado con la muerte, con el fin de ayudar en cualquier potencial 
investigación penal de los responsables; c) identificar posibles testigos y obtener sus declaraciones en relación con 
la muerte que se investiga; d) determinar la causa, forma, lugar y momento de la muerte, así como cualquier patrón 
o práctica que pueda haber causado la muerte, y e) distinguir entre muerte natural, muerte accidental, suicidio y 
homicidio. Además, es necesario investigar exhaustivamente la escena del crimen, se deben realizar autopsias y 
análisis de restos humanos en forma rigurosa, por profesionales competentes y empleando los procedimientos más 
apropiados. (párr. 115)
 Derecho de las víctimas y de sus familiares a una debida investigación
Por otra parte, este Tribunal se ha referido al derecho que asiste a los familiares de las presuntas víctimas de 
conocer lo que sucedió y de saber quiénes fueron los responsables de los hechos. Al respecto, la Corte también ha 
señalado que del artículo 8 de la Convención se desprende que las víctimas de violaciones de derechos humanos, 
o sus familiares, deben contar con amplias posibilidades de ser oídos y actuar en los respectivos procesos, tanto 
en procura del esclarecimiento de los hechos y del castigo de los responsables, como en busca de una debida 
reparación. En este sentido, la Corte ha señalado que en un caso de ejecución extrajudicial los derechos afectados 
corresponden a los familiares de la víctima fallecida, quienes son la parte interesada en la búsqueda de justicia y 
a quienes el Estado debe proveer recursos efectivos para garantizarles el acceso a la justicia, la investigación y 
eventual sanción, en su caso, de los responsables y la reparación integral de las consecuencias de las violaciones.” 
(párr. 116)
Consecuentemente, conforme a la jurisprudencia de este Tribunal los familiares de las víctimas tienen el 
derecho, y los Estados la obligación, a que lo sucedido a éstas sea efectivamente investigado por las autoridades 
del Estado; se siga un proceso contra los presuntos responsables de estos ilícitos; en su caso, se les impongan las 
sanciones pertinentes, y se reparen los daños y perjuicios que dichos familiares han sufrido.(párr.117)
Asimismo, la Corte ha señalado que la obligación de investigar y el correspondiente derecho de los familiares 
no sólo se desprende de las normas convencionales de Derecho Internacional imperativas para los Estados Parte, 
sino que además se deriva de la legislación interna que hace referencia al deber de investigar de oficio ciertas 
conductas ilícitas y a las normas que permiten que las víctimas o sus familiares denuncien o presenten querellas, 
pruebas o peticiones o cualquier otra diligencia, con la finalidad de participar procesalmente en la investigación 
penal con la pretensión de establecer la verdad de los hechos. (párr.118)
Fallas y omisiones graves en la investigación policial 
La Corte observa que no se recibieron declaraciones testimoniales que prima facie podrían haber resultado 
indispensables para esclarecer los hechos. Entre las personas que no fueron convocadas a declarar se encontraba 
Vanderlei Garibaldi, quien habría presenciado la operación de desalojo y comunicado el homicidio a la policía, y 
su cuñado Marcelo, quien estaba con el señor Garibaldi en el momento de su muerte. Si bien Vanderlei Garibaldi 
no compareció espontáneamente a la Jefatura a fin de prestar su declaración, cabía a las autoridades estatales 
convocarlo a presentarse, toda vez que la Investigación debió conducirse de oficio por el Estado y no dependía del 
impulso de los familiares del ofendido. Asimismo, la Corte observa que de acuerdo a lo actuado posteriormente por el 
Estado, tal era la importancia del testimonio de Vanderlei Garibaldi que aún después de varios años, su declaración 
ante la Corte Interamericana llevó al Ministerio Público a solicitar el desarchivo de la Investigación. Por ello, el 
Tribunal considera que no se buscó identificar de manera exhaustiva a posibles testigos y obtener declaraciones 
que permitieran esclarecer los hechos en relación con la muerte de Sétimo Garibaldi. (párr.122)
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Asimismo, conforme a lo indicado por el Estado y el testigo ante este Tribunal Fábio Guaragni, la solicitud de 
archivo formulada por el Ministerio Público se basó principalmente en la información prestada por el escribiente 
Ribeiro en cuanto a que existían divergencias entre las declaraciones de los testigos (supra párrs. 97 y 109). Ante 
las eventuales discrepancias, no se realizó ninguna acción para intentar aclararlas, tales como un careo entre las 
personas cuyas declaraciones eran supuestamente contradictorias; tampoco se buscó recibir otros testimonios que 
pudiesen esclarecer estas supuestas diferencias. (párr.123)
Inadecuada manipulación de las pruebas 
La Corte advierte que la inadecuada manipulación del arma aprehendida podría haber causado la inutilización 
de una prueba importante. Resulta contrario a estándares de una investigación adecuada que el escribiente Ribeiro 
utilizara el arma de uno de los imputados, a quien estaba deteniendo, en momentos posteriores al hecho. Asimismo, 
carece de todo fundamento racional que dicho disparo hubiera sido utilizado como una forma de comunicación con 
otras personas (supra párr. 80). De ese modo, se alteró el estado y las condiciones del arma, haciendo imposible que 
el peritaje que buscaba determinar si la misma había sido disparada recientemente produjera algún resultado útil a 
la Investigación (supra párr. 86). (párr.124)
Adicionalmente, también relacionado con dicha arma, el Tribunal observa que el Estado reconoció que la 
falta del peritaje de comparación balística entre los casquillos calibre 38 encontrados en el lugar del desalojo y 
el arma del mismo calibre secuestrada a un imputado, constituyó una falla de la Investigación (supra párr. 107). 
La relevancia de dicho estudio fue confirmada por el testigo Fabio Guaragni, el perito Salo de Carvalho y la fiscal 
Vera de Freitas Mendonça, quien ordenó su realización tras el desarchivo del procedimiento investigativo en abril 
de 2009. Dicho peritaje podría haber resultado útil para comprobar la participación de uno de los imputados en la 
operación de desalojo. (párr.125)
El Tribunal advierte que no está determinado con exactitud donde se encuentra el arma secuestrada que 
estaba bajo custodia del Estado. No consta que dicha prueba ni los casquillos de calibre 38 encontrados en el 
lugar del hecho acompañaran al expediente de la Investigación, a pesar de lo previsto en el artículo 11 del Código 
de Proceso Penal. Tampoco se dejó una constancia en el expediente sobre adonde habría sido remitida la prueba. 
Adicionalmente, pese a la afirmación de Brasil de que el arma no se extravió sino que podría estar en la Jefatura o 
en el Instituto de Criminalística, la Corte observa que el mismo Estado no brindó información precisa al respecto. Por 
otra parte, dos jefes de policía distintos que estuvieron a cargo de la Investigación en fechas diferentes, solicitaron 
el revólver al Juzgado de Loanda, no siendo probable que hubiesen actuado de esta forma si la prueba buscada 
estuviera en la Jefatura (supra párrs. 93 y 96). Ante la falta de dicha información, cuando fue instado a manifestarse 
al respecto, el Ministerio Público no consideró esta situación y procedió a solicitar el archivo de la Investigación. 
(párr.126)
Incumplimiento de las diligencias ordenadas 
El Tribunal también advierte la falta de cumplimiento de algunas diligencias ordenadas por los jefes de policía 
y el Ministerio Público. En efecto, no se llevó a cabo la orden del jefe Almeida que requería la presentación de los 
vehículos que se habrían utilizado en dicha acción para el reconocimiento por parte de los testigos, ni la orden del 
Ministerio Público de que se hiciera “el reconocimiento de los vehículos F1000 negr[o] y D-20 gris, mencionados por 
los testigos” (supra párrs. 76 y 85). Del mismo modo, otras diligencias requeridas por la fiscal Garcia y reiteradas por 
los distintos jefes de policía tampoco fueron llevadas a cabo en la Investigación, tales como realizar el peritaje de 
comparación balística entre el arma incautada a Ailton Lobato y los casquillos encontrados en el lugar del crimen; 
recibir las declaraciones de otros testigos presenciales, de empleados de Morival Favoreto y de otros posibles 
sospechosos, y averiguar la ocurrencia de hechos semejantes en la región. Llama la atención que a pesar de lo 
dispuesto por la fiscal Garcia no fueron convocados otros testigos del hecho, particularmente, teniendo en cuenta la 
naturaleza de la operación que se dirigió contra alrededor de cincuenta familias que se encontraban en la Hacienda 
durante el desalojo; de igual manera, no deja de extrañar que tampoco se cumplió la orden de convocar a prestar 
declaración a los empleados de la Hacienda (supra párrs. 76 y 85). Igualmente, se desprende del expediente que 
se realizó de forma parcial la producción de algunas pruebas requeridas por el jefe Almeida y por la fiscal Garcia. 
(párr.127)
 Falta de investigación diligente y exhaustiva como presupuesto de  
la vulneración de los artículos 8.1 y 25.1 
La Corte considera que los órganos estatales encargados de la investigación relacionada con la muerte 
violenta de una persona, cuyo objetivo es la determinación de los hechos, la identificación de los responsables y su 
posible sanción, deben llevar a cabo su tarea de manera diligente y exhaustiva. El bien jurídico sobre el que recae la 
investigación obliga a redoblar esfuerzos en las medidas que deban practicarse para cumplir su objetivo. El actuar 
omiso o negligente de los órganos estatales no resulta compatible con las obligaciones emanadas de la Convención 
Americana, con mayor razón si está en juego uno de los bienes esenciales de la persona. (párr.130)
Ante lo expuesto, la Corte señala que la falta de respuesta estatal es un elemento determinante al valorar si 
se han incumplido los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, pues tiene relación directa con el principio de 
efectividad que debe caracterizar el desarrollo de tales investigaciones. En el presente caso, las fallas y omisiones 
apuntadas por el Tribunal demuestran que las autoridades estatales no actuaron con la debida diligencia ni con 
arreglo a las obligaciones derivadas de los artículos mencionados concernientes al deber de investigar. (párr.132)
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Razonabilidad del  plazo de la investigación
Este Tribunal ha señalado que el derecho de acceso a la justicia debe asegurar, en un tiempo razonable, el 
derecho de las presuntas víctimas o sus familiares a que se haga todo lo necesario para conocer la verdad de lo 
sucedido y se sancione a los responsables. La falta de razonabilidad en el plazo para el desarrollo de la investigación 
constituye, en principio, por sí misma, una violación de las garantías judiciales, En ese sentido, la Corte ha considerado 
cuatro elementos para determinar la razonabilidad del plazo: a) complejidad del asunto, b) actividad procesal del 
interesado, c) conducta de las autoridades judiciales, y d) afectación generada en la situación jurídica de la persona 
involucrada en el proceso. (párr.133)
[…] A lo largo de casi seis años que duró la Investigación, en trece oportunidades se solicitaron y otorgaron 
prórrogas para el desarrollo de la misma. De tal manera, considerando el período transcurrido entre el 10 de diciembre 
de 1998, cuando recién se iniciaba la Investigación, hasta la orden de archivo en mayo de 2004, la Corte encuentra 
que dicho procedimiento tardó el equivalente a más de sesenta veces el plazo legal de treinta días establecido en el 
artículo 10 del Código de Proceso Penal. (párr.136)
Brasil alegó que la duración de la Investigación se debió a las vacaciones reglamentarias de algunos 
funcionarios públicos, a la realización de diligencias en otras jurisdicciones y al cúmulo de procedimientos a cargo 
de las autoridades estatales. La Corte recuerda, como ya ha sido establecido en la presente Sentencia, que existe 
una obligación internacional del Estado de investigar hechos como los del presente caso y que, por ello, no es posible 
alegar obstáculos internos, tales como la falta de infraestructura o personal para conducir los procesos investigativos 
para eximirse de una obligación internacional. (párr.137)
Con base en las consideraciones precedentes, el Tribunal concluye que el lapso de más de cinco años que 
demoró el procedimiento interno sólo en la fase de investigación de los hechos sobrepasa excesivamente un plazo 
que pudiera considerarse razonable para que el Estado realizara las correspondientes diligencias investigativas, y 
constituye una denegación de justicia en perjuicio de los familiares de Sétimo Garibaldi. (párr. 138)
Violación del Artículo 8 y 25 de la Convención Americana por falta de diligencia en la investigación 
La Corte Interamericana concluye que las autoridades estatales no actuaron con la debida diligencia en la 
investigación de la muerte de Sétimo Garibaldi, la cual, además, excedió un plazo razonable. Por ello, el Estado violó los 
derechos a las garantías y a la protección judiciales previstos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, 
en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de Iracema Garibaldi, Darsônia Garibaldi, Vanderlei Garibaldi, 
Fernando Garibaldi, Itamar Garibaldi, Itacir Garibaldi y Alexandre Garibaldi. (párr.140)
La Corte no puede dejar de expresar su preocupación por las graves fallas y demoras en la investigación del 
presente caso, que afectaron a víctimas que pertenecen a un grupo considerado vulnerable. Como lo ha manifestado 
reiteradamente este Tribunal, la impunidad propicia la repetición crónica de las violaciones de derechos humanos. 
(párr.141)
2. CLÁUSULA FEDERAL
Artículo 28 en relación con los artículos 1.1 y 2  de la Convención.
En lo que respecta a la denominada “cláusula federal” establecida en el artículo 28 de la Convención 
Americana, en ocasiones anteriores la Corte ha tenido oportunidad de referirse al alcance de las obligaciones 
internacionales de derechos humanos de los estados federales. Recientemente en el Caso Escher y otros el Tribunal 
señaló que, en su competencia contenciosa, ha establecido claramente que “según una jurisprudencia centenaria 
y que no ha variado hasta ahora, un Estado no puede alegar su estructura federal para dejar de cumplir una 
obligación internacional”. Esta cuestión también fue abordada en su competencia consultiva, estableciendo que “las 
disposiciones internacionales que conciernen a la protección de los derechos humanos en los Estados americanos, 
[…] deben ser respetadas por los Estados americanos Partes en las respectivas convenciones, independientemente 
de su estructura federal o unitaria”. De tal manera, la Corte considera que los Estados partes deben asegurar el 
respeto y la garantía de todos los derechos reconocidos en la Convención Americana a todas las personas que estén 
bajo su jurisdicción, sin limitación ni excepción alguna con base en su organización interna. El sistema normativo y 
las prácticas de las entidades que forman un estado federal parte de la Convención deben conformarse a la misma. 
(párr. 146)
Por otra parte y finalmente, la Corte estima, como lo hizo en el Caso Escher y otros, que el alegato sobre la 
eventual inobservancia de las obligaciones emanadas del artículo 28 de la Convención debe referirse a un hecho con 
entidad suficiente para ser considerado como un verdadero incumplimiento. En el presente caso, la manifestación 
del Estado en una reunión de trabajo sobre las dificultades en la comunicación con una entidad componente 
del estado federal, no significa ni acarrea por sí misma un incumplimiento a dicha norma. La Corte advierte que 
durante el trámite ante sí el Estado no opuso su estructura federal como excusa para incumplir una obligación 
internacional. Según lo afirmado por el Estado, lo cual no fue desvirtuado por la Comisión ni por los representantes, 
esas expresiones constituyeron una explicación sobre la marcha de la implementación de las recomendaciones del 
Informe No. 13/07 de la Comisión. (párr.148)
Con base en las consideraciones precedentes, el Tribunal no encuentra que el Estado haya incumplido las 
obligaciones emergentes del artículo 28 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1 y 2 del mismo 
tratado. (párr.149)
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III. REPARACIONES
Es un principio de Derecho Internacional que toda violación de una obligación internacional que haya 
producido daño comporta el deber de repararlo adecuadamente. Esa obligación de reparar se regula en todos los 
aspectos por el Derecho Internacional. En sus decisiones, la Corte se ha basado en el artículo 63.1 de la Convención 
Americana. (párr.150)
1. Partes lesionadas
El Tribunal considera parte lesionada, en los términos del artículo 63.1 de la Convención, a quien ha sido 
declarado víctima de la violación de algún derecho consagrado en la misma. En el presente caso la Corte encontró 
que el Estado violó los derechos humanos de las siguientes personas: Iracema Garibaldi, Darsônia Garibaldi, Vanderlei 
Garibaldi, Fernando Garibaldi, Itamar Garibaldi, Itacir Garibaldi y Alexandre Garibaldi (supra párr. 140), a quienes, 
por ende, considera como “partes lesionadas” y beneficiarios de las reparaciones que ordena a continuación. 
(párr.152)
2. Medidas de satisfacción y no repetición.
Obligación de publicar la sentencia.
Como lo ha dispuesto la Corte en otros casos, el Estado deberá publicar en el Diario Oficial, en otro diario de 
amplia circulación nacional, y en un periódico de amplia circulación en el estado de Paraná, por una sola vez, la 
portada, los Capítulos I, VI y VII, sin las notas al pie de página, y la parte resolutiva de la presente Sentencia, como 
medida de satisfacción […] (párr.157)
Reconocimiento público de la responsabilidad internacional
[…] En ese sentido, la Corte no aprecia una relación entre la medida de reparación solicitada y la violación 
declarada en el presente caso por las fallas y omisiones en la Investigación Policial. Por otra parte, el Tribunal 
estima que la presente Sentencia, así como las medidas de reparación ordenadas, constituyen importantes y 
suficientes medidas para reparar las violaciones a las garantías y protección judiciales declaradas en el presente 
caso. (párr.161)
Deber de investigar, juzgar y sancionar a los responsables del homicidio de Sétimo Garibaldi
La Corte valora positivamente el desarchivo de la Investigación. No obstante, el Tribunal considera que si bien 
tal medida resulta un avance inicial importante, la reapertura del procedimiento investigativo deberá ser seguida 
por la realización efectiva de las diligencias necesarias para la elucidación de los hechos y el establecimiento de las 
responsabilidades correspondientes, conforme a lo expuesto en esta Sentencia (supra párrs. 122 a 127). (párr.166)
El Tribunal reitera que el Estado está obligado a combatir esta situación de impunidad por todos los medios 
disponibles, ya que ésta propicia la repetición crónica de las violaciones de derechos humanos y la total indefensión 
de las víctimas y de sus familiares, quienes tienen derecho a conocer la verdad de los hechos. El reconocimiento y el 
ejercicio del derecho a conocer la verdad en una situación concreta constituye un medio de reparación. Por tanto, 
en el presente caso, el derecho a conocer la verdad da lugar a una expectativa de las víctimas que el Estado debe 
satisfacer. (párr.167)
Teniendo en cuenta lo anterior, así como la jurisprudencia de este Tribunal, la Corte dispone que el Estado 
debe conducir eficazmente y dentro de un plazo razonable la Investigación y cualquier proceso que se llegare a 
abrir, como consecuencia de ésta, para identificar, juzgar y, eventualmente, sancionar a los autores de la muerte 
del señor Garibaldi. Del mismo modo, el Estado debe investigar y, si es el caso, sancionar las eventuales faltas 
funcionales en las que podrían haber incurrido los funcionarios públicos a cargo de la Investigación. Asimismo, tal y 
como lo ha señalado esta Corte, las víctimas o sus representantes deberán tener acceso y capacidad de actuar en 
todas las etapas e instancias de los procesos internos instaurados en el presente caso, de acuerdo con la ley interna 
y la Convención Americana. (párr.169)
Revocación de la legislación interna
La Corte es competente para ordenar a un Estado que deje sin efecto una ley interna cuando sus términos 
sean violatorios de los derechos previstos en la Convención y, por ello, contrarios al artículo 2 del mismo tratado, lo 
que no fue alegado ni demostrado por los representantes en el presente caso. Con base en lo expuesto, el Tribunal 
no acoge la solicitud formulada por los representantes. (párr.173)
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Implementación del artículo 10 del Código de Proceso Penal.
La Corte declaró en este caso que el período en el que transcurrió la Investigación no correspondió a un plazo 
razonable y ordenó que se siguiera dicho procedimiento respetándose lo determinado en los artículos 8 y 25 de 
la Convención. En ese sentido, el Estado deberá conducir la Investigación recién reabierta de conformidad con el 
artículo 10 del Código de Proceso Penal y los demás criterios aludidos por el Tribunal en este Fallo. (párr.177)
3. Daño Material, Daño Inmaterial.
Daño material
Como lo ha señalado el Tribunal, las reparaciones deben tener un nexo causal con los hechos del caso, las 
violaciones alegadas, los daños acreditados, así como con las medidas solicitadas para reparar los daños respectivos. 
[…] Las medidas de reparación deben tener relación con los hechos violatorios declarados en la presente Sentencia, 
es decir, las fallas y omisiones en la Investigación Policial llevada a cabo. (párr. 186)
Tomando en consideración lo anterior, en cuanto a los gastos de transporte y gestiones en que habría 
incurrido Iracema Garibaldi en busca de apoyo de sus familiares en otras localidades, la Corte fija en equidad la 
suma de US$ 1.000,00 (mil dólares de los Estados Unidos de América) a su favor. (párr.187)
Daño Inmaterial
Este Tribunal ha establecido reiteradamente que una sentencia declaratoria de la existencia de violación 
constituye, per se, una forma de reparación. No obstante, considerando las circunstancias del caso, y las 
consecuencias que la violación cometida causó a las víctimas, particularmente, la impunidad por la muerte del 
señor Garibaldi, la Corte estima pertinente determinar el pago de una compensación, fijada equitativamente, por 
concepto de daños inmateriales a favor de aquellos familiares considerados víctimas de la violación de los artículos 
8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en conexión con el artículo 1.1 de la misma (supra párr. 140). En consecuencia, 
el Tribunal ordena al Estado pagar la cantidad de US$ 50.000,00 (cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de 
América) a favor de Iracema Garibaldi y US$ 20.000,00 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor 
de cada una de las siguientes víctimas: Darsônia Garibaldi, Vanderlei Garibaldi, Fernando Garibaldi, Itamar Garibaldi, 
Itacir Garibaldi y Alexandre Garibaldi.(párr. 193)
4. Costas y gastos
[…] Teniendo en cuenta lo anterior y ante la falta de comprobantes de estos gastos, la Corte determina, 
en equidad, que el Estado debe entregar la cantidad de US$ 8.000,00 (ocho mil dólares de los Estados Unidos de 
América) por concepto de costas y gastos.[…] (párr.199)
5. Modalidad de cumplimiento de los pagos ordenados
El pago de la indemnización por daño material e inmaterial y el reintegro de costas y gastos establecidos 
en la presente Sentencia serán hechos directamente a las personas indicadas en la misma, en el plazo de un año, 
contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, considerando lo indicado en los párrafos 187, 193 y 199 
de la misma. En caso de fallecimiento con anterioridad al pago de las cantidades respectivas, éstas se entregarán a 
sus derechohabientes, conforme al derecho interno aplicable. (párr. 200)
El Estado deberá cumplir con las obligaciones monetarias mediante el pago en dólares de los Estados Unidos 
de América o su equivalente en moneda nacional, utilizando para el cálculo respectivo el tipo de cambio que se 
encuentre vigente en la bolsa de Nueva York, el día anterior al pago. (párr. 201)
Si por causas atribuibles a los beneficiarios de las indemnizaciones o a sus derechohabientes no fuese posible 
el pago de las cantidades determinadas dentro del plazo indicado, el Estado consignará dicho monto a su favor en 
una cuenta o certificado de depósito en una institución financiera brasileña solvente, en dólares estadounidenses, 
y en las condiciones financieras más favorables que permitan la legislación y la práctica bancaria. Si al cabo de 
diez años el monto asignado no ha sido reclamado, las cantidades serán devueltas al Estado con los intereses 
devengados. (párr. 202)
En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un interés sobre la cantidad adeudada 
correspondiente al interés bancario moratorio en Brasil. (párr. 203)
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CASO N° 204DACOSTA CADOGAN VS. BARBADOS
I. HECHOS
Caso: DaCosta Cadogan vs. Barbados
Nº: 204
Fecha de Sentencia: 24 de septiembre 2009
Víctima: Tyrone DaCosta Cadogan
Estado parte: Barbados
Caso Completo en:   
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_204_esp.pdf
El 9 de diciembre de 2003, autoridades policiales interrogaron al señor Dacosta Cadogan como sopechoso de 
la muerte de la señora Paulette Braithwaite. Antes del interrogatorio, las autoridades policiales preguntaron al señor 
Dacosta Cadogan si deseaba que estuviera presente un abogado, ofrecimiento que habría rechazado en forma tajante. 
En el interrogatorio, el señor Dacosta Cadogan brindó una declaración voluntaria sobre los hechos relacionados con 
la muerte de la señora Braithwaite el 8 de diciembre de 2003. En ese momento, el señor Dacosta Cadogan firmó la 
declaración. Ésta fue luego incorporada como prueba en el juicio en su contra, sin objeción de la defensa. 
En el juicio, que presenta jurados, el juez impartió la instrucción de que éstos debían ponderar toda la evidencia 
respecto de la intención de matar a la víctima o influirle heridas graves, considerando su estado mental, ya que 
constaba que el señor DaCosta estaba bebido y drogado al momento de cometer los hechos de que se le acusaba.
El 18 de mayo de 2005, el señor Tyrone Dacosta Cadogan fue condenado por la Corte Suprema de Barbados 
y sentenciado a morir en la horca por el delito de homicidio que, según la sección 2 de la Ley de Delitos contra la 
Persona, prescribe la pena de muerte como pena automática y obligatoria para el homicidio en los términos siguientes: 
“Cualquier persona condenada por homicidio será sentenciada a, y sufrirá la muerte”.
En Barbados los tribunales no pueden declarar inválida la pena de muerte obligatoria, como consecuencia 
de una cláusula de ‘exclusión’ en la Constitución. Dicha cláusula está dada por la Sección 26 de la Constitución de 
Barbados, que impide que los tribunales declaren la inconstitucionalidad de aquellas leyes que hayan sido promulgadas 
o redactadas antes de la entrada en vigor de la Constitución, aunque violen los derechos fundamentales contenidos 
en los tratados internacionales vigentes. Tal es el caso de la Ley de Delitos contra la Persona de 1994, previa a la Carta 
Fundamental de Barbados.
La Sección 78.3 de la Constitución de Barbados establece que el Gobernador General de Barbados está facultado 
para ejercer la prerrogativa de clemencia en el caso de los condenados a muerte. Según esta disposición, cuando una 
persona ha sido condenada a la pena capital, el Gobernador General debe obtener un informe escrito del caso del juez 
de primera instancia y remitirlo.
De acuerdo con la legislación penal de Barbados, los juicios de homicidio bajo la Ley de Delitos Contra la 
Persona se celebran ante un juez y un jurado en la Corte de Apelaciones (High Court Divission) de la Corte Suprema 
de Barbados. Como se indicó, en los casos en que el acusado es declarado culpable del delito de homicidio, la Ley de 
Delitos Contra la Persona obliga a imponer la pena de muerte. 
Las instancias internas de revisión judicial relacionadas con una condena penal, incluida la condena por el 
delito de homicidio, pueden ser de dos tipos, una apelación criminal de la condena o una acción constitucional bajo la 
Sección 24 de la Constitución. En los dos casos, la apelación es remitida desde juez de primera instancia a la Corte de 
Apelaciones de Barbados.
El señor DaCosta Cadogan nunca fue evaluado completamente por un profesional en salud mental durante su 
juicio, ya que ni su abogado en aquel momento, ni el juez del proceso solicitaron dicha evaluación.
El 2 de junio de 2005, el señor DaCosta apeló la sentencia ante la Corte de Apelaciones de Barbados, la cual 
finalmente confirmaría la decisión de la Corte inferior.  Posteriormente, el 24 de julio de 2006, presentó ante la Corte 
de Justicia del Caribe un pedido de venia especial para apelar, seguido de una solicitud de venia especial para apelar 
como indigente, pero ambas acciones fueron desestimadas el 4 de diciembre de 2006.
El peticionario no ha sido ejecutado, por estar pendiente este proceso ante el Sistema Interamericano, y estar 
pendiente el caso Attorney General et al. v. Jeffrey Joseph y Lennox Ricardo Boyce en la Corte de Justicia del Caribe, 
que es un caso muy similar al tratado en esta petición.
El 31 de octubre de 2008, la Comisión llevó el caso a la Corte Interamericana, solicitando la condena del Estado 
por la violación de los artículos 4 (derechos a la vida), 5 (la integridad personal), y 8 (garantías judiciales), en relación 
con el artículo 1.1 (Obligación de Respetar) y 2 (Deber de adoptar disposiciones de derecho interno) de la Convención 
Americana de Derechos Humanos (CADH). La Corte, el 24 de septimbre de 2009, declaró que el Estado violó, en perjuicio 
del señor Tyrone DaCosta Cadogan, los derechos reconocidos en el artículo 4.1 y 4.2 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 de la misma. También determinó que el Estado incumplió el 
artículo 2 de la CADH, en relación con los artículos 1.1, 4.1, 4.2 y 25.1 de la misma. Por último, el Estado vulneró, en 
perjuicio del señor Tyrone DaCosta Cadogan, los derechos reconocidos en el artículo 8.1, 8.2.c y 8.2.f de la CADH, en 
relación con los artículos 1.1 y 4.1 de dicho instrumento.
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II. CONSIDERACIONES DE FONDO DE LA CORTE
1. DERECHO A LA VIDA
 Artículos 4.1 y 4.2 en relación con el artículo 1.1 de la Convención
Compatibilidad entre la pena de muerte y la Convención Americana.
Al interpretar el tema de la pena de muerte en general, la Corte ha observado que el artículo 4.2 de la 
Convención permite la privación del derecho a la vida por medio de la imposición de la pena de muerte en aquellos 
Estados en los que no ha sido abolida. Esto es, que la pena de muerte no es per se incompatible o prohibida por la 
Convención Americana. Sin embargo, la Convención ha establecido una serie de limitaciones estrictas a la imposición 
de la pena de muerte. Primero, la imposición de la pena de muerte debe limitarse a los delitos comunes más graves 
no relacionados con los delitos políticos. Segundo, la pena debe ser individualizada según las características del 
delito, la participación del acusado y su grado de culpabilidad. Por último, la imposición de esta sanción está sujeta 
a ciertas garantías procesales y el cumplimiento de las mismas debe ser estrictamente observado y revisado. 
(párr.47)
En particular, al abordar el tema de la aplicación obligatoria de la pena de muerte en otros casos, la Corte 
ha sostenido que las referencias a los términos “arbitrariamente” en el artículo 4.1 de la Convención y a “los delitos 
más graves” en el artículo 4.2 son incompatibles con las disposiciones que imponen obligatoriamente la pena de 
muerte a conductas que pueden variar considerablemente y que no restringen su aplicación a los delitos más 
graves. (párr.48)
Limitaciones a la aplicación de la Pena de Muerte
Las disposiciones de la Convención respecto a la aplicación de la pena de muerte deben interpretarse a la 
luz del principio pro persona, es decir, a favor del individuo, en el sentido en que dichas disposiciones “imponen 
restricciones para limitar rigurosamente la aplicación y alcance [de la pena de muerte], de modo que se vaya 
reduciendo hasta su supresión final”. (párr.49)
La Corte ha sostenido en otras ocasiones que:
La privación intencional e ilícita de la vida de una persona (homicidio intencional o doloso, en 
sentido amplio) puede y debe ser reconocida y contemplada en la legislación penal bajo diversas 
categorías (tipos penales) que correspondan a la diversa gravedad de los hechos, tomando en cuenta 
los distintos elementos que pueden concurrir en ellos: especiales relaciones entre el delincuente y la 
víctima [e.g. infanticidio], móvil de la conducta [e.g. por recompensa o promesa de remuneración], 
circunstancias en la que ésta se realiza [e.g. con brutalidad], medios empleados por el sujeto activo 
[e.g. con veneno], etc. De esta forma se establecerá una graduación en la gravedad de los hechos, a la 
que corresponderá una graduación de los niveles de severidad de la pena aplicable. (párr. 50)
De esta manera, la Convención reserva la pena de muerte para aquellos delitos más graves. Sin embargo, la 
Sección 2 de la Ley de Delitos contra la Persona impone de forma indiscriminada la misma sanción para conductas 
que pueden ser muy diferentes entre sí, lo cual es contrario a lo establecido en la Convención. (párr. 51) 
En el caso Boyce y otros, este Tribunal sostuvo que la Sección 2 de la LDCP es contraria al artículo 4.2 de la 
Convención, ya que no limita la aplicación de la pena de muerte a los delitos más graves. En el presente caso, el 
señor DaCosta Cadogan fue sentenciado a muerte de acuerdo con la Sección 2 de la LDCP. El Tribunal no ve razón 
alguna para alejarse de su jurisprudencia anterior y por lo tanto declara que la aplicación de la Sección 2 de la LDCP 
al señor DaCosta Cadogan violó el artículo 4.2 de la Convención, en su perjuicio. (párr. 52)
Violación del derecho a la vida por el carácter arbitrario de la pena de muerte obligatoria
Este Tribunal ha sostenido previamente que una pena de muerte obligatoria legalmente impuesta puede ser 
arbitraria cuando la ley no distingue entre los distintos grados de culpabilidad del acusado, ni toma en consideración 
las circunstancias particulares de cada delito. Con respecto a la Sección 2 de la LDCP, la Corte ya ha declarado que 
ésta prevé legalmente la pena de muerte como la única forma posible de castigo para el delito de homicidio, y a su 
vez no permite la aplicación de una pena menor teniendo en cuenta las características específicas del delito o la 
participación y culpabilidad del acusado. (párr. 53)
Al respecto, la Corte ha sostenido en otras oportunidades que considerar a todas las personas que hayan 
sido encontradas culpables por homicidio como merecedoras de la pena de muerte “significa tratar a las personas 
condenadas de un delito específico no como seres humanos únicos, sino como miembros de una masa anónima, 
sin diferencias, sujeta a la imposición ciega de la pena de muerte”. (párr. 54)
El estricto cumplimiento de ciertas garantías procesales es esencial para evaluar si la pena de muerte ha sido 
impuesta arbitrariamente. Conforme a la ley de Barbados, las defensas legales, jurisprudenciales y excepciones 
para los acusados en casos de pena de muerte, tienen incidencia únicamente en la determinación de la culpa o 
inocencia de la persona, y no en la determinación del castigo adecuado que debería aplicarse una vez que se ha 
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establecido la responsabilidad penal del inculpado.  Es decir, el acusado en un caso de pena de muerte, podría 
intentar evitar el veredicto de culpabilidad interponiendo ciertas defensas jurisprudenciales con respecto a la 
imputación del homicidio. Estas defensas buscan evitar condenas por homicidio y reemplazarlas con condenas 
por “manslaughter” (homicidio culposo), por ejemplo, que conllevan una pena de cadena perpetua o, por otro lado, 
excluir totalmente la responsabilidad penal del acusado por el homicidio. Sin embargo, cuando se encuentra que 
el acusado ha sido culpable del delito de homicidio, la ley no permite que el juez considere el grado de culpabilidad 
del acusado u otras formas de castigo que serían más acordes para ese individuo en las circunstancias particulares 
del caso. Es decir, los tribunales no tienen facultad para individualizar la pena de conformidad con la información 
concerniente al delito y al acusado. (párr. 55)
Por otro lado, el Tribunal ha considerado previamente que al analizar el sistema de la pena de muerte 
obligatoria en Barbados, se debe distinguir entre el derecho que tiene toda persona condenada, conforme al artículo 
4.6 de la Convención, a “solicitar la amnistía, el indulto o la conmutación de la pena” y el derecho reconocido en el 
artículo 4.2 de solicitar a un “tribunal competente” que determine si la pena de muerte es el castigo apropiado en 
cada caso, de conformidad con la legislación interna y la Convención Americana. […] En el presente caso, el poder 
judicial no tuvo otra opción más que imponer la pena de muerte a la presunta víctima cuando ésta fue declarada 
culpable del delito de homicidio y no se permitió una revisión judicial de la imposición de dicho castigo, porque esta 
pena debe ser impuesto de manera obligatoria por ley.  (párr. 56)
En conclusión, independientemente de las defensas disponibles para la determinación de una condena por 
homicidio y sin perjuicio de la posibilidad de solicitar al poder ejecutivo la conmutación de la pena de muerte, la 
Corte considera que en la determinación de la sanción, la Sección 2 de la LDCP impone de manera mecánica y 
genérica la aplicación de la pena de muerte para todo culpable de homicidio. Esto, según ha indicado el Tribunal 
previamente, constituye una contravención de la prohibición de privar del derecho a la vida arbitrariamente, 
reconocido en el artículo 4.1 de la Convención, ya que no permite la individualización de la pena de conformidad 
con las características del delito, ni con la participación y culpabilidad del acusado. (párr. 57)
Por lo tanto, la Corte considera que Barbados violó el artículo 4.1 y 4.2 de la Convención, en relación con el 
artículo 1.1 de la misma, en perjuicio del señor DaCosta Cadogan. (párr. 59)
2. DEBER DE ADOPTAR DISPOSIONES DE DERECHO INTERNO, DERECHO A LA VIDA Y  
DERECHO A LA PROTECCIÓN JUDICIAL
Incumplimiento del Artículo 2  en relación con los artículos 1.1, 4.1, 4.2 Y 25.1   
de la Convención
Alcance de la obligación de adoptar disposiciones de derecho interno y  
de respetar y garantizar los derechos
La Corte ha sostenido previamente que todo Estado Parte de la Convención “debe adoptar todas las medidas 
para que lo establecido en la Convención sea efectivamente cumplido en su ordenamiento jurídico interno, tal 
y como lo requiere el artículo 2 de la Convención”. También ha afirmado que los Estados, en cumplimiento del 
deber general de respetar y garantizar los derechos, “deben adoptar medidas positivas, evitar tomar iniciativas 
que limiten o conculquen un derecho fundamental, y suprimir las medidas y prácticas que restrinjan o vulneren 
un derecho fundamental”. Es decir, conforme al artículo 2 de la Convención Americana, los Estados no sólo tienen 
la obligación positiva de adoptar las medidas legislativas necesarias para garantizar el ejercicio de los derechos 
en ella consagrados, sino que también deben evitar promulgar aquellas leyes que impidan el libre ejercicio de 
estos derechos, y evitar que se supriman o modifiquen las leyes que los protegen. Estas obligaciones derivan y son 
consecuencia natural de la ratificación de la Convención Americana por parte del Estado. (párr. 68)
Deber de eliminar o modificar la legislación que impida el ejercicio de un derecho
Con respecto a la Sección 2 de la LDCP, la cual indica que “[c]ualquier persona condenada por delito de 
homicidio será sentenciada, y sufrirá, la pena de muerte”, la Corte declaró en Boyce y otros que dicha ley impide el 
ejercicio del derecho a no ser privado de forma arbitraria de la vida y como tal es per se contraria a la Convención, 
por lo tanto el Estado tiene el deber de eliminarla o modificarla de conformidad con el artículo 2 de dicho instrumento. 
(párr. 70)
Asimismo, en el presente caso, la norma en cuestión no existe solamente de manera formal, lo cual es 
suficiente para que la Corte declare la violación de la Convención, sino que además ha sido aplicada al señor 
Dacosta Cadogan por medio de una sentencia. Por lo tanto, al igual que en el caso Boyce y otros, la Corte considera 
que aunque la presunta víctima no haya sido ejecutada, el Estado no ha cumplido con el artículo 2 de la Convención 
al mantener, per se, y al aplicar a la presunta víctima,  una ley que restringe sus derechos reconocidos en el artículo 
4 de la misma (supra párrs. 58 y 59). (párr. 71)
79
Con respecto a la Sección 26 de la Constitución de Barbados, el Tribunal determinó en el caso Boyce y otros 
que ésta:
[…] Previene que tribunales puedan declarar la inconstitucionalidad de leyes vigentes que hayan 
sido promulgadas antes de la entrada en vigor de la Constitución, esto es, antes del 30 de noviembre 
de 1966.  Dicha sección se conoce como una “cláusula de exclusión” dado que no permite que dichas 
leyes se sometan a una revisión de constitucionalidad de normas, y por lo tanto, las “excluye” del 
alcance de tales procesos. En efecto, la Sección 26 no permite la impugnación de aquellas leyes 
vigentes, previas a la Constitución, con el propósito de revisar su constitucionalidad aun cuando el fin 
de dicha revisión sea analizar si la ley viola derechos y libertades fundamentales. Este es el caso de la 
Sección 2 de la LDCP, que entró en vigor al momento de la promulgación de la Ley de Delitos Contra la 
Persona de 1868. Es decir, el artículo 2 de la LDCP es una ley previa a la constitución actual, y continúa 
siendo ley en Barbados.  Por lo tanto, en virtud de la “cláusula de exclusión”, la constitucionalidad de la 
Sección 2 de la LDCP no puede ser impugnada a nivel interno. (párr. 72)
En aquel caso, el Tribunal declaró que la “Sección 26 de la Constitución de Barbados efectivamente neg[ó] a 
sus ciudadanos en general, y a las presuntas víctimas en particular, el derecho a buscar protección judicial contra 
las violaciones a su derecho a la vida”. La Corte llegó a una decisión similar en otros casos contra Trinidad y Tobago, 
donde una “cláusula de exclusión” en la Constitución del Estado, tenía el efecto de excluir del escrutinio judicial 
ciertas leyes que, sin dicha exclusión, serían declaradas violatorias de los derechos fundamentales. En ambos casos, 
el Tribunal consideró que el Estado no había cumplido con sus obligaciones según el artículo 2 de la Convención. En 
el presente caso, la Corte no ve razón alguna para variar su jurisprudencia previa sobre este tema.  (párr. 74)
Por consiguiente, a la luz de la jurisprudencia de la Corte, y en tanto la Sección 26 de la Constitución de 
Barbados impide el escrutinio judicial de la Sección 2 de la LDCP, que a su vez viola el derecho a no ser privado de 
la vida arbitrariamente, la Corte considera que el Estado no ha cumplido con sus obligaciones establecidas en el 
artículo 2 de la Convención, en relación con los artículos 1.1, 4.1 y 4.2 y 25.1 de la misma. (párr. 75)
 
3. DERECHO AL DEBIDO PROCESO
Violación del artículo 8.1 y 8.2 en relación con los artículos 1.1 y 4.1 de la Convención.
Debido proceso y pena de muerte
[…] Corresponde a esta Corte analizar si el Estado violó el derecho del señor DaCosta Cadogan a las garantías 
judiciales reconocidas en el artículo 8 de la Convención, dado que no se le efectuó durante su proceso penal una 
evaluación detallada sobre su salud mental. Específicamente, corresponde al Tribunal evaluar si la mera disponibilidad 
de una evaluación psiquiátrica a solicitud del señor DaCosta Cadogan o del juez, era suficiente para garantizarle un 
juicio con respeto del debido proceso. La Corte estima pertinente resaltar que esta es la primera vez que se plantea 
este asunto en un caso contencioso ante ella. (párr. 83)
Al respecto, la Corte recuerda que debido a la naturaleza excepcionalmente seria e irreversible de la pena 
de muerte, su imposición o aplicación está sujeta a ciertos requisitos procesales, que limitan el poder punitivo del 
Estado y cuyo cumplimiento debe ser estrictamente observado y revisado. En este sentido, el Tribunal observa que 
el artículo 8.1 de la Convención establece que “en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra 
[una persona]”, se deben proveer las “debidas garantías[,] dentro de un plazo razonable”. Los términos en que está 
redactado este artículo indican claramente que el sujeto del derecho es el acusado, quien podrá exigir el respeto de 
todas las referidas “debidas garantías” propias de un “debido proceso”, las cuales podrán ser determinadas por el 
tribunal atendiendo a las particularidades de cada caso concreto. Es decir, todo juez tiene la obligación de asegurar 
que los procesos se lleven a cabo con el debido respeto de aquellas garantías judiciales, que sean necesarias para 
asegurar un juicio justo. De esta manera, el artículo 8.2 de dicho instrumento precisa cuáles constituyen las “garantías 
mínimas” a las que toda persona tiene derecho durante el proceso, en plena igualdad. Específicamente, el artículo 
8.2.c de la Convención exige que individuos puedan defenderse adecuadamente contra cualquier acto del Estado 
que pudiera afectar sus derechos. Asimismo, el artículo 8.2.f reconoce el derecho de los acusados a interrogar a los 
testigos presentados contra ellos y aquéllos que declaran a su favor, bajo las mismas condiciones que el Estado, con 
el fin de defenderse. En todo caso, la Convención no impide que los Estados adopten medidas adicionales a aquellas 
reconocidas en el artículo 8.2 de la Convención con el propósito de garantizar un debido proceso. (párr. 84)
Al evaluar si el Estado respetó y garantizó el derecho del señor DaCosta Cadogan a las garantías judiciales, 
el Tribunal observa que esta obligación es más exigente y amplia en aquellos procesos que puedan culminar en 
la pena de muerte. Esto se debe a que dicha pena conlleva una privación del más fundamental de los derechos, el 
derecho a la vida, con la consecuente imposibilidad de revertir la pena una vez que ésta se ha llevado a cabo. De lo 
contrario, una violación del derecho a las garantías judiciales del acusado en un caso de pena de muerte, tal como la 
de no proveerle medios razonables y adecuados para su defensa, a la luz del artículo 8.2.c y 8.2.f de la Convención, 
podría resultar en una privación arbitraria del derecho a la vida reconocido en el artículo 4 de la misma (supra párrs. 
55 a 59). Es decir, la omisión del Estado de adoptar todas las medidas necesarias para garantizar un debido proceso 
en un caso de pena de muerte, indudablemente podría resultar en una injusticia grave e irreversible, con el posible 
resultado de la ejecución de una persona, a la que no se le brindaron sus garantías judiciales. En este sentido, el 
Tribunal ha señalado en múltiples ocasiones que el objeto y propósito de la Convención, como instrumento para 
la protección del ser humano, requiere que el derecho a la vida sea interpretado y aplicado de manera que sus 
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salvaguardas sean verdaderamente prácticas y efectivas (effet utile). Por lo tanto, el análisis respecto de las garantías 
procesales que el Estado debió proveer al señor DaCosta Cadogan, debe hacerse teniendo en cuenta esta amplia 
protección que corresponde al derecho a la vida. (párr. 85)
Necesidad de descartar la incidencia de enfermedades mentales en la determinación de 
responsabilidad penal, especialmente, si está en juego la pena de muerte
Al respecto, este Tribunal estima que para establecer la responsabilidad penal de un acusado, resulta 
necesario determinar el efecto que podría tener una enfermedad mental sobre el sujeto al momento de cometer el 
delito, lo cual va más allá de la determinación del estado de su salud mental durante el transcurso del juicio. En el 
caso particular del señor DaCosta Cadogan, la determinación del efecto que pudo tener una supuesta enfermedad 
mental en él al momento del delito era relevante en tanto podría haberle permitido alegar una defensa de atenuantes 
de responsabilidad. […] La diferencia entre una determinación u otra, en un caso de pena de muerte, particularmente 
de pena de muerte obligatoria, podría significar para el acusado la diferencia entre la vida y la muerte. (párr. 87)
No obstante que el ordenamiento jurídico interno permitía al juez solicitar la opinión de un experto para tales 
efectos, ésta nunca fue ordenada en el proceso seguido contra el señor DaCosta Cadogan. Es decir, el Estado omitió 
ordenar que se llevara a cabo una evaluación psiquiátrica con el propósito de determinar, inter alia, la existencia 
de una posible dependencia al alcohol u otros “trastornos de personalidad”, que pudieron haber afectado al señor 
DaCosta Cadogan al momento del delito, y tampoco aseguró que el señor DaCosta Cadogan y su abogado tuvieran 
conciencia sobre la disponibilidad de una evaluación gratuita, voluntaria y detallada de su salud mental, con el 
fin de preparar su defensa en el juicio. […] Consecuentemente, la supuesta condición mental del señor DaCosta 
Cadogan al momento de los hechos nunca fue completamente evaluada por un profesional en la salud mental, para 
la preparación de su defensa, en un caso donde la muerte era la única sentencia posible. (párr. 88)
A diferencia de otros procesos penales,  en los que esta actitud pasiva del Estado con respecto a la disponibilidad 
de evaluaciones psiquiátricas resultaría admisible, el caso del señor DaCosta Cadogan resulta diferente por varias 
razones. Primero, se trataba de un proceso sujeto a la imposición obligatoria de la pena de muerte que como se 
señaló anteriormente, exige la más amplia y estricta observación de las garantías procesales. Segundo, la situación 
particular del acusado al momento del delito razonablemente ameritaba al menos, una indagación respecto a una 
posible situación de dependencia al alcohol o algún “trastorno de personalidad”, especialmente teniendo en cuenta 
que el juez planteó ante el jurado el asunto del efecto que pudo haber causado el consumo de alcohol y drogas en 
el estado mental del acusado. Tercero, teniendo en cuenta que fue el propio Estado el que designó a un abogado 
defensor a favor del señor DaCosta Cadogan, correspondía al juez adoptar una posición más activa para asegurar 
que se adoptaran todas las medidas necesarias para velar por el respeto de las garantías judiciales. Cuarto, el señor 
DaCosta Cadogan solicitó en el proceso de apelación la posibilidad de presentar una evaluación más detallada 
respecto de su supuesto trastorno de personalidad y dependencia al alcohol, sin que ello le fuera permitido. (párr. 
89)
Por lo tanto, teniendo en cuenta las particularidades del caso y los estrictos requisitos procesales que el 
Estado debió observar por tratarse de un caso de pena de muerte obligatoria, el Tribunal considera que la omisión 
del Estado descrita en los párrafos precedentes constituyó una violación del derecho a las garantías judiciales del 
señor DaCosta Cadogan, reconocidas en el artículo 8.1, 8.2.c y 8.2.f de la Convención, en relación con el artículo 1.1 
de dicho instrumento. (párr. 90)
 
Es un principio del Derecho Internacional que toda violación de una obligación internacional, que haya 
producido un daño, comporta el deber de repararlo adecuadamente. Esa obligación de reparar se regula en todos 
los aspectos por el  Derecho Internacional. La Corte ha fundamentado sus decisiones en materia de reparaciones en 
el artículo 63.1 de la Convención Americana. (párr. 94)
1. Parte lesionada
Por lo tanto, de conformidad con el artículo 63.1 de la Convención Americana, este Tribunal considera a 
Tyrone DaCosta Cadogan como la “parte lesionada” en el presente caso. […] (párr. 98)
2. Medidas de satisfacción y garantías de no repetición
Sentencia como forma de reparación
Primero, la Corte considera que la presente Sentencia constituye per se una forma de reparación, que debe 
ser entendida como una medida de satisfacción, que reconoce que los derechos de Tyrone DaCosta Cadogan 
materia del caso han sido violados por el Estado. (párr.100)
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Reforma legislativa
La Corte toma nota, una vez más, de la voluntad expresa del Estado de cumplir plenamente con la Sentencia en 
el caso Boyce y otros. Sin embargo, considerando que las medidas legislativas o de otra índole ordenadas en Boyce y 
otros aún no han sido implementadas, y con el fin de reparar las violaciones declaradas en esta Sentencia, el Tribunal 
estima pertinente reiterar que el Estado debe adoptar dichas medidas legislativas o de otra índole necesarias para 
garantizar que la imposición de la pena de muerte no vulnere los derechos y libertades garantizados en la Convención, 
y específicamente que no sea impuesta mediante una pena obligatoria. En este sentido, el Estado debe adoptar las 
medidas legislativas o de otra índole necesarias para asegurar que la Constitución y las leyes de Barbados resulten 
conformes con la Convención Americana, en particular la Sección 2 de la LDCP y la Sección 26 de la Constitución de 
Barbados. El Estado debe cumplir con estas medidas de reparación, dentro de un plazo razonable, a partir de la fecha 
de notificación de la presente Sentencia. (párr.104)
Adicionalmente, como medida de reparación y con el fin de garantizar que eventos como los analizados en 
la presente Sentencia no se repitan, el Estado deberá asegurar que todas las personas acusadas de un delito, cuya 
sanción sea la pena de muerte obligatoria, sean debidamente informadas al inicio del procedimiento penal en su 
contra del derecho que la normativa en Barbados les reconoce en cuanto a obtener una evaluación psiquiátrica por 
parte de un psiquiatra empleado por el Estado. (párr.105)
Dejar sin efecto la Pena de Muerte 
En el caso Boyce y otros este Tribunal ordenó al Estado la conmutación de la pena a favor de una de las víctimas. 
Sin embargo, a diferencia de lo resuelto en dicha oportunidad, el Tribunal considera que la reparación apropiada en 
el presente caso, debe tener en cuenta que “la determinación de la pena es una función judicial” (supra párr. 56), y 
que la conmutación de una pena corresponde a un procedimiento no judicial. Por lo tanto, la Corte considera que en 
el presente caso, como medida de reparación por las violaciones declaradas en la presente Sentencia, el Estado debe 
dejar sin efecto y no llevar a cabo la pena de muerte impuesta al señor Tyrone DaCosta Cadogan. Asimismo, el Estado 
debe brindarle, sin la necesidad de un nuevo juicio, una audiencia para la determinación judicial de la pena adecuada 
en su caso, en consideración de las características particulares del delito y la participación y grado de culpabilidad 
del acusado. Para todo lo anterior, el Estado deberá tener como referente el nuevo marco legislativo que el Estado de 
Barbados adoptará como consecuencia de las medidas legislativas ordenadas por este Tribunal, para asegurar que 
la imposición de la pena de muerte no vulnere los derechos y libertades garantizados en la Convención (supra párr. 
104). (párr.109)
En vista de las violaciones declaradas en la presente Sentencia, la Corte también estima pertinente ordenar, 
como una medida adicional de reparación, que el Estado no imponga una pena de muerte al señor DaCosta Cadogan 
bajo las nuevas medidas legislativas que esta Corte ha ordenado al Estado que adopte. (párr.110)
3. Daño material e inmaterial
La Corte reconoce que los representantes y la Comisión no han solicitado compensación pecuniaria en el 
presente caso. El Tribunal considera además que las medidas apropiadas para reparar las violaciones declaradas 
en la presente Sentencia deben ser aquéllas que le brinden satisfacción a la parte lesionada y que garanticen la no 
repetición de dichas violaciones. Por lo tanto, no se ordenará ninguna compensación. (párr.114)
4. Costas y gastos
[…] Por lo tanto, el Tribunal considera razonable ordenar al Estado reembolsar el monto en equidad de US$ 
18.000,00 (dieciocho mil dólares de los Estados Unidos de América) por las costas y gastos relacionados con el presente 
caso, incluyendo los gastos futuros relacionados con la supervisión del cumplimiento de esta Sentencia. Considerando 
que la víctima está actualmente en prisión en Barbados y que algunos de sus representantes trabajan en Inglaterra, 
el Estado deberá pagar dicho monto directamente a los representantes, dentro de un plazo de un año a partir de la 
notificación de la presente Sentencia. (párr.121)
5. Modalidad de cumplimiento de los pagos ordenados
El pago establecido en la presente Sentencia por concepto de reintegro de las costas y gastos no podrá ser 
afectado, reducido o condicionado por cargas fiscales actuales o futuras. (párr.122)
El Estado debe cumplir con sus obligaciones pecuniarias mediante el pago en dólares de los Estados Unidos 
de América o su equivalente en dólares de Barbados, utilizando para el cálculo respectivo el tipo de cambio que se 
encuentre vigente en la plaza de Nueva York, Estados Unidos de América, el día anterior al pago. (párr.123)
En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un interés sobre la cantidad adeudada, correspondiente 
al interés bancario moratorio en Barbados. (párr.124)
IV. MEDIDAS PROVISIONALES
La Corte ordenó que el Estado adopte medidas provisionales a favor de Tyrone DaCosta Cadogan con el fin de 
preservar su “vida e integridad física […] para no obstaculizar la tramitación de su caso ante el Sistema Interamericano” 
(supra párr. 125). Dado que su caso ya ha sido conocido por este Tribunal, a través de su competencia contenciosa, y se 
ha declarado que el Estado violó la Convención Americana en perjuicio del señor DaCosta Cadogan, la Corte considera 
que el objetivo de las medidas provisionales se ha cumplido. A la luz de lo anterior, la Corte por este medio levanta las 
medidas provisionales ordenadas a su favor. Por consiguiente, el Tribunal considera que las obligaciones del Estado 
dentro del marco de estas medidas provisionales, particularmente en cuanto a no ejecutar al señor DaCosta Cadogna, 
son sustituidas por las ordenadas en la presente Sentencia a partir de la fecha de su notificación. (párr.127)  
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CASO N° 205GONZÁLEZ Y OTRAS (“CAMPO ALGODONERO”) VS. MÉXICO
I. HECHOS
Caso: González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México
Nº: 205
Fecha de Sentencia: 16 de noviembre 2009
Víctima: Claudia Ivette González y otras
Estado parte: México
Caso Completo en:   
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_205_esp.pdf
Ciudad Juárez está ubicada en México, al norte del estado de Chihuahua, en la frontera con El Paso, Texas. 
Las desigualdades sociales y la proximidad con la frontera internacional han contribuido al desarrollo de diversas 
formas de delincuencia organizada, tales como narcotráfico, trata de personas, tráfico de armas y lavado de dinero.
Desde 1993 existe un aumento significativo en el número de desapariciones y homicidios de mujeres de entre 15 y 
25 años de edad, de origen humilde, estudiantes o trabajadoras.
No existen datos concluyentes, pero algunos informes hablan de cifras que oscilan entre 260 y 370 homicidios 
de mujeres entre 1993 y 2003. En cuanto a las desapariciones, las cifras varían entre 257 y 400 mujeres, en el mismo 
período. 
Uno de los factores estructurales que incide en esta situación es la modificación de los roles familiares, 
suscitada a partir de 1965, con el desarrollo de la industria maquiladora. Esto se intensificó en 1993, al adoptarse 
el Tratado de Libre Comercio con América del Norte. Al dar preferencia a la contratación de mujeres, la mujer se 
convirtió en la principal proveedora de la familia. Sin embargo, este cambio social no ha sido acompañado de un 
cambio en la mentalidad tradicional de cariz patriarcal, que impera en Ciudad de Juárez. 
Un número considerable de los homicidios presentan varios factores en común: las mujeres son secuestradas 
y mantenidas en cautiverio, sus familiares denuncian su desaparición y luego de días o meses sus cadáveres son 
encontrados en terrenos baldíos, con signos de violación u otros tipos de abusos sexuales, tortura y mutilaciones.
Además, estos crímenes se han caracterizado por la falta de su esclarecimiento, enraizándose una cultura 
de impunidad que los ha fomentado. Los funcionarios estatales suelen desestimar las denuncias, influenciados por 
un contexto de discriminación basada en el género. Estigmatizan a las víctimas de desaparición por el hecho de 
ser mujeres, culpándolas a ellas mismas de su suerte y también a sus madres, por permitir que anduvieran solas o 
salieran de noche.
Dentro de este contexto se enmarca la desaparición y ulterior muerte de las víctimas del presente caso, las 
jóvenes Claudia Ivette González (20 años, trabajadora), Esmeralda Herrera Monreal (15 años, estudiante) y Laura 
Berenice Ramos Monárrez (17 años, estudiante), quienes desaparecieron en distintas fechas entre Septiembre y 
Octubre de 2001, y cuyos cuerpos fueron encontrados en un campo algodonero de Ciudad Juárez, el día 6 de 
noviembre de 2001. 
Además de las mencionadas deficiencias en la actuación de las autoridades, a su respecto se presentaron 
irregularidades relacionadas con la demora en la iniciación de su búsqueda y de las investigaciones, lentitud de 
las mismas, inactividad en los expedientes, falta de información en el reporte sobre el hallazgo de los cadáveres, 
inadecuada preservación de la escena del crimen, falta de rigor en la recolección de evidencias y en la cadena de 
custodia, contradicciones e insuficiencias de las autopsias, e irregularidades e insuficiencias en la identificación de 
los cuerpos y en la entrega de los mismos,  así como extravío de restos bajo custodia del Ministerio Público, y  falta 
de contemplación de las agresiones a mujeres como parte de un fenómeno global de violencia de género. 
La Comisión solicitó a la Corte que declare al Estado responsable por la violación de los derechos consagrados 
en los artículos 4 (Derecho a la Vida), 5 (Derecho a la Integridad Personal), 8 (Garantías Judiciales), 19 (Derechos del 
Niño) y 25 (Protección Judicial) de la Convención, y el incumplimiento de las obligaciones que derivan del artículo 7 
de la Convención Belém do Pará. Adicionalmente, los representantes solicitaron a la Corte que declare que el Estado 
es responsable por la violación de los artículos 7 (Derecho a la Libertad Personal) y 11 (Derecho a la Dignidad y a la 
Honra) de la Convención, así como el artículo 7 de la Convención Belém do Pará, en conexión con los artículos 8 y 9 
del mismo instrumento. 
La Corte declaró que el Estado violó los derechos a la vida, integridad personal y libertad personal reconocidos 
en los artículos 4.1, 5.1, 5.2 y 7.1 de la Convención Americana, en relación con la obligación general de garantía 
contemplada en el artículo 1.1 y la obligación de adoptar disposiciones de derecho interno contemplada en el 
artículo 2 de la misma, así como con las obligaciones contempladas en el artículo 7.b y 7.c de la Convención Belém 
do Pará, en perjuicio de Claudia Ivette González, Laura Berenice Ramos Monárrez y Esmeralda Herrera Monreal. Por 
los mismos motivos, estimó que el Estado violó los derechos de acceso a la justicia y protección judicial, consagrados 
en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma y 7.b y 7.c de 
la Convención Belém do Pará, en perjuicio de los familiares de las mentadas víctimas. Asimismo, según la decisión de 
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la Corte, el Estado vulneró el deber de no discriminación contenido en el artículo 1.1 de la Convención Americana, en 
relación con el deber de garantía de los derechos a la vida, integridad personal y libertad personal, consagrados en 
los artículos 4.1, 5.1, 5.2 y 7.1 de dicho tratado, en perjuicio de Laura Berenice Ramos Monárrez, Esmeralda Herrera 
Monreal y Claudia Ivette González; así como en relación con el acceso a la justicia consagrado en los artículos 8.1 y 
25.1 de la mencionada Convención, en perjuicio de sus familiares. Por último, México violó los derechos de los niños 
y niñas, consagrados en el artículo 19 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma, 
en perjuicio de las niñas Esmeralda Herrera Monreal y Laura Berenice Ramos Monárrez, así como también conculcó 
el derecho a la integridad personal (art. 5.1 de la CADH) de los familiares de las víctimas directas de este caso, por 
los sufrimientos y hostigamientos ocasionados a dichos familiares.
El Estado realizó un reconocimiento parcial de responsabilidad, admitiendo que en la primera etapa de las 
investigaciones se presentaron irregularidades que afectaron la integridad psíquica y la dignidad de los familiares 
de las víctimas.
1. EXCEPCIONES PRELIMINARES: INCOMPETENCIA RATIONAE MATERIA DE LA CORTE IDH PARA 
CONOCER PETICIONES RELATIVAS A LA CONVENCIÓN BELÉM DO PARÁ, POR FALTA DE DECLARA-
CIÓN ESPECÍFICA DEL ESTADO. 
Competencia contenciosa de la Corte para conocer la violación del art. 7 de la  
Convención Bélem do Pará: argumento de interpretación literal 
[…] La Convención Bélem do Pará establece que la Comisión considerará las peticiones respecto de su artículo 
7 “de acuerdo con las normas y los requisitos de procedimiento para la presentación y consideración de peticiones 
estipulados en la Convención Americana […] y en el Estatuto y el Reglamento de la Comisión”. Esta formulación no se 
excluye ninguna disposición de la Convención Americana, por lo que habrá que concluir que la Comisión actuará en 
las peticiones sobre el artículo 7 de la Convención Bélem do Pará “de conformidad con lo dispuesto en los artículos 
44 al 51 de [la Convención Americana]”, como lo dispone el artículo 41 de la misma Convención. El artículo 51 de la 
Convención y el artículo 44 del Reglamento de la Comisión se refieren expresamente al sometimiento de casos ante 
la Corte cuando ocurre incumplimiento de las recomendaciones del informe de fondo al que se refiere el artículo 
50 de la Convención Americana. Asimismo, el artículo 19.b del Estatuto de la Comisión establece que entre las 
atribuciones de la Comisión está la de “comparecer ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos en los casos 
previstos en la Convención”. (párr. 40)
En suma, parece claro que el tenor literal del artículo 12 de la Convención Belém do Pará concede 
competencia a la Corte, al no exceptuar de su aplicación ninguna de las normas y requisitos de procedimiento para 
las comunicaciones individuales. (párr. 41)
Competencia contenciosa de la Corte para conocer la violación del art. 7 de la Convención 
Bélem do Pará: argumento de interpretación sistemática
La Corte reitera su jurisprudencia en torno a la “integridad institucional del sistema de protección consagrado 
en la Convención Americana”. Ello significa, por un lado, que el sometimiento de un caso contencioso ante la Corte 
respecto a un Estado Parte que haya reconocido la competencia contenciosa del Tribunal requiere del desarrollo 
previo del procedimiento ante la Comisión. De otra parte, la competencia asignada a la Comisión por el inciso f del 
artículo 41 convencional abarca los diversos actos que culminan en la presentación de una demanda ante la Corte 
para recabar de ésta una resolución jurisdiccional. Este artículo se refiere a un ámbito en el que se actualizan las 
atribuciones tanto de la Comisión como de la Corte, en sus respectivos momentos. Cabe recordar que la Corte es el 
único órgano judicial en estas materias.(párr. 55)
En conclusión, una interpretación sistemática de las normas relevantes para resolver esta controversia 
permite respaldar aún más la competencia contenciosa de la Corte respecto al artículo 7 de la Convención Belém 
do Pará. (párr.58)
Competencia contenciosa de la Corte para conocer la violación del art. 7 de la Convención 
Bélem do Pará:  argumento de Interpretación teleológica y principio del efecto útil
El fin del sistema de peticiones consagrado en el artículo 12 de la Convención Belém do Pará es el de fortalecer 
el derecho de petición individual internacional a partir de ciertas precisiones sobre los alcances del enfoque de 
género. La adopción de esta Convención refleja una preocupación uniforme en todo el hemisferio sobre la gravedad 
del problema de la violencia contra la mujer, su relación con la discriminación históricamente sufrida y la necesidad 
de adoptar estrategias integrales para prevenirla, sancionarla y erradicarla. En consecuencia, la existencia de un 
sistema de peticiones individuales dentro de una convención de tal tipo, tiene como objetivo alcanzar la mayor 
protección judicial posible, respecto a aquellos Estados que han admitido el control judicial por parte de la Corte. 
(párr. 61)
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Con respecto al efecto útil, la Corte reitera lo señalado en su primer fallo contencioso, en el sentido de que 
una finalidad inherente a todo tratado es la de alcanzar este efecto. Ello es aplicable a las normas de la Convención 
Americana relacionadas con la facultad de la Comisión de someter casos a la Corte. Y es ésta una de las normas a 
la que remite la Convención Belém do Pará. (párr. 65)
En consecuencia, si bien es cierto que en el caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú no se realizó un 
análisis exhaustivo de la competencia del Tribunal para conocer de violaciones al artículo 7 de la Convención Belém 
do Pará, que en su momento se consideró innecesario ante la falta de controversia de las partes, en el presente 
caso, en el que México ha cuestionado dicha competencia, la Corte ha expuesto los motivos que le llevan a reafirmar 
su jurisprudencia en la materia. (párr. 76)
Todo lo anterior permite concluir que la conjunción entre las interpretaciones sistemática y teleológica, la 
aplicación del principio del efecto útil, sumadas a la suficiencia del criterio literal en el presente caso, permiten 
ratificar la competencia contenciosa de la Corte respecto a conocer de violaciones del artículo 7 de la Convención 
Belém do Pará. (párr. 77)
2. VIOLACION AL ART. 7 DE LA CONVENCION BELÉM DO PARÁ
Calificación de una violación de derechos humanos de mujeres como “violencia contra la 
mujer” según la Convención Americana y la Convención Belém do Pará.
La Convención Belém do Pará define la violencia contra la mujer como “cualquier acción o conducta, basada 
en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público 
como en el privado”.(párr.226)
Esta Corte ha establecido “que no toda violación de un derecho humano cometida en perjuicio de una mujer 
conlleva necesariamente una violación de las disposiciones de la Convención de Belém do Pará”. (párr. 227)
En el presente caso, la Corte toma nota, en primer lugar, del reconocimiento del Estado con respecto a la 
situación de violencia contra la mujer en Ciudad Juárez (supra párr. 222), así como su señalamiento con respecto 
a que los homicidios de mujeres en Ciudad Juárez “se encuentran influenciados por una cultura de discriminación 
contra la mujer” (supra párr. 129).(párr. 228)
En segundo lugar, el Tribunal observa lo establecido supra (párr. 133) en cuanto a que los informes de la 
Relatoría de la CIDH, del CEDAW y de Amnistía Internacional, entre otros, señalan que muchos de los homicidios de 
mujeres en Ciudad Juárez son manifestaciones de violencia basada en género. (párr. 229)
En tercer lugar, las tres víctimas de este caso eran mujeres jóvenes, de escasos recursos, trabajadoras o 
estudiantes, como muchas de las víctimas de los homicidios en Ciudad Juárez (supra párr. 123). Las mismas fueron 
hechas desaparecer y sus cuerpos aparecieron en un campo algodonero. Se ha tenido como probado que sufrieron 
graves agresiones físicas y muy probablemente violencia sexual de algún tipo antes de su muerte. (párr. 230)
Todo esto lleva a la Corte a concluir que las jóvenes González, Ramos y Herrera fueron víctimas de violencia 
contra la mujer según la Convención Americana y la Convención Belém do Pará. Por los mismos motivos, el Tribunal 
considera que los homicidios de las víctimas fueron por razones de género y están enmarcados dentro de un 
reconocido contexto de violencia contra la mujer en Ciudad Juárez. (párr.231)
3. DERECHO A LA VIDA, A LA INTEGRIDAD PERSONAL Y A LA LIBERTAD PERSONAL.
Artículos 4, 5 y 7 en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención y con el artículo 7 de la 
Convención Belém do Pará
Deber de prevención de los derechos a la vida, a la integridad y a la libertad de las víctimas, 
en el contexto de violencia sistemática contra la mujer.
[…] Los Estados deben adoptar medidas integrales para cumplir con la debida diligencia en casos de violencia 
contra las mujeres. En particular, deben contar con un adecuado marco jurídico de protección, con una aplicación 
efectiva del mismo y con políticas de prevención y prácticas que permitan actuar de una manera eficaz ante las 
denuncias. […] los Estados deben adoptar medidas preventivas en casos específicos en los que es evidente que 
determinadas mujeres y niñas pueden ser víctimas de violencia. Todo esto debe tomar en cuenta que en casos de 
violencia contra la mujer, los Estados tienen, además de las obligaciones genéricas contenidas en la Convención 
Americana, una obligación reforzada a partir de la Convención Belém do Pará […] (párr. 258)
[…] la Corte no puede sino hacer presente que la ausencia de una política general que se hubiera iniciado por 
lo menos en 1998 –cuando la CNDH advirtió del patrón de violencia contra la mujer en Ciudad Juárez-, es una falta 
del Estado en el cumplimiento general de su obligación de prevención.(párr. 282)
La búsqueda pronta y diligente de las víctimas como parte del deber de prevención que 
impone la CADH y que refuerza la Convención Belém do Pará
[…] Antes del hallazgo de los cuerpos- el Estado, dado el contexto del caso, tuvo conocimiento de que existía un 
riesgo real e inmediato de que las víctimas fueran agredidas sexualmente, sometidas a vejámenes y asesinadas. La 
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Corte considera que ante tal contexto surge un deber de debida diligencia estricta frente a denuncias de desaparición 
de mujeres, respecto a su búsqueda durante las primeras horas y los primeros días. Esta obligación de medio, al 
ser más estricta, exige la realización exhaustiva de actividades de búsqueda. En particular, es imprescindible la 
actuación pronta e inmediata de las autoridades policiales, fiscales y judiciales ordenando medidas oportunas y 
necesarias dirigidas a la determinación del paradero de las víctimas o el lugar donde puedan encontrarse privadas 
de libertad. Deben existir procedimientos adecuados para las denuncias y que éstas conlleven una investigación 
efectiva desde las primeras horas. Las autoridades deben presumir que la persona desaparecida está privada de 
libertad y sigue con vida hasta que se ponga fin a la incertidumbre sobre la suerte que ha corrido. (párr. 283)
México no demostró haber adoptado las medidas razonables, conforme a las circunstancias que rodeaban 
a los casos, para encontrar a las víctimas con vida. El Estado no actuó con prontitud dentro de las primeras horas y 
días luego de las denuncias de desaparición, dejando perder horas valiosas. En el período entre las denuncias y el 
hallazgo de los cuerpos de las víctimas, el Estado se limitó a realizar formalidades y a tomar declaraciones que, aunque 
importantes, perdieron su valor una vez que éstas no repercutieron en acciones de búsqueda específicas. Además, 
las actitudes y declaraciones de los funcionarios hacia los familiares de las víctimas que daban a entender que las 
denuncias de desaparición no debían ser tratadas con urgencia e inmediatez llevan al Tribunal razonablemente a 
concluir que hubo demoras injustificadas luego de las presentaciones de las denuncias de desaparición. Todo esto 
demuestra que el Estado no actuó con la debida diligencia requerida para prevenir adecuadamente las muertes 
y agresiones sufridas por las víctimas y que no actuó como razonablemente era de esperarse de acuerdo a las 
circunstancias del caso para poner fin a su privación de libertad. Este incumplimiento del deber de garantía es 
particularmente serio debido al contexto conocido por el Estado -el cual ponía a las mujeres en una situación 
especial de vulnerabilidad- y a las obligaciones reforzadas impuestas en casos de violencia contra la mujer por el 
artículo 7.b de la Convención Belém do Pará. (párr. 284)
Además, la Corte considera que el Estado no demostró haber adoptado normas o implementado las medidas 
necesarias, conforme al artículo 2 de la Convención Americana y al artículo 7.c de la Convención Belém do Pará, 
que permitieran a las autoridades ofrecer una respuesta inmediata y eficaz ante las denuncias de desaparición 
y prevenir adecuadamente la violencia contra la mujer. Tampoco demostró haber adoptado normas o tomado 
medidas para que los funcionarios responsables de recibir las denuncias tuvieran la capacidad y la sensibilidad 
para entender la gravedad del fenómeno de la violencia contra la mujer y la voluntad para actuar de inmediato. 
(párr.285)
En razón de todo lo expuesto, el Tribunal considera que el Estado violó los derechos a la vida, integridad 
personal y libertad personal reconocidos en los artículos 4.1, 5.1, 5.2 y 7.1 de la Convención Americana, en relación 
con la obligación general de garantía contemplada en el artículo 1.1 y la obligación de adoptar disposiciones de 
derecho interno contemplada en el artículo 2 de la misma, así como con las obligaciones contempladas en el artículo 
7.b y 7.c de la Convención Belém do Pará, en perjuicio de Claudia Ivette González, Laura Berenice Ramos Monárrez 
y Esmeralda Herrera Monreal. (párr. 286)
4. DERECHO A LAS GARANTIAS JUDICIALES Y DERECHO A UN RECURSO EFECTIVO
Artículo 8 y 25 en relación con el artículo 1.1 y 2 de la Convención y el artículo 7 de la  
Convención Belém do Pará
Deber de investigar efectivamente los hechos, conforme a los artículos 8.1 y 25.1 de la 
Convención, derivado de la obligación de garantía de los derechos a la vida,  
integridad y libertad personal
De la obligación general de garantía de los derechos a la vida, integridad personal y libertad personal deriva 
la obligación de investigar los casos de violaciones de esos derechos; es decir, del artículo 1.1 de la Convención 
en conjunto con el derecho sustantivo que debe ser amparado, protegido o garantizado. Asimismo, México debe 
observar lo dispuesto en el artículo 7.b y 7.c de la Convención Belém do Pará, que obliga a actuar con la debida 
diligencia y a adoptar la normativa necesaria para investigar y sancionar la violencia contra la mujer. (párr. 287)
A la luz de ese deber, una vez que las autoridades estatales tengan conocimiento del hecho, deben iniciar 
ex officio y sin dilación, una investigación seria, imparcial y efectiva por todos los medios legales disponibles y 
orientada a la determinación de la verdad y a la persecución, captura, enjuiciamiento y eventual castigo de todos 
los autores de los hechos, especialmente cuando están o puedan estar involucrados agentes estatales.(párr.290)
[…] En el marco de la obligación de proteger el derecho a la vida, la Corte Europea de Derechos Humanos ha 
desarrollado la teoría de la “obligación procesal” de efectuar una investigación oficial efectiva en casos de violaciones 
a aquél derecho. La Corte Interamericana también ha aplicado esta teoría en diversos casos. (párr. 292)
Alcances adicionales de la obligación de investigar en casos que se enmarcan en un  
contexto general de violencia contra la mujer 
La Corte considera que el deber de investigar efectivamente, siguiendo los estándares establecidos por el 
Tribunal (supra párrs. 287 a 291) tiene alcances adicionales cuando se trata de una mujer que sufre una muerte, 
maltrato o afectación a su libertad personal en el marco de un contexto general de violencia contra las mujeres. En 
similar sentido, la Corte Europea ha dicho que cuando un ataque es motivado por razones de raza, es particularmente 
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importante que la investigación sea realizada con vigor e imparcialidad, teniendo en cuenta la necesidad de reiterar 
continuamente la condena de racismo por parte de la sociedad y para mantener la confianza de las minorías en 
la habilidad de las autoridades de protegerlas de la amenaza de violencia racial. El criterio anterior es totalmente 
aplicable al analizarse los alcances del deber de debida diligencia en la investigación de casos de violencia por razón 
de género. (párr. 293)
Para determinar si la obligación procesal de proteger los derechos a la vida, integridad personal y libertad 
personal por la vía de una investigación seria de lo ocurrido se ha cumplido a cabalidad en este caso, es preciso 
examinar las diversas acciones tomadas por el Estado con posterioridad al hallazgo de los cuerpos sin vida, así como 
los procedimientos a nivel interno destinados a dilucidar los hechos ocurridos y a identificar a los responsables de 
las violaciones cometidas en perjucio de las víctimas. (párr. 294)
Irregularidades en la custodia de la escena del crimen, recolección y manejo de evidencias, 
elaboración de las autopsias y en la identificación y entrega de los restos de las víctimas
Entre las irregularidades reconocidas por el Estado durante la primera etapa de las investigaciones se 
encuentran “[l]a inapropiada preservación del lugar del hallazgo”, la no adopción de “medidas necesarias” para que 
la escena del crimen “no fuera contaminada”, “el procesamiento no exhaustivo de las evidencias recabadas” y la no 
realización de “diligencias periciales sobre los indicios probatorios”. (párr.299)
[…] La Corte ha especificado los principios rectores que es preciso observar en una investigación cuando se está 
frente a una muerte violenta. Las autoridades estatales que conducen una investigación de este tipo deben intentar 
como mínimo, inter alia: i) identificar a la víctima; ii) recuperar y preservar el material probatorio relacionado con la 
muerte, con el fin de ayudar en cualquier potencial investigación penal de los responsables; iii) identificar posibles 
testigos y obtener sus declaraciones en relación con la muerte que se investiga; iv) determinar la causa, forma, lugar 
y momento de la muerte, así como cualquier patrón o práctica que pueda haber causado la muerte, y v) distinguir 
entre muerte natural, muerte accidental, suicidio y homicidio. Además, es necesario investigar exhaustivamente la 
escena del crimen, se deben realizar autopsias y análisis de restos humanos, en forma rigurosa, por profesionales 
competentes y empleando los procedimientos más apropiados. (párr. 300)
Incumplimiento de estándares internacionales referidos a la escena del crimen
Además, los estándares internacionales señalan que, en relación con la escena del crimen, los investigadores 
deben, como mínimo, fotografiar dicha escena, cualquier otra evidencia física y el cuerpo como se encontró y 
después de moverlo; todas las muestras de sangre, cabello, fibras, hilos u otras pistas deben ser recogidas y 
conservadas; examinar el área en busca de huellas de zapatos o cualquier otra que tenga naturaleza de evidencia, y 
hacer un informe detallando cualquier observación de la escena, las acciones de los investigadores y la disposición 
de toda la evidencia coleccionada. El Protocolo de Minnesota establece, entre otras obligaciones, que al investigar 
una escena del crimen se debe cerrar la zona contigua al cadáver, y prohibir, salvo para el investigador y su equipo, 
el ingreso a la misma. (párr.301)
Incumplimiento de estándares relativos a la cadena de custodia
Sobre este punto, el Manual de Naciones Unidas indica que la debida diligencia en una investigación médico-
legal de una muerte exige el mantenimiento de la cadena de custodia de todo elemento de prueba forense. 
Ello consiste en llevar un registro escrito preciso, complementado, según corresponda, por fotografías y demás 
elementos gráficos, para documentar la historia del elemento de prueba a medida que pasa por las manos de 
diversos investigadores encargados del caso. La cadena de custodia puede extenderse más allá del juicio y la 
condena del autor, dado que las pruebas antiguas, debidamente preservadas, podrían servir para el sobreseimiento 
de una persona condenada erróneamente. […] (párr.305)
El Tribunal concluye que en el presente caso se presentaron irregularidades relacionadas con: i) la falta de 
precisión de las circunstancias del hallazgo de los cadáveres; ii) la poca rigurosidad en la inspección y salvaguarda de 
la escena del crimen practicada por las autoridades; iii) el indebido manejo de algunas de las evidencias recolectadas, 
y iv) los métodos utilizados no fueron acordes para preservar la cadena de custodia. (párr. 306)
Además, la Corte observa que este caso no es el único en el que se han denunciado negligencias en la 
recolección de evidencias […] (párr. 307)
Incumplimiento de formalidades básicas que debe seguir una autopsia
La Corte resalta que las autopsias tienen como objetivo recolectar, como mínimo, información para identificar 
a la persona muerta, la hora, fecha, causa y forma de la muerte. Estas deben respetar ciertas formalidades básicas, 
como indicar la fecha y hora de inicio y finalización, así como el lugar donde se realiza y el nombre del funcionario 
que la ejecuta. Asimismo, se debe, inter alia, fotografiar adecuadamente el cuerpo; tomar radiografías del cadáver, 
de su bolsa o envoltorio y después de desvestirlo, documentar toda lesión. Se debe documentar la ausencia, soltura o 
daño de los dientes, así como cualquier trabajo dental, y examinar cuidadosamente las áreas genital y para-genital 
en búsqueda de señales de abuso sexual. En casos de sospecha de violencia o abuso sexual, se debe preservar 
líquido oral, vaginal y rectal, y vello externo y público de la víctima. Asimismo, el Manual de Naciones Unidas indica 
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que en los protocolos de autopsia se debe anotar la posición del cuerpo y sus condiciones, incluyendo si está tibio 
o frío, ligero o rígido; proteger las manos del cadáver; registrar la temperatura del ambiente y recoger cualquier 
insecto. (párr. 310)
En el presente caso, un perito del EAAF que analizó la autopsia de la joven Herrera señaló que ésta no era 
completa […] No se describieron el período de la putrefacción, la macroscopía de los órganos internos, ni se realizó el 
tiempo craneano, es decir no hay apertura del mismo. Las autopsias no anexaron fotografías ni radiografías que se 
han debido tomar, ni hicieron referencia a ellas. Similares conclusiones se pueden establecer respecto a las demás 
autopsias a partir de la prueba disponible ante la Corte […] Tampoco documentaron la realización de exámenes 
específicos en búsqueda de evidencias de abuso sexual, lo cual resulta particularmente grave debido al contexto 
probado en el presente caso y a las características que presentaban los cuerpos al momento de su hallazgo (supra 
párr. 212). (párr. 311)
La Corte constata que estas negligencias no son aisladas sino que forman parte de un contexto en Ciudad 
Juárez, según el cual “en gran parte de los expedientes analizados no se apreció que se haya solicitado, ni que 
corra agregado en actuaciones, dictamen pericial alguno para la búsqueda de fibras en las ropas de las víctimas, 
a efecto de una posterior confronta[ción]; lo anterior, incluso, en los restos humanos u osamentas de víctimas no 
identificados”. Según un informe de Amnistía Internacional de 2003 las autopsias no se llevaban a cabo “conforme 
a los estándares necesarios para contribuir al esclarecimiento de los crímenes”, ni tampoco se exponen los medios 
utilizados para llevar a conclusiones, como por ejemplo, la estatura, tipo de muerte o la posible hora o fecha de 
muerte. Asimismo, la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos relacionados con los Homicidios de Mujeres en 
Ciudad Juárez hace referencia a que “se detectó que en algunos casos[,] dichos dictámenes establecen fechas en 
las que está plenamente acreditado que las víctimas todavía se hallaban con vida” (párr. 312)
Incumplimiento de estándares internacionales que rigen la entrega de  
los restos de las víctimas
Los estándares internacionales exigen que la entrega de restos ocurra cuando la víctima esté claramente 
identificada, es decir, una vez que se haya conseguido una identificación positiva. El Protocolo de Minnesota 
establece que “el cuerpo debe ser identificado por testigos confiables y otros métodos objetivos”. (párr. 318)
En el presente caso, a pesar de haberse ordenado la realización de diversos dictámenes periciales, incluyendo 
unos basados en la superposición cráneo-rostro y la realización de pruebas de ADN, al momento de la entrega de 
los cuerpos el Estado sólo contaba con las opiniones que algunos familiares emitieron respecto a algunos datos 
físicos generales y al reconocimiento de vestimenta. (párr.319)
La Corte concluye que el reconocimiento efectuado por parte de familiares no era suficiente para una 
identificación positiva, así como tampoco lo eran las pruebas cráneo-rostro. Además, la Corte constata que la 
entrega de cuerpos fue realizada antes de que existiera certeza sobre la identidad de los mismos, lo cual generó 
mayores dificultades en el proceso posterior de identificación a través de muestras de ADN. (párr. 324)
Teniendo en cuenta lo expuesto, así como el reconocimiento de responsabilidad efectuado por el Estado, el 
Tribunal concluye que se presentaron irregularidades relacionadas con: i) falta de información en el reporte sobre 
el hallazgo de los cadáveres, ii) inadecuada preservación de la escena del crimen, iii) falta de rigor en la recolección 
de evidencias y en la cadena de custodia, iv) contradicciones e insuficiencias de las autopsias, y v) irregularidades e 
insuficiencias en la identificación de los cuerpos, así como en la entrega irregular de los mismos. (párr.333)
Irregularidades en la persecución de los presuntos responsables
La Corte recuerda que los señores García y González no son las víctimas respecto de quienes se está 
determinando la existencia de presuntas violaciones a la Convención. Sin embargo, la información respecto a las 
irregularidades en la investigación es fundamental para valorar el acceso a la justicia que tuvieron las madres y 
demás familiares de las tres mujeres asesinadas. Teniendo en cuenta la prueba analizada, es posible concluir que las 
investigaciones respecto a los “crímenes del campo algodonero” se relacionan con un contexto de irregularidades en 
la determinación de responsables por crímenes similares. Así por ejemplo, la CNDH, en 2003, se refirió a la “obtención 
indiscriminada de confesiones” por parte de agentes del Ministerio Público y elementos policiales a su cargo. A partir 
de 89 casos que se sometieron al conocimiento de la autoridad jurisdiccional, la CNDH observó que:
Las personas involucradas en la comisión de los delitos confesaron de manera “espontánea” 
su participación ante el agente del Ministerio Público del estado, no obstante que con posterioridad 
manifestaron ante el órgano jurisdiccional que habían sido sometidos a torturas, maltratos o amenazas 
para que firmaran declaraciones con las que no se encontraban de acuerdo, y que les habían sido 
arrancadas con violencia. 
[…] 
es claro que en el caso de torturas inferidas a personas detenidas, generalmente los responsables 
suelen recurrir a prácticas orientadas a tratar de no dejar huella alguna en el cuerpo de la víctima, y en 
su caso a justificar su actuación mediante la simulación de certificados médicos, los cuales, por regla 
general, sin cumplir ningún parámetro metodológico, se concretan a señalar que la persona examinada 
se encontraba “sin lesiones” (párr. 343)
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Un Informe de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (ONUDD) sobre su misión en 
Ciudad Juárez, analizó el caso Campo Algodonero y otros casos. Dicha Oficina verificó que varios jueces invertían 
indebidamente la carga de la prueba, rechazaban los alegatos de tortura restando veracidad a las retractaciones e 
indicaban que no estaban suficientemente probadas, sin una valoración médico pericial de las lesiones y sin que se 
hubiera iniciado una averiguación previa al respecto. (párr. 344)
Teniendo en cuenta todo lo anterior, la Corte acepta el reconocimiento de responsabilidad estatal respecto 
a que la investigación dirigida contra los señores García y González implicó que “no se continu[ara] agotando 
otras líneas de investigación” y que “la determinación de la no responsabilidad penal” de esos dos señores “generó 
en [los] familiares falta de credibilidad en las autoridades investigadoras, pérdida de indicios y pruebas por el 
simple transcurso del tiempo”. Además, el Tribunal resalta que la falta de debida investigación y sanción de las 
irregularidades denunciadas propicia la reiteración en el uso de tales métodos por parte de los investigadores. 
Ello afecta la capacidad del Poder Judicial para identificar y perseguir a los responsables y lograr la sanción que 
corresponda, lo cual hace inefectivo el acceso a la justicia. En el presente caso, estas irregularidades generaron 
el reinicio de la investigación cuatro años después de ocurridos los hechos, lo cual generó un impacto grave en la 
eficacia de la misma, más aún por el tipo de crimen cometido, donde la valoración de evidencias se hace aún más 
difícil con el transcurso del tiempo. (párr. 346)
[…] La jurisprudencia de la Corte ha señalado que un Estado puede ser responsable por dejar de “ordenar, 
practicar o valorar pruebas que hubieran sido de mucha importancia para el debido esclarecimiento de los 
homicidios” (párr. 349)
En el presente caso, el 9 de marzo de 2006 la Titular de la Fiscalía Mixta para la Atención de Homicidios de 
Mujeres en Ciudad Juárez recibió el expediente penal por las muertes del campo algodonero, luego de que el 14 
de julio de 2005 fuera revocada la condena del 13 de octubre de 2004 contra el único acusado. La Corte constata 
que, sin justificación alguna, las investigaciones estuvieron paralizadas durante casi ocho meses después de la 
revocatoria de la condena. (párr. 350)
Por otra parte, durante la audiencia pública la Corte fue informada sobre los resultados de la segunda etapa 
de las investigaciones y el plan de trabajo a seguir por parte del Ministerio Público. Sin embargo, no existen resultados 
de las diligencias anunciadas por el Agente del Ministerio Público a cargo de la investigación, tales como el estudio 
de ciertas prendas, nuevos análisis genéticos y la investigación en torno a presuntos responsables. (párr.351)
Deber de relacionar las investigaciones cuando las violaciones responden a un  
patrón estructural o sistemático, como ocurre en un contexto de violencia contra la mujer
La jurisprudencia de la Corte ha señalado que ciertas líneas de investigación, cuando eluden el análisis de los 
patrones sistemáticos en los que se enmarcan cierto tipo de violaciones a los derechos humanos, pueden generar 
ineficacia en las investigaciones. (párr. 366)
El presente caso, en las investigaciones por los tres crímenes no se encuentran decisiones del Ministerio 
Público dirigidas a relacionar estas indagaciones con los patrones en los que se enmarcan las desapariciones de 
otras mujeres. Esto último fue ratificado por el agente del Ministerio Público en la audiencia pública del presente caso. 
Por todo lo anterior, la Corte considera que no es aceptable el argumento del Estado en el sentido de que lo único 
en común entre los ocho casos sea que aparecieron en la misma zona, ni es admisible que no exista una mínima 
valoración judicial de los efectos del contexto respecto a las investigaciones por estos homicidios. (párr. 369)
Lo ocurrido en el presente caso es concordante con lo señalado previamente en el contexto respecto a que 
en muchas investigaciones se observa la falta de contemplación de las agresiones a mujeres como parte de un 
fenómeno generalizado de violencia de género. (párr. 370)
Importancia de la investigación y sanción de los funcionarios involucrados  
en las irregularidades suscitadas en el presente caso 
En otros casos el Tribunal se ha referido a instancias disciplinarias de carácter judicial en algunos países, 
otorgando importante valor simbólico al mensaje de reproche que puede significar este tipo de sanciones respecto a 
funcionarios públicos y miembros de las fuerzas armadas. Además, el Tribunal resalta la importancia de las actuaciones 
disciplinarias en orden a controlar la actuación de dichos funcionarios públicos, particularmente cuando las violaciones 
de derechos humanos responden a patrones generalizados y sistemáticos. (párr. 373)
Sobre la relación de las acciones disciplinarias con el derecho de acceso a la justicia, el Tribunal ha señalado 
que en los procesos disciplinarios se debe determinar las circunstancias en que se cometió la infracción al deber 
funcional que condujo al menoscabo del derecho internacional de los derechos humanos. (párr. 374)
El Tribunal resalta que las sanciones administrativas o penales tienen un rol importante para crear la clase 
de competencia y cultura institucional adecuada para enfrentar los factores que explican el contexto de violencia 
contra la mujer que ha sido probado en el presente caso. Si se permite que personas responsables de estas graves 
irregularidades continúen en sus cargos, o peor aún, ocupen posiciones de autoridad, se puede generar impunidad y 
crear las condiciones para que los factores que inciden en el contexto de violencia persistan o se agraven. (párr. 377)
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A partir de la información disponible en el expediente ante la Corte, se concluye que no se ha investigado 
a ninguno de los funcionarios supuestamente responsables por las negligencias ocurridas en el presente caso. En 
concreto, no se han esclarecido las graves irregularidades en la persecución de responsables y en el manejo de las 
evidencias durante la primera etapa de la investigación. Ello hace aún más manifiesta la situación de indefensión de 
las víctimas, contribuye a la impunidad y propicia la repetición crónica de las violaciones de los derechos humanos 
de que se trata. (párr. 378)
A manera de conclusión, la Corte acepta el reconocimiento de responsabilidad por las irregularidades 
cometidas en la primera etapa de las investigaciones. Sin embargo, el Tribunal ha constatado que en la segunda etapa 
de las mismas no se han subsanado totalmente dichas falencias. Las irregularidades en el manejo de evidencias, la 
alegada fabricación de culpables, el retraso en las investigaciones, la falta de líneas de investigación que tengan en 
cuenta el contexto de violencia contra la mujer en el que se desenvolvieron las ejecuciones de las tres víctimas y la 
inexistencia de investigaciones contra funcionarios públicos por su supuesta negligencia grave, vulneran el derecho 
de acceso a la justicia, a una protección judicial eficaz y el derecho de los familiares y de la sociedad a conocer la 
verdad de lo ocurrido. Además, denota un incumplimiento estatal de garantizar, a través de una investigación seria 
y adecuada, los derechos a la vida, integridad personal y libertad personal de las tres víctimas. Todo ello permite 
concluir que en el presente caso existe impunidad y que las medidas de derecho interno adoptadas han sido 
insuficientes para enfrentar las graves violaciones de derechos humanos ocurridas. El Estado no demostró haber 
adoptado normas o implementado las medidas necesarias, conforme al artículo 2 de la Convención Americana y al 
artículo 7.c de la Convención Belém do Pará, que permitieran a las autoridades ofrecer una investigación con debida 
diligencia. Esta ineficacia judicial frente a casos individuales de violencia contra las mujeres propicia un ambiente de 
impunidad que facilita y promueve la repetición de los hechos de violencia en general y envía un mensaje según el 
cual la violencia contra las mujeres puede ser tolerada y aceptada como parte del diario vivir. (párr. 388)
Por lo expuesto, el Tribunal concluye que el Estado incumplió con su deber de investigar -y con ello su deber 
de garantizar- los derechos consagrados en los artículos 4.1, 5.1, 5.2 y 7.1 de la Convención Americana, en relación 
con los artículos 1.1 y 2 de la misma y con el artículo 7.b y 7.c de la Convención Belém do Pará, en perjuicio de 
Claudia Ivette González, Laura Berenice Ramos Monárrez y Esmeralda Herrera Monreal. Por los mismos motivos, el 
Estado violó los derechos de acceso a la justicia y protección judicial, consagrados en los artículos 8.1 y 25.1 de la 
Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma y 7.b y 7.c de la Convención Belém do Para, 
en perjuicio de los familiares de las tres víctimas identificados en el párrafo 9 supra. (párr.389)
5. DERECHO A LA IGUALDAD Y NO DISCRIMINACION
La violencia contra la mujer como discriminación y la falta de igualdad  
en el acceso a la justicia
Dada la controversia entre las partes y la ambigüedad del reconocimiento efectuado por el Estado, el Tribunal 
analizará si la obligación de no discriminar contenida en el artículo 1.1 de la Convención fue cumplida en el presente 
caso. (párr. 393)
Desde una perspectiva general la CEDAW define la discriminación contra la mujer como “toda distinción, 
exclusión a restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, 
goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la 
mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y 
civil o en cualquier otra esfera”. En el ámbito interamericano, la Convención Belém do Pará señala que la violencia 
contra la mujer es “una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y 
hombres” y reconoce que el derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye el derecho a ser libre de 
toda forma de discriminación. (párr. 394)
El CEDAW ha declarado que la definición de la discriminación contra la mujer “incluye la violencia basada en el 
sexo, es decir, la violencia dirigida contra la mujer [i] porque es mujer o [ii] que la afecta en forma desproporcionada”. 
El CEDAW también ha señalado que “[l]a violencia contra la mujer es una forma de discriminación que impide 
gravemente que goce de derechos y libertades en pie de igualdad con el hombre”. (párr. 395)
El Tribunal Europeo de Derechos Humanos declaró en el caso Opuz vs. Turquía que “la falla del Estado de 
proteger a las mujeres contra la violencia doméstica viola el derecho de ellas a igual protección de la ley y esta falla 
no necesita ser intencional”. La Corte Europea consideró que aunque la pasividad judicial general y discriminatoria 
en Turquía no era intencional, el hecho de que afectaba principalmente a las mujeres permitía concluir que la 
violencia sufrida por la peticionaria y su madre podía considerarse violencia basada en género, lo cual es una forma 
de discriminación en contra de las mujeres. Para llegar a esta conclusión, el Tribunal aplicó el principio según el cual 
una vez que se demuestra que la aplicación de una regla lleva a un impacto diferenciado entre mujeres y hombres, 
el Estado debe probar que se debe a factores objetivos no relacionados con la discriminación. La Corte Europea 
constató que en el lugar en que vivía la peticionaria se presentaba el número más alto de víctimas de violencia 
doméstica, que las víctimas eran todas mujeres, que la mayoría de las víctimas eran del mismo origen y, además, 
que las mujeres víctimas enfrentaban problemas cuando denunciaban la violencia, como el hecho que los policías 
no investigaban los hechos sino que asumían que dicha violencia era un “tema familiar”. (párr. 396)
En el caso del Penal Castro Castro Vs. Perú, la Corte señaló que las mujeres detenidas o arrestadas “no deben 
sufrir discriminación, y deben ser protegidas de todas las formas de violencia o explotación” […] Dicha discriminación 
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incluye “la violencia dirigida contra la mujer porque es mujer o que la afecta en forma desproporcionada”, y que 
abarca “actos que infligen daños o sufrimientos de índole física, mental o sexual, amenazas de cometer esos actos, 
coacción y otras formas de privación de la libertad”. (párr. 397)
De otro lado, al momento de investigar dicha violencia, ha quedado establecido que algunas autoridades 
mencionaron que las víctimas eran “voladas” o que “se fueron con el novio”, lo cual, sumado a la inacción estatal 
en el comienzo de la investigación, permite concluir que esta indiferencia, por sus consecuencias respecto a la 
impunidad del caso, reproduce la violencia que se pretende atacar, sin perjuicio de que constituye en sí misma una 
discriminación en el acceso a la justicia. La impunidad de los delitos cometidos envía el mensaje de que la violencia 
contra la mujer es tolerada, lo que favorece su perpetuación y la aceptación social del fenómeno, el sentimiento 
y la sensación de inseguridad en las mujeres, así como una persistente desconfianza de éstas en el sistema de 
administración de justicia. Al respecto, el Tribunal resalta lo precisado por la Comisión Interamericana en su informe 
temático sobre “Acceso a la Justicia para Mujeres Víctimas de Violencia” en el sentido de que [l]a influencia de 
patrones socioculturales discriminatorios puede dar como resultado una descalificación de la credibilidad de la 
víctima durante el proceso penal en casos de violencia y una asunción tácita de responsabilidad de ella por los 
hechos, ya sea por su forma de vestir, por su ocupación laboral, conducta sexual, relación o parentesco con el 
agresor, lo cual se traduce en inacción por parte de los fiscales, policías y jueces ante denuncias de hechos violentos. 
Esta influencia también puede afectar en forma negativa la investigación de los casos y la valoración de la prueba 
subsiguiente, que puede verse marcada por nociones estereotipadas sobre cuál debe ser el comportamiento de las 
mujeres en sus relaciones interpersonales. (párr. 400)
En similar forma, el Tribunal considera que el estereotipo de género se refiere a una pre-concepción de atributos 
o características poseídas o papeles que son o deberían ser ejecutados por hombres y mujeres respectivamente. 
Teniendo en cuenta las manifestaciones efectuadas por el Estado (supra párr. 398), es posible asociar la subordinación 
de la mujer a prácticas basadas en estereotipos de género socialmente dominantes y socialmente persistentes, 
condiciones que se agravan cuando los estereotipos se reflejan, implícita o explícitamente, en políticas y prácticas, 
particularmente en el razonamiento y el lenguaje de las autoridades de policía judicial, como ocurrió en el presente 
caso. La creación y uso de estereotipos se convierte en una de las causas y consecuencias de la violencia de género 
en contra de la mujer. (párr. 401)
Por ello, el Tribunal considera que en el presente caso la violencia contra la mujer constituyó una forma 
de discriminación y declara que el Estado violó el deber de no discriminación contenido en el artículo 1.1 de la 
Convención, en relación con el deber de garantía de los derechos consagrados en los artículos 4.1, 5.1, 5.2 y 7.1 de la 
Convención Americana, en perjuicio de Laura Berenice Ramos Monárrez, Esmeralda Herrera Monreal y Claudia Ivette 
González; así como en relación con el acceso a la justicia consagrado en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención, en 
perjuicio de los familiares de las víctimas identificados en el párrafo 9 supra. (párr. 402)
6. DERECHOS DE LOS NIÑOS Y NIÑAS
Artículo 19 en relación con el artículo 1.1. y 2 de la Convención y el artículo 7 de la Convención 
Belém do Pará
Derechos de las niñas en relación al art. 19 de la Convención Americana
Esta Corte ha establecido que los niños y niñas tienen derechos especiales a los que corresponden deberes 
específicos por parte de la familia, la sociedad y el Estado. Además, su condición exige una protección especial que 
debe ser entendida como un derecho adicional y complementario a los demás derechos que la Convención reconoce 
a toda persona. La prevalencia del interés superior del niño debe ser entendida como la necesidad de satisfacción 
de todos los derechos de la infancia y la adolescencia, que obliga al Estado e irradia efectos en la interpretación 
de todos los demás derechos de la Convención cuando el caso se refiera a menores de edad. Asimismo, el Estado 
debe prestar especial atención a las necesidades y los derechos de las presuntas víctimas en consideración a su 
condición de niñas, como mujeres que pertenecen a un grupo en una situación vulnerable. (párr.408)
Medidas positivas que el Estado estaba obligado a adoptar para proteger los  
derechos de las niñas desaparecidas 
En el presente caso, la Corte considera que el Estado tenía la obligación de adoptar todas las medidas 
positivas que fueran necesarias para garantizar los derechos de las niñas desaparecidas. En concreto, el Estado 
tenía el deber de asegurar que fueran encontradas a la mayor brevedad, una vez los familiares reportaron su 
ausencia, especialmente debido a que el Estado tenía conocimiento de la existencia de un contexto específico en el 
que niñas estaban siendo desaparecidas. (párr. 409)
A pesar de la existencia de legislación para la protección de la niñez, así como de determinadas políticas 
estatales, la Corte resalta que de la prueba aportada por el Estado no consta que, en el caso concreto, esas medidas 
se hayan traducido en medidas efectivas para iniciar una pronta búsqueda, activar todos los recursos para movilizar 
a las diferentes instituciones y desplegar mecanismos internos para obtener información que permitiera localizar 
a las niñas con rapidez y, una vez encontrados los cuerpos, realizar las investigaciones, procesar y sancionar a 
los responsables de forma eficaz y expedita. En definitiva, el Estado no demostró tener mecanismos de reacción o 
políticas públicas que dotaran a las instituciones involucradas de los mecanismos necesarios para garantizar los 
derechos de las niñas. (párr. 410)
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Consecuentemente, este Tribunal encuentra que el Estado violó el derecho consagrado en el artículo 19 de 
la Convención, en relación con los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado, en perjuicio de las niñas Esmeralda Herrera 
Monreal y Laura Berenice Ramos Monárrez. (párr. 411)
7. DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL
Artículo 7 en relación con el artículo 1.1. y 2 de la Convención y el artículo 7 de la Convención 
Belém do Pará
Violación del derecho a la integridad personal de los familiares de las víctimas
Del acervo probatorio se desprende que tras la desaparición de las tres víctimas, los familiares tuvieron 
que emprender diferentes actuaciones para buscar a las desaparecidas ante la inactividad de las autoridades, las 
cuales al mismo tiempo emitían juicios reprochables en contra de las jóvenes, causando con ello sufrimiento a los 
familiares. Así, los informes periciales indicaron que los juicios emitidos por las autoridades, en el sentido de que 
la culpabilidad de las desapariciones radicaba en la conducta de las jóvenes, “producen confusión y angustia en 
los familiares, especialmente en aquellos en [los] que les consta que la vida de sus hijas no concuerda con estas 
versiones” […] (párr. 419)
[…] La Corte concluye que la violación de la integridad personal de los familiares de las víctimas se ha 
configurado por las circunstancias sufridas durante todo el proceso desde que las jóvenes Esmeralda Herrera 
Monreal, Claudia Ivette González y Laura Berenice Ramos Monárrez desaparecieron, así como por el contexto 
general en el que ocurrieron los hechos. La irregular y deficiente actuación de las autoridades del Estado a la hora 
de buscar el paradero de las víctimas una vez reportada su desaparición, la mala diligencia en la determinación de 
la identidad de los restos, de las circunstancias y causas de las muertes, el retraso en la entrega de los cadáveres, 
la ausencia de información sobre el desarrollo de las investigaciones y el trato dado a los familiares durante todo 
el proceso de búsqueda de verdad ha provocado en ellos un gran sufrimiento y angustia. Todo ello, a criterio del 
Tribunal, configura un trato degradante, contrario al artículo 5.1 y 5.2 de la Convención Americana, en relación con 
el artículo 1.1 […] (párr. 424)
 Del expediente del presente caso se desprenden ciertos datos en referencia a la existencia de un patrón de 
conductas estatales hacia familiares de mujeres víctimas de violencia en Ciudad Juárez que consistían en tratos 
despectivos e irrespetuosos y hasta agresivos cuando intentaban obtener información sobre las investigaciones, 
que además generaban en la mayoría de los casos desconfianza y temor, por lo que no denunciaban los hechos. 
En algunos casos los familiares manifestaron que se les dijo que dejaran de realizar averiguaciones o llevar a cabo 
otras actividades en procura de justicia. (párr. 435)
 […] La Corte considera que del acervo probatorio se desprende que la señora Monárrez sufrió diversos actos 
de hostigamiento desde la desaparición de su hija hasta que abandonó su país para irse como asilada a Estados 
Unidos, circunstancias que también sufrieron sus tres hijos y nietos. (párr.436)
En lo que respecta a la familia Herrera, el 5 de abril de 2006, la señora Monreal Jaime declaró ante la Fiscalía 
que a su hijo Adrián Herrera Monreal, “lo interceptaron en su vehículo, llegaron dos patrullas de la Policía Municipal 
y dos camionetas de la Policía Judicial, lo bajaron, lo golpearon y se llevaron su vehículo. [O]cho meses después 
apareció el auto desmantelado en un terreno de la Policía Judicial”. Esta declaración es consistente con la vertida 
ante esta Corte en la audiencia pública y con la prueba pericial aportada. (párr. 437)
En virtud de lo expuesto, la Corte concluye que los actos de hostigamiento que sufrieron los familiares 
configura una violación al derecho a la integridad personal consagrado en el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma […](párr. 440)
8. PROTECCIÓN DE LA HONRA Y LA DIGNIDAD
Artículo 11 de la Convención
El artículo 11 de la Convención reconoce que toda persona tiene derecho al respeto a su honor, prohíbe todo 
ataque ilegal contra la honra y reputación e impone a los Estados el deber de brindar la protección de la ley contra 
tales ataques. En términos generales, el derecho a la honra se relaciona con la estima y valía propia, mientras que 
la reputación se refiere a la opinión que otros tienen de una persona. (párr. 444)
El Tribunal hace constar que los alegatos relacionados con la supuesta violación del artículo 11 de la 
Convención en perjuicio de las víctimas y sus madres se refieren a hechos concernientes al trato que sufrieron como 
consecuencia de la búsqueda de las jóvenes desaparecidas y el posterior reclamo de justicia. Las consecuencias 
jurídicas de dichos hechos ya han sido examinadas en relación con el artículo 5 de la Convención, por lo que el 
Tribunal estima improcedente declarar una violación al artículo 11 convencional. (párr. 445)
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III. REPARACIONES 
Es un principio de Derecho Internacional que toda violación de una obligación internacional que haya producido 
daño comporta el deber de repararlo adecuadamente. Esa obligación se regula por el Derecho Internacional. En sus 
decisiones a este respecto, la Corte se ha basado en el artículo 63.1 de la Convención Americana. (párr. 446)
1. Parte lesionada
La Corte reitera que aquéllos que han sido declarados víctimas de una violación de un derecho reconocido en 
la Convención son considerados “parte lesionada”. En este caso el Tribunal declaró que el Estado violó los derechos 
humanos de Claudia Ivette González, Esmeralda Herrera Monreal y Laura Berenice Ramos Monárrez, así como 
los de sus familiares identificados en el párrafo 9 supra, por lo que serán considerados como “parte lesionada” y 
beneficiarios de las reparaciones que se ordenan en este capítulo. (párr. 448)
2. El alcance de la restitución integral en un caso que se enmarca en una situación de 
discriminación estructural
La Corte recuerda que el concepto de “reparación integral” (restitutio in integrum) implica el reestablecimiento 
de la situación anterior y la eliminación de los efectos que la violación produjo, así como una indemnización como 
compensación por los daños causados. Sin embargo, teniendo en cuenta la situación de discriminación estructural 
en la que se enmarcan los hechos ocurridos en el presente caso y que fue reconocida por el Estado (supra párrs. 129 
y 152), las reparaciones deben tener una vocación transformadora de dicha situación, de tal forma que las mismas 
tengan un efecto no solo restitutivo sino también correctivo. En este sentido, no es admisible una restitución a la 
misma situación estructural de violencia y discriminación. Del mismo modo, la Corte recuerda que la naturaleza y 
monto de la reparación ordenada dependen del daño ocasionado en los planos tanto material como inmaterial. Las 
reparaciones no pueden implicar ni enriquecimiento ni empobrecimiento para la víctima o sus familiares, y deben 
guardar relación directa con las violaciones declaradas. Una o más medidas pueden reparar un daño específico sin 
que éstas se consideren una doble reparación. (párr. 450)
Conforme a ello, la Corte valorará las medidas de reparación solicitadas por la Comisión y los representantes de 
forma que éstas: i) se refieran directamente a las violaciones declaradas por el Tribunal; ii) reparen proporcionalmente 
los daños materiales e inmateriales; iii) no signifiquen enriquecimiento ni empobrecimiento; iv) reestablezcan en la 
mayor medida de lo posible a las víctimas en la situación anterior a la violación en aquello en que no se interfiera 
con el deber de no discriminar; v) se orienten a identificar y eliminar los factores causales de discriminación; vi) se 
adopten desde una perspectiva de género, tomando en cuenta los impactos diferenciados que la violencia causa en 
hombres y en mujeres, y vii) consideren todos los actos jurídicos y acciones alegadas por el Estado en el expediente 
tendientes a reparar el daño ocasionado. (párr. 451)
3. Obligación de investigar los hechos e identificar, juzgar y, en su caso, sancionar a los 
responsables de las violaciones, conforme ciertas directrices
[…] El Tribunal concluyó que en el presente caso existía impunidad y que esa impunidad es causa y a la vez 
consecuencia de la serie de homicidios de mujeres por razones de género que ha sido acreditada en el presente 
caso. (párr. 453)
La Corte considera que el Estado está obligado a combatir dicha situación de impunidad por todos los medios 
disponibles, ya que ésta propicia la repetición crónica de las violaciones de derechos humanos […] (párr. 454)
Por ello, la Corte dispone que el Estado debe conducir eficazmente el proceso penal en curso y, de ser el caso, los que se llegasen a 
abrir, para identificar, procesar y sancionar a los responsables materiales e intelectuales de la desaparición, maltratos y privación 
de la vida de las jóvenes González, Herrera y Ramos, conforme a las siguientes directrices:
se deberá remover todos los obstáculos de jure o de facto que impidan la debida investigación de los hechos i) 
y el desarrollo de los respectivos procesos judiciales, y usar todos los medios disponibles para hacer que las 
investigaciones y procesos judiciales sean expeditos a fin de evitar la repetición de hechos iguales o análogos 
a los del presente caso;
la investigación deberá incluir una perspectiva de género; emprender líneas de investigación específicas ii) 
respecto a violencia sexual, para lo cuál se deben involucrar las líneas de investigación sobre los patrones 
respectivos en la zona; realizarse conforme a protocolos y manuales que cumplan con los lineamientos de 
esta Sentencia; proveer regularmente de información a los familiares de las víctimas sobre los avances en la 
investigación y darles pleno acceso a los expedientes, y realizarse por funcionarios altamente capacitados en 
casos similares y en atención a víctimas de discriminación y violencia por razón de género;
deberá asegurarse que los distintos órganos que participen en el procedimiento de investigación y los procesos iii) 
judiciales cuenten con los recursos humanos y materiales necesarios para desempeñar las tareas de manera 
adecuada, independiente e imparcial, y que las personas que participen en la investigación cuenten con las 
debidas garantías de seguridad, y
los resultados de los procesos deberán ser públicamente divulgados para que la sociedad mexicana conozca iv) 
los hechos objeto del presente caso. (párr. 455)
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El Tribunal considera que como forma de combatir la impunidad, el Estado deberá, dentro de un plazo 
razonable, investigar, por intermedio de las instituciones públicas competentes, a los funcionarios acusados de 
irregularidades y, luego de un debido proceso, aplicará las sanciones administrativas, disciplinarias o penales 
correspondientes a quienes fueran encontrados responsables. (párr. 460)
Los tres homicidios por razones de género del presente caso ocurrieron en un contexto de discriminación 
y violencia contra la mujer. No corresponde a la Corte atribuir responsabilidad al Estado sólo por el contexto, pero 
no puede dejar de advertir la gran importancia que el esclarecimiento de la antedicha situación significa para las 
medidas generales de prevención que debería adoptar el Estado a fin de asegurar el goce de los derechos humanos 
de las mujeres y niñas en México e invita al Estado a considerarlo. (párr. 463)
4. Medidas de satisfacción y garantías de no repetición
Medidas de satisfacción
Publicación de la Sentencia
[…] El Estado deberá publicar en el Diario Oficial de la Federación, en un diario de amplia circulación nacional 
y en un diario de amplia circulación en el estado de Chihuahua, por una sola vez, los párrafos 113 a 136, 146 a 168, 
171 a 181, 185 a 195, 198 a 209 y 212 a 221 de la Sentencia y los puntos resolutivos de la misma, sin las notas al 
pie de página correspondientes. Adicionalmente, como ha sido ordenado por el Tribunal en ocasiones anteriores, 
la presente Sentencia se deberá publicar íntegramente en una página electrónica oficial del Estado, tanto federal 
como del estado de Chihuahua. Para realizar las publicaciones en los diarios y en Internet se fija el plazo de seis 
meses, a partir de la notificación de la presente Sentencia. (párr.468)
Acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional
[…] El Tribunal estima que el Estado debe realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad 
internacional, en relación con los hechos del presente caso, en honor a la memoria de las jóvenes González, Herrera 
y Ramos. En dicho acto el Estado deberá hacer referencia a las violaciones de derechos humanos declaradas en 
la presente Sentencia, hayan sido estas reconocidas por el Estado o no. El acto deberá llevarse a cabo mediante 
una ceremonia pública y ser transmitido a través de radio y televisión, tanto local como federal. El Estado deberá 
asegurar la participación de los familiares de las jóvenes González, Herrera y Ramos […](párr. 469)
En cuanto a las autoridades estatales que deberán estar presentes o participar en dicho acto, el Tribunal, 
como lo ha hecho en otros casos, señala que deberán ser de alto rango. Corresponderá al Estado definir a quienes 
se encomienda tal tarea. (párr. 470)
Memoria de las víctimas de homicidio por razones de género 
 
A criterio del Tribunal, en el presente caso es pertinente que el Estado levante un monumento en memoria 
de las mujeres víctimas de homicidio por razones de género en Ciudad Juárez, entre ellas las víctimas de este 
caso, como forma de dignificarlas y como recuerdo del contexto de violencia que padecieron y que el Estado se 
compromete a evitar en el futuro. El monumento se develará en la misma ceremonia en la que el Estado reconozca 
públicamente su responsabilidad internacional (supra párr. 469) y deberá ser construido en el campo algodonero en 
el que fueron encontradas las víctimas de este caso. (párr. 471)
Garantías de no repetición 
Estandarización de los protocolos, criterios ministeriales de investigación, servicios periciales 
y de impartición de justicia, para combatir desapariciones y homicidios de mujeres y los distintos 
tipos de violencia contra las mujeres conforme a los estándares internacionales
La Corte ha ordenado en otros casos normalizar, conforme a los estándares internacionales, los parámetros 
para investigar, realizar el análisis forense y juzgar. El Tribunal estima que en el presente caso el Estado debe, en 
un plazo razonable, continuar con la estandarización de todos sus protocolos, manuales, criterios ministeriales 
de investigación, servicios periciales y de impartición de justicia, utilizados para investigar todos los delitos que 
se relacionen con desapariciones, violencia sexual y homicidios de mujeres, conforme al Protocolo de Estambul, 
el Manual sobre la Prevención e Investigación Efectiva de Ejecuciones Extrajudiciales, Arbitrarias y Sumarias de 
Naciones Unidas y los estándares internacionales de búsqueda de personas desaparecidas, con base en una 
perspectiva de género. Al respecto, se deberá rendir un informe anual durante tres años. (párr. 502)
Implementación de un programa de búsqueda y localización de mujeres desaparecidas  
en el estado de Chihuahua
La Corte considera que el Protocolo Alba, o cualquier otro dispositivo análogo en Chihuahua, debe seguir, 
entre otros, los siguientes parámetros: i) implementar búsquedas de oficio y sin dilación alguna, cuando se presenten 
casos de desaparición, como una medida tendiente a proteger la vida, libertad personal y la integridad personal 
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de la persona desaparecida; ii) establecer un trabajo coordinado entre diferentes cuerpos de seguridad para dar 
con el paradero de la persona; iii) eliminar cualquier obstáculo de hecho o de derecho que le reste efectividad a la 
búsqueda o que haga imposible su inicio como exigir investigaciones o procedimientos preliminares; iv) asignar los 
recursos humanos, económicos, logísticos, científicos o de cualquier índole que sean necesarios para el éxito de 
la búsqueda; v) confrontar el reporte de desaparición con la base de datos de personas desaparecidas referida en 
la sección 4.2.4 infra, y vi) priorizar las búsquedas en áreas donde razonablemente sea más probable encontrar a 
la persona desaparecida sin descartar arbitrariamente otras posibilidades o áreas de búsqueda. Todo lo anterior 
deberá ser aún más urgente y riguroso cuando la desaparecida sea un niña. Al respecto, se deberá rendir un informe 
anual durante tres años. (párr. 506)
Al respecto, y teniendo en cuenta que una red informática en la que cualquier persona pueda suministrar 
información sobre una mujer o niña desaparecida puede ser útil para localizarla, la Corte, como lo ha dispuesto en 
otras ocasiones, ordena la creación de una página electrónica que contendrá la información personal necesaria de 
todas las mujeres, jóvenes y niñas que desaparecieron en Chihuahua desde 1993 y que continúan desaparecidas. 
Dicha página electrónica deberá permitir que cualquier individuo se comunique por cualquier medio con las 
autoridades, inclusive de manera anónima, a efectos de proporcionar información relevante sobre el paradero de 
la mujer o niña desaparecida o, en su caso, de sus restos. La información contenida en la página electrónica deberá 
actualizarse permanentemente. (párr. 508)
Confrontación de información genética de cuerpos no identificados de mujeres o niñas 
privadas de la vida en Chihuahua con personas desaparecidas a nivel nacional
La Corte estima que la racionalidad de crear una base de datos de mujeres y niñas desaparecidas a nivel 
nacional y la actualización y confrontación de la información genética proveniente de familiares de personas 
desaparecidas y de cuerpos no identificados responde a la posibilidad de que los cuerpos de algunas mujeres o 
niñas encontradas en Chihuahua pertenezcan a personas desaparecidas en otras entidades federativas, incluso, 
otros países. Por ello, como lo ha dispuesto en otros casos, la Corte ordena: i) la creación o actualización de una 
base de datos que contenga la información personal disponible de mujeres y niñas desaparecidas a nivel nacional; 
ii) la creación o actualización de una base de datos con la información personal que sea necesaria, principalmente 
genética y muestras celulares, de los familiares de las personas desaparecidas que consientan –o que así lo ordene 
un juez- para que el Estado almacene dicha información personal únicamente con objeto de localizar a la persona 
desaparecida, y iii) la creación o actualización de una base de datos con la información genética y muestras celulares 
proveniente de los cuerpos de cualquier mujer o niña no identificada que fuera privada de la vida en el estado de 
Chihuahua. El Estado en todo momento deberá proteger los datos personales contenidos en dichas bases de datos. 
(párr. 512)
Capacitación con perspectiva de género a funcionarios públicos y población  
en general del Estado de Chihuahua
En consecuencia, sin perjuicio de la existencia de programas y capacitaciones dirigidas a funcionarios públicos 
encargados de la impartición de justicia en Ciudad Juárez, así como de cursos en materia de derechos humanos y 
género, el Tribunal ordena que el Estado continúe implementando programas y cursos permanentes de educación y 
capacitación en: i) derechos humanos y género; ii) perspectiva de género para la debida diligencia en la conducción 
de averiguaciones previas y procesos judiciales relacionados con discriminación, violencia y homicidios de mujeres 
por razones de género, y iii) superación de estereotipos sobre el rol social de las mujeres. (párr. 541)
Los programas y cursos estarán destinados a policías, fiscales, jueces, militares, funcionarios encargados 
de la atención y asistencia legal a víctimas del delito y a cualquier funcionario público, tanto a nivel local como 
federal, que participe directa o indirectamente en la prevención, investigación, procesamiento, sanción y reparación. 
Dentro de dichos programas permanentes deberá hacerse una especial mención a la presente Sentencia y a los 
instrumentos internacionales de derechos humanos, específicamente, a los relativos a violencia por razones de 
género, entre ellos la Convención Belém do Pará y la CEDAW, tomando en cuenta cómo ciertas normas o prácticas 
en el derecho interno, sea intencionalmente o por sus resultados, tienen efectos discriminatorios en la vida cotidiana 
de las mujeres. Los programas deberán también incluir estudios sobre el Protocolo de Estambul y el Manual sobre 
la Prevención e Investigación Efectiva de Ejecuciones Extrajudiciales, Arbitrarias y Sumarias de Naciones Unidas. El 
Estado deberá informar anualmente, durante tres años, sobre la implementación de los cursos y capacitaciones. 
(párr. 542)
Además, teniendo en cuenta la situación de discriminación en contra de la mujer reconocida por el Estado, es 
necesario que éste realice un programa de educación destinado a la población en general del estado de Chihuahua, 
con el fin de superar dicha situación. A tal efecto, el Estado deberá presentar un informe anual por tres años, en el 
que indique las acciones que se han realizado con tal fin. (párr. 543)
Rehabilitación. Atención médica, psicológica y psiquiátrica gratuita a los  
familiares considerados víctimas
Por lo tanto, la Corte, como medida de rehabilitación, ordena al Estado que brinde atención médica, 
psicológica o psiquiátrica gratuita, de forma inmediata, adecuada y efectiva, a través de instituciones estatales de 
salud especializadas, a todos los familiares considerados víctimas por este Tribunal en el caso sub judice, si éstos 
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así lo desean. El Estado deberá asegurar que los profesionales de las instituciones de salud especializadas que 
sean asignados para el tratamiento de las víctimas valoren debidamente las condiciones psicológicas y físicas de 
cada víctima y tengan la experiencia y formación suficiente para tratar tanto los problemas de salud físicos que 
padezcan los familiares como los traumas psicológicos ocasionados como resultado de la violencia de género, la 
falta de respuesta estatal y la impunidad. Asimismo, el tratamiento debe prestarse por el tiempo que sea necesario 
e incluir el suministro de todos los medicamentos que eventualmente requieran. (párr. 549)
5. Indemnizaciones
La Corte observa que conforme los lineamientos del Fondo de Apoyos, “el auxilio económico que se otorgará a 
los familiares de las víctimas con cargo al Fondo, en términos de la legislación aplicable, no constituye indemnización 
o reparación del daño”. Asimismo, esta Corte observa que el día 11 de noviembre de 2005 el mandatario del referido 
fondo entregó un cheque a las personas referidas, haciéndoles declarar lo siguiente:
agrega, bajo protesta de decir verdad, haber recibido los restos de su hija quien en vida se llamara 
[nombre de cada una de las tres víctimas], por lo que no solicitará ante las autoridades competentes 
ningún estudio de ADN o diligencia diversa al respecto, toda vez que los restos humanos que se les 
entregaron en su oportunidad corresponden indubitablemente a los de la hija. (párr. 558)
El Tribunal sostiene que de ninguna manera podría considerar estos recursos como una forma de reparación 
por daño material a las víctimas, ya que el propio Estado reconoció que los mismos no pueden ser considerados 
como una forma de reparación y porque fueron otorgados bajo la condición de que los familiares desconocieran 
su derecho de acceso a la justicia y conocimiento de la verdad. En virtud del principio nemo auditur propriam 
turpitudinem allegans (nadie puede alegar a su favor su propia torpeza o dolo), el cual ha sido recogido por el 
artículo 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados y la jurisprudencia de la Corte, el Estado 
no puede invocar en su beneficio un convenio celebrado con las víctimas que incumple con la Convención para 
justificar que las ha reparado. (párr. 559)
Daño material
Daño emergente
[…] La Corte decide otorgar, en equidad, por concepto de gastos de búsqueda: i) US $150,00 (ciento cincuenta 
dólares de los Estados Unidos de América) a la señora Monreal; ii) US $600,00 (seiscientos dólares de los Estados 
Unidos de América) a la señora González; y, iii) $1.050,00 (mil cincuenta dólares de los Estados Unidos de América) a 
la señora Monárrez. (párr. 561)
Lucro cesante o pérdida de ingresos
[…] Los indicadores básicos de la CONAPO, el promedio de esperanza de vida de mujeres en el estado de 
Chihuahua en el 2001 era de 76.97  […]  las edades de las jóvenes Herrera, González y Ramos eran 15, 20 y 17 años 
de edad al momento de su desaparición, y […] tanto el salario mensual de cada una de las víctimas propuesto por 
los representantes como el salario mensual propuesto por el Estado no tienen sustento probatorio. (párr.576)
En virtud de lo anterior, la Corte concluye que el ofrecimiento estatal realizado para compensar por el 
lucro cesante (supra párr. 573, 574 y 575) es adecuado. Por tanto, lo toma en cuenta y, en equidad, decide fijar las 
siguientes cantidades […] (párr. 577)
Daño inmaterial
Daño moral
La Corte concluyó que los familiares experimentaron y siguen experimentando afectaciones en su integridad 
psíquica y moral debido a tres causas: i) la privación de la libertad, vejámenes y muerte sufridos por las jóvenes 
Herrera, González y Ramos; ii) las irregularidades en la investigación de las autoridades y la impunidad; y iii) los 
hostigamientos sufridos por los familiares indicados en el párrafo 440 supra. (párr. 583)
Teniendo en cuenta lo anterior, así como lo expuesto en el párrafo 560 supra, y considerando que es razonable 
el ofrecimiento estatal de pagar US $10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) a cada uno de los 
familiares de las víctimas […] (párr. 584)
Asimismo, aunque los representantes no lo hubieren solicitado, el Tribunal considera que es oportuno ordenar 
al Estado que indemnice a las jóvenes Herrera, Ramos y González por la falta de garantía de sus derechos a la vida, 
integridad personal y libertad personal. Para fijar la cantidad correspondiente, la Corte tiene en consideración su 
jurisprudencia en casos similares; el contexto en el que se produjeron los hechos; la edad de las víctimas y las 
consiguientes obligaciones especiales del Estado para la protección de la niñez, y la violencia por razones de género 
que sufrieron las tres víctimas […] (párr. 585)
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[…] La Corte sostiene que la reparación por daño al proyecto de vida no procede cuando la víctima falleció, 
al ser imposible reponer las expectativas de realización que razonablemente toda persona tiene. Por tal razón, el 
Tribunal se abstiene de realizar mayores consideraciones al respecto. (párr. 589)
6. Costas y gastos
Como ya lo ha señalado la Corte en oportunidades anteriores, las costas y gastos están comprendidos dentro 
del concepto de reparación consagrado en el artículo 63.1 de la Convención Americana. (párr. 590)
El Tribunal precisa que las costas y gastos, a diferencia de las medidas de indemnización, no se otorgan 
a quienes han sido declaradas víctimas, porque las costas no son una indemnización. Dependiendo de las 
circunstancias del caso, corresponde su otorgamiento a la persona o institución que representó a la víctima. El 
reembolso se justifica en la necesidad de no generar un perjuicio económico para quienes no han cometido la 
violación. La carga corresponde al Estado en el evento en que se constate su responsabilidad internacional en la 
materia. (párr. 594)
Los representantes de las víctimas no aportaron ningún elemento probatorio que comprobara los gastos que 
fueron alegados. Al respecto, el Tribunal ha señalado que “las pretensiones de las víctimas o sus representantes en 
materia de costas y gastos, y las pruebas que las sustentan, deben presentarse a la Corte en el primer momento 
procesal que se les concede, esto es, en el escrito de solicitudes y argumentos, sin perjuicio de que tales pretensiones 
se actualicen en un momento posterior, conforme a las nuevas costas y gastos en que se haya incurrido con ocasión 
del procedimiento ante esta Corte”. (párr. 595)
[…] Teniendo en cuenta lo anterior y ante la falta de comprobantes de estos gastos, determina, en equidad, 
que el Estado debe entregar la cantidad de US$ 45.000,00 (cuarenta y cinco mil dólares de los Estados Unidos de 
América) a las madres de las jóvenes Herrera, Ramos y González quienes entregarán, en su caso, la cantidad que 
estimen adecuada a sus representantes, por concepto de costas y gastos. Este monto incluye los gastos futuros en 
que puedan incurrir durante la supervisión del cumplimiento de esta Sentencia y deberá ser entregado dentro de un 
año a partir de la notificación de la presente Sentencia. (párr. 596)
7. Modalidad de cumplimiento de los pagos ordenados
[…] En caso de fallecimiento de algún beneficiario con anterioridad al pago de las cantidades respectivas, 
éstas se entregarán a sus derechohabientes, conforme al derecho interno aplicable. (párr. 597)
Las cantidades asignadas en la presente Sentencia bajo el concepto de indemnizaciones y reintegro de costas 
y gastos, no podrán ser afectadas o condicionadas por motivos fiscales actuales o futuros. Por ende, deberán ser 
entregadas a los beneficiarios en forma íntegra conforme a lo establecido en esta Sentencia. (párr. 600)
En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un interés sobre la cantidad adecuada, 
correspondiente al interés bancario moratorio en México. (párr. 601)
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El 22 de febrero de 1989, fue aprobada por el entonces Presidente de la República de Venezuela, señor Carlos 
Andrés Pérez Rodríguez, una rectificación presupuestaria por doscientos cincuenta millones de bolívares. Dichos 
dineros fueron invertidos parcialmente en el envío de una comisión policial venezolana a la República de Nicaragua 
para prestar servicios de seguridad a la entonces Presidenta de ese país, y a varios de sus Ministros, e impartir 
entrenamiento al personal de seguridad.
El 11 de marzo de 1993, el Fiscal General de la República presentó solicitud de antejuicio de mérito ante la 
Corte Suprema de Justicia (CSJ), por los delitos de Malversación Genérica y Peculado, contra el entonces Presidente 
de la República y los señores Alejandro Izaguirre Angeli, entonces Senador, y Reinaldo Figueredo Planchart, entonces 
Diputado. El 20 de mayo de 1993 la CSJ determinó que había méritos para enjuiciar a los ciudadanos mencionados 
por malversación genérica agravada de fondos públicos.
En la época en que ocurrieron los hechos, el señor Oscar Barreto Leiva ejercía el cargo de Director General 
Sectorial de Administración y Servicios del Ministerio de la Secretaría de la Presidencia de Venezuela.
En el marco de la investigación penal iniciada, el señor Barreto fue citado a declarar en una ocasión como 
testigo y en otras dos como imputado, por los mismos hechos. En ninguna de estas ocasiones se le informó de 
los cargos por los cuales estaba siendo investigado, ni tampoco contó con la presencia de un abogado defensor 
durante sus declaraciones.
De conformidad con el derecho interno venezolano, los recaudos sumariales, mientras duraba el sumario, 
eran siempre secretos para el investigado no privado de su libertad, siendo irrelevante las características del caso 
particular.
El ordenamiento jurídico venezolano no regulaba la situación específica en la cual una persona no 
amparada por un fuero especial se encontrara vinculada en una causa penal con el Presidente de la República, 
cuyo juzgamiento, según la Constitución Política, correspondía en única instancia a la CSJ (debido al fuero). No 
obstante, la CSJ se consideró competente para juzgar al señor Barreto en única instancia, aplicando el principio de 
la competencia por conexidad, que impide la instrucción de dos procedimientos diversos cuando varios individuos 
aparecen responsables de un mismo hecho punible.
En junio de 1996, la CSJ ordenó la prisión preventiva del señor Barreto, la cual se extendió por un año, dos 
meses y dieciséis días, excediendo en dieciséis días la pena a la que resultaría condenado en definitiva.
La CSJ, finalmente, condenó a los responsables a distintas penas privativas libertad. El señor Barreto fue 
condenado a un año y dos meses de prisión (más otras penas accesorias) como cómplice del delito de malversación 
genérica agravada. Al haber sido dictada por la CSJ en única instancia, el señor Barreto no tuvo la posibilidad de 
recurrir en contra de la sentencia.
El 31 de octubre de 2008, la Comisión presentó el caso ante la Corte, solicitándole que declare la responsabilidad 
del Estado de Venezuela por la violación de los derechos consagrados en los artículos 7.1, 7.3 y 7.5, 8.1, 8.2.b, 8.2.c, 
8.2.d, 8.2.f y 8.2.h y 25.1 de la Convención Americana, en relación con las obligaciones establecidas en los artículos 
1.1 y 2 de la misma, en perjuicio de la presunta víctima. La Corte IDH condenó al Estado por la violación del derecho 
a la libertad personal y al plazo razonable en la prisión preventiva (art. 7.1 y 7.5); de la presunción de inocencia 
(art. 8.2); del derecho a la comunicación previa y detallada de la acusación (8.2.b) y del derecho del inculpado a ser 
asistido por un defensor de su elección (art. 8.2.d), consagrados en la CADH, en relación con la obligación contenida 
en el artículo 1.1 de dicho instrumento. Asimismo, declaró la vulneración del derecho la libertad personal y a no 
ser sometido a detención arbitraria (art.7.1 y 7.5); a contar con el tiempo y los medios adecuados para preparar la 
defensa (art.8.2.c) y el derecho a recurrir del fallo (art. 8.2.h), en conexión con los artículos 1.1 y 2 de la CADH.
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II. CONSIDERACIONES DE FONDO DE LA CORTE
1. DEBIDO PROCESO Y PROTECCIÓN JUDICIAL
Artículos 8 y 25 en relación con el artículo 1.1 de la Convención.
Derecho a la comunicación previa y detallada de la acusación (artículo 8.2.b)
La Comisión indicó que el señor Barreto Leiva concurrió a declarar en tres oportunidades durante la etapa 
sumarial antes que se decretara el auto de detención en su contra, y que en dos de esas declaraciones no se había 
especificado la calidad en la cual el señor Barreto Leiva acudía. Indicó que “al prestar tales declaraciones ya se 
encontraba sindicado en el proceso y, por lo tanto, era titular del derecho a ser comunicado previa y detalladamente 
de la acusación formulada en su contra”. El representante coincidió con la Comisión. (párr. 26)
El Estado sostuvo que “con anterioridad al auto de detención, el señor Barreto Leiva fue citado a declarar en 
calidad de testigo a fin de que rindiera declaración testimonial sobre la investigación y posteriormente, cuando de 
las indagaciones se constató su participación, se citó nuevamente en calidad de indiciado, con las formalidades 
que reglamentaba el Código de Enjuiciamiento Criminal”. El Estado explicó que en ese momento “no […] podían serle 
notificados cargos que aún no existían en su contra”. (párr. 27)
Para satisfacer el artículo 8.2.b convencional el Estado debe informar al interesado no solamente de la causa 
de la acusación, esto es, las acciones u omisiones que se le imputan, sino también las razones que llevan al Estado 
a formular la imputación, los fundamentos probatorios de ésta y la caracterización legal que se da a esos hechos. 
Toda esta información debe ser expresa, clara, integral y suficientemente detallada para permitir al acusado que 
ejerza plenamente su derecho a la defensa y muestre al juez su versión de los hechos. La Corte ha considerado que 
la puntual observancia del artículo 8.2.b es esencial para el ejercicio efectivo del derecho a la defensa. (párr.  28)
Momento a partir del cual se hace exigible el derecho a la comunicación  
previa y detallada de la acusación
Ahora bien, el derecho a la defensa debe necesariamente poder ejercerse desde que se señala a una persona 
como posible autor o partícipe de un hecho punible y sólo culmina cuando finaliza el proceso, incluyendo, en su 
caso, la etapa de ejecución de la pena. Sostener lo opuesto implicaría supeditar las garantías convencionales que 
protegen el derecho a la defensa, entre ellas el artículo 8.2.b, a que el investigado encuentre en determinada fase 
procesal, dejando abierta la posibilidad de que con anterioridad se afecte un ámbito de sus derechos a través de 
actos de autoridad que desconoce o a los que no puede controlar u oponerse con eficacia, lo cual es evidentemente 
contrario a la Convención. En efecto, impedir que la persona ejerza su derecho de defensa desde que se inicia la 
investigación en su contra y la autoridad dispone o ejecuta actos que implican afectación de derechos es potenciar 
los poderes investigativos del Estado en desmedro de derechos fundamentales de la persona investigada. El derecho 
a la defensa obliga al Estado a tratar al individuo en todo momento como un verdadero sujeto del proceso, en el más 
amplio sentido de este concepto, y no simplemente como objeto del mismo. (párr. 29)
Por todo ello, el artículo 8.2.b convencional rige incluso antes de que se formule una “acusación” en sentido 
estricto. Para que el mencionado artículo satisfaga los fines que le son inherentes, es necesario que la notificación 
ocurra previamente a que el inculpado rinda su primera declaración ante cualquier autoridad pública. (párr. 30)
Evidentemente, el contenido de la notificación variará de acuerdo al avance de las investigaciones, llegando a 
su punto máximo […] cuando se produce la presentación formal y definitiva de cargos. Antes de ello y como mínimo 
el investigado deberá conocer con el mayor detalle posible los hechos que se le atribuyen. (párr. 31)
En el presente caso se discute la calidad que el señor Barreto Leiva tenía al momento en que rindió sus tres 
declaraciones ante autoridades judiciales antes de ser sometido a prisión preventiva. La Comisión y el representante 
sostuvieron que era investigado, mientras el Estado manifestó que era testigo. Sin embargo, las aseveraciones del 
Estado parecieran circunscribirse al momento en que el señor Barreto Leiva rindió declaración ante el Congreso de 
la República, puesto que expresamente acepta que ante el Tribunal Superior de Salvaguarda del Patrimonio Público 
[TSSPP] la presunta víctima era “indiciada”. (párr. 32)
El 10 de febrero de 1993 el señor Barreto Leiva rindió declaración ante el TSSPP. No se le tomó juramento y 
se le impuso del precepto constitucional que garantizaba no rendir declaración contra sí mismo ni sus parientes. No 
consta que se le haya informado que rendiría su declaración en calidad de testigo o de investigado. (párr. 35)
[…] La Corte considera razonable el argumento de la Comisión que sostiene que si el señor Barreto Leiva 
hubiese comparecido como testigo, se le habría tomado el juramento que por ley se debe tomar a todos los testigos, 
y que el hecho de haberle informado de la garantía de no autoincriminarse es una muestra más de que en realidad 
estaba siendo investigado. Además, se constata que las prevenciones que se le hicieron al señor Barreto Leiva 
son similares a las que se hicieron a otras personas investigadas en el mismo caso –que posteriormente fueron 
condenadas- y muy distintas a las que se realizaron a quienes claramente actuaron como testigos. (párr. 38)
De todo lo anterior, la Corte concluye que en la primera declaración el señor Barreto Leiva estaba siendo 
investigado por el TSSPP; en la segunda declaración ante el Juzgado de Sustanciación de la CSJ actuó en calidad 
de testigo, y en la tercera declaración ante el mismo Juzgado su situación varió nuevamente a investigado. Por ello, 
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de conformidad con lo expuesto […] le asistía en la primera y en la última declaración el derecho contemplado en el 
artículo 8.2.b convencional. […] (párr. 41)
Violación del derecho del acusado a información previa y detallada de los cargos 
Cabe advertir, en consecuencia, que el Estado acepta que no informó al señor Barreto Leiva de los hechos 
que se le imputaban antes de declarar ante autoridades judiciales. Por ello, corresponde analizar si las razones que 
brinda son suficientes para justificar tal omisión. (párr. 44)
Es admisible que en ciertos casos exista reserva de las diligencias adelantadas durante la investigación 
preliminar en el proceso penal, para garantizar la eficacia de la administración de justicia. Asiste al Estado la potestad 
de construir un expediente en búsqueda de la verdad de los hechos, adoptando las medidas necesarias para impedir 
que dicha labor se vea afectada por la destrucción u ocultamiento de pruebas. Sin embargo, esta potestad debe 
armonizarse con el derecho de defensa del investigado, que supone, inter alia, la posibilidad de conocer los hechos 
que se le imputan. (párr. 45)
La transición entre “investigado” y “acusado” -y en ocasiones incluso “condenado”- puede producirse de un 
momento a otro. No puede esperarse a que la persona sea formalmente acusada o que –como en el presente caso- 
se encuentre privada de la libertad para proporcionarle la información de la que depende el oportuno ejercicio del 
derecho a la defensa. (párr. 46)
El hecho de que el señor Barreto Leiva hubiese podido conocer por los medios de comunicación o por su 
declaración previa ante el Congreso […] el tema de la investigación que se estaba realizando, no relevaba al Estado 
de cumplir con lo dispuesto en el artículo 8.2.b de la Convención. El investigado, antes de declarar, tiene que conocer 
de manera oficial cuáles son los hechos que se le imputan, no sólo deducirlos de la información pública o de las 
preguntas que se le formulan. De esta forma su respuesta podrá ser efectiva y sin el margen de error que las 
conjeturas producen; se garantizará el principio de congruencia, según el cual debe mediar identidad entre los 
hechos de los que se informa al inculpado y aquellos por los que se le procesa, acusa y sentencia, y se asegura el 
derecho a la defensa. (párr. 47)
En razón de lo expuesto, el Tribunal concluye que Venezuela violó el derecho consagrado en el artículo 
8.2.b de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio del señor Barreto Leiva.  
(párr. 48)
Derecho a contar con el tiempo y los medios adecuados para preparar la defensa 
(artículo 8.2.c)
La Comisión y el representante sostuvieron que el sumario fue secreto y el señor Barreto Leiva no tuvo acceso 
al expediente hasta que fue privado de su libertad. (párr. 49)
Al respecto, esta Corte se remite a lo ya expuesto en los párrafos precedentes (supra párrs. 45 y 46) y 
únicamente agrega que aunque reconoce la existencia de la facultad e incluso la obligación del Estado de garantizar 
en la mayor medida posible el éxito de las investigaciones y la imposición de sanciones a quienes resulten culpables, 
el poder estatal no es ilimitado. Es preciso que el Estado actúe ‘‘dentro de los límites y conforme a los procedimientos 
que permiten preservar tanto la seguridad pública como los derechos fundamentales de la persona humana”. (párr. 
53)
Uno de esos derechos fundamentales es el derecho a contar con el tiempo y los medios adecuados para 
preparar la defensa, previsto en el artículo 8.2.c de la Convención, que obliga al Estado a permitir el acceso del 
inculpado al conocimiento del expediente llevado en su contra. Asimismo, se debe respetar el principio del 
contradictorio, que garantiza la intervención de aquél en el análisis de la prueba. (párr. 54)
Si el Estado pretende limitar este derecho, debe respetar el principio de legalidad, argüir de manera fundada 
cuál es el fin legítimo que pretende conseguir y demostrar que el medio a utilizar para llegar a ese fin es idóneo, 
necesario y estrictamente proporcional. Caso contrario, la restricción del derecho de defensa del individuo será 
contraria a la Convención. (párr. 55)
En el presente caso, la Corte observa que, de conformidad con la ley […] los recaudos sumariales, mientras 
duraba el sumario, eran siempre secretos para el investigado no privado de su libertad. En otras palabras, el derecho 
a la defensa del investigado siempre estaba supeditado, siendo irrelevante para la ley –y por mandato de ésta, para 
el juez- las características del caso particular. (párr. 56)
Por lo anterior, el Tribunal concluye que el Estado violó el artículo 8.2.c de la Convención, en relación con el 
artículo 1.1 de la misma, en perjuicio del señor Barreto Leiva. Del mismo modo, al haberse producido esta violación 
como consecuencia de la aplicación de los entonces vigentes artículos 60 de la Constitución y 73 del CEC, el Estado 
también incumplió el artículo 2 de la Convención. (Párr. 57)
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Derecho del inculpado a ser asistido por un defensor de su elección (artículo 8.2.d)
Como puede apreciarse, no está en controversia el hecho de que el señor Barreto Leiva no contó con un 
abogado defensor a la hora de declarar ante el TSSPP y ante el Juzgado de Sustanciación de la CSJ. La cuestión a 
resolver es si la presencia del Ministerio Público en esas declaraciones suple la del abogado defensor. (párr. 60)
La acusación puede ser enfrentada y refutada por el inculpado a través de sus propios actos, entre ellos 
la declaración que rinda sobre los hechos que se le atribuyen, y por medio de la defensa técnica, ejercida por un 
profesional del Derecho, quien asesora al investigado sobre sus deberes y derechos y ejecuta, inter alia, un control 
crítico y de legalidad en la producción de pruebas. (párr. 61)
Si el derecho a la defensa surge desde el momento en que se ordena investigar a una persona […], el investigado 
debe tener acceso a la defensa técnica desde ese mismo momento, sobre todo en la diligencia en la que se recibe 
su declaración. Impedir a éste contar con la asistencia de su abogado defensor es limitar severamente el derecho a 
la defensa, lo que ocasiona desequilibrio procesal y deja al individuo sin tutela frente al ejercicio del poder punitivo. 
(párr. 62)
El derecho a la defensa técnica no puede ser satisfecho por quien a la postre realizará la acusación, esto es, 
el Ministerio Público. La acusación afirma la pretensión penal; la defensa la responde y rechaza. No es razonable 
depositar funciones naturalmente antagónicas en una sola persona. (párr. 63)
En consecuencia, el señor Barreto Leiva tenía, conforme a la Convención Americana, el derecho de ser asistido 
por su abogado defensor y no por el Ministerio Público, cuando rindió las dos declaraciones preprocesales  […]. Al 
habérsele privado de esa asistencia, el Estado violó en su perjuicio el artículo 8.2.d de la Convención, en relación con 
el artículo 1.1 de la misma. (párr. 64)
Derecho a ser juzgado por un juez o tribunal competente (artículo 8.1)
La Comisión manifestó que el señor Barreto Leiva “se encontraba vinculado a una causa en la cual también 
aparecían como autores del delito diputados de la República y el Presidente de la República[. L]a conexidad de 
causas se encontraba regulada en el primer caso, esto es, la existencia de una causa conjunta con un diputado 
de la República, lo que implicaba el juzgamiento por el [TSSPP]. Sin embargo, [el ordenamiento jurídico venezolano 
no regulaba] la situación en el cual una persona no amparada por un fuero especial se encontrara vinculada con 
una causa penal contra el Presidente de la República cuyo juzgamiento, según la Constitución Política y la Ley 
Orgánica de la CSJ, correspondía en única instancia a este alto tribunal. No obstante […], la ausencia de regulación 
de conexidad de este tipo de causas, la CSJ juzgó al señor Barreto Leiva en única instancia, aplicando en ausencia 
de norma vía interpretación judicial, la referida conexidad”. (párr. 67)
Este Tribunal estima necesario formular algunas consideraciones acerca del fuero, la conexidad y el juez 
natural, que vienen al caso para la materia de esta sentencia. El fuero ha sido establecido para proteger la integridad 
de la función estatal que compete a las personas a las que alcanza esta forma de inmunidad y evitar, así, que se 
altere el normal desarrollo de la función pública. No constituye un derecho personal de los funcionarios. Sirve al 
interés público. Entendido en esos términos, el fuero persigue un fin compatible con la Convención. Por su parte, 
la conexidad busca el fin, convencionalmente aceptable, de que un mismo juez conozca diversos casos cuando 
existen elementos que los vinculen entre sí. De esta forma, se evita incurrir en contradicciones y se garantiza la 
unidad de las decisiones y la economía procesal. (párr. 74)
El artículo 8.1 de la Convención garantiza el derecho a ser juzgado por “un tribunal competente […] establecido 
con anterioridad a la ley”, disposición que se relaciona con el concepto de juez natural, una de las garantías del 
debido proceso, a las que inclusive se ha reconocido, por cierto sector de la doctrina, como un presupuesto de aquél. 
Esto implica que las personas tienen derecho a ser juzgadas, en general, por tribunales ordinarios, con arreglo a 
procedimientos legalmente establecidos. (párr. 75)
El juez natural deriva su existencia y competencia de la ley, la cual ha sido definida por la Corte como la 
“norma jurídica de carácter general, ceñida al bien común, emanada de los órganos legislativos constitucionalmente 
previstos y democráticamente elegidos, y elaborada según el procedimiento establecido por las constituciones de 
los Estados Partes para la formación de las leyes”. Consecuentemente, en un Estado de Derecho sólo el Poder 
Legislativo puede regular, a través de leyes, la competencia de los juzgadores. (párr. 76)
Compatibilidad de las normas sobre y fuero y conexidad con el derecho al juez natural
Ahora bien, el fuero no necesariamente entra en colisión con el derecho al juez natural, si aquél se halla 
expresamente establecido y definido por el Poder Legislativo y atiende a una finalidad legítima, como antes se 
manifestó. De esta forma, no sólo se respeta el derecho en cuestión sino que el juez de fuero se convierte en el juez 
natural del aforado. Si, por el contrario, la ley no consagra el fuero y éste es establecido por el Ejecutivo o por el 
propio Poder Judicial, distrayéndose así al individuo del tribunal que la ley consagra como su juez natural, se vería 
vulnerado el derecho a ser juzgado por un juez competente. Del mismo modo, si la conexidad está expresamente 
reglada en la ley, el juez natural de una persona será aquél al que la ley atribuya competencia en las causas conexas. 
Si la conexidad no está reglada por la ley, sería violatorio distraer al individuo del juez originalmente llamado a 
conocer el caso. (párr. 77)
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En el presente caso, el señor Barreto Leiva no gozaba de ningún tipo de fuero, por lo que, en principio, le 
correspondía ser juzgado por un juez penal ordinario de primera instancia. Los congresistas coacusados con la 
víctima debían ser juzgados por el TSSPP […]. Finalmente, el tribunal competente para el Presidente de la República 
era la CSJ […]. Todos estos tribunales fueron establecidos por la ley venezolana con anterioridad a los hechos sujetos 
a juicio. (párr. 78)
Corresponde a la ley establecer las reglas para la operación de la conexidad, definiendo a qué tribunal 
compete conocer de las causas conexas. (párr. 79)
No existe una ley especial […] que establezca que si el Presidente de la República es coacusado junto con 
un particular sin fuero por un ilícito penado por la Ley de patrimonio público, la causa deba ser conocida por el 
tribunal del fuero del Presidente. Sin embargo, esto no impide que se aplique el principio general, recogido en la ley 
venezolana, de que un solo tribunal conozca de los asuntos conexos, acumulando competencia sobre todos ellos. 
En la especie, esto llevaría a dos supuestos posibles: que el Presidente sea juzgado por el tribunal competente para 
juzgar al individuo sin fuero, o viceversa. Lógicamente, el primer supuesto es inadmisible, ya que no atiende a los 
fines que justifican la institución del fuero. El segundo supuesto respeta tanto el principio de conexidad, como el 
interés público que el fuero garantiza. Así lo entendió la CSJ en el presente caso […] y esta Corte no encuentra motivo 
suficiente para apartarse del criterio sustentado por el más alto tribunal venezolano. (párr. 80)
Por todo ello, la Corte declara que el Estado no violó el derecho a ser juzgado por un juez competente, 
reconocido en el artículo 8.1 de la Convención. (párr. 81)
Derecho a recurrir del fallo (artículo 8.2.h)
La jurisprudencia de esta Corte ha sido enfática al señalar que el derecho de impugnar el fallo busca proteger 
el derecho de defensa, en la medida en que otorga la posibilidad de interponer un recurso para evitar que quede 
firme una decisión adoptada en un procedimiento viciado y que contiene errores que ocasionarán un perjuicio 
indebido a los intereses del justiciable. (párr. 88)
La doble conformidad judicial, expresada mediante la íntegra revisión del fallo condenatorio, confirma el 
fundamento y otorga mayor credibilidad al acto jurisdiccional del Estado, y al mismo tiempo brinda mayor seguridad 
y tutela a los derechos del condenado. (párr. 89)
Si bien los Estados tienen un margen de apreciación para regular el ejercicio de ese recurso, no pueden 
establecer restricciones o requisitos que infrinjan la esencia misma del derecho de recurrir del fallo. El Estado puede 
establecer fueros especiales para el enjuiciamiento de altos funcionarios públicos, y esos fueros son compatibles, 
en principio, con la Convención Americana […]. Sin embargo, aun en estos supuestos el Estado debe permitir que el 
justiciable cuente con la posibilidad de recurrir del fallo condenatorio. Así sucedería, por ejemplo, si se dispusiera 
que el juzgamiento en primera instancia estará a cargo del presidente o de una sala del órgano colegiado superior 
y el conocimiento de la impugnación corresponderá al pleno de dicho órgano, con exclusión de quienes ya se 
pronunciaron sobre el caso. (párr. 90)
En razón de lo expuesto, el Tribunal declara que Venezuela violó el derecho del señor Barreto Leiva reconocido 
en el artículo 8.2.h de la Convención, en relación con el artículo 1.1 y 2 de la misma, puesto que la condena provino 
de un tribunal que conoció el caso en única instancia y el sentenciado no dispuso, en consecuencia, de la posibilidad 
de impugnar el fallo. Cabe observar, por otra parte, que el señor Barreto Leiva habría podido impugnar la sentencia 
condenatoria emitida por el juzgador que habría conocido su causa si no hubiera operado la conexidad que acumuló 
el enjuiciamiento de varias personas en manos de un mismo tribunal. En este caso la aplicación de la regla de 
conexidad, admisible en sí misma, trajo consigo la inadmisible consecuencia de privar al sentenciado del recurso al 
que alude el artículo 8.2.h de la Convención. (párr. 91)
Derecho a ser juzgado por un tribunal imparcial
La Corte Interamericana ha establecido que la imparcialidad exige que el juez que interviene en una contienda 
particular se aproxime a los hechos de la causa careciendo, de manera subjetiva, de todo prejuicio y, asimismo, 
ofreciendo garantías suficientes de índole objetiva que permitan desterrar toda duda que el justiciable o la comunidad 
puedan albergar respecto de la ausencia de imparcialidad. La imparcialidad personal o subjetiva se presume a 
menos que exista prueba en contrario. Por su parte, la denominada prueba objetiva consiste en determinar si el juez 
cuestionado brindó elementos convincentes que permitan eliminar temores legítimos o fundadas sospechas de 
parcialidad sobre su persona. (párr. 98)
El representante no ha logrado desvirtuar la presunción de imparcialidad subjetiva del juzgador, ni ha mostrado 
elementos convincentes que permitan cuestionar su imparcialidad objetiva. Consecuentemente, el Tribunal no 
encuentra motivo para apartarse de lo decidido por la Comisión en el procedimiento ante ella, y declarara que el 
Estado no violó el derecho a ser juzgado por un tribunal imparcial, reconocido en el artículo 8.1 de la Convención. 
(párr. 99)
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Especialidad del derecho a recurrir del fallo condenatorio (art. 8.2 h) con respecto al  
derecho a la protección judicial (art. 25)
El artículo 25.1 de la Convención establece, en términos amplios, la obligación a cargo de los Estados de 
ofrecer, a todas las personas sometidas a su jurisdicción, un recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus 
derechos fundamentales. (párr. 101)
Al respecto, la Corte considera que los hechos de este caso se circunscriben al campo de aplicación del 
artículo 8.2.h de la Convención que, como fue señalado anteriormente […], consagra un tipo específico de recurso 
que debe ofrecerse a toda persona condenada por un delito, como garantía de su derecho a la defensa, y estima 
que no se está en el supuesto de aplicación del artículo 25.1 de dicho tratado. La indefensión del señor Barreto Leiva 
se debió a la imposibilidad de recurrir del fallo condenatorio, hipótesis abarcada por el artículo 8.2.h en mención. 
(párr. 102)
En consecuencia, la Corte declara que el Estado no violó el derecho consagrado en el artículo 25.1 de la 
Convención. (párr. 103)
2. DEBER DE ADOPTAR DISPOSICIONES DE DERECHO INTERNO
Artículo 2 de la Convención.
[…] Esta Corte declaró que hubo incumplimiento del artículo 2 de la Convención, puesto que el ordenamiento 
jurídico venezolano impidió al señor Barreto Leiva acceder al expediente del sumario antes de ser privado de 
la libertad, en violación del artículo 8.2.c de la Convención, así como por no ofrecerle un recurso que le hubiese 
permitido impugnar su sentencia condenatoria, en violación del artículo 8.2.h de dicho tratado. (párr. 104)
Venezuela señaló que “se apegó al cumplimento de sus leyes nacionales a lo que para el momento histórico 
era considerado en Venezuela y en toda América Latina el debido proceso penal. La aplicación de la Convención 
Americana implicó un cambio de doctrina que significó para los Estados miembros de la Convención adoptar sus 
normativas, pero esto significa un proceso progresivo, motivo por el cual no puede la Comisión concluir que la 
aplicación del extinto [CEC] era violatorio de la Convención, porque este código estaba en consonancia con la 
Constitución de la República de Venezuela en 1961, vigente para el período en que ocurrieron los hechos en el 
presente caso”. (párr. 105)
En relación con la obligación general de adecuar la normativa interna a la Convención, la Corte ha afirmado 
en varias oportunidades que “[e]n el derecho de gentes, una norma consuetudinaria prescribe que un Estado que 
ha celebrado un convenio internacional, debe introducir en su derecho interno las modificaciones necesarias para 
asegurar la ejecución de las obligaciones asumidas”. Este principio aparece en el artículo 2 de la Convención, que 
establece la obligación general de cada Estado Parte de adecuar su derecho interno a las disposiciones de la propia 
Convención, para garantizar los derechos reconocidos en ella, lo cual implica la necesidad de adoptar efectivas 
medidas de derecho interno en su sentido útil (principio de effet utile). (párr. 106)
Esa adopción de medidas opera en dos vertientes, a saber: i) supresión de las normas y prácticas de cualquier 
naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas en la Convención o que desconozcan los derechos 
allí reconocidos u obstaculicen su ejercicio, y ii) expedición de normas y desarrollo de prácticas conducentes a la 
efectiva observancia de dichas garantías. (párr. 107)
Es razonable entender que la adecuación del derecho interno a la Convención Americana en los términos 
expuestos en los párrafos anteriores puede tomar al Estado cierto tiempo. Sin embargo, dicho tiempo debe ser 
razonable. Así, en el caso Heliodoro Portugal Vs. Panamá esta Corte observó que el Estado demandado había asumido 
en 1996 la obligación de tipificar el delito de desaparición forzada, cosa que hizo en 2007. La Corte Interamericana 
estimó que “el transcurso de más de diez años […] sobrepasa el tiempo razonable”. (párr. 108)
Venezuela ratificó la Convención Americana en 1977 y los hechos del presente caso ocurrieron en 1993. El 
Estado tuvo 16 años para adaptar su ordenamiento interno a la Convención, lo que no hizo. Consecuentemente, la 
Corte rechaza el argumento del Estado  […] (párr. 109)
3. DERECHO A LA LIBERTAD PERSONAL
Artículo 7 en relación con el artículo 1.1 y 2 de la Convención.
Requisitos para restringir legítimamente la Libertad Personal
La Corte ha establecido que para restringir el derecho a la libertad personal a través de medidas como la 
prisión preventiva deben existir indicios suficientes que permitan suponer razonablemente que la persona sometida 
a proceso ha participado en el ilícito que se investiga. Sin embargo, “aún verificado este extremo, la privación de 
libertad del imputado no puede residir en fines preventivo-generales o preventivo-especiales atribuibles a la pena, 
sino que sólo se puede fundamentar […] en un fin legítimo, a saber: asegurar que el acusado no impedirá el desarrollo 
del procedimiento ni eludirá la acción de la justicia”. (párr. 111)
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De la lectura total de la orden de detención judicial, el Tribunal concluye que el Estado, a través de la CSJ, 
cumplió con el primer extremo necesario para restringir el derecho a la libertad personal por medio de la medida 
cautelar, esto es, señalar los indicios suficientes que permitan suponer razonablemente que la persona sometida 
a proceso ha participado en el ilícito que se investiga. Corresponde verificar si el Estado cumplió con el segundo 
extremo, esto es, que la medida cautelar se base en el fin legítimo de asegurar que el acusado no impedirá el 
desarrollo del procedimiento o que no eludirá la acción de la justicia (supra párr. 111). (párr. 114)
Al respecto, la Corte nota que la orden de detención judicial en ninguna de sus 454 hojas hace mención a la 
necesidad de dictar la prisión preventiva del señor Barreto Leiva porque existen indicios suficientes, que persuadan 
a un observador objetivo, de que éste va a impedir el desarrollo del procedimiento o eludir la acción de la justicia. 
Lo anterior, sumado al hecho de que la legislación interna […] únicamente requería de “fundados indicios de la 
culpabilidad”, sin hacer alusión al fin legítimo que la medida cautelar debe buscar, llevan al Tribunal a concluir que la 
prisión preventiva en el presente caso se aplicó como la regla y no como la excepción. (párr. 115)
En consecuencia, el Tribunal declara que el Estado, al no haber brindado una motivación suficiente respecto 
a la consecución de un fin legítimo compatible con la Convención a la hora de decretar la prisión preventiva del 
señor Barreto Leiva, violó su derecho a no ser sometido a detención arbitraria, consagrado en el artículo 7.3 de 
la Convención. Del mismo modo, se afectó su derecho a la libertad personal, reconocido en el artículo 7.1 de la 
Convención, en relación con el artículo 1.1 del mismo tratado, puesto que “cualquier violación de los numerales 2 al 
7 del artículo 7 de la Convención acarreará necesariamente la violación del artículo 7.1 de la misma, puesto que la 
falta de respeto a las garantías de la persona privada de la libertad desemboca, en suma, en la falta de protección del 
propio derecho a la libertad de esa persona”. Finalmente, el Tribunal declara que el Estado incumplió su obligación 
consagrada en el artículo 2 de la Convención, puesto que su ley interna no establecía garantías suficientes al derecho 
a la libertad personal, ya que permitía el encarcelamiento de comprobarse únicamente “indicios de culpabilidad”, sin 
establecer que, además, es necesario que la medida busque un fin legítimo. (párr. 116)
El plazo razonable de la prisión preventiva (art. 7.5), la presunción de inocencia  
y el principio de proporcionalidad
El Tribunal ha establecido que el artículo 7.5 de la Convención garantiza el derecho de toda persona en 
prisión preventiva a ser juzgada dentro de un plazo razonable o ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe 
el proceso. Esta norma impone límites temporales a la duración de la prisión preventiva y, en consecuencia, a las 
facultades del Estado para asegurar los fines del proceso mediante esta medida cautelar. Desde luego, hay que 
distinguir entre esta disposición sobre duración de la medida cautelar privativa de la libertad, de la contenida en el 
artículo 8.1 que se refiere al plazo para la conclusión del proceso. Aun cuando se refieren a cuestiones diferentes, 
ambas normas se hallan informadas por un mismo designio: limitar en la mayor medida posible la afectación de los 
derechos de una persona. (párr. 119)
Cuando el plazo de la prisión preventiva sobrepasa lo razonable, el Estado podrá limitar la libertad del 
imputado con otras medidas menos lesivas que aseguren su comparecencia al juicio, distintas de la privación de 
libertad. Este derecho del individuo trae consigo, a su vez, una obligación judicial de tramitar con mayor diligencia y 
prontitud los procesos penales en los que el imputado se encuentre privado de libertad. (párr. 120)
Del principio de presunción de inocencia, reconocido en el artículo 8.2 de la Convención, deriva la obligación 
estatal de no restringir la libertad del detenido más allá de los límites estrictamente necesarios para asegurar que no 
impedirá el desarrollo eficiente de las investigaciones y que no eludirá la acción de la justicia. La prisión preventiva 
es una medida cautelar, no punitiva. Constituye, además, la medida más severa que se puede imponer al imputado. 
Por ello, se debe aplicar excepcionalmente. La regla debe ser la libertad del procesado mientras se resuelve acerca 
de su responsabilidad penal. (párr. 121)
La prisión preventiva se halla limitada, asimismo, por el principio de proporcionalidad, en virtud del cual una 
persona considerada inocente no debe recibir igual o peor trato que una persona condenada. El Estado debe evitar 
que la medida de coerción procesal sea igual o más gravosa para el imputado que la pena que se espera en caso de 
condena. Esto quiere decir que no se debe autorizar la privación cautelar de la libertad, en supuestos en los que no 
sería posible aplicar la pena de prisión, y que aquélla debe cesar cuando se ha excedido la duración razonable de 
dicha medida. El principio de proporcionalidad implica, además, una relación racional entre la medida cautelar y el 
fin perseguido, de tal forma que el sacrificio inherente a la restricción del derecho a la libertad no resulte exagerado 
o desmedido frente a las ventajas que se obtienen mediante tal restricción. (párr. 122)
Teniendo en cuenta lo anterior, esta Corte declara que el Estado violó los artículos 7.5 y 8.2 de la Convención 
Americana, en cuanto la prisión preventiva del señor Barreto Leiva excedió los límites de temporalidad, razonabilidad 
y proporcionalidad a los que debió estar sujeta. Todo lo cual constituyó, además, una violación del derecho a 
la libertad personal, consagrado en el artículo 7.1 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma.  
(párr. 123)
104
III. REPARACIONES
Es un principio de Derecho Internacional que toda violación de una obligación internacional que haya 
producido daño comporta el deber de repararlo adecuadamente. En sus decisiones al respecto, la Corte se ha 
basado en el artículo 63.1 de la Convención Americana (párr. 124)
1. Parte lesionada
La Corte considera como “parte lesionada” al señor Barreto Leiva, en su carácter de víctima de las violaciones 
que fueron declaradas en su perjuicio, por lo que será acreedor de las medidas de reparación que, en su caso, fije 
el Tribunal. (párr. 126)
En cuanto a la esposa e hijas del señor Barreto Leiva, a quienes el representante solicitó se les indemnice, la 
Corte observa que la Comisión no las declaró como víctimas de violación alguna a la Convención en su Informe de 
fondo y que en la demanda identificó al señor Barreto Leiva como único beneficiario de las reparaciones. Por ello, 
el Tribunal, conforme a su jurisprudencia, no considerará como parte lesionada a los familiares de la víctima. (párr. 
127)
2. Revisión de la sentencia condenatoria
[…] La Corte, teniendo en cuenta que la reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación 
internacional requiere, siempre que sea posible, la plena restitución (restitutio in integrum), la cual consiste en el 
restablecimiento de la situación anterior, decide ordenar al Estado que brinde al señor Barreto Leiva la posibilidad 
de recurrir la sentencia en mención. (párr. 128)
La Corte es consciente que el señor Barreto Leiva cumplió con la pena que le fue impuesta. Sin embargo, los 
perjuicios que una condena encierra todavía están presentes y este Tribunal no puede determinar que los mismos 
son consecuencia de una condena legítima o no. Esa es una tarea del Estado (supra párr. 24) que aún no ha sido 
cumplida, ya que todavía está pendiente el doble conforme. (párr. 129)
En consecuencia, si el señor Barreto Leiva así lo solicita al Estado, a través de su Poder Judicial, éste deberá 
concederle la facultad de recurrir de la sentencia y revisar en su totalidad el fallo condenatorio. Si el juzgador decide 
que la condena estuvo ajustada a Derecho, no impondrá ninguna pena adicional a la víctima y reiterará que ésta ha 
cumplido con todas las condenas impuestas en su oportunidad (supra párr. 22). Si por el contrario, el juzgador decide 
que el señor Barreto Leiva es inocente o que la condena impuesta no se ajustó a Derecho, dispondrá las medidas 
de reparación que considere adecuadas por el tiempo que el señor Barreto Leiva estuvo privado de su libertad y 
por todos los perjuicios de orden material e inmaterial causados. Esta obligación deberá ser cumplida en un plazo 
razonable. (párr. 130)
3. Adecuación del derecho interno
[…] Teniendo en cuenta las violaciones declaradas en la presente sentencia, el Tribunal estima oportuno 
ordenar al Estado que, dentro de un plazo razonable, adecue su ordenamiento jurídico interno, de tal forma que 
garantice el derecho a recurrir de los fallos condenatorios, conforme al artículo 8.2.h de la Convención, a toda 
persona juzgada por un ilícito penal, inclusive a aquéllas que gocen de fuero especial. (párr. 134)
En cuanto a las normas internas que impedían el acceso del investigado al sumario y a aquéllas que únicamente 
exigían la verificación de “indicios de culpabilidad” para ordenar la detención, que fueron declaradas incompatibles 
con el artículo 2 de la Convención (supra párrs. 57 y 116), el Tribunal observa que han sido modificadas a partir del 
año 1999 y que la Comisión, durante todo el proceso ante la Corte, valoró “positivamente” dichas modificaciones. En 
razón de lo anterior, se abstiene de ordenar alguna medida de reparación en este aspecto. (párr. 135)
4. Publicación de la sentencia
[…] El Estado deberá publicar en el Diario Oficial y en otro diario de amplia circulación nacional, por una sola 
vez, los párrafos 20 a 24, 35, 39 a 41, 47, 48, 56, 57, 60, 63, 64, 78, 88 a 91, 115, 116 y 118 a 123 de la presente 
Sentencia, sin las notas al pie de página, y la parte resolutiva de la misma. Para ello se fija el plazo de seis meses, a 
partir de la notificación de esta Sentencia. (párr. 137)
5. Disculpas públicas
La Corte ha ordenado en varias ocasiones a los Estados que realicen actos de dignificación de la víctima o en 
memoria de esta, cuando la gravedad de los hechos y de las violaciones cometidas así lo ameritan. […]  (Párr. 139)
En el presente caso, la Corte considera que las afectaciones del señor Barreto Leiva serán suficientemente 
reparadas con la emisión de la presente sentencia, la publicación de la misma (supra párr. 137), la posibilidad 
de recurrir de su fallo condenatorio (supra párr. 130) y la cantidad indemnizatoria fijada en el párrafo 148 infra.  
(párr. 141)
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6. Indemnizaciones y reembolso de costas y gastos
Daño material e inmaterial
El representante sostuvo que se debe reintegrar a la víctima los ingresos que dejó de percibir desde su 
detención. Fijó esta cantidad en US$ 233.685,08 (doscientos treinta y tres mil seiscientos ochenta y cinco con 08/100 
dólares de los Estados Unidos de América). (párr. 143)
En cuanto al daño inmaterial, el representante manifestó que durante dos años el señor Barreto Leiva sufrió 
“una campaña sistemática y muy agresiva, de insultos verbales, calumnias, mentiras y fuertes epítetos degradantes 
en su mayoría, transmitidos a diario por radio, televisión y medios impresos”. Agregó que su vida social se vio 
“severamente afectada” y que se vio obligado a enviar a estudiar al exterior a dos de sus hijas menores. La cantidad 
que por este concepto se solicita varía sustancialmente del escrito de solicitudes y argumentos al escrito de alegatos 
finales. Mientras que en el primero se peticionó US$ 150.000,00 (ciento cincuenta mil dólares de los Estados Unidos 
de América), en el último se solicitó US$ 250.000,00 (doscientos cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de 
América). El representante no explicó el motivo del incremento. (párr. 144)
En primer lugar, el Tribunal resalta que tanto el daño material como el daño inmaterial alegados no se 
relacionan con las violaciones a la Convención Americana expuestas en esta Sentencia, sino con la condena en el 
fuero interno del señor Barreto Leiva. Como quedó establecido en el párrafo 24 supra, no le compete a esta Corte 
analizar la culpabilidad o inocencia del señor Barreto Leiva y, por ende, tampoco ordenar reparaciones en ese 
sentido, sino única y exclusivamente de las violaciones a la Convención declaradas en este fallo. Corresponderá al 
fuero interno valorar cuáles son las reparaciones que deban otorgarse al señor Barreto Leiva en caso de que ocurra 
el supuesto indicado en el párrafo 130 supra. (párr. 147)
En vista de lo expuesto, el Tribunal se abstiene de otorgar una indemnización por el alegado daño material y 
por el daño inmaterial en los términos expuestos por el representante. La Corte, sin embargo, debe reconocer que 
las violaciones que ha declarado en esta Sentencia sí produjeron un daño inmaterial, pues es propio de la naturaleza 
humana que toda persona que padece una violación a sus derechos humanos experimente un sufrimiento. Por ello, 
la Corte fija, en equidad la cantidad de US$ 15.000,00 (quince mil dólares de los Estados Unidos de América), que 
deberá ser entregada directamente al señor Barreto Leiva. (párr. 148)
Costas y gastos
El Tribunal ha señalado que las pretensiones de las víctimas o sus representantes en materia de costas y 
gastos, y las pruebas que las sustentan, deben presentarse a la Corte en el primer momento procesal que se les 
concede, esto es, en el escrito de solicitudes y argumentos, sin perjuicio de que tales pretensiones se actualicen en un 
momento posterior, conforme a las nuevas costas y gastos en que se haya incurrido con ocasión del procedimiento 
ante esta Corte. Igualmente, la Corte ha subrayado que “no es suficiente la remisión de documentos probatorios, 
sino que se requiere que las partes hagan una argumentación que relacione la prueba con el hecho que se considera 
representado, y que, al tratarse de alegados desembolsos económicos, se establezca con claridad los rubros y la 
justificación de los mismos”. (párr.152)
En el presente caso, el representante no allegó prueba que acreditara la erogación de los gastos alegados. 
Sin embargo, la Corte también advierte que la víctima incurrió en gastos para asistir a la audiencia pública del caso 
celebrada en la sede del Tribunal, así como gastos por la remisión de sus escritos, entre otros, durante el proceso 
ante este Tribunal. Asimismo, es razonable suponer que durante los 12 años de trámite ante la Comisión la víctima 
realizó erogaciones económicas. Teniendo en cuenta lo anterior y ante la falta de comprobantes, la Corte fija en 
equidad la cantidad de US$ 10.000,00 (diez mil dólares de Estados Unidos de América) a favor del señor Barreto 
Leiva. Este monto incluye los gastos futuros en que pueda incurrir la víctima durante la supervisión del cumplimiento 
de esta Sentencia. El señor Barreto Leiva entregará, a su vez, la cantidad que estime adecuada a quienes fueron sus 
representantes en el fuero interno y en el proceso ante el Sistema Interamericano. (párr. 153)
7. Modalidad de cumplimiento de los pagos ordenados
El Estado deberá efectuar el pago de la indemnización por concepto de daño inmaterial directamente al señor 
Barreto Leiva, así como el reembolso de costas y gastos, dentro del plazo de un año contado a partir de la notificación 
de la presente Sentencia. (párr. 154)
En caso de que el señor Barreto Leiva fallezca antes de que le sea entregada la indemnización respectiva, ésta 
se efectuará a sus derechohabientes, conforme al derecho interno aplicable. (párr. 155)
El Estado debe cumplir sus obligaciones mediante el pago en dólares de los Estados Unidos de América o en 
una cantidad equivalente en moneda venezolana, utilizando para el cálculo respetivo el tipo de cambio entre ambas 
monedas que esté vigente en la plaza de Nueva York, Estados Unidos de América, el día anterior al pago. (Párr. 156)
Las cantidades asignadas en la presente Sentencia como indemnización y como reintegro de costas y gastos 
deberán ser entregadas al señor Barreto Leiva en forma íntegra, sin reducciones derivadas de eventuales cargas 
fiscales. (párr. 158)
En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un interés sobre la cantidad adeudada, correspondiente 
al interés bancario moratorio en Venezuela. (párr. 159)
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El señor Francisco Usón Ramírez fue General de Brigada en las Fuerzas Armadas de Venezuela y desempeñó 
el cargo de Ministro de Finanzas, al cual renunció tras los sucesos del 11 de abril de 2002, por disentir con el gobierno 
y el Alto Mando Militar. En el año 2003 el señor Usón Ramírez pasó a situación de retiro.
Los días 16 de abril y 10 de mayo de 2004,el señor Usón Ramírez fue invitado a un programa de televisión. El 
tema del programa en esas ocasiones era la hipótesis planteada en un artículo de prensa escrito por una periodista, 
también invitada al programa, sobre la supuesta utilización de un “lanzallamas” como medio de castigo en contra 
de unos soldados en el Fuerte Mara, en donde había ocurrido un incendio en una celda que había dejado varios 
muertos. El señor Usón Ramírez fue presentado como “analista militar y político”. En el programa, éste explicó 
cómo funcionaba un lanzallamas y los procedimientos que se necesitaban en las Fuerzas Armadas para utilizarlo, 
señalando además que “el funcionamiento y la forma como este equipo se prepara para su uso evidencia que existió 
una premeditación”, añadiendo que tal situación sería “muy muy grave si resulta ser cierta”.
El 10 de mayo de 2004, el Ministro de Defensa ordenó la apertura de una investigación penal militar, en contra 
del señor Usón Ramírez, por sus declaraciones. Al día siguiente, la Fiscalía Militar Superior en la Jurisdicción del 
Consejo de Guerra Permanente de Caracas acordó dar inicio a la investigación. 
El 21 de mayo de 2004 el Fiscal Militar interpuso un escrito ante el Tribunal Militar, solicitando una medida 
preventiva de privación de la libertad contra el señor Usón Ramírez. Seguidamente, el Tribunal emitió una Orden de 
Aprehensión contra él y decretó su detención preventiva por estimar acreditado el peligro de fuga. El Juez motivó la 
decisión señalando que “es potestad exclusiva del juez determinar cuándo existe la presunción razonable de peligro 
de fuga, es decir, es de carácter eminentemente discrecional”.
El señor Usón Ramírez fue condenado a cinco años y seis meses de prisión por el delito de “injuria contra la 
Fuerza Armada Nacional”, bajo el tipo penal establecido en el artículo 505 del Código Orgánico de Justicia Militar. 
Según éste “incurrirá en la pena de tres a ocho años de prisión el que en alguna forma injurie, ofenda o menosprecie 
a las Fuerzas Armadas Nacionales o alguna de sus unidades”. La sentencia declaró que: “(…) Francisco Vicente Usón 
Ramírez usó expresiones abusivas las cuales injurian y ofenden a la Fuerza Armada (…) por haber opinado y dar 
afirmaciones donde involucraba al personal militar en discrepancia con la realidad, a través de un medio audiovisual” 
y que “el delito cometido por el acusado, atenta contra la seguridad de la Nación”.
El 27 de enero de 2005, el tribunal de alzada declaró sin lugar el recurso de apelación planteado por el señor 
Usón Ramírez y confirmó la sentencia condenatoria. Asimismo, el 2 de junio de 2005, la Sala de Casación Penal del 
Tribunal Supremo de Justicia desestimó el recurso de casación interpuesto por los abogados defensores, con lo cual 
la sentencia quedó firme.
El 24 de diciembre de 2007 el Tribunal Militar Primero de Ejecución de Sentencias de Caracas emitió una 
resolución, mediante la cual otorgó al señor Usón Ramírez el beneficio de libertad condicional, bajo una serie de 
condiciones y prohibiciones, entre ellas, se le prohibió “asistir a manifestaciones, caminatas, marchas, concentraciones, 
reuniones, entre otras, de carácter político” y “dar declaraciones a los diferentes medios de comunicación social 
(impresos, radiofónicos, audiovisuales, entre otros) del caso que se ventiló”.
La Comisión solicitó a la Corte que declare que el Estado ha incurrido en la violación de los derechos 
reconocidos en los artículos 13 (Libertad de Pensamiento y de Expresión), 7 (Derecho a la Libertad Personal), 8 
(Garantías Judiciales) y 25 (Protección Judicial) de la Convención Americana, en conexión con los artículos 1.1 
(Obligación de Respetar los Derechos) y 2 (Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno) de la misma, en 
perjuicio del señor Francisco Usón Ramírez. Al respecto, la Corte declaró que el Estado violó el principio de legalidad 
y el derecho a la libertad de pensamiento y de expresión, reconocidos en los artículos 9 y 13.1 y 13.2 de la CADH, en 
relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma, en perjuicio del señor Francisco Usón Ramírez. Asimismo, consideró 
que a éste se le vulneraron los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial, reconocidos en los 
artículos 8 y 25 de dicho instrumento, en conexión con las obligaciones dispuestas en sus artículos 1.1 y 2. Además, 
el Estado violó el derecho a la libertad personal, reconocido en el artículo 7 de la CADH, en relación con el artículo 
1.1 de la misma, en perjuicio del señor Francisco Usón Ramírez e incumplió el deber de adoptar disposiciones de 
derecho interno (art. 2 de la CADH), en relación con los artículos 9, 13.1, 13.2 y 8.1 del mentado tratado.
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II. CONSIDERACIONES DE FONDO DE LA CORTE
1. DERECHO A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN, PROTECCIÓN DE LA HONRA Y PRINCIPIO DE LEGALIDAD
Artículos 13.1 y 13.2 y 9 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2  
de la misma 
Los derechos consagrados en la CADH no protegen a personas jurídicas
Antes de analizar el contenido y alcance del derecho a la libertad de expresión y el derecho a la protección 
de la honra, resulta necesario aclarar que el artículo 1.2 de la Convención establece que los derechos reconocidos 
en dicho instrumento corresponden a personas, es decir, a seres humanos y no a instituciones como las Fuerzas 
Armadas. Por lo tanto, al entrar en el análisis del supuesto conflicto de derechos en el presente caso el Tribunal no 
pretende determinar el alcance de derechos que pudiera o no tener la institución de las Fuerzas Armadas, puesto 
que esto quedaría fuera del alcance de su competencia. Sin embargo, al Tribunal le corresponde determinar si los 
derechos del individuo Usón Ramírez han sido vulnerados. Dado que la justificación que dio el Estado para restringir 
el derecho a la libertad de expresión del señor Usón Ramírez fue la supuesta necesidad de proteger el honor y 
reputación de las Fuerzas Armadas, resulta necesario realizar un examen del conflicto entre el derecho individual del 
señor Usón Ramírez a la libertad de expresión, por un lado, y el supuesto derecho al honor que la normativa interna 
reconoce a la institución de las Fuerzas Armadas, por otro. (párr. 45)
Restricciones al derecho a la libertad de expresión
Dicha libertad de expresión puede estar sujeta a restricciones, en particular cuando interfiere con otros 
derechos garantizados por la Convención. El artículo 13.2 de la Convención, que prohíbe la censura previa, también 
prevé la posibilidad de exigir responsabilidades ulteriores por el ejercicio abusivo de este derecho. La Corte ha 
precisado las condiciones que los Estados Partes deben cumplir para poder restringir o limitar el derecho a la libertad 
de expresión mediante la excepcional determinación de responsabilidades ulteriores, advirtiendo que dicho derecho 
no se debe limitar más allá de lo estrictamente necesario. (párr. 48)
Requisitos que debe cumplir el delito de injuria como restricción a la libertad de expresión
Teniendo en cuenta lo anterior, para resolver el caso concreto, la Corte 1) verificará si la tipificación del delito 
de injuria contra las Fuerzas Armadas afectó la legalidad estricta que es preciso observar al restringir la libertad de 
expresión por la vía penal; 2) estudiará si la protección de la reputación de las Fuerzas Armadas sirve a una finalidad 
legítima de acuerdo con la Convención y determinará, en su caso, la idoneidad de la sanción penal para lograr la 
finalidad perseguida; 3) evaluará la necesidad de tal medida, y 4) analizará la estricta proporcionalidad de la medida, 
esto es, si la sanción impuesta al señor Usón Ramírez garantizó en forma amplia el derecho a la reputación de las 
Fuerzas Armadas, sin hacer nugatorio el derecho de éste a manifestar su opinión. (párr.49)
Legalidad de la restricción del derecho a la libertad de expresión cuando dicha  
restricción consiste en una medida penal
La Corte ha señalado que “es la ley la que debe establecer las restricciones a la libertad de información”. 
En este sentido, cualquier limitación o restricción a aquélla debe estar prevista en la ley, tanto en sentido formal 
como material. Ahora bien, si la restricción o limitación proviene del derecho penal, es preciso observar los estrictos 
requerimientos característicos de la tipificación penal para satisfacer en este ámbito el principio de legalidad. En 
efecto, la Corte ha declarado en su jurisprudencia previa que en la elaboración de los tipos penales es preciso utilizar 
términos estrictos y unívocos, que acoten claramente las conductas punibles, dando pleno sentido al principio de 
legalidad penal. Esto implica una clara definición de la conducta incriminada, la fijación de sus elementos y el 
deslinde de comportamientos no punibles o conductas ilícitas sancionables con medidas no penales. En particular, 
en lo que se refiere a la normas penales militares, este Tribunal ha establecido, a través de su jurisprudencia, que 
éstas deben establecer claramente y sin ambigüedad, inter alia, cuáles son las conductas delictivas típicas en el 
especial ámbito militar y deben determinar la conducta ilícita a través de la descripción de la lesión o puesta en 
peligro de bienes jurídicos militares gravemente atacados, que justifique el ejercicio del poder punitivo militar, así 
como especificar la correspondiente sanción. Así, la tipificación de un delito debe formularse en forma expresa, 
precisa, taxativa y previa, más aún cuando el derecho penal es el medio más restrictivo y severo para establecer 
responsabilidades respecto de una conducta ilícita, teniendo en cuenta que el marco legal debe brindar seguridad 
jurídica al ciudadano.(párr. 55)
En el presente caso, la Corte observa que el tipo penal del artículo 505 del Código Orgánico de Justicia Militar 
no establece los elementos que constituyen la injuria, ofensa o menosprecio, ni especifica si es relevante que el sujeto 
activo impute o no hechos que atenten al honor o si una mera opinión ofensiva o menospreciante, sin imputación de 
hechos ilícitos, por ejemplo, basta para la imputación del delito. Es decir, dicho artículo responde a una descripción 
que es vaga y ambigua y que no delimita claramente cuál es el ámbito típico de la conducta delictiva, lo cual podría 
llevar a interpretaciones amplias que permitirían que determinadas conductas sean penalizadas indebidamente a 
través del tipo penal de injuria. La ambigüedad en la formulación de este tipo penal genera dudas y abre el campo 
al arbitrio de la autoridad, particularmente indeseable cuando se trata de establecer la responsabilidad penal de los 
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individuos y sancionar su conducta con penas que afectan severamente bienes fundamentales, como la libertad. 
Además, dicho artículo se limita a prever la pena a imponerse, sin tomar en cuenta el dolo específico de causar 
descrédito, lesionar la buena fama o el prestigio, o inferir perjuicio al sujeto pasivo. Al no especificar el dolo requerido, 
dicha ley permite que la subjetividad del ofendido determine la existencia de un delito, aún cuando el sujeto activo 
no hubiera tenido la voluntad de injuriar, ofender o menospreciar al sujeto pasivo. Esta afirmación adquiere mayor 
contundencia cuando, de acuerdo a lo expuesto por el propio perito propuesto por el Estado en la audiencia pública 
del presente caso, en Venezuela “no existe una definición legal de lo que es honor militar”. (párr. 56)
En razón de lo anterior, la Corte considera que la tipificación penal correspondiente al artículo 505 del Código 
Orgánico de Justicia Militar contraviene los artículos 9, 13.1 y 13.2 de la Convención, en relación con los artículos 1.1 
y 2 de la misma. (párr.58)
El honor o reputación de las Fuerzas Armadas como fin legítimo para restringir  
el derecho a la libertad de expresión
Al respecto, la Corte toma nota que el derecho interno venezolano reconoce que las Fuerzas Armadas, como 
institución del Estado o persona jurídica, puede estar amparada por la protección del derecho a la honra o reputación. 
Asimismo, el artículo 13.2.a) de la Convención establece que la “reputación de los demás” puede ser motivo para 
fijar responsabilidades ulteriores en el ejercicio de la libertad de expresión. Si bien el sujeto del derecho al honor o a 
la reputación en este caso se trata de las Fuerzas Armadas, no de una persona física, y por ende no está protegido 
por la Convención, la protección del derecho al honor o a la reputación en sí es considerada en la Convención como 
una de las finalidades legítimas para justificar una restricción al derecho a la libertad de expresión. En este sentido, 
el Tribunal reitera que al realizar un análisis sobre la legitimidad del fin señalado en el presente caso (la protección 
del derecho al honor o reputación de las Fuerzas Armadas), no se pretende determinar si efectivamente las Fuerzas 
Armadas tienen o no un “derecho” al honor o reputación, sino que se analiza si dicho fin sería legítimo para efectos 
de la restricción del derecho a la libertad de expresión que la Convención reconoce al señor Usón Ramírez. (párr.63)
La Corte Europea de Derechos Humanos ha tenido oportunidad de pronunciarse sobre este tema y ha 
considerado que la protección del derecho a la reputación de compañías, no sólo de individuos, puede ser un fin 
legítimo para restringir el derecho a la libertad de expresión. En el caso Steel and Morris v. the United Kingdom, por 
ejemplo, el Tribunal Europeo realizó un análisis con relación a la necesidad de proteger el derecho a la libertad de 
expresión de los solicitantes y la necesidad de proteger la reputación y los derechos de [una compañía]”. Igualmente, 
en el caso Kuliś and Różycki v. Poland el Tribunal Europeo señaló que la protección del derecho a la reputación de 
una compañía era un “fin legítimo”, en los términos del artículo 10.2 del Convenio Europeo. (párr. 65)
Por tanto, el Tribunal considera que la finalidad en cuestión en el presente caso es legítima, en tanto pretende 
proteger un derecho que la normativa interna venezolana reconoce a las Fuerzas Armadas y que en términos 
generales se encuentra reconocido en la Convención Americana respecto de personas naturales. Sin embargo, resulta 
pertinente aclarar que la legitimidad del fin es sólo uno de los elementos en el presente análisis de proporcionalidad 
y no necesariamente hace que la restricción en cuestión haya sido legal (lo cual ya fue analizado por el Tribunal 
supra, párrs. 50 a 58), por la vía idónea, necesaria o proporcional (lo cual el Tribunal analizará infra, párrs. 67 a 68). 
(párr. 66)
Necesidad de la vía penal para restringir el derecho a la libertad de expresión
La Corte ha señalado que el Derecho Penal es el medio más restrictivo y severo para establecer 
responsabilidades respecto de una conducta ilícita, particularmente cuando se imponen penas privativas de libertad. 
Por lo tanto, el uso de la vía penal debe responder al principio de intervención mínima, en razón de la naturaleza del 
derecho penal como ultima ratio. Es decir, en una sociedad democrática el poder punitivo sólo se puede ejercer en 
la medida estrictamente necesaria para proteger los bienes jurídicos fundamentales de los ataques más graves que 
los dañen o pongan en peligro. Lo contrario conduciría al ejercicio abusivo del poder punitivo del Estado. (párr. 73)
La necesidad de utilizar la vía penal para imponer responsabilidades ulteriores al ejercicio del derecho a la 
libertad de expresión se debe analizar con especial cautela y dependerá de las particularidades de cada caso. Para 
ello, se deberá considerar el bien que se pretende tutelar, la extrema gravedad de la conducta desplegada por el 
emisor de aquéllas, el dolo con que actuó, las características del daño injustamente causado, las características 
de la persona cuyo honor o reputación se pretende salvaguardar, el medio por el cual se pretendió causar el daño 
y otros datos que pongan de manifiesto la absoluta necesidad de utilizar, en forma verdaderamente excepcional, 
medidas penales. En todo momento la carga de la prueba debe recaer en quien formula la acusación. (párr. 74)
En este sentido, el Tribunal ha considerado en ocasiones anteriores que el ejercicio del poder punitivo del 
Estado ha resultado abusivo e innecesario para efectos de tutelar el derecho a la honra, cuando el tipo penal en 
cuestión no establece claramente qué conductas implican una grave lesión a dicho derecho. Ése fue el caso que 
ocurrió con el señor Usón Ramírez. (párr. 75)
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Examen de la proporcionalidad de la restricción
En este paso del análisis se considera si la restricción resulta estrictamente proporcional, de tal forma que el 
sacrificio inherente a aquélla no resulte exagerado o desmedido frente a las ventajas que se obtienen mediante tal 
limitación. La Corte ha hecho suyo este método al señalar que:
para que sean compatibles con la Convención las restricciones deben justificarse según objetivos 
colectivos que, por su importancia, preponderen claramente sobre la necesidad social del pleno goce del 
derecho que el artículo 13 de la Convención garantiza y no limiten más de lo estrictamente necesario 
el derecho proclamado en dicho artículo. Es decir, la restricción debe ser proporcional al interés que la 
justifica y ajustarse estrechamente al logro de ese legítimo objetivo, interfiriendo en la menor medida 
posible en el efectivo ejercicio del derecho a la libertad de expresión. (párr. 79)
Para el presente caso, la restricción tendría que lograr una importante satisfacción del derecho al honor o la 
reputación que el derecho interno reconoce a las Fuerzas Armadas sin hacer inexistente el derecho a la libre crítica 
contra la actuación de éstas como instancias representativas del Estado. Para efectuar esta ponderación se debe 
analizar i) el grado de afectación de uno de los bienes en juego, determinando si la intensidad de dicha afectación 
fue grave, intermedia o moderada; ii) la importancia de la satisfacción del bien contrario, y iii) si la satisfacción de 
éste justifica la restricción del otro. En algunos casos la balanza se inclinará hacia la libertad de expresión y en otros 
a la salvaguarda del derecho a la honra y reputación. (párr. 80)
Examen  de proporcionalidad: nivel de afectación del derecho a la libertad de expresión 
Respecto al grado de afectación de la libertad de expresión, la Corte considera que las consecuencias del 
sometimiento a un proceso en el fuero militar (infra párrs. 107 a 116); el proceso penal en sí mismo; la privación 
preventiva de libertad que se le impuso; la pena privativa de libertad de cinco años y seis meses a la que fue 
sentenciado; la inscripción en el registro de antecedentes penales; la pérdida de ingresos durante el tiempo 
encarcelado; la afectación en el goce del ejercicio de los derechos que se restringen en razón de la pena impuesta; 
el estar lejos de su familia y seres queridos; el riesgo latente de la posible pérdida de su libertad personal, y el 
efecto estigmatizador de la condena penal impuesta al señor Usón Ramírez demuestran que las responsabilidades 
ulteriores establecidas en este caso fueron verdaderamente graves. (párr. 81)
Examen de proporcionalidad: Importancia de satisfacer el derecho a la reputación o la honra y 
la mayor protección de expresiones sobre asuntos de interés público
Respecto a la importancia del derecho a la honra o reputación que el derecho interno reconoce a las Fuerzas 
Armadas, el Tribunal indicó en la presente Sentencia que no le corresponde determinar si las Fuerzas Armadas 
tienen o no un derecho al honor o a la reputación (supra párr. 45). No obstante lo anterior, de manera análoga, 
el Tribunal ha señalado anteriormente que es de gran importancia que se satisfaga el derecho al honor o a la 
reputación respecto de quien ha sido injuriado, particularmente si se trata de una imputación de un delito grave 
con respecto a un individuo. Sin embargo, la satisfacción de dicho bien no necesariamente justifica la restricción del 
derecho a la libertad de expresión en todo caso. (párr. 82)
Al respecto, en el examen de proporcionalidad se debe tener en cuenta que las expresiones concernientes 
al ejercicio de funciones de las instituciones del Estado gozan de una mayor protección, de manera tal que se 
propicie el debate democrático en la sociedad. Ello es así porque se asume que en una sociedad democrática 
las instituciones o entidades del Estado como tales están expuestas al escrutinio y la crítica del público, y sus 
actividades se insertan en la esfera del debate público. Este umbral no se asienta en la calidad del sujeto, sino en 
el interés público de las actividades que realiza. De ahí la mayor tolerancia frente a afirmaciones y apreciaciones 
vertidas por los ciudadanos en ejercicio de dicho control democrático. Tales son las demandas del pluralismo propio 
de una sociedad democrática, que requiere la mayor circulación de informes y opiniones sobre asuntos de interés 
público. (párr. 83)
En el presente caso, los señalamientos realizados por el señor Usón Ramírez se relacionaban con temas 
de notorio interés público. No obstante la existencia de un interés público sobre lo acontecido en el Fuerte Mara, 
dependencia de las Fuerzas Armadas del Estado, el señor Usón Ramírez fue juzgado y condenado sin que se tuvieran 
en cuenta los requisitos que se desprenden de la Convención Americana referentes a la mayor tolerancia que exigen 
aquellas afirmaciones y apreciaciones vertidas por los ciudadanos en ejercicio del control democrático. (párr. 84)
Las opiniones no pueden ser objeto de sanción
Al respecto, la Corte observa que, por un lado, el tribunal nacional consideró que el señor Usón Ramírez había 
emitido una opinión, no sólo una afirmación, y por otro lado, que dicha opinión a su vez afirmaba un hecho que no 
era cierto (supra párrs. 40 y 42). La Corte ha señalado anteriormente que las opiniones no pueden considerarse 
ni verdaderas ni falsas. Como tal, la opinión no puede ser objeto de sanción, más aún cuando dicha opinión esté 
condicionada a que se comprueben los hechos sobre los que se basa. En el presente caso, al condicionar su opinión, 
se evidencia que el señor Usón Ramírez no estaba declarando que se había cometido un delito premeditado, sino que 
en su opinión se habría cometido tal delito en el caso que resultara cierta la hipótesis sobre el uso de un lanzallamas. 
Una opinión condicionada de tal manera no puede ser sometida a requisitos de veracidad. Además, lo anterior 
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tiende a comprobar que el señor Usón Ramírez carecía del dolo específico de injuriar, ofender o menospreciar, ya 
que, de haber tenido la voluntad de hacerlo, no hubiera condicionado su opinión de tal manera. Un razonamiento 
contrario, es decir, establecer sanciones desproporcionadas por realizar opiniones sobre un supuesto hecho ilícito de 
interés público que involucraba a instituciones militares y sus miembros, contemplando así una protección mayor y 
automática al honor o reputación de éstos, sin consideración acerca de la mayor protección debida al ejercicio de la 
libertad de expresión en una sociedad democrática, es incompatible con el artículo 13 de la Convención Americana. 
(párr.86)
2. DEBIDO PROCESO
Artículo 8.1 de la Convención Americana en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma
Aplicación excepcional de la jurisdicción penal militar y el derecho al juez natural
El Tribunal ha establecido que la jurisdicción penal militar en los Estados democráticos, en tiempos de paz, ha 
tendido a reducirse e incluso a desaparecer, por lo cual, en caso de que un Estado la conserve, su utilización debe ser 
mínima, según sea estrictamente necesario, y debe encontrarse inspirada en los principios y garantías que rigen el 
derecho penal moderno. En un Estado democrático de derecho la jurisdicción penal militar ha de tener un alcance 
restrictivo y excepcional y estar encaminada a la protección de intereses jurídicos especiales, vinculados con las 
funciones que la ley asigna a las fuerzas militares. Por ello, el Tribunal ha señalado anteriormente que en el fuero 
militar sólo se debe juzgar a militares por la comisión de delitos o faltas que por su propia naturaleza atenten contra 
bienes jurídicos propios del orden militar. (párr. 108)
Asimismo, la Corte ha considerado que el derecho a ser juzgado por tribunales de justicia ordinarios con 
arreglo a procedimientos legalmente previstos constituye un principio básico del debido proceso. Consecuentemente, 
el Tribunal ha señalado que “cuando la justicia militar asume competencia sobre un asunto que debe conocer la 
justicia ordinaria, se ve afectado el derecho al juez natural y, a fortiori, el debido proceso”, el cual, a su vez, se 
encuentra íntimamente ligado al propio derecho de acceso a la justicia. (párr. 109)
En este sentido, para que se respete el derecho al juez natural, el Tribunal ha señalado que no basta con 
que la ley establezca previamente cuál será el tribunal que atenderá una causa y que le otorgue competencia a 
éste. Dicha ley, al otorgar competencias en el fuero militar y al determinar las normas penales militares aplicables 
en dicho fuero, debe establecer claramente y sin ambigüedad: a) quiénes son militares, únicos sujetos activos de 
los delitos militares; b) cuáles son las conductas delictivas típicas en el especial ámbito militar; c) la conducta ilícita 
a través de la descripción de la lesión o puesta en peligro de bienes jurídicos militares gravemente atacados, que 
justifique el ejercicio del poder punitivo militar, y d) la correspondiente sanción, teniendo en cuenta el principio de 
proporcionalidad. […] (párr. 110)
El Tribunal ha señalado que la aplicación de la justicia militar debe estar estrictamente reservada a militares 
en servicio activo. Por tal motivo, la Corte ha sido constante al declarar que civiles y “militar[es] en retiro[…] no 
p[ueden] ser juzgado[s] por los tribunales militares”. (párr. 111)
[…] Contrario a lo requerido por la Convención Americana y a lo señalado en la jurisprudencia de esta Corte, 
la normativa interna aplicable al presente caso hacía extensiva la competencia de la jurisdicción militar a civiles y 
a militares en situación de retiro, no reservándola estrictamente para militares en servicio activo […] los militares 
venezolanos en situación de retiro no ejercen funciones particulares de defensa y seguridad exterior que justifiquen 
su enjuiciamiento en el fuero militar del Estado, razón por la cual el Tribunal no encuentra motivo para alejarse de 
su jurisprudencia previa en la que determinó que los militares en situación de retiro no deben ser juzgados por la 
justicia militar. (párr. 115)
[…] Según la jurisprudencia constante de este Tribunal en esta materia, la Corte considera que el Estado violó 
el derecho del señor Usón Ramírez a ser oído por un juez o tribunal competente, de conformidad con el artículo 8.1 
de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma. (párr. 116)
El Derecho a ser juzgado por un tribunal imparcial
El derecho a ser juzgado por un juez o tribunal imparcial es una garantía fundamental del debido proceso. 
Es decir, se debe garantizar que el juez o tribunal en el ejercicio de su función como juzgador cuente con la mayor 
objetividad para enfrentar el juicio. Al respecto, este Tribunal ha establecido que la imparcialidad exige que el juez 
que interviene en una contienda particular se aproxime a los hechos de la causa careciendo, de manera subjetiva, de 
todo prejuicio y, asimismo, ofreciendo garantías suficientes de índole objetiva que permitan desterrar toda duda que 
el justiciable o la comunidad puedan albergar respecto de la ausencia de imparcialidad. La imparcialidad del tribunal 
implica que sus integrantes no tengan un interés directo, una posición tomada, una preferencia por alguna de las 
partes y que no se encuentren involucrados en la controversia. La imparcialidad personal o subjetiva se presume 
a menos que exista prueba en contrario. Por su parte, la denominada prueba objetiva consiste en determinar si el 
juez cuestionado brindó elementos convincentes que permitan eliminar temores legítimos o fundadas sospechas de 
parcialidad sobre su persona. (párr. 117)
[…] Esta Corte ha señalado anteriormente que un juez debe separarse de una causa sometida a su conocimiento 
cuando exista algún motivo o duda que vaya en desmedro de la integridad del tribunal como un órgano imparcial. En 
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aras de salvaguardar la administración de justicia se debe asegurar que el juez se encuentre libre de todo prejuicio 
y que no exista temor alguno que ponga en duda el ejercicio de las funciones jurisdiccionales. (párr. 118)
En el presente caso, ha quedado demostrado que el señor Eladio Ramón Aponte Aponte, uno de los 
magistrados de la Sala de Casación Penal del Tribunal Supremo de Justicia que conoció el recurso de casación 
interpuesto por el señor Usón Ramírez, había sido quien, como Fiscal General Militar, ordenó iniciar la investigación 
en contra de éste. Sin embargo, dicho fiscal/magistrado no se inhibió de conocer la causa ni aceptó la recusación 
en su contra. Al haber participado en una primera etapa ordenando la apertura de la investigación en contra del 
señor Usón Ramírez, dicho fiscal/magistrado no debió haber intervenido en el posterior juzgamiento […] Por lo tanto, 
el Tribunal considera que el Estado violó el derecho del señor Usón Ramírez a ser juzgado por un tribunal imparcial 
[…] (párr. 119)
3. DERECHO A LA PROTECCIÓN JUDICIAL 
Artículo 25.1 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 de la misma
Este Tribunal ha establecido que la salvaguarda de la persona frente al ejercicio arbitrario del poder público es 
el objetivo primordial de la protección internacional de los derechos humanos. En este sentido, el artículo 25.1 de la 
Convención contempla la obligación de los Estados Partes de garantizar, a todas las personas bajo su jurisdicción, un 
recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus derechos fundamentales. A su vez, estos recursos deben ser 
sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la obligación 
general, a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por 
la Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1). La existencia de esta garantía 
“constituye uno de los pilares básicos, no sólo de la Convención Americana, sino del propio Estado de Derecho en 
una sociedad democrática en el sentido de la Convención”. Lo contrario, es decir, la inexistencia de tales recursos 
efectivos, coloca a una persona en estado de indefensión, particularmente al enfrentarse al poder punitivo del 
Estado. (párr. 128) 
Asimismo, la Corte ha señalado que para que el Estado cumpla lo dispuesto en el artículo 25 de la Convención 
no basta con que los recursos existan formalmente, sino que es preciso que tengan efectividad en los términos de 
aquel precepto. Dicha efectividad supone que, además de la existencia formal de los recursos, éstos den resultados 
o respuestas a las violaciones de derechos reconocidos, ya sea en la Convención, en la Constitución o por ley. La 
Corte ha reiterado que dicha obligación implica que el recurso sea idóneo para combatir la violación, y que sea 
efectiva su aplicación por la autoridad competente. […] (párr. 129)
En el presente caso, el Tribunal ha señalado que el Estado no garantizó al señor Usón Ramírez su derecho 
a ser juzgado por tribunales competentes e imparciales (supra párrs. 116 y 119). La víctima interpuso recursos 
ante los tribunales militares y ordinarios. En particular, la Corte destaca la interposición de un recurso de casación 
ante la jurisdicción ordinaria, específicamente ante la Sala de Casación Penal del Tribunal Supremo de Justicia, 
en el cual planteó, entre otros temas, la incompetencia de la jurisdicción militar. Dicho recurso fue “desestimado 
por manifiestamente infundado”. Posteriormente se interpuso ante la Sala Constitucional del Tribunal Supremo 
de Justicia de la República Bolivariana de Venezuela, un recurso extraordinario de revisión contra la decisión 
antes mencionada. La interposición de dichos recursos demuestra que el señor Usón Ramírez intentó ejercer un 
“recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que lo ampar[ara] contra actos que violen sus derechos 
fundamentales”, tal como señala el artículo 25 de la Convención.  En suma, el señor Usón Ramírez no contó con 
ningún recurso que garantizara que fuese juzgado por un tribunal competente e imparcial. (párr. 131)
En consecuencia, el Estado violó el artículo 25.1 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma, 
en perjuicio del señor Usón Ramírez. (párr. 132)
4. DERECHO A LA LIBERTAD PERSONAL
Artículo 7.1 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 de la misma
La detención decretada en un procedimiento viciado vulnera el derecho a la libertad personal 
consagrado en el artículo 7.1
En atención a los hechos y lo alegado por las partes, este Tribunal recuerda que el artículo 7 de la Convención 
tiene dos tipos de regulaciones bien diferenciadas entre sí, una general y otra específica. La general se encuentra 
en el primer numeral: “toda persona tiene el derecho a la libertad y a la seguridad personales”. Mientras que la 
específica está compuesta por una serie de garantías que protegen el derecho a no ser privado de la libertad 
ilegalmente (art. 7.2) o arbitrariamente (art. 7.3), a conocer las razones de la detención y los cargos formulados en 
contra del detenido (art. 7.4), al control judicial de la privación de la libertad y la razonabilidad del plazo de la prisión 
preventiva (art. 7.5) y a impugnar la legalidad de la detención (art. 7.6). Cualquier violación de los numerales 2 al 7 
del artículo 7 de la Convención acarreará necesariamente la violación del artículo 7.1 de la misma. (párr. 143)
Asimismo, el Tribunal ha indicado que, al ser la prisión preventiva una medida cautelar y no punitiva, existe 
una obligación estatal de no restringir la libertad del detenido más allá de los límites estrictamente necesarios para 
asegurar que aquél no impedirá el desarrollo del procedimiento ni eludirá la acción de la justicia. […] (párr. 144)
En el capítulo precedente, esta Corte concluyó que el tribunal que juzgó al señor Usón Ramírez carecía de 
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competencia e imparcialidad, presupuestos esenciales del debido proceso. Dicha situación proyecta sus efectos 
sobre todo el procedimiento, viciándolo desde su origen, así como a las consecuencias derivadas del mismo. En 
este sentido, toda actuación de un tribunal manifiestamente incompetente que derive en una restricción o privación 
a la libertad personal, como las ocurridas en el presente caso en perjuicio del señor Usón Ramírez, determina la 
consecuente violación al artículo 7.1 de la Convención Americana. (párr. 148)
Como consecuencia de lo anterior, la Corte hace notar que en el presente caso, y a diferencia de lo realizado 
en otros casos sometidos a su conocimiento, considera innecesario hacer un análisis sobre los parámetros 
convencionales de legalidad, no arbitrariedad, fundamentación, posibilidad de impugnación, razonabilidad de plazos 
o en lo que respecta a la presunción de inocencia en relación a la privación preventiva de la libertad. (párr. 149)
Por lo tanto, la Corte considera que el Estado violó el artículo 7.1 de la Convención, en relación con el artículo 
1.1 de la misma, en perjuicio del señor Usón Ramírez. (párr. 150)
5. INCUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 2 DE LA CONVENCION
El artículo 2 obliga a los Estados Partes a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales 
y a las disposiciones de la Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para 
hacer efectivos los derechos y libertades protegidos por la Convención. Sin embargo, el Tribunal reitera que “[l]a 
competencia contenciosa de la Corte no tiene por objeto la revisión de las legislaciones nacionales en abstracto, 
sino que es ejercida para resolver casos concretos en que se alegue que un acto del Estado, ejecutado contra 
personas determinadas, es contrario a la Convención”. (párr. 154)
La Corte considera que las pretensiones de la Comisión respecto de la supuesta incompatibilidad entre 
“las normas de desacato” en Venezuela y el artículo 2 de la Convención Americana exceden del ámbito específico 
del presente caso. La Comisión ha definido las leyes de desacato como “una clase de legislación que penaliza la 
expresión que ofende, insulta o amenaza a un funcionario público en el desempeño de sus funciones oficiales”. Sin 
embargo, en el presente caso el señor Usón Ramírez fue acusado y condenado de cometer el delito estipulado en 
el artículo 505 del COJM y no en otras “normas de desacato” que contempla la legislación venezolana. Por lo tanto, 
no es pertinente analizar si estas otras normas son compatibles con la Convención. No obstante lo anterior, este 
Tribunal ya consideró en la presente Sentencia que el delito específico de injuria contra las Fuerzas Armadas por 
el cual fue condenado el señor Usón Ramírez, tipificado en el artículo 505 del Código Orgánico de Justicia Militar, 
no delimita estrictamente la conducta delictuosa, el bien protegido o el sujeto pasivo, ni considera la existencia del 
dolo, resultando así en una tipificación amplia, vaga y ambigua (supra párr. 57). Por lo tanto, el Tribunal consideró 
que dicho tipo penal contraviene los artículos 9, 13.1 y 13.2 de la Convención, en relación con los artículos 1.1 y 2 de 
la misma (supra párr. 58). (párr.155)
Asimismo, el Tribunal ya consideró los alegatos de las partes con relación al ejercicio de la jurisdicción militar 
para enjuiciar al señor Usón Ramírez. En este sentido, la Corte observó que la aplicación de la justicia militar debe 
estar estrictamente reservada a militares en servicio activo y que la normativa interna aplicable al presente caso no 
reservaba estrictamente la competencia de la jurisdicción militar para militares en servicio activo, sino que también 
la hacía extensiva a civiles y a militares en situación de retiro. Por tal motivo, la Corte consideró que el Estado violó 
el derecho del señor Usón Ramírez a ser juzgado por un juez o tribunal competente e imparcial, de conformidad 
con el artículo 8.1 de la Convención Americana, en relación con la obligación general de garantizar derechos, según 
el artículo 1.1 de la misma, así como en relación con el deber general de adoptar las disposiciones de derecho 
interno necesarias para hacer efectivo tal derecho, según el artículo 2 de dicho instrumento (supra párrs. 116 y 119).  
(párr. 156)
Por lo tanto, la Corte considera que el Estado ha incumplido el artículo 2 de la Convención Americana, en 
relación con los artículos 9, 13.1, 13.2 y 8.1 de la misma, en los términos de los párrafos 57, 58, 88, 116 y 119 de esta 
Sentencia. (párr. 157)
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III. REPARACIONES
Es un principio de Derecho Internacional que toda violación de una obligación internacional que haya producido 
daño comporta el deber de repararlo adecuadamente. Esa obligación se regula por el Derecho Internacional. En sus 
decisiones a este respecto, la Corte se ha basado en el artículo 63.1 de la Convención Americana. (párr. 158)
1. Parte lesionada
[…] El Tribunal reitera que se considera parte lesionada a aquellas personas que han sido declaradas víctimas 
de violaciones de algún derecho reconocido en la Convención. La única persona que ha sido declarada víctima 
en la presente Sentencia es el señor Usón Ramírez. Por lo tanto, este Tribunal considera como “parte lesionada” 
únicamente al señor Francisco Usón Ramírez, en su carácter de víctima de las violaciones que fueron declaradas en 
su perjuicio, por lo que será acreedor de las medidas de reparación que ordene el Tribunal. (párr. 162)
2. Medidas de satisfacción y garantías de no repetición
Sentencia como forma de reparación
Primero, la Corte considera que la presente Sentencia constituye per se una forma de reparación […] 
(párr. 165)
Dejar sin efecto el proceso penal en la jurisdicción militar seguido en  
contra del señor Usón Ramírez
La Corte ha determinado que el proceso que se llevó a cabo en la jurisdicción penal militar en contra del señor 
Usón Ramírez no revestía las garantías judiciales necesarias en un Estado democrático para respetar el derecho al 
juez natural y al debido proceso y que la vía penal no resultó ser idónea, necesaria ni proporcional en el presente 
caso (supra párrs. 68, 75 y 86 a 88). Por lo tanto, dadas las características del presente caso, tal y como lo ha hecho 
en ocasiones anteriores, la Corte considera que el Estado debe adoptar, en el plazo de un año, todas las medidas 
judiciales, administrativas y de cualquier otra índole necesarias para dejar sin efecto el proceso penal militar 
instruido en contra del señor Usón Ramírez por los hechos materia de la presente Sentencia. Para dar cumplimiento 
a esta medida de reparación, el Estado deberá asegurarse, inter alia, que se deje sin efecto en todos sus extremos la 
sentencia condenatoria, que se suprima este antecedente penal del registro público correspondiente y que el señor 
Usón Ramírez pueda gozar de su libertad personal sin las condiciones que le fueron impuestas (supra párrs. 98 a 
100). (párr. 168)
Adecuación del derecho interno a los estándares internacionales en materia de  
desacato y jurisdicción penal militar
En cuanto a la necesidad de adecuar el ordenamiento jurídico interno a los estándares internacionales sobre 
jurisdicción penal militar, este Tribunal observa que el Decreto N° 6.239 “con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica 
de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana” de 22 de julio de 2008 señala lo siguiente:
Quedan derogadas la Ley Orgánica de las Fuerzas Armadas Nacionales, publicada en [la] Gaceta 
Oficial de la República de Venezuela Nº 4.860 Extraordinario de fecha 22 de febrero de 1995; la Ley 
Orgánica de la Fuerza Armada Nacional publicada en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana 
de Venezuela Nº 38.280 del 26 de septiembre de 2005 y las demás disposiciones contenidas en las 
resoluciones, directivas e instrumentos normativos que colidan con lo dispuesto en el [referido] Decreto 
[N° 6.239] con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica.  (párr. 171)
A su vez, el Decreto N° 6.239 dispone en su artículo 127 que “[t]odos los integrantes de la Fuerza Armada 
Nacional Bolivariana en situación de actividad, estarán sometidos a la jurisdicción penal militar, cuando incurran 
en delitos de naturaleza militar, en los términos que establece la ley”. La Corte considera que dicho artículo se 
adhiere a los estándares de la Convención Americana y la jurisprudencia de este Tribunal (supra párrs. 108 a 111). 
Sin embargo, la Corte estima pertinente ordenar que el Estado establezca, a través de su legislación, límites a la 
competencia de los tribunales militares, de forma tal que la jurisdicción militar únicamente se aplique a militares 
en ejercicio y por delitos de función. Asimismo, el Estado debe derogar toda disposición de la normativa interna 
venezolana que no resulte conforme con dicho criterio, en los términos que establece la Convención Americana y 
la jurisprudencia de esta Corte (supra párrs. 111). El Estado deberá realizar las referidas modificaciones normativas 
necesarias en un plazo razonable. (párr. 172)
Con respecto al artículo 505 del Código Orgánico de Justicia Militar por el cual fue juzgado y condenado el 
señor Usón Ramírez, este Tribunal consideró en la presente Sentencia que dicha norma no delimita estrictamente la 
conducta delictuosa, entre otros, resultando así en una tipificación amplia, vaga y ambigua que incluso permite que 
civiles sean enjuiciados en el fuero militar (supra párrs. 56, 57, 58 y 114). Por lo tanto, la Corte considera que el Estado 
debe adoptar, en un plazo razonable, todas las medidas necesarias para modificar dicha norma, de conformidad con 
lo señalado en los artículos 2, 7, 8, 9 y 13 de la Convención, así como en la presente Sentencia y en la jurisprudencia 
de la Corte. En todo caso, el Estado deberá permitir que las personas puedan ejercer el control democrático de todas 
las instituciones estatales y de sus funcionarios a través de la libre expresión de sus ideas y opiniones sobre las 
gestiones que ellas realicen, sin temor a una represión posterior. (párr. 173)
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Publicación de la Sentencia
Como lo ha dispuesto este Tribunal en otros casos, el Estado deberá publicar en el Diario Oficial y en otro diario 
de amplia circulación nacional, por una sola vez, la portada, los [siguientes] párrafos […] de la presente Sentencia […] 
y la parte resolutiva de la misma. Adicionalmente, como ha sido ordenado por el Tribunal en ocasiones anteriores, 
el presente Fallo se deberá publicar íntegramente, al menos por un año, en un sitio web oficial adecuado del Estado, 
tomando en cuenta las características de la publicación que se ordena realizar. Para realizar las publicaciones en los 
periódicos y en internet se fijan los plazos de seis y dos meses, respectivamente, contados a partir de la notificación 
de la presente Sentencia. (párr. 176)
3. Indemnizaciones
Daño material
[…] Ha quedado comprobado que el señor Usón Ramírez era un General en situación de retiro que había 
desempeñado varios cargos públicos, inclusive el de Ministro de Finanzas. Por lo tanto, si bien no se han comprobado 
los ingresos que el señor Usón Ramírez dejó de percibir en razón de las violaciones declaradas en esta Sentencia, 
la trayectoria laboral del señor Usón Ramírez permite establecer con suficiente certeza que durante los más de 
tres años que estuvo en prisión hubiera podido desarrollar alguna actividad o profesión remunerada. En razón de 
lo anterior, la Corte fija la cantidad de US$ 40.000,00 (cuarenta mil dólares de los Estados Unidos de América) por 
concepto de daño material, por considerarla adecuada en términos de equidad, como lo ha hecho en otros casos. 
El Estado debe efectuar el pago de este monto directamente al beneficiario dentro del plazo de un año, contado a 
partir de la notificación de la presente Sentencia. (párr. 180)
Daño inmaterial
[…] Este Tribunal ya ha establecido que no ordenará reparaciones con base en los supuestos daños sufridos 
por las señoras María Eugenia Borges de Usón y María José Usón Borges, ya que éstas no son consideradas como 
“partes lesionadas” en el presente caso (supra párr. 163). Asimismo, el Tribunal observa que los alegatos de los 
representantes en cuanto a las “condiciones” del recinto en el que estuvo recluido el señor Usón Ramírez, las supuestas 
amenazas en su contra, la alegada “mala praxis médica” sufrida en el Hospital Militar y el presunto sometimiento 
“al escarnio público” por los más altos funcionarios de gobierno, no se basan en hechos que se enmarquen en la 
controversia planteada por la Comisión en la demanda. Consecuentemente, el Tribunal no se pronunciará sobre el 
supuesto daño inmaterial sufrido por el señor Usón Ramírez que resultó, según los representantes, en ocasión de 
tales supuestos hechos. Corresponde entonces que la Corte determine si las violaciones a los derechos humanos del 
señor Usón Ramírez declarados en esta Sentencia generaron un daño inmaterial en su perjuicio. (párr. 185)
La Corte observa que, a raíz de las violaciones declaradas en el presente caso, el señor Usón Ramírez fue 
sometido por más de un año a una detención preventiva impuesta por tribunales que carecían de competencia e 
imparcialidad. Además, el señor Usón Ramírez fue condenado a una pena de cinco años y seis meses, debiendo 
permanecer en prisión, separado de su familia, durante tres años y siete meses, y limitado en el ejercicio de su 
libertad de expresión a causa de las restricciones que conlleva su libertad condicional (supra párrs. 98 a 100). 
Resulta evidente que dichas privaciones, generadas por las violaciones a los derechos convencionales del señor 
Usón Ramírez declaradas en la presente Sentencia, le ocasionaron temor, angustia y sufrimiento, lo cual determina 
la configuración de un daño inmaterial susceptible de reparación mediante una indemnización compensatoria, 
conforme a la equidad. (párr. 186)
Por tanto, la Corte fija en equidad, por concepto de daño inmaterial, la cantidad de US$ 50.000,00 (cincuenta 
mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor del señor Usón Ramírez. El Estado debe efectuar el pago 
de este monto directamente al beneficiario dentro del plazo de un año, a partir de la notificación de la presente 
Sentencia. (párr. 187)
4. Costas y gastos
La Comisión solicitó a la Corte que ordene al Estado pagar “las costas y gastos en que hubieran incurrido la 
víctima y sus representantes en la tramitación del caso, tanto en el ámbito nacional, como las que se originaron 
en su tramitación ante el sistema interamericano”. Indicó, además, que la Corte debe considerar “los honorarios de 
quienes brindan asistencia jurídica” a la víctima como parte de dichos gastos. (párr. 188)
Como ya lo ha señalado la Corte en oportunidades anteriores, las costas y gastos están comprendidos dentro 
del concepto de reparación reconocido en el artículo 63.1 de la Convención Americana, puesto que la actividad 
desplegada por las víctimas, sus familiares o sus representantes con el fin de obtener justicia, tanto a nivel nacional 
como internacional, implica erogaciones que deben ser compensadas cuando la responsabilidad internacional del 
Estado es declarada mediante una sentencia condenatoria. En cuanto a su reembolso, corresponde al Tribunal 
apreciar prudentemente su alcance, el cual comprende los gastos generados ante las autoridades de la jurisdicción 
interna, así como los generados en el curso del proceso ante el Sistema Interamericano, teniendo en cuenta las 
circunstancias del caso concreto y la naturaleza de la jurisdicción internacional de la protección de los derechos 
humanos. Esta apreciación puede ser realizada con base en el principio de equidad y tomando en cuenta los gastos 
señalados por las partes, siempre que su quantum sea razonable. (párr. 191)
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De esta manera, el Tribunal observa que el señor Usón Ramírez y sus representantes proporcionaron prueba 
de que el señor Usón pagó la cantidad de Bs.F 55.900,00 bolívares fuertes (aproximadamente US$ 26.546,00 dólares 
de los Estados Unidos de América) a su representante legal ante los tribunales venezolanos, y que aún adeuda 
a éste la cantidad de Bs.F 56.100,00 bolívares fuertes (aproximadamente US$ 26.158,00 dólares de los Estados 
Unidos de América). Asimismo, los representantes comprobaron que el Proyecto de Litigio Estratégico de American 
University Washington College of Law incurrió en gastos de US$ 2.387,02 (dos mil trescientos ochenta y siete dólares 
y dos centavos de los Estados Unidos de America) en relación con la audiencia pública celebrada en el presente 
caso. (párr. 192)
Consecuentemente, teniendo en cuenta la prueba aportada y que el Estado no presentó observaciones al 
respecto, la Corte fija en equidad la cantidad de US$ 20.000,00 (veinte mil dólares de Estados Unidos de América), 
por concepto de costas y gastos. Dicha cantidad deberá ser liquidada al señor Usón Ramírez, dentro del plazo 
de un año, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia. El señor Usón Ramírez entregará a sus 
representantes las cantidades que corresponda. El monto ordenado en este párrafo incluye los gastos futuros en que 
pueda incurrir el señor Usón Ramírez y los representantes a nivel interno o durante la supervisión de cumplimiento 
de esta Sentencia. (párr. 193)
5. Modalidad de cumplimiento de los pagos ordenados
El pago de las indemnizaciones será hecho directamente a la víctima. El reembolso de las costas y gastos será 
entregado al señor Usón Ramírez […] En caso de que el señor Usón Ramírez fallezca antes de que le sea entregada 
la indemnización respectiva, ésta se entregará a sus derechohabientes, conforme al derecho interno aplicable.  
(párr. 194)
Las cantidades asignadas en la presente Sentencia como indemnización y como reintegro de costas y gastos 
deberán ser entregadas al beneficiario en forma íntegra conforme a lo establecido en esta Sentencia, sin reducciones 
derivadas de eventuales cargas fiscales. (párr. 197)
En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un interés sobre la cantidad adeudada, 
correspondiente al interés bancario moratorio en Venezuela. (párr. 198)
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CASO N° 209RADILLA PACHECO VS. MÉXICO
I. HECHOS
Caso: Radilla Pacheco vs. México
Nº: 209
Fecha de Sentencia: 23 de noviembre 2009
Víctima: Rosencio Radilla Pacheco
Estado parte: México
Caso Completo en:   
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_209_esp.pdf
 
Los hechos del presente caso se refieren a la desaparición forzada del señor Rosendo Radilla Pacheco, que 
tuvo lugar a contar del 25 de agosto de 1974, a manos de efectivos del Ejército, en el Estado de Guerrero, México.
Rosendo Radilla Pacheco estuvo involucrado en diversas actividades de índole política y en obras sociales, en 
Atoyac de Álvarez, Guerrero. En particular, participaba en la organización de caficultores y campesinos de la zona, 
llegando a ser un dirigente social muy reconocido a partir de 1955. El señor Radilla Pacheco componía “corridos”, 
expresión musical popular mexicana en la cual se relatan versos acompañados por la guitarra. Los corridos que él 
compuso relatan diversos hechos sucedidos en Atoyac de Álvarez, así como las luchas campesinas y sociales de la 
época.
El 25 de agosto de 1974 Rosendo Radilla Pacheco, de 60 años de edad, y su hijo Rosendo Radilla Martínez, de 
11 años de edad, viajaban en un autobús desde Atoyac de Álvarez a Chilpancingo, Guerrero. El autobús fue detenido 
en un retén en donde agentes militares hicieron descender a todos los pasajeros para inspeccionarlos tanto a ellos 
como a sus pertenencias. Posteriormente, los pasajeros abordaron nuevamente el autobús para continuar el viaje. 
Sin embargo, en un segundo control, el señor Radilla Pacheco quedó detenido bajo el cargo de “componer corridos”. 
Su hijo, en cambio, fue dejado en libertad.
El señor Radilla Pacheco quedó a disposición de la Zona Militar de Guerrero. Fue llevado al Cuartel Militar de 
Atoyac, donde otros reclusos lo vieron con evidente maltrato físico, vendado y atado. Dos días después, su cuerpo 
fue visto mientras era cargado en una camioneta desde el cuartel.
Los familiares del señor Rosendo Radilla Pacheco, al conocer de su detención, realizaron diversas gestiones 
para localizarlo, a través de familiares que trabajan en el Estado. No pudieron realizar mayores actividades de 
búsqueda producto de la represión de Estado de esa época.
Cabe señalar que, durante la época en la que la víctima fue desaparecida, se registraron numerosas 
desapariciones forzadas a lo largo de México, en el marco de la “Guerra Sucia de los 70”.
La Comisión Nacional de los Derechos Humanos de México reconoció que el Estado tuvo una completa 
incapacidad para ayudar a los familiares que buscaban a las víctimas de detenciones arbitrarias y desapariciones 
forzadas.
Hasta la fecha de demanda de la Comisión ante la Corte, 35 años después de la desaparición de la víctima, 
su paradero es desconocido, probándose infructuosas las labores investigativas del Estado para el esclarecimiento 
de los hechos.
En 1992, la hija de la víctima interpuso una denuncia penal ante el Ministerio Público del Estado de Guerrero, 
por la desaparición de su padre. Aquella no fue deducida en su oportunidad por el miedo a represalias por parte de 
los militares.
En 1999, otra hija de la víctima interpuso una denuncia penal, esta vez, en el Ministerio Público de Atoyac de 
Álvarez, también por la desaparición forzada de su padre. El Ministerio Público archivó ambas denuncias por falta 
de antecedentes.
En 2000 se interpuso una nueva denuncia, pero en la jurisdicción Federal. Ésta devino en la declaración 
de incompetencia en razón del territorio de ocurrencia del hecho denunciado. En Enero de 2001, los hechos se 
denuncian nuevamente, ante la Procuradoría General de la República. Posteriormente, la investigación iniciada en 
esta sede fue transferida a una Fiscalía Especial, que fue cancelada tiempo después y retomada por la Coordinación 
General de Investigaciones.
Hasta 2007 se seguían realizando indagaciones en el marco de estas investigaciones, pero que carecieron, 
en sus inicios, de impulso Estatal. Estas indagaciones llevaron a encontrar responsable a un miembro de las Fuerzas 
Armadas, sin valorar las pruebas históricas que hacían responsable a altos mandos del Ejercito. Dicho imputado fue 
acusado de haber cometido el delito de privación de libertad, y no el delito de desaparición forzada, tipificado en la 
ley mexicana desde 2001. Además, la orientación que se le dio a la investigación estuvo concentrada en encontrar 
el cuerpo de la víctima más que en buscar responsabilidades o esclarecer hechos.
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II. CONSIDERACIONES DE FONDO DE LA CORTE
La Comisión solicitó a la Corte declarar la responsabilidad internacional del Estado por la violación de los 
derechos consagrados en los artículos 3 (Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica), 4 (Derecho a la 
Vida), 5 (Derecho a la Integridad Personal), 7 (Derecho a la Libertad Personal), 8 (Garantías Judiciales) y 25 (Protección 
Judicial) de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo tratado, en perjuicio de Rosendo 
Radilla Pacheco. Asimismo, solicitó a la Corte declarar la responsabilidad internacional del Estado por la vulneración 
de los artículos 5 (Derecho a la Integridad Personal), 8 (Garantías Judiciales) y 25 (Protección Judicial) de la Convención 
Americana, en perjuicio de determinados familiares del señor Radilla Pacheco. Por su parte los representantes de 
las presuntas víctimas alegaron la violación de otros derechos consagrados en la Convención Americana y en la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas (CIDFP).
La Corte declaró al Estado mexicano responsable por la violación de la Convención Americana de Derechos 
Humanos, en el Art. 7 (Libertad Personal), Art. 5 (Integridad Personal), Art. 3 (Derecho a la Personalidad Jurídica) y  
Art. 4 (Derecho a la Vida), en relación con el artículo 1.1 de la CADH y con los artículos I y XI de la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas (CIDFP). También declaró la violación del Art. 8 (Garantías 
Judiciales) y Art. 25 (Protección Judicial), en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención y los artículos I, IX 
y XIX de la CIDFP. El Estado vulneró también el artículo 2 de la Convención Americana en relación con los artículos  
I y III de la CIDFP.
 
1. DERECHO A LA LIBERTAD PERSONAL, A LA VIDA, A LA INTEGRIDAD Y A LA PERSONALIDAD JURIDÍCA 
Artículo 7, 4, 5 y 3 en relación con el artículo 1.1 de la Convención
La desaparición forzada como violación permanente de múltiples derechos
En el derecho internacional, la jurisprudencia de este Tribunal ha sido precursora de la consolidación de 
una perspectiva comprensiva de la gravedad y el carácter continuado o permanente y autónomo de la figura de 
la desaparición forzada de personas. La Corte ha reiterado que ésta constituye una violación múltiple de varios 
derechos protegidos por la Convención Americana que coloca a la víctima en un estado de completa indefensión, 
acarreando otras vulneraciones conexas, siendo particularmente grave cuando forma parte de un patrón sistemático 
o práctica aplicada o tolerada por el Estado. La desaparición forzada implica un craso abandono de los principios 
esenciales en que se fundamenta el Sistema Interamericano, y su prohibición ha alcanzado carácter de jus cogens. 
(párr. 139)
La caracterización pluriofensiva y continuada o permanente de la desaparición forzada se desprende no sólo 
de la propia definición del artículo III de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, de 
la cual el Estado mexicano es parte desde el 9 de abril de 2002, los travaux préparatoires a ésta, su preámbulo y 
normativa, sino también de otras definiciones contenidas en diferentes instrumentos internacionales que, asimismo, 
señalan como elementos concurrentes y constitutivos de la desaparición forzada: a) la privación de la libertad; 
b) la intervención directa de agentes estatales o por la aquiescencia de éstos, y c) la negativa de reconocer la 
detención y de revelar la suerte o paradero de la persona interesada. Además, la jurisprudencia del Sistema Europeo 
de Derechos Humanos, al igual que varias Cortes Constitucionales de los Estados americanos y altos tribunales 
nacionales, coinciden con la caracterización indicada. (párr. 140)
Al respecto, de conformidad con el artículo I, incisos a) y b), de la CIDFP, los Estados Partes se comprometen a no 
practicar ni tolerar la desaparición forzada de personas en cualquier circunstancia, y a sancionar a los responsables 
de la misma en el ámbito de su jurisdicción. Ello es consecuente con la obligación a cargo del Estado de respetar y 
garantizar los derechos contenida en el artículo 1.1 de la Convención Americana [….] (párr. 142)
De todo lo anterior, puede concluirse que los actos constitutivos de desaparición forzada tienen carácter 
permanente, y que sus consecuencias acarrean una pluriofensividad a los derechos de las personas reconocidos 
en la Convención Americana mientras no se conozca el paradero de la víctima o se hallen sus restos, por lo cual, 
los Estados tienen el deber correlativo de investigarla y, eventualmente, sancionar a los responsables, conforme 
a las obligaciones derivadas de la Convención Americana y, en particular, de la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas.  (párr. 145)
Violación del derecho a la vida y la integridad de las personas sometidas  
a desaparición forzada
El patrón de las detenciones efectuadas en la época permite concluir que el señor Rosendo Radilla Pacheco 
fue detenido por ser considerado simpatizante de la guerrilla. Detenciones como éstas se realizaban sin orden 
expedida por autoridad competente y en la clandestinidad, teniendo como propósito sustraer al individuo de la 
protección de la ley, con el fin de quebrantar su personalidad y obtener confesiones o informaciones sobre la 
insurgencia […] (párr. 151)
Así, la desaparición del señor Radilla Pacheco no sólo es, a todas luces, contraria al derecho a la libertad 
personal, sino, además, se enmarca en un patrón de detenciones y desapariciones forzadas masivas (supra párrs. 
132 a 137), lo cual permite concluir que aquélla lo colocó en una grave situación de riesgo de sufrir daños irreparables 
a su integridad personal y a su vida. Al respecto, es destacable el pronunciamiento de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, la cual determinó que:
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Por el modus operandi de los servidores públicos involucrados y su actuar al margen de la ley, 
así como los testimonios que logró recabar [la] Comisión Nacional de quienes sufrieron actos típicos de 
la tortura y con posterioridad obtuvieron su libertad, muy probablemente fueron sometidos a la misma 
práctica las personas víctimas de la desaparición forzada y que fue utilizada como medio para obtener 
confesiones e información para localizar a otras personas. (párr. 152)
En ese sentido, para la Corte es evidente que las autoridades militares que detuvieron al señor Radilla Pacheco 
eran responsables por la salvaguarda de sus derechos. El Tribunal ha establecido que el sometimiento de detenidos 
a cuerpos represivos oficiales, agentes estatales o particulares que actúen con su aquiescencia o tolerancia, que 
impunemente practiquen la tortura y el asesinato representa, por sí mismo, una infracción al deber de prevención 
de violaciones a los derechos a la integridad personal y a la vida, aún en el supuesto de que no puedan demostrarse 
los hechos de torturas o de privación de la vida de la persona en el caso concreto. Además, esta Corte ha sostenido 
que la desaparición forzada es violatoria del derecho a la integridad personal porque “[e]l solo hecho del aislamiento 
prolongado y de la incomunicación coactiva, representa un tratamiento cruel e inhumano [...] en contradicción con 
los párrafos 1 y 2 del artículo 5 de la Convención”. (párr. 153)
Tomando en cuenta lo anterior, la Corte concluye que el Estado es responsable por la violación del derecho a 
la libertad e integridad personal, y a la vida del señor Rosendo Radilla Pacheco, en relación con lo dispuesto en los 
artículos I y XI de la CIDFP. (párr. 154).
Violación de la personalidad jurídica en la desaparición forzada de personas
Este derecho representa un parámetro para determinar si una persona es titular o no de los derechos de que 
se trate y si los puede ejercer, por lo que la violación de aquel reconocimiento hace al individuo vulnerable frente 
al Estado o particulares. De este modo, el contenido del derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica se 
refiere al correlativo deber general del Estado de procurar los medios y condiciones jurídicas para que ese derecho 
pueda ser ejercido libre y plenamente por sus titulares o, en su caso, la obligación de no vulnerar dicho derecho. 
(párr. 156)
En su sentencia emitida en el caso Anzualdo Castro Vs. Perú este Tribunal consideró  que, en casos de 
desaparición forzada, atendiendo al carácter múltiple y complejo de esta grave violación de derechos humanos, 
su ejecución puede conllevar la vulneración específica del derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica. 
Más allá de que la persona desaparecida no pueda continuar gozando y ejerciendo otros, y eventualmente todos, 
los derechos de los cuales también es titular, su desaparición busca no sólo una de las más graves formas de 
sustracción de una persona de todo ámbito del ordenamiento jurídico, sino también negar su existencia misma y 
dejarla en una suerte de limbo o situación de indeterminación jurídica ante la sociedad y el Estado. En el caso que 
nos ocupa, esto se tradujo en una violación del derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica del señor 
Rosendo Radilla Pacheco. (párr. 157)
En consideración de lo anterior, la Corte concluye que el Estado es responsable de la violación de los derechos 
a la libertad personal, la integridad personal, el reconocimiento a la personalidad jurídica y la vida del señor Rosendo 
Radilla Pacheco, en virtud de la desaparición forzada de la cual es víctima, realizada por agentes militares. […]  
(párr. 158)
2. DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL 
Artículo 5 en relación con el artículo 1.1 de la Convención 
La condición de víctima de los familiares de las víctimas de desaparición  
forzada y la presunción del daño moral padecido.
La Corte ha considerado en numerosos casos que los familiares de las víctimas de violaciones de los derechos 
humanos pueden ser, a su vez, víctimas.  En particular, en casos que involucran la desaparición forzada de personas, 
es posible entender que la violación del derecho a la integridad psíquica y moral de los familiares de la víctima es 
una consecuencia directa, precisamente, de ese fenómeno, que les causa un severo sufrimiento por el hecho mismo, 
que se acrecienta, entre otros factores, por la constante negativa de las autoridades estatales de proporcionar 
información acerca del paradero de la víctima o de iniciar una investigación eficaz para lograr el esclarecimiento de 
lo sucedido. (párr. 161)
Al respecto, este Tribunal ha estimado que se puede declarar la violación del derecho a la integridad psíquica y 
moral de familiares directos de víctimas de ciertas violaciones de derechos humanos aplicando una presunción iuris 
tantum respecto de madres y padres, hijas e hijos, esposos y esposas, y compañeros y compañeras permanentes 
(en adelante “familiares directos”), siempre que ello responda a las circunstancias particulares en el caso. Respecto 
de tales familiares directos, corresponde al Estado desvirtuar dicha presunción. (párr. 162)
Asimismo, el Tribunal ha señalado que ante hechos de desaparición forzada de personas, el Estado tiene la 
obligación de garantizar el derecho a la integridad personal de los familiares también por la vía de investigaciones 
efectivas. Más aún, la ausencia de recursos efectivos ha sido considerada por la Corte como fuente de sufrimiento y 
angustia adicionales para las víctimas y sus familiares. En el presente caso han sido constatadas ante la Corte todas 
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las gestiones realizadas por familiares del señor Radilla Pacheco, con ocasión de su desaparición, ante distintas 
instituciones y dependencias estatales para determinar su paradero, así como para impulsar las investigaciones 
correspondientes (infra párrs. 183 a 189, y 260 a 264). (párr. 167)
La demora y la falta de efectividad de dichas investigaciones (infra párrs. 201, 212, 214, 234 y 245) ha 
exacerbado en los familiares del señor Radilla Pacheco los sentimientos de impotencia y de desconfianza en las 
instituciones del Estado. (párr. 168)
[…] En consecuencia, el Estado es responsable por la violación del derecho a la integridad personal de Tita, 
Andrea y Rosendo, todos de apellidos Radilla Martínez, reconocido en el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención, en 
relación con el artículo 1.1 de la misma. (párr. 172)
3. DERECHO A LAS GARANTÍAS JUDICIALES Y DERECHO A LA PROTECCIÓN JUDICIAL 
Artículo 8 y 25 en relación con el artículo 1.1. de la Convención y los artículos I, incisos a) y b), IX 
y XIX de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas
El derecho de acceso a la justicia y a conocer la verdad
La Corte Interamericana ya ha establecido que la obligación de investigar los hechos, juzgar y, en su caso, 
sancionar a los responsables de un delito que constituye una violación de derechos humanos es un compromiso 
que emana de la Convención Americana, y que la responsabilidad penal debe ser determinada por las autoridades 
judiciales competentes siguiendo estrictamente las normas del debido proceso establecidas en el artículo 8 de la 
Convención Americana. (párr. 178)
Al respecto, la Corte considera pertinente reiterar, como lo ha hecho en otros casos, que la “verdad histórica” 
documentada en los informes y recomendaciones de órganos como la Comisión Nacional, no completa o sustituye 
la obligación del Estado de establecer la verdad también a través de procesos judiciales […] (párr. 179)
Adicionalmente, la Corte ha considerado que, en el marco de los artículos 1.1, 8 y 25 de la Convención 
Americana, los familiares de las víctimas tienen el derecho, y los Estados la obligación, a que los hechos sean 
efectivamente investigados por las autoridades estatales y, en ese sentido, a conocer la verdad de lo sucedido. 
De manera particular, la Corte ha establecido el contenido del derecho a conocer la verdad en su jurisprudencia 
en casos de desaparición forzada de personas. En tal sentido, ha confirmado la existencia de un “[d]erecho de 
los familiares de la víctima de conocer cuál fue el destino de ésta y, en su caso, dónde se encuentran sus restos”. 
[…] Así, la Corte recuerda que el derecho a la verdad se encuentra subsumido en el derecho de la víctima o de 
sus familiares a obtener de los órganos competentes del Estado el esclarecimiento de los hechos violatorios y las 
responsabilidades correspondientes, a través de la investigación y el juzgamiento que previenen los artículos 8 y 25 
de la Convención. […]¨ (párr. 180)
El derecho de acceso a la justicia requiere que se haga efectiva la determinación de los hechos que se 
investigan y, en su caso, de las correspondientes responsabilidades penales en tiempo razonable, por lo que, en 
atención a la necesidad de garantizar los derechos de las personas perjudicadas, una demora prolongada puede 
llegar a constituir, por sí misma, una violación de las garantías judiciales. Además, por tratarse de una desaparición 
forzada, el derecho de acceso a la justicia incluye que en la investigación de los hechos se procure determinar la 
suerte o paradero de la víctima (supra párr. 143). (párr. 191)
Deberes del Estado en materia de investigación de desapariciones forzadas
Si bien la Corte ha establecido que el deber de investigar es uno de medio, no de resultado, ello no significa, 
sin embargo, que la investigación pueda ser emprendida como “una simple formalidad condenada de antemano a 
ser infructuosa”. Al respecto, el Tribunal ha establecido que “cada acto estatal que conforma el proceso investigativo, 
así como la investigación en su totalidad, debe estar orientado hacia una finalidad específica, la determinación de 
la verdad y la investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y, en su caso, la sanción de los responsables de 
los hechos”. […] (párr. 192)
Para la Corte, la falta de respuesta estatal es un elemento determinante al valorar si se ha dado un 
incumplimiento del contenido de los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, pues tiene relación directa con 
el principio de efectividad que debe tener el desarrollo de tales investigaciones. En el presente caso, luego de recibir 
la denuncia presentada en 1992, el Estado debió realizar una investigación seria e imparcial, con el propósito de 
brindar en un plazo razonable una resolución que resolviera el fondo de las circunstancias que le fueron planteadas. 
(párr. 201)
Al respecto, el Tribunal observa que en un lapso de aproximadamente 5 años, es decir, desde el 11 de mayo 
de 2002, fecha en que la Fiscalía Especial inició las investigaciones correspondientes al presente caso (supra párr. 
187), hasta el 15 de febrero de 2007, fecha en la que la Coordinación General de Investigación radicó la averiguación 
previa en la cual se investigan los hechos de este caso (supra párr. 189), solamente se consignó ante la autoridad 
judicial a una persona como probable responsable de la comisión del delito de privación ilegal de la libertad en 
su modalidad de plagio y secuestro en contra del señor Radilla Pacheco (supra párr. 188). La Corte destaca que el 
Estado no se refirió a otras diligencias precisas relacionadas con la probable responsabilidad de otras personas. […] 
(párr. 205)
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Como lo ha señalado en otras oportunidades, la Corte considera que las autoridades encargadas de las 
investigaciones tenían el deber de asegurar que en el curso de las mismas se valorarán los patrones sistemáticos que 
permitieron la comisión de graves violaciones de los derechos humanos en el presente caso. En aras de garantizar 
su efectividad, la investigación debió ser conducida tomando en cuenta la complejidad de este tipo de hechos y la 
estructura en la cual se ubican las personas probablemente involucradas en los mismos, de acuerdo al contexto 
en que ocurrieron, evitando así omisiones en la recaudación de prueba y en el seguimiento de líneas lógicas de 
investigación. (párr. 206)
Por otra parte, en relación con la determinación del paradero del señor Rosendo Radilla Pacheco, la Corte 
constata que dentro de la Averiguación Previa 26/DAFMJ/2001 (supra párr. 185), el 15 de mayo de 2001 se realizó 
una inspección ministerial en el patio de un inmueble […] Al respecto, los representantes señalaron que dicha 
diligencia se llevó a cabo “[s]in avisar a los familiares” y de forma “[i]nesperada” durante la noche. Alegaron que 
se realizó una excavación en donde se encontraron restos óseos que fueron recogidos “[s]in ningún cuidado ni 
resguardándolos”, y que se los llevaron destruyendo “el contexto antropológico forense”. Asimismo, señalaron que 
“[l]os familiares no contaron con peritos de su confianza, [y que] tiempo después les informaron que eran restos 
de animales, quedando serias dudas entre los familiares por la forma como se llevó acabo la diligencia”, y porque 
quienes estuvieron presentes, entre ellos, la señora Tita Radilla, vieron partes de ropa alrededor de los restos.” El 
Estado no se refirió en particular a este punto. La Corte considera que los hechos informados por los representantes 
quedan establecidos, en tanto sólo pueden ser desvirtuados a través del expediente de la averiguación previa SIEDF/
CGI/454/2007, que el Estado debió remitir y se negó a hacerlo (supra párrs. 88 a 92). (párr. 207)
Asimismo, debe resaltarse que fue seis años después que se llevaron a cabo nuevas diligencias relacionadas 
con la búsqueda del paradero del señor Rosendo Radilla Pacheco[…] El Estado indicó que durante las últimas 
diligencias de excavación se encontraron restos no humanos, y que lo anterior fue puesto en conocimiento de la 
señora Tita Radilla y de la perito en arqueología acreditada por ella. […] (párr. 208)
De todo lo anterior, la Corte considera que, en el caso concreto, si bien se han realizado varias diligencias, la 
investigación llevada a cabo por el Estado no ha sido conducida con la debida diligencia, de manera que sea capaz 
de garantizar el reestablecimiento de los derechos de las víctimas y evitar la impunidad. El Tribunal ha definido la 
impunidad como “la falta en su conjunto de investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y condena de los 
responsables de las violaciones de los derechos protegidos por la Convención Americana”. En casos de desaparición 
forzada de personas, la impunidad debe ser erradicada mediante la determinación de las responsabilidades tanto 
generales –del Estado- como individuales –penales y de otra índole de sus agentes o de particulares-. En cumplimiento 
de esta obligación, el Estado debe remover todos los obstáculos, de facto y de jure, que mantengan la impunidad. 
(párr. 212)
En tal sentido, no escapa al Tribunal que a 35 años desde que fuera detenido y desaparecido el señor Rosendo 
Radilla Pacheco, y a 17 años desde que se presentó formalmente la primera denuncia penal al respecto (supra párr. 
183), no ha habido una investigación seria conducente tanto a determinar su paradero como a identificar, procesar 
y, en su caso, sancionar a los responsables de tales hechos. (párr. 214)
La falta de investigación de violaciones perpetradas por particulares puede  
ser una ayuda indirecta a mantener la impunidad
La Corte también ha advertido que tal obligación se mantiene “cualquiera sea el agente al cual pueda 
eventualmente atribuirse la violación, aún los particulares, pues, si sus hechos no son investigados con seriedad, 
resultarían, en cierto modo, auxiliados por el poder público, lo que comprometería la responsabilidad internacional 
del Estado”. (párr. 216)
Deber del Estado de impulsar de oficio una investigación seria y efectiva
En definitiva, toda vez que haya motivos razonables para sospechar que una persona ha sido sometida a 
desaparición forzada debe iniciarse una investigación. Esta obligación es independiente de que se presente una 
denuncia, pues en casos de desaparición forzada el derecho internacional y el deber general de garantía, imponen 
la obligación de investigar el caso ex officio, sin dilación, y de una manera seria, imparcial y efectiva. Esto es un 
elemento fundamental y condicionante para la protección de ciertos derechos afectados por esas situaciones, 
como la libertad personal, la integridad personal y la vida. Sin perjuicio de ello, en cualquier caso, toda autoridad 
estatal, funcionario público o particular que haya tenido noticia de actos destinados a la desaparición forzada de 
personas, deberá denunciarlo inmediatamente. La obligación de investigar persiste hasta que se encuentre a la 
persona privada de libertad o aparezcan sus restos. (párr. 143)
La Corte constata que si bien el Estado ha llevado a cabo diversos esfuerzos, en lo relativo a las diligencias de 
escaneo y excavación mencionadas (supra párr. 208), la investigación no ha contado en su totalidad con el impulso 
propio del Estado. El Tribunal nota que tales diligencias se realizaron con base en lo afirmado por la propia Tita 
Radilla, además de otras personas, y que el Estado no está indagando directamente a los presuntos responsables. 
De hecho, a lo largo del trámite del presente caso, el Estado mexicano no hizo referencia a otras posibles diligencias 
relativas a la búsqueda del paradero del señor Rosendo Radilla. (párr. 232)
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Para que una investigación penal constituya un recurso efectivo para asegurar el derecho de acceso a la 
justicia de las presuntas víctimas, así como para garantizar los derechos que se han visto afectados en el presente 
caso, debe cumplirse con seriedad y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, y 
debe tener un sentido y ser asumida por los Estados como un deber jurídico propio y no como una simple gestión 
de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de la víctima o de sus familiares o de la aportación 
privada de elementos probatorios. (párr. 233)
El Tribunal toma en cuenta que el Estado no ha llevado a cabo mayores diligencias en la investigación de los 
responsables de la detención y posterior desaparición del señor Radilla Pacheco. En tal sentido, la Corte concluye 
que la investigación no está siendo realizada en forma seria, efectiva y exhaustiva. (párr. 234)
Plazo Razonable de la Investigación
El artículo 8.1 de la Convención Americana establece, como uno de los elementos del debido proceso, que 
los tribunales decidan los casos sometidos a su conocimiento en un plazo razonable. Al respecto, la Corte ha 
considerado preciso tomar en cuenta varios elementos para determinar la razonabilidad del plazo en el que se 
desarrolla un proceso: a) la complejidad del asunto, b) la actividad procesal del interesado, c) la conducta de las 
autoridades judiciales y, d) la afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso. No 
obstante, la pertinencia de aplicar esos criterios para determinar la razonabilidad del plazo de un proceso depende 
de las circunstancias particulares, pues en casos como el presente el deber del Estado de satisfacer plenamente los 
requerimientos de la justicia prevalece sobre la garantía del plazo razonable. En todo caso, corresponde al Estado 
demostrar las razones por las cuales un proceso o conjunto de procesos han tomado un período determinado que 
exceda los límites del plazo razonable. Si no lo demuestra, la Corte tiene amplias atribuciones para hacer su propia 
estimación al respecto. (párr. 244)
En el presente caso, la Corte advierte que la averiguación de los hechos reviste cierta complejidad, por tratarse 
de una desaparición forzada en ejecución desde hace más de 35 años. No obstante, cuando se presentaron las dos 
primeras denuncias, las autoridades no realizaron una investigación exhaustiva (supra párr. 201). Si bien la Fiscalía 
Especial se avocó, entre otros, a la investigación de los hechos, la Corte nota que, para ello, transcurrió un período 
de casi 10 años desde que fuera presentada la primera denuncia penal en 1992. Esto no es posible desvincularlo de 
la propia omisión del Estado. Asimismo, durante las investigaciones posteriores la señora Tita Radilla Martínez ha 
asumido una posición activa como “coadyuvante”, poniendo en conocimiento de las autoridades la información de 
que ha dispuesto e impulsando las investigaciones. No obstante, la averiguación previa se encuentra todavía abierta 
a más de siete años desde que la Fiscalía Especial inició las investigaciones. En total, han transcurrido 17 años 
desde que la autoridad ministerial tuvo conocimiento formal de la desaparición forzada del señor Rosendo Radilla 
Pacheco, sin que el Estado haya justificado válidamente la razón de esta demora. Todo lo anterior, en conjunto, ha 
sobrepasado excesivamente el plazo que pueda considerarse razonable para estos efectos. En consecuencia, la 
Corte considera que el Estado incumplió los requerimientos del artículo 8.1 de la Convención. (párr. 245)
Acceso de los familiares de la víctima al proceso
Al respecto, el Tribunal estima que el acceso al expediente es requisito sine qua non de la intervención procesal 
de la víctima en la causa en la que se constituye como parte coadyuvante o querellante, según la legislación interna. 
Si bien la Corte ha considerado admisible que en ciertos casos exista reserva de las diligencias adelantadas durante 
la investigación preliminar en el proceso penal, para garantizar la eficacia de la administración de justicia, en ningún 
caso la reserva puede invocarse para impedir a la víctima el acceso al expediente de una causa penal. La potestad 
del Estado de evitar la difusión del contenido del proceso, de ser el caso, debe ser garantizada adoptando las medidas 
necesarias compatibles con el ejercicio de los derechos procesales de las víctimas. (párr. 252)
En tal sentido, por una parte, resulta evidente para este Tribunal que, al no permitir a la señora Tita Radilla 
Pacheco, en su calidad de ofendida, el acceso al expediente de la causa penal 46/2005 tramitado ante el Juzgado 
Segundo de Distrito en el Estado de Guerrero, el Estado incumplió su obligación de respetarle el derecho a intervenir 
en el proceso. (párr. 253)
[…] La Corte considera que debe entenderse que el derecho de las víctimas en este caso a obtener copias 
de la averiguación previa conducida por la Procuraduría General de la República no está sujeto a reservas de 
confidencialidad, en tanto que la misma se refiere a la investigación de delitos constitutivos de graves violaciones a 
los derechos humanos, como lo es la desaparición forzada del señor Rosendo Radilla Pacheco. De esta manera, las 
víctimas en el presente caso deben tener derecho al acceso al expediente y a solicitar y obtener copias del mismo, 
ya que la información contenida en aquél no está sujeta a reserva. (párr. 258)
En consecuencia, el Tribunal considera que el Estado violó el derecho de la señora Tita Radilla Martínez de 
participar en la investigación y en el proceso penal relativo a los hechos del presente caso y, por tanto, el artículo 8.1 
de la Convención Americana. (párr. 259)
Intervención de la Jurisdicción Militar y el derecho al juez natural
El Tribunal considera pertinente señalar que reiteradamente ha establecido que la jurisdicción penal militar 
en los Estados democráticos, en tiempos de paz, ha tendido a reducirse e incluso a desaparecer, por lo cual, en 
caso de que un Estado la conserve, su utilización debe ser mínima, según sea estrictamente necesario, y debe 
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encontrarse inspirada en los principios y garantías que rigen el derecho penal moderno. En un Estado democrático 
de derecho, la jurisdicción penal militar ha de tener un alcance restrictivo y excepcional y estar encaminada a la 
protección de intereses jurídicos especiales, vinculados a las funciones propias de las fuerzas militares. Por ello, el 
Tribunal ha señalado anteriormente que en el fuero militar sólo se debe juzgar a militares activos por la comisión de 
delitos o faltas que por su propia naturaleza atenten contra bienes jurídicos propios del orden militar (párr. 272)
Asimismo, esta Corte ha establecido que, tomando en cuenta la naturaleza del crimen y el bien jurídico 
lesionado, la jurisdicción penal militar no es el fuero competente para investigar y, en su caso, juzgar y sancionar 
a los autores de violaciones de derechos humanos sino que el procesamiento de los responsables corresponde 
siempre a la justicia ordinaria. En tal sentido, la Corte en múltiples ocasiones ha indicado que “cuando la justicia 
militar asume competencia sobre un asunto que debe conocer la justicia ordinaria, se ve afectado el derecho al juez 
natural y, a fortiori, el debido proceso”, el cual, a su vez, se encuentra íntimamente ligado al propio derecho de acceso 
a la justicia. El juez encargado del conocimiento de una causa debe ser competente, además de independiente e 
imparcial. (párr. 273)
En consecuencia, tomando en cuenta la jurisprudencia constante de este Tribunal (supra párrs. 272 y 273), 
debe concluirse que si los actos delictivos cometidos por una persona que ostente la calidad de militar en activo no 
afectan los bienes jurídicos de la esfera castrense, dicha persona debe ser siempre juzgada por tribunales ordinarios. 
En este sentido, frente a situaciones que vulneren derechos humanos de civiles bajo ninguna circunstancia puede 
operar la jurisdicción militar. (párr. 274)
En el presente caso, no cabe duda que la detención y posterior desaparición forzada del señor Rosendo 
Radilla Pacheco, en las que participaron agentes militares (supra párr. 150), no guardan relación con la disciplina 
castrense. De dichas conductas han resultado afectados bienes jurídicos tales como la vida, la integridad personal, 
la libertad personal y el reconocimiento de la personalidad jurídica del señor Rosendo Radilla Pacheco. Además, en 
un Estado de Derecho, la comisión de actos tales como la desaparición forzada de personas en contra de civiles 
por parte de elementos de la fuerza militar nunca puede ser considerada como un medio legítimo y aceptable para 
el cumplimiento de la misión castrense. Es claro que tales conductas son abiertamente contrarias a los deberes de 
respeto y protección de los derechos humanos y, por lo tanto, están excluidas de la competencia de la jurisdicción 
militar. (párr. 277)
La revisión de las resoluciones de un tribunal militar por parte de la justicia  
ordinaria no es suficiente para satisfacer el derecho al Juez Natural
Ahora bien, el Estado mexicano señaló que las decisiones dictadas por tribunales militares son susceptibles 
de ser revisadas por las autoridades ordinarias a través de la “figura” del amparo, con lo cual, en su opinión, se 
salvaguarda la garantía del juez natural en los casos donde la víctima de un delito considerado del orden militar sea 
un civil. (párr. 279)
Al respecto, la Corte estima conveniente subrayar que el proceso penal es uno solo a través de sus diversas 
etapas, tanto la correspondiente a la primera instancia como las relativas a instancias ulteriores.  En consecuencia, 
el concepto del juez natural y el principio del debido proceso legal rigen a lo largo de esas etapas y se proyectan 
sobre las diversas instancias procesales. (párr. 280)
 
En el presente caso, la sola posibilidad de que las decisiones emanadas de tribunales militares puedan ser 
“revisadas” por las autoridades federales no satisface el principio del juez natural, ya que desde la primera instancia 
el juez debe ser competente. En el presente caso, la Corte ya señaló que los tribunales militares no son competentes 
para conocer de la detención y posterior desaparición forzada del señor Rosendo Radilla Pacheco. (párr. 281)
De lo anterior, la Corte estima que el Estado vulneró el principio del juez natural al extralimitar la esfera de 
la justicia castrense en el presente caso, en contravención de los parámetros de excepcionalidad y restricción que 
caracterizan a la jurisdicción penal militar. […] (párr. 282)
Recurso Efectivo para impugnar la competencia del juez  militar
Al respecto, de los hechos del presente caso se desprende que una vez que el Juzgado Segundo de Distrito 
decidió declinar su competencia a favor de la jurisdicción militar, la señora Tita Radilla Pacheco interpuso un juicio de 
amparo para revocar esta resolución. Sin embargo, esta demanda fue desechada en primera instancia (supra párr. 
262) ya que con base en el artículo 10 de la Ley de Amparo “[e]l ofendido o víctima del delito, sólo puede intentar el 
juicio de garantías cuando se trate de algún acto […] relacionado directa e inmediatamente con la reparación del 
daño […]”. (párr. 292)
La señora Tita Radilla Martínez interpuso un recurso de revisión en contra de dicha decisión. El Tribunal 
observa que, por “razón de turno”, correspondió al mismo Primer Tribunal Colegiado que resolvió la cuestión relativa 
al conflicto competencial (supra párr. 265) conocer del recurso de revisión. De la decisión de 24 de noviembre de 2005, 
solicitada por este Tribunal como prueba para mejor resolver (supra párr. 12) se desprende que el Primer Tribunal 
Colegiado estableció que no serían “motivo de estudio ni la resolución impugnada ni los agravios propuestos por 
la [señora Tita Radilla Martínez]”, debido a que lo reclamado guardaba relación con el conflicto competencial ya 
resuelto. […] (párr. 293)
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De la decisión anterior, claramente puede concluirse que se privó a la señora Tita Radilla Martínez de la 
posibilidad de impugnar la competencia de los tribunales militares para conocer de asuntos que, por su naturaleza, 
debe corresponder a las autoridades del fuero ordinario. (párr. 294)
En este sentido, el Tribunal ha establecido que para que el Estado cumpla lo dispuesto en el artículo 25 de 
la Convención, no basta con que los recursos existan formalmente, sino que es preciso que tengan efectividad en 
los términos de aquel precepto. La Corte ha reiterado que dicha obligación implica que el recurso sea idóneo para 
combatir la violación y que sea efectiva su aplicación por la autoridad competente. (párr. 296)
En consecuencia, en el presente caso el recurso de amparo no fue efectivo para permitir a la señora Tita 
Radilla Martínez impugnar el conocimiento de la detención y posterior desaparición forzada de su padre, el señor 
Rosendo Radilla Pacheco, por la jurisdicción militar, lo cual constituye una violación del artículo 25.1 de la Convención.  
(párr. 298)
4. OBLIGACIÓN DE ADOPTAR DISPOSICIONES DE DERECHO INTERNO
Artículo 2 en relación con los artículos I.d y III de la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas.
Deber de Tipificación y Aplicación del Delito de Desaparición Forzada
[…] El Tribunal ha establecido que la desaparición forzada de personas es un fenómeno diferenciado, 
caracterizado por la violación múltiple de varios derechos protegidos en la Convención. En tal sentido, y en atención 
al carácter particularmente grave de la desaparición forzada de personas, no es suficiente la protección que pueda 
dar la normativa penal existente relativa a plagio o secuestro, tortura u homicidio, entre otras. (párr. 238)
La Corte observa que el delito de desaparición forzada de personas se encuentra vigente en el ordenamiento 
jurídico mexicano desde el año 2001 (infra párr. 319), es decir, con anterioridad a la consignación de la averiguación 
previa ante el Juez de Distrito en turno realizada en agosto de 2005 (supra párr. 188). En tal sentido, el Tribunal 
reitera, como lo ha hecho en otros casos, que por tratarse de un delito de ejecución permanente, al entrar en 
vigor la tipificación del delito de desaparición forzada de personas en el Estado, la nueva ley resulta aplicable por 
mantenerse en ejecución la conducta delictiva, sin que ello represente una aplicación retroactiva. […] (párr. 239)
Para este Tribunal es inadmisible el alegato del Estado conforme al cual en este caso existía un “obstáculo 
insuperable” para la aplicación del delito de desaparición forzada de personas vigente en México, ya que el presunto 
responsable había pasado a retiro con anterioridad a la entrada en vigor del tipo penal. La Corte considera que 
mientras no se establezca el destino o paradero de la víctima, la desaparición forzada permanece invariable 
independientemente de los cambios en el carácter de “servidor público” del autor. En casos como el presente en 
los que la víctima lleva 35 años desaparecida, es razonable suponer que la calidad requerida para el sujeto activo 
puede variar con el transcurso del tiempo. En tal sentido, de aceptarse lo alegado por el Estado se propiciaría la 
impunidad. (párr. 240) 
Tomando en cuenta lo anterior, esta Corte estima que conforme al principio de legalidad, la figura de la 
desaparición forzada constituye el tipo penal aplicable a los hechos del presente caso. (párr. 241)
La Corte ha establecido reiteradamente que los Estados Partes en la Convención Americana tienen el deber 
general de adecuar su derecho interno a las disposiciones de dicho tratado para garantizar los derechos que éste 
consagra (supra párr. 144). En el caso de la desaparición forzada de personas, esta obligación se corresponde con 
el artículo I d) de la CIDFP, el cual establece que los Estados Partes en la misma se comprometen a tomar las 
medidas de carácter legislativo, administrativo, judicial o de cualquier otra índole, necesarias para cumplir con los 
compromisos por ellos asumidos. (párr. 317)
De manera especial, la obligación de adoptar medidas de derecho interno implica que los Estados deben 
tipificar el delito de desaparición forzada, en este sentido se expresa el artículo III de la CIDFP. La Corte ha establecido 
que la descripción del delito de desaparición forzada de personas debe hacerse tomando en consideración el 
artículo II de la citada Convención, el cual establece un estándar mínimo acerca de su correcta tipificación en el 
ordenamiento jurídico interno. El artículo en cuestión dispone que:
Para los efectos de la presente Convención, se considera desaparición forzada la privación de 
la libertad a una o más personas, cualquiera que fuere su forma, cometida por agentes del Estado o 
por personas o grupos de personas que actúen con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del 
Estado, seguida de la falta de información o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o de 
informar sobre el paradero de la persona, con lo cual se impide el ejercicio de los recursos legales y de 
las garantías procesales pertinentes. (párr. 318)
[…] El tipo penal de desaparición forzada de personas del Código Penal Federal mexicano presenta un 
obstáculo para asegurar la sanción de “todos los autores, cómplices y encubridores” provenientes de “cualesquiera 
de los poderes u órganos del Estado”. Para satisfacer los elementos mínimos de la correcta tipificación del delito, el 
carácter de “agente del Estado” debe ser establecido de la forma más amplia posible. (párr. 321)
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III. REPARACIONES
Asimismo, el Tribunal advierte que el artículo 215-A del citado Código Penal Federal no se refiere a “personas 
o grupos de personas que actúen con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado”. […] (párr. 322)
Por otra parte, como ya lo ha señalado esta Corte, la desaparición forzada de personas se caracteriza por 
la negativa de reconocer la privación de libertad o dar información sobre la suerte o el paradero de las personas y 
por no dejar huellas o evidencias. Dicho elemento debe estar presente en la tipificación del delito porque permite 
distinguir una desaparición forzada de otros ilícitos con los que usualmente se la relaciona, como el plagio o secuestro 
y el homicidio, con el propósito de que puedan ser aplicados los criterios probatorios adecuados e impuestas las 
penas que consideren la extrema gravedad de este delito a todos aquellos implicados en el mismo. En el presente 
caso, la Corte observa que el artículo 215-A del Código Penal Federal no incluye dicho elemento, por lo cual resulta 
incompleta la tipificación del delito. (párr. 323)
[…] La Corte Interamericana considera que el Estado no ha cumplido plenamente las obligaciones que le 
impone el artículo 2 de la Convención Americana, en relación con los artículos I y III  de la CIDFP, para garantizar 
debidamente la investigación y eventual sanción de los hechos constitutivos de desaparición forzada en el presente 
caso. (párr. 324)
 
Es un principio de Derecho Internacional que toda violación de una obligación internacional que haya producido 
daño comporta el deber de repararlo adecuadamente. Esa obligación se regula por el Derecho Internacional. En sus 
decisiones al respecto, la Corte se ha basado en el artículo 63.1 de la Convención Americana. (párr. 327)
1. Parte Lesionada
Las víctimas en el presente caso son el señor Rosendo Radilla Pacheco, y sus hijos Tita, Andrea y Rosendo, 
todos de apellidos Radilla Martínez (supra párr. 111), por lo que serán considerados beneficiarios de las reparaciones 
que ordene esta Corte. Sin perjuicio de lo anterior, el Tribunal exhorta al Estado a que, en atención al reconocimiento 
de responsabilidad internacional realizado en el presente caso, a la recomendación 026/2001 de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos y a las exigencias de justicia, considere otorgar de buena fe una reparación 
adecuada al resto de los familiares del señor Rosendo Radilla Pacheco (supra párr. 111) sin que sea necesaria acción 
judicial por parte de éstos, tomando en consideración lo establecido en este Fallo. (párr. 328)
2. Obligación de investigar los hechos e identificar, juzgar y, en su caso, sancionar a los 
responsables
En el presente caso, la Corte estableció que la investigación de la detención y posterior desaparición forzada 
del señor Rosendo Radilla Pacheco no ha sido conducida con la debida diligencia. Asimismo, el Tribunal estimó 
que al extender la competencia del fuero castrense a hechos constitutivos de desaparición forzada de personas, 
el Estado ha vulnerado el derecho a un juez natural de los familiares del señor Rosendo Radilla Pacheco. Todo ello 
en detrimento del derecho a conocer la verdad de aquéllos (supra párrs. 166 y 313). En consecuencia, como lo ha 
hecho en otras oportunidades, la Corte dispone que el Estado debe conducir eficazmente y con la debida diligencia 
la investigación y, en su caso, los procesos penales que se encuentren en trámite en relación con los hechos 
del presente caso, para determinar las correspondientes responsabilidades penales y aplicar efectivamente las 
sanciones y consecuencias que la ley prevea. Esta obligación debe ser cumplida en un plazo razonable, atendiendo 
a los criterios señalados sobre investigaciones en este tipo de casos (supra párrs. 142 a 145). (párr. 331)
Asimismo, el Estado debe garantizar, a través de sus instituciones competentes, que la averiguación previa que 
se encuentra abierta por los hechos constitutivos de desaparición forzada del señor Rosendo Radilla se mantenga 
bajo conocimiento de la jurisdicción ordinaria. Cuando se abran nuevas causas penales en contra de presuntos 
responsables que sean o hayan sido funcionarios militares, las autoridades a cargo deberán asegurar que éstas 
sean adelantadas ante la jurisdicción común u ordinaria y bajo ninguna circunstancia en el fuero militar o de guerra. 
Además, para el cumplimiento de lo ordenado, el Estado debe asegurar que las futuras consignaciones en relación 
con los hechos de este caso, se realicen por el delito de desaparición forzada. Al respecto, cabe reiterar que por 
tratarse de un crimen de ejecución permanente, es decir, cuya consumación se prolonga en el tiempo, al entrar en 
vigor en el derecho penal interno, si se mantiene la conducta delictiva, la nueva ley resulta aplicable (supra párr. 239). 
(párr. 332)
La Corte dio por establecido que la desaparición forzada del señor Rosendo Radilla Pacheco ocurrió en el 
marco de un contexto de desapariciones forzadas de personas (supra párrs. 132 a 137). En este sentido, como lo ha 
hecho en otros casos, determinó que las autoridades encargadas de las investigaciones tienen el deber de asegurar 
que en el curso de las mismas se valoren los patrones sistemáticos que permitieron la comisión de graves violaciones 
de los derechos humanos en el presente caso y el contexto en que ocurrieron, tomando en cuenta la complejidad 
de este tipo de hechos y la estructura en la cual se ubican las personas probablemente involucradas en los mismos, 
evitando así omisiones en la recaudación de prueba y en el seguimiento de líneas lógicas de investigación (supra 
párrs. 221 a 222). (párr. 333)
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Por último, la Corte reitera que durante la investigación y el juzgamiento, el Estado debe asegurar el pleno 
acceso y capacidad de actuar de las víctimas en todas las etapas (supra párr. 247). Además, los resultados de los 
procesos deberán ser públicamente divulgados, con la finalidad de que la sociedad mexicana conozca la verdad de 
los hechos. (párr. 334)
3. Medidas de satisfacción y garantías de no repetición
Determinación del paradero de Rosendo Radilla Pacheco
[…] El Estado debe, como una medida de reparación del derecho a la verdad que tienen las víctimas, continuar 
con su búsqueda efectiva y localización inmediata, o de sus restos mortales, ya sea a través de la investigación 
penal o mediante otro procedimiento adecuado y efectivo. Las diligencias que realice el Estado para establecer el 
paradero del señor Radilla Pacheco o, en su caso, las exhumaciones para localizar sus restos mortales, deberán 
realizarse en acuerdo con y en presencia de los familiares del señor Rosendo Radilla, peritos y representantes 
legales. Además, en el evento de que se encuentren los restos mortales del señor Radilla Pacheco, éstos deberán 
ser entregados a sus familiares previa comprobación genética de filiación, a la mayor brevedad posible y sin costo 
alguno. El Estado deberá cubrir los gastos funerarios, de acuerdo a las creencias de la familia Radilla Martínez y de 
común acuerdo con estos. (párr. 336)
Reformas a disposiciones legales
Reformas constitucionales y legislativas en materia de jurisdicción militar
Para este Tribunal, no sólo la supresión o expedición de las normas en el derecho interno garantizan los 
derechos contenidos en la Convención Americana, de conformidad a la obligación comprendida en el artículo 2 de 
dicho instrumento. También se requiere el desarrollo de prácticas estatales conducentes a la observancia efectiva 
de los derechos y libertades consagrados en la misma. En consecuencia, la existencia de una norma no garantiza 
por sí misma que su aplicación sea adecuada. Es necesario que la aplicación de las normas o su interpretación, en 
tanto prácticas jurisdiccionales y manifestación del orden público estatal, se encuentren ajustadas al mismo fin que 
persigue el artículo 2 de la Convención. En términos prácticos, la interpretación del artículo 13 de la Constitución 
Política mexicana debe ser coherente con los principios convencionales y constitucionales de debido proceso 
y acceso a la justicia, contenidos en el artículo 8.1 de la Convención Americana y las normas pertinentes de la 
Constitución mexicana. (párr. 338)
En relación con las prácticas judiciales, este Tribunal ha establecido en su jurisprudencia que es consciente 
de que los jueces y tribunales internos están sujetos al imperio de la ley y, por ello, están obligados a aplicar las 
disposiciones vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional 
como la Convención Americana, sus jueces, como parte del aparato del Estado, también están sometidos a ella, lo que 
les obliga a velar porque los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean mermados por la aplicación de 
leyes contrarias a su objeto y fin, que desde un inicio carecen de efectos jurídicos. En otras palabras, el Poder Judicial 
debe ejercer un “control de convencionalidad” ex officio entre las normas internas y la Convención Americana, 
evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. En 
esta tarea, el Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que del 
mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención Americana. (párr. 339)
Bajo ese entendido, este Tribunal considera que no es necesario ordenar la modificación del contenido 
normativo que regula el artículo 13 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. (párr. 341)
No obstante lo anterior, la Corte declaró en el Capítulo IX de este Fallo, que el artículo 57 del Código de Justicia 
Militar es incompatible con la Convención Americana (supra párrs. 287 y 289). En consecuencia, el Estado debe 
adoptar, en un plazo razonable, las reformas legislativas pertinentes para compatibilizar la citada disposición con 
los estándares internacionales de la materia y de la Convención […] (párr. 342)
Tipificación adecuada del delito de desaparición forzada de personas: reforma al artículo 
215-A del Código Penal Federal conforme a los instrumentos internacionales
En la presente Sentencia la Corte estableció que el artículo 215 A del Código Penal Federal, que sanciona el 
delito de desaparición forzada de personas, no se adecua plena y efectivamente a la normativa internacional vigente 
sobre la materia (supra párr. 324). Por tal motivo, el Estado debe adoptar todas las medidas que sean necesarias 
para compatibilizar dicha tipificación penal con los estándares internacionales, con especial atención a lo dispuesto 
en el artículo II de la CIDFP […] el Estado no debe limitarse a “impulsar” el proyecto de ley correspondiente, sino 
asegurar su pronta sanción y entrada en vigor, de acuerdo con los procedimientos establecidos en el ordenamiento 
jurídico interno para ello. (párr.344)
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Capacitación a operadores de justicia y educación en derechos humanos
[…] La Corte ordena que, sin perjuicio de los programas de capacitación para funcionarios públicos en materia 
de derechos humanos que ya existan en México, el Estado deberá implementar, en un plazo razonable y con la 
respectiva disposición presupuestaria:
a)    Programas o cursos permanentes relativos al análisis de la jurisprudencia del Sistema Interamericano 
de Protección de los Derechos Humanos en relación con los límites de la jurisdicción penal militar, así 
como los derechos a las garantías judiciales y la protección judicial, como una forma de prevenir que 
casos de violación a los derechos humanos sean investigados y juzgados por dicha jurisdicción. Tales 
programas estarán dirigidos a los miembros de todas las Fuerzas Militares, incluyendo a los agentes 
del Ministerio Público y jueces, así como a los agentes del Ministerio Público de la Procuraduría General 
de la República y jueces del Poder Judicial de la Federación, y 
b)   Un programa de formación sobre la debida investigación y juzgamiento de hechos constitutivos de 
desaparición forzada de personas, dirigido a agentes del Ministerio Público de la Procuraduría General 
de la República y jueces del Poder Judicial de la Federación, que tengan competencia en la investigación 
y juzgamiento de hechos como los ocurridos en el presente caso, con el fin de que dichos funcionarios 
cuenten con los elementos legales, técnicos y científicos necesarios para evaluar integralmente 
el fenómeno de la desaparición forzada. De manera particular, en este tipo de casos las autoridades 
encargadas de la investigación deben estar entrenadas para el uso de la prueba circunstancial, los 
indicios y las presunciones, la valoración de los patrones sistemáticos que puedan dar origen a los 
hechos que se investigan y la localización de personas desaparecidas de manera forzada (supra párrs. 
206 y 222). (párr. 347)
Dentro de los programas arriba indicados, se deberá hacer especial mención a la presente Sentencia y a los 
instrumentos internacionales de derechos humanos de los que México es Parte. (párr. 348)
Publicación de las partes pertinentes de la presente Sentencia
[…] El Estado deberá publicar en el Diario Oficial de la Federación y en otro diario de amplia circulación 
nacional, por una sola vez, los párrafos 1 a 7, 52 a 66, 114 a 358 de la presente Sentencia, sin las notas al pie de 
página, y la parte resolutiva de la misma. Adicionalmente, como ha sido ordenado por el Tribunal en ocasiones 
anteriores, el presente Fallo deberá publicarse íntegramente en el sitio web oficial de la Procuraduría General de la 
República, y estar disponible durante un período de un año. Para realizar las publicaciones en los periódicos y en 
Internet se fijan los plazos de seis y dos meses, respectivamente, contados a partir de la notificación de la presente 
Sentencia. (párr. 350)
Acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional
[…] Este Tribunal estima necesario que el Estado realice un acto público de reconocimiento de responsabilidad 
por los hechos del presente caso en desagravio a la memoria del señor Rosendo Radilla Pacheco. En dicho acto se 
deberá hacer referencia a las violaciones de derechos humanos declaradas en la presente Sentencia. Asimismo, 
deberá llevarse a cabo mediante una ceremonia pública en presencia de altas autoridades nacionales y los familiares 
del señor Radilla Pacheco. (párr. 353)
Además, con el propósito de preservar la memoria del señor Rosendo Radilla Pacheco en la comunidad a 
la que perteneció, en el mismo acto de reconocimiento de responsabilidad, de ser posible, o con posterioridad al 
mismo, el Estado deberá, en coordinación con las víctimas, colocar en un sitio en la ciudad de Atoyac de Álvarez, 
Guerrero, una placa rememorativa de los hechos de su desaparición forzada. (párr. 354)
Restablecimiento de la memoria: semblanza de la vida del señor Rosendo Radilla Pacheco.
Los representantes solicitaron que con el objetivo de recordar la vida y obras que el señor Rosendo Radilla 
Pacheco realizó en beneficio de la comunidad de Atoyac, se ordene al Estado la difusión del libro bibliográfico 
elaborado por Andrea Radilla Martínez sobre su padre. […] (párr. 355)
[…] La Corte estima que el Estado deberá llevar a cabo la propuesta de realizar una semblanza de la vida del 
señor Radilla Pacheco, en los términos propuestos en el párrafo anterior, por medio de una publicación, a partir de 
la investigación in situ y la reproducción de las respectivas fuentes oficiales. Dicha publicación deberá ser efectuada 
dentro de un plazo de un año. Además, esta medida deberá ser cumplida con la participación de las víctimas.  
(párr. 356)
Atención psicológica
Este Tribunal, habiendo constatado los daños sufridos por las víctimas en el presente caso, los cuales fueron 
establecidos en el Capítulo VIII de la presente Sentencia, estima conveniente disponer que el Estado brinde atención 
psicológica y/o psiquiátrica gratuita y de forma inmediata, adecuada y efectiva, a través de sus instituciones 
públicas de salud especializadas, a las víctimas que así lo soliciten. […] (párr. 358)
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4. Indemnizaciones, compensaciones, costas y gastos
Daño material
[…] Las reparaciones deben tener un nexo causal con los hechos del caso, las violaciones declaradas, los 
daños acreditados, así como con las medidas solicitadas para reparar los daños respectivos. Por lo tanto, el Tribunal 
deberá observar dicha concurrencia para pronunciarse debidamente y conforme a derecho. (párr. 362)
Pérdida de ingresos
La Corte observa que ni los representantes ni el Estado presentaron documentación que acreditara el salario 
o ganancias devengadas por el señor Rosendo Radilla Pacheco durante la época respectiva. No obstante, tomando 
en cuenta la propuesta del Estado y la expectativa de vida probable de la víctima, este Tribunal decide fijar, en 
equidad, la cantidad de US $12,000.00 (doce mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en pesos 
mexicanos, por concepto de pérdida de ingresos del señor Radilla Pacheco, los cuales deberán ser distribuidos en 
partes iguales entre sus derechohabientes. Dicho monto deberá ser pagado en el plazo que la Corte fije para tal 
efecto (infra párr. 386). (párr. 365)
La Corte reconoce que las acciones y gestiones realizadas por los familiares del señor Radilla Pacheco para 
localizarlo generaron gastos que deben ser considerados como daño emergente, en particular en lo referente 
a las acciones de búsqueda de su paradero ante diferentes autoridades. Así lo incluirá al fijar la indemnización 
correspondiente en el presente acápite. No obstante, respecto a la señalada pérdida de varias propiedades 
que aparentemente poseía la familia Radilla Martínez, el Tribunal advierte que de la prueba aportada por los 
representantes no se desprenden elementos suficientes que le permitan establecer el daño alegado y su conexión 
con los hechos de desaparición forzada del señor Radilla Pacheco, por lo que no es posible fijar un monto específico 
al respecto. (párr. 368)
En relación con los alegados gastos de atención médica y psiquiátrica en que incurrieron las víctimas en el 
presente caso, la Corte advierte que los representantes no presentaron pruebas […] Para que la Corte pueda ordenar 
el reintegro de gastos por daño emergente, éstos deben ser acreditados. Debido a lo anterior, en el presente caso no 
corresponde fijar un monto al respecto. (párr. 369)
En consecuencia, la Corte fija en equidad una compensación de US $1,300.00 (mil trescientos dólares de 
los Estados Unidos de América), de acuerdo a lo indicado en este apartado (supra párrs. 161 a 172). Esta cantidad 
deberá ser entregada en partes iguales a los beneficiarios en el presente caso. (párr. 370)
Daño inmaterial
La jurisprudencia internacional ha establecido reiteradamente que la sentencia puede constituir per se 
una forma de reparación. No obstante, considerando las circunstancias del caso sub judice, los sufrimientos que 
las violaciones cometidas causaron a las víctimas, así como el cambio en las condiciones de vida y las restantes 
consecuencias de orden inmaterial o no pecuniario que éstos últimos sufrieron, la Corte estima pertinente fijar una 
cantidad, en equidad, como compensación por concepto de daños inmateriales. (párr. 374)
En atención a las indemnizaciones ordenadas por el Tribunal en otros casos sobre desapariciones forzadas 
de personas, en consideración de las circunstancias del presente caso, la entidad, carácter y gravedad de las 
violaciones cometidas, los sufrimientos ocasionados a las víctimas y el tratamiento que han recibido, el tiempo 
transcurrido desde que comenzó la desaparición, la denegación de justicia, así como el cambio en las condiciones 
de vida y las restantes consecuencias de orden inmaterial que sufrieron, la Corte estima pertinente fijar, en equidad, 
la cantidad de US $80,000.00 (ochenta mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de Rosendo Radilla 
Pacheco, como compensación por concepto de daño inmaterial. A su vez, por el mismo concepto, el Tribunal fija 
en equidad la compensación de US $40,000.00 (cuarenta mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de 
los señores Tita Radilla Martínez, Andrea Radilla Martínez y Rosendo Radilla Martínez, cada uno, por este concepto. 
(párr. 375)
Costas y gastos
Como ya lo ha señalado la Corte en oportunidades anteriores, las costas y gastos están comprendidos dentro 
del concepto de reparación consagrado en el artículo 63.1 de la Convención Americana. (párr. 376)
En cuanto al reembolso de las costas y gastos, corresponde al Tribunal apreciar prudentemente su alcance, 
el cual comprende los gastos generados ante las autoridades de la jurisdicción interna, así como los generados en 
el curso del proceso ante el Sistema Interamericano, teniendo en cuenta las circunstancias del caso concreto y la 
naturaleza de la jurisdicción internacional de la protección de los derechos humanos. Esta apreciación puede ser 
realizada con base en el principio de equidad y tomando en cuenta los gastos señalados por las partes, siempre que 
su quantum sea razonable. (párr. 381)
El Tribunal considera que el desglose y demás documentos de prueba remitidos por los representantes no 
permiten la determinación de la relación con el presente caso de algunos de los gastos de hospedaje, transporte, 
servicio telefónico y de mensajería señalados. Debido a la carencia de precisión probatoria, la Corte valorará en 
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equidad un monto por concepto de costas y gastos que incluya razonablemente estos conceptos presumiblemente 
incurridos en el litigio del presente caso en los fueros interno e interamericano por los familiares del señor Rosendo 
Radilla o por las organizaciones que les representan. (párr. 383)
Por otra parte, los representantes solicitaron el reembolso de un total de $2,910,686.99 pesos mexicanos 
(dos millones novecientos diez mil seiscientos ochenta y seis pesos con noventa y nueve centavos) a favor de la 
Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos (CMDPDH), por concepto de costas y gastos 
que incluyen boletos de avión, viáticos, copias, correo, mensajería, llamadas telefónicas, renta del local, energía 
eléctrica, viajes de la señora Tita Radilla Martínez y del señor Julio Mata (AFADEM), honorarios y talleres. Al respecto, 
se constató que los representantes incurrieron en gastos relacionados con la tramitación del presente caso ante 
este Tribunal relativos a honorarios, transporte, mensajería y servicios de comunicación e, incluso, al traslado de 
abogados y un testigo desde México hasta la sede de la Corte en San José de Costa Rica. (párr. 384)
En consideración de todo lo anterior, la Corte fija en equidad una cantidad total de US $25,000.00 (veinticinco 
mil dólares de Estados Unidos de América) a favor de la Asociación de Familiares de Detenidos-Desaparecidos y 
Víctimas de Violaciones a los Derechos Humanos en México y de la Comisión Mexicana de Defensa y Promoción 
de los Derechos Humanos, por concepto de las costas y gastos incurridos en el litigio del presente caso. Dicha 
cantidad deberá ser entregada por el Estado a la señora Tita Radilla Martínez quien, a su vez, la entregará a los 
representantes de dichas organizaciones según corresponda. Dichos montos incluyen los gastos futuros en que 
pueda incurrir a nivel interno o durante la supervisión de cumplimiento de esta Sentencia la familia Radilla Martínez 
y los representantes. (párr. 385)
5. Modalidades de cumplimiento de los pagos ordenados
El Estado deberá efectuar el pago de las indemnizaciones por concepto de daño material e inmaterial 
directamente a sus beneficiarios, y el pago por concepto de costas y gastos directamente a la señora Tita Radilla 
Martínez, dentro del plazo de un año contado a partir de la notificación de la presente Sentencia […] (párr. 386)
Los pagos correspondientes a las indemnizaciones por daños material e inmaterial sufrido directamente 
por el señor Rosendo Radilla Pacheco (supra párrs. 365, 370 y 375), serán distribuidos en partes iguales entre sus 
derechohabientes. (párr. 387)
El Estado debe cumplir sus obligaciones mediante el pago en dólares de los Estados Unidos de América o en 
una cantidad equivalente en moneda mexicana, utilizando para el cálculo respectivo el tipo de cambio entre ambas 
monedas que esté vigente en la plaza de Nueva York, Estados Unidos de América, el día anterior al pago. (párr. 389)
Las cantidades asignadas en la presente Sentencia como indemnización y como reintegro de costas y gastos 
deberán ser entregadas a las personas indicadas en forma íntegra conforme a lo establecido en este Fallo, sin 
reducciones derivadas de eventuales cargas fiscales. (párr. 391)
En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un interés sobre la cantidad adeudada, 
correspondiente al interés bancario moratorio en México. (párr. 392)
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CASO N° 211 MASACRE DE LAS DOS ERRES VS. GUATEMALA
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Entre los años 1962 y 1996 Guatemala afrontó un conflicto armado interno que produjo grandes costos 
humanos, materiales, institucionales y morales.
Durante el conflicto armado interno el Estado aplicó la denominada “Doctrina de Seguridad Nacional”. En 
el marco de esa doctrina se fue acrecentando la intervención del poder militar para enfrentar a la subversión, 
concepto que incluía a toda persona u organización que representara cualquier forma de oposición al Estado. En 
otras palabras, dicha noción se equiparaba a la de “enemigo interno”. En este contexto se insertan los hechos del 
presente caso.
El 23 de marzo de 1982, como resultado de un golpe de Estado, se instaló a la cabeza de Guatemala una  
Junta Militar de Gobierno, presidida por José Efraín Ríos Montt. El 8 de junio de 1982, José Efraín Ríos Montt asumió 
los cargos de Presidente de la República y Comandante General del Ejército, permaneciendo como Presidente 
hasta el 31 de agosto de 1983. En abril de 1982, la Junta Militar de Gobierno de la época dictó el “Plan Nacional 
de Seguridad y Desarrollo”, el que establecía objetivos nacionales en términos militares, administrativos, legales, 
sociales, económicos y políticos. Dicho Plan identificó las principales áreas del conflicto.
Las acciones militares emprendidas para alcanzar tales objetivos consistieron, principalmente, en matanzas 
de población, conocidas como “masacres” y “operaciones de tierra arrasada”. Entre las actuaciones perpetradas 
por agentes del Estado se encuentra la Masacre del Parcelamiento de Las Dos Erres, acaecida entre los días 6 a 8 
de diciembre de 1982.
El Parcelamiento de Las Dos Erres, en la Libertad, Petén, fue fundado en 1978 en el marco de una fuerte 
migración de campesinos motivados por la búsqueda de tierras y por efecto de la colonización promovida por la 
agencia gubernamental Fomento y Desarrollo de Petén. Durante 1982 se incrementó la presencia de las Fuerzas 
Armadas Rebeldes en las cercanías al Parcelamiento y en septiembre del mismo año se registró un enfrentamiento 
entre las fuerzas rebeldes y agentes del Estado. Por esta razón, el comisionado militar del lugar organizó una Patrulla 
de Autodefensa Civil, con el objetivo de vigilar la zona. Durante este tiempo, se corrió la voz de que los pobladores de 
las Dos Erres pertenecían a la guerrilla y estaban vinculados con las fuerzas rebeldes.
 
Tras extenderse dicha acusación, corrió el rumor que pronto el ejército bombardearía el parcelamiento y 
un Convoy militar fue emboscado por las Fuerzas Armadas Rebeldes. En reacción a ello, la comandancia militar 
pidió una acción militar a cargo de los Kaibiles, Fuerzas Especiales del Ejército de Guatemala. Éstos se vistieron de 
guerrilleros y recibieron la instrucción de atacar el parcelamiento y matar todo lo que se moviese. 
En el brutal ataque, hombres, mujeres y niños fueron golpeados. Luego los hombres fueron fusilados y las 
mujeres violadas en reiteradas ocasiones y asesinadas a disparos, golpes contundentes en la cabeza o degolladas. 
Asimismo, los militares produjeron abortos a mujeres embarazadas, a golpes o saltos en el vientre, para luego 
asesinarlas. Para el término de la operación, 216 personas habían sido ejecutadas. La versión oficial culpó a la 
guerrilla de esta masacre.
De esta masacre pudieron salvarse dos menores, uno que huyó del lugar evadiendo a los militares y otro que 
fue adoptado por uno de los soldados partícipes del hecho. Esta adopción era una práctica común con los niños 
sobrevivientes, quienes típicamente eran empleados de sirvientes en los hogares de los oficiales. El niño adoptado 
era Ramiro Osorio Cristales, quien en 1999, luego de 18 años, pudo reencontrarse con su familia, que no había 
muerto en la masacre. Ramiro Osorio presenció todos los hechos de la masacre.
En 1990 comenzó un período de paz, que culminó en 1997 con la creación de la Comisión de Esclarecimiento 
Histórico. 
En 1994, una organización de detenidos desaparecidos (FAMDEGUA) denunció penalmente los hechos de 
la Masacre, a la vez que solicitaron diligencias de exhumación en el sitio de la matanza. Para 1995, cerca de 162 
osamentas fueron encontradas. En el 2000 el Juzgado de Primera Instancia Penal resolvió no acoger la solicitud del 
Fiscal a cargo de inscribir la defunción de 71 personas identificadas.
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II. CONSIDERACIONES DE FONDO DE LA CORTE
Dentro de la investigación, el Ministerio Público requirió al Ministerio de Defensa información sobre altos 
mandos militares de la zona. El Ministerio de Defensa, luego de interpelaciones de parte de FAMDEGUA, se negó a la 
solicitud debido a que los documentos en esa época fueron incinerados. 
En 1999 y 2000 se dictaron órdenes de aprehensión contra uno de los Kaibiles y 16 implicados en la 
Masacre. Ante estas órdenes, nueve de los sindicados recurrieron de Amparo. Estos se fundaron en que la Ley de 
Reconciliación Nacional radicaba el conocimiento de estos asuntos en la Sala de la Corte de Apelaciones. Esta última 
debía determinar si el delito estaba extinto o no según dicha Ley, ya que se contemplaba Amnistía en el caso de 
ciertos delitos ocurridos en contexto de enfrentamiento armado. La Corte de Constitucionalidad acogió los recursos 
y ordenó al Juzgado de Primera Instancia inhibirse  de cualquier diligencia por ser éste un asunto correspondiente 
a la Ley de Reconciliación Nacional.
Los acusados dedujeron un gran número de recursos, en especial de Amparo, que suspendieron la 
investigación desde febrero de 2003 hasta febrero de 2009. La investigación se ha mantenido en una etapa inicial 
sin posibilidad alguna de continuar. Es común que los Recursos de Amparo en Guatemala se utilicen para la dilación 
de procesos penales.
Frente a la demanda de la Comisión ante la Corte, el Estado ha reconocido parcialmente su responsabilidad 
y ha manifestado su compromiso en el esclarecimiento de los hechos y sus responsables.
La Corte declaró la Responsabilidad de Guatemala por la violación de la Convención Americana en sus 
artículos 1.1, 2, 5 (Integridad Personal), 8 (Garantías Judiciales), 25 (Protección Judicial), 17 (Protección a la Familia), 
18 (Derecho al Nombre) y 19 (Derechos del Niño). Asimismo resolvió la vulneración de los artículos 1, 6 y 8 de la 
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y 7.b) de la Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer.
 
 
1. DERECHO AL DEBIDO PROCESO Y A LA PROTECCIÓN JUDICIAL
Artículos 8 y 25 de la Convención en relación con los artículos 1 y 2 de la Conveción y los 
artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura, y el artículo 7.b) de la 
Convención de Belem do Pará.
Idoneidad y efectividad del recurso de Amparo a la luz del artículo 25 de la CADH
Es preciso recordar que esta Corte ha sostenido que, según la Convención Americana, los Estados Partes 
están obligados a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violaciones de los derechos humanos 
(artículo 25), recursos que deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso legal (artículo 
8.1), todo ello dentro de la obligación general, a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio 
de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1). 
(párr. 104)
Como se desprende de los hechos del caso, el amparo ha sido utilizado como práctica dilatoria en el proceso 
penal (supra párrs. 90, 91, 96, 98 a 100).  Inclusive, el propio Estado en su escrito de contestación de la demanda, 
al reconocer su responsabilidad señaló que “[…] en la práctica el uso constante y frívolo del amparo ha ameritado 
que los diferentes Organismos del Estado discutan la implementación de medidas que permitan atacar el uso 
inadecuado de dicha acción constitucional”.  […] (párr. 106)
Este Tribunal ha establecido que el recurso de amparo por su naturaleza es “el procedimiento judicial sencillo 
y breve que tiene por objeto la tutela de todos los derechos reconocidos por las constituciones y leyes de los 
Estados Partes y por la Convención”. Asimismo, ha considerado que tal recurso entra en el ámbito del artículo 25 
de la Convención Americana, por lo cual tiene que cumplir con varias exigencias, entre las cuales se encuentra la 
idoneidad y la efectividad. Es preciso analizar el recurso de amparo como recurso adecuado y efectivo, así como por 
la práctica dilatoria que se le ha dado a éste en el presente caso. (párr. 107)
Cabe señalar que en el presente caso la defensa de los imputados de la masacre ha presentado por lo menos 
33 recursos de amparo, de los cuales 24 fueron rechazados y algunos han demorado hasta cuatro años en ser 
resueltos. Además, dichas decisiones fueron posteriormente apeladas ante diferentes instancias, lo que implicó que 
el trámite de amparo se prolongara (infra párr. 114).  Se ha presentado una ostensible dilación en la tramitación y 
resolución de dichos recursos, lo cual no es compatible con el artículo 25.1 de la Convención Americana. Si bien la 
Corte considera que el recurso de amparo es el recurso idóneo para tutelar los derechos humanos en Guatemala, su 
amplitud y falta de requisitos de admisibilidad ha derivado en que algunos de estos casos la demora sea excesiva 
y paralice la justicia. (párr. 111)
En razón de lo anterior, el Tribunal estima que el recurso de amparo es adecuado para tutelar los derechos 
humanos de los individuos, siendo éste idóneo para proteger la situación jurídica infringida, por ser aplicable a los 
actos de autoridad que implican una amenaza, restricción o violación a los derechos protegidos.  Sin embargo, 
en el presente caso la estructura actual del recurso de amparo en Guatemala y su uso indebido ha impedido su 
verdadera efectividad, al no haber permitido que produzca el resultado para el cual fue concebido. (párr. 121)
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La Amnistía no puede ser aplicada en casos de tortura, ejecuciones o desapariciones forzadas
La Comisión y los representantes coinciden en señalar que la posible aplicación de la LRN al presente caso 
implicaría perpetuar la impunidad. […] el Estado concluyó que “[n]o hay hasta ahora ninguna resolución que haya 
otorgado amnistía aplicada a militares sindicados por hechos cometidos durante el conflicto armado interno, por 
el contrario cuando ha solicitado el otorgamiento de la amnistía [con] base [en] la Ley de Reconciliación Nacional, 
todas las solicitudes han sido declaradas improcedentes”. (párr. 125)
Ante esta situación, la Corte reitera su jurisprudencia constante sobre la incompatibilidad de figuras como 
la prescripción y la amnistía en los casos de graves violaciones a los derechos humanos, que de manera clara ha 
establecido que:
El Estado debe garantizar que los procesos internos tendientes a investigar y [eventualmente] 
sancionar a los responsables de los hechos de este caso surtan sus debidos efectos y, en particular, de 
abstenerse de recurrir a figuras como la amnistía, la prescripción y el establecimiento de excluyentes 
de responsabilidad. En ese sentido, el Tribunal ya ha señalado que […]son inadmisibles las disposiciones 
de amnistía, las disposiciones de prescripción y el establecimiento de excluyentes de responsabilidad 
que pretendan impedir la investigación y sanción de los responsables de las violaciones graves de los 
derechos humanos tales como la tortura, las ejecuciones sumarias, extralegales o arbitrarias y las 
desapariciones forzadas, todas ellas prohibidas por contravenir derechos inderogables reconocidos por 
el Derecho Internacional de los Derechos Humanos”.
[…] Ninguna ley ni disposición de derecho interno puede impedir a un Estado cumplir con la 
obligación de investigar y sancionar a los responsables de violaciones de derechos humanos […]. En 
particular, al tratarse de graves violaciones de derechos humanos el Estado no podrá argumentar 
prescripción o cualquier excluyente similar de responsabilidad, para excusarse de su deber. (párr. 129)
El Tribunal hace notar que los hechos de la Masacre de Las Dos Erres, reconocidos por el Estado, constituyen 
graves violaciones a derechos humanos. El contexto de dichos hechos ha sido reconocido por esta Corte como “un 
patrón de ejecuciones extrajudiciales selectivas impulsadas por el Estado, el cual estaba dirigido a aquellos individuos 
considerados como ‘enemigos internos’”. Además, desde la fecha en que ocurrieron los hechos del presente caso y 
hasta hoy en día, no han habido mecanismos judiciales efectivos ni para investigar las violaciones de los derechos 
humanos ni para sancionar a todos los responsables. (párr. 130)
En consideración de lo anterior, la Corte determina que la eventual aplicación de las disposiciones de amnistía 
de la LRN en este caso contravendría las obligaciones derivadas de la Convención Americana. En razón de esto el 
Estado tiene el deber de continuar sin mayor dilación con el proceso penal, en el cual se incluya la multiplicidad de 
los delitos generados en los hechos de la masacre para su debida investigación, juzgamiento y eventual sanción de 
los responsables de estos actos. (párr. 131)
Plazo razonable en la tramitación del proceso
En cuanto a la celeridad del proceso en general, este Tribunal ha señalado que el “plazo razonable” al que 
se refiere el artículo 8.1 de la Convención se debe apreciar en relación con la duración total del procedimiento que 
se desarrolla hasta que se dicta sentencia definitiva.  El derecho de acceso a la justicia implica que la solución de 
la controversia se produzca en tiempo razonable, ya que una demora prolongada puede llegar a constituir, por 
sí misma, una violación de las garantías judiciales. En este sentido, la falta de respuesta estatal es un elemento 
determinante al valorar si se han violado los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana. (párr. 132)
En el presente caso la Corte observa que, luego de transcurridos 15 años desde la interposición de la 
demanda por FAMDEGUA, el proceso penal sigue en su etapa inicial, lo cual constituye una demora excesiva en 
la administración de justicia. Además, este Tribunal toma nota que el Estado no justificó esta situación, sino que 
reconoció haber incurrido en el retraso. (párr. 133)
En el caso concreto la Corte ha constatado que, efectivamente el retardo injustificado en el proceso penal 
por más de 15 años es atribuible no solo al uso indiscriminado de recursos por parte de los imputados, sino a la 
falta de voluntad e interés de las autoridades judiciales del Estado que han conocido de los mismos, ya que no han 
tramitado debidamente numerosos recursos, y han sometido el caso al procedimiento establecido en la LRN, el cual 
se encuentra pendiente de decisión (supra párrs. 126 y 127);  todo lo cual ha provocado la paralización del proceso 
penal. Dicha situación ha constituido un retardo excesivo en la investigación, lo cual viola el plazo razonable y es 
atribuible al Estado. (párr. 135)
Obligaciones del Estado en materia de investigación, conforme la  
Convención Americana y la Convención Belém do Pará
La Corte observa que la investigación que se sigue en la jurisdicción interna no ha sido completa y exhaustiva, 
ya que sólo se refiere a afectaciones a la vida, y no a aquellas otras relacionadas con hechos de presuntas torturas 
contra miembros del Parcelamiento y otros actos alegados de violencia contra la población infantil y las mujeres[…] 
(párr. 136)
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Este Tribunal nota, que de conformidad con la Convención Americana, vigente al momento de la masacre, el 
Estado tenía la obligación de investigar con la debida diligencia todos esos hechos, obligación que se encontraba 
pendiente al momento del reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte el 9 de marzo de 1987. 
Dicha obligación fue reafirmada por el Estado con motivo de la ratificación de la CIPST el 29 de enero de 1987 y 
posteriormente con la Convención de Belém do Pará el 4 de abril de 1995, por lo que el Estado debía velar por su 
cumplimiento a partir de ese momento, aún cuando éstas no habían sido adoptadas por el Estado al momento 
de la masacre. Así, este Tribunal ha establecido que “[el Estado] tiene el deber de garantizar el derecho de acceso 
a la justicia […] conforme a las obligaciones específicas que le imponen las Convenciones especializadas […] en 
materia de prevención y sanción de la tortura y de la violencia contra la mujer. Dichas disposiciones […] especifican 
y complementan las obligaciones que tiene el Estado con respecto al cumplimiento de los derechos consagrados 
en la Convención Americana”, así como “el corpus juris internacional en materia de protección de la integridad 
personal”. (párr. 137)
La Corte observa, a manera de contexto, que tal como lo señala la CEH, durante el conflicto armado las 
mujeres fueron particularmente seleccionadas como víctimas de violencia sexual.  Asimismo, en otro caso ocurrido 
en el mismo contexto en el cual se sitúa esta masacre, esta Corte estableció como hecho probado que “la violación 
sexual de las mujeres fue una práctica del Estado, ejecutada en el contexto de las masacres, dirigida a destruir la 
dignidad de la mujer a nivel cultural, social, familiar e individual”.  En el caso de Las Dos Erres, las mujeres embarazadas 
fueron víctimas de abortos inducidos y otros actos de barbarie (supra párrs. 79 a 81). Asimismo, en el peritaje de 
la psicóloga Nieves Gómez Dupuis, efectuado en agosto de 2005, se señaló que “las torturas ejemplificantes, las 
violaciones sexuales y los actos de crueldad extrema, produjeron en las víctimas […] un daño grave a la integridad 
mental”. (párr. 139)
En este sentido, el Tribunal estima que la falta de investigación de hechos graves contra la integridad 
personal como torturas y violencia sexual en conflictos armados y/o dentro de patrones sistemáticos, constituyen 
un incumplimiento de las obligaciones del Estado frente a graves violaciones a derechos humanos, las cuales 
contravienen normas inderogables (jus cogens) y generan obligaciones para los Estados como la de investigar y 
sancionar dichas prácticas, de conformidad con la Convención Americana y en este caso a la luz de la CIPST y de la 
Convención de Belém do Pará. (párr. 140)
Obligación de investigar de oficio las violaciones a los derechos humanos y la necesidad  
de perspectiva de género en el caso de las violaciones dirigidas contra las mujeres. 
En virtud de lo anterior, el Estado debió iniciar ex officio y sin dilación una investigación seria, imparcial y 
efectiva de todos los hechos de la masacre relacionados con la vulneración de la vida, así como respecto a otras 
afectaciones específicas contra la integridad personal, tales como las supuestas torturas y actos de violencia contra 
la mujer con una perspectiva de género, y de conformidad con los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención, y las 
obligaciones específicas dispuestas en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura y 7.b) 
de la Convención Belém do Pará. (párr. 141)
Obstrucciones y omisiones en materia de investigación, contrarias a las Convenciones
La Corte observa que, de acuerdo con los hechos señalados en los antecedentes (supra párrs. 76 y 77), 
por lo menos 60 soldados participaron en la ejecución de la masacre, esto sin contar a otros autores materiales, 
intelectuales o en general partícipes de ésta. Sin embargo, como se desprende de la investigación que actualmente 
se desarrolla en la jurisdicción interna, sólo se han individualizado a 20 personas, por lo que las investigaciones no 
han abarcado a la totalidad de los presuntos responsables.  Asimismo, diversas autoridades judiciales han ordenado 
y reiterado la aprehensión de por lo menos 17 sindicados en oportunidades distintas. No obstante, sólo se aprehendió 
a uno de ellos, quien posteriormente fue puesto en libertad (supra párr. 90).  En consecuencia, la Corte nota que en 
general dichas órdenes no han sido ejecutadas y que el mismo Estado así lo ha reconocido.  (párr. 143)
Además, la Corte considera que las autoridades estatales están obligadas a colaborar en la recaudación de la 
prueba para alcanzar los objetivos de una investigación y abstenerse de realizar actos que impliquen obstrucciones 
para la marcha del proceso investigativo. En el presente caso, el Ministro de Defensa se rehusó a aportar cierta 
documentación requerida por los tribunales, bajo el argumento de que esa documentación fue incinerada o no 
existía (supra párr. 87). Este Tribunal estima que tal negativa ha impedido que en la investigación que se desarrolla, 
entre otras, se identifique a aquellas personas que formaron parte de la planeación y ejecución de la masacre, 
así como de los datos personales de aquellos que ya se encuentran en calidad de sindicados dentro del proceso.  
(párr. 144)
Aunado a lo anterior, la Corte considera que las amenazas e intimidaciones sufridas por algunos de los 
testigos que han rendido sus declaraciones en el proceso interno no pueden verse aisladamente, sino que se deben 
considerar en el marco de obstaculizaciones de la investigación del caso. Por ende, tales hechos se convierten en 
otro medio para perpetuar la impunidad en el presente caso e impedir que se conozca la verdad de lo ocurrido.  
(párr. 145)
Por último, en relación con las exhumaciones realizadas, el Tribunal observa que si bien hasta el año 1995 el 
Estado inició una serie de diligencias para exhumar e identificar algunas de las personas que fueron ejecutadas en 
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la masacre, no continuó realizando labores de búsqueda y ubicación de las demás personas que fallecieron en ésta.  
De la misma manera, el Estado no ha efectuado diligencias para identificar las osamentas ya ubicadas, con el fin 
de que las presuntas víctimas del presente caso terminen con el sufrimiento y daño ocasionado por estos hechos 
(supra párr. 86 e infra párrs. 246 y 247). (párr. 146)
La Corte considera que la investigación de los hechos de la masacre no ha sido asumida como un deber 
propio del Estado, y ésta no ha estado dirigida eficazmente a la investigación, persecución, captura, enjuiciamiento 
y eventual sanción de todos los responsables, de modo que se examinen de forma completa y exhaustiva la 
multiplicidad de afectaciones ocasionadas a los pobladores del Parcelamiento de Las Dos Erres.  Asimismo, la 
investigación tampoco ha estado encaminada hacia la identificación y entrega de los restos de las personas que 
murieron en la masacre. Finalmente, el Estado no ha realizado con debida diligencia las acciones necesarias para 
ejecutar las órdenes de aprehensión que se encuentran vigentes, ni ha brindado la colaboración requerida por los 
tribunales, a fin de esclarecer los hechos. Todo ello en detrimento del derecho a conocer la verdad de lo sucedido.  
(párr. 148)
El derecho a la verdad y la impunidad
A este respecto, la Corte recuerda que dentro del deber de investigar subsiste el derecho de los familiares de 
la víctima a conocer cuál fue el destino de ésta y, en su caso, dónde se encuentran sus restos. Corresponde al Estado 
satisfacer esas justas expectativas con los medios a su alcance. (párr. 147)
El Tribunal estima que en una sociedad democrática se debe conocer la verdad sobre los hechos de graves 
violaciones de derechos humanos. Esta es una justa expectativa que el Estado debe satisfacer, por un lado, mediante 
la obligación de investigar las violaciones de derechos humanos y, por el otro, con la divulgación pública de los 
resultados de los procesos penales e investigativos. Esto exige del Estado la determinación procesal de los patrones 
de actuación conjunta y de todas las personas que de diversas formas participaron en dichas violaciones y sus 
correspondientes responsabilidades y reparar a las víctimas del caso. (párr. 149)
[…] El Tribunal recuerda que el derecho a conocer la verdad se encuentra subsumido en el derecho de la 
víctima o de sus familiares a obtener de los órganos competentes del Estado el esclarecimiento de los hechos 
violatorios y las responsabilidades correspondientes, a través de la investigación y el juzgamiento que previenen los 
artículos 8 y 25 de la Convención. Por lo tanto, en este caso la Corte no se pronunciará respecto del alegato de la 
supuesta violación del artículo 13 de la Convención Americana formulado por los representantes. (párr. 151)
En razón de todo lo expuesto, la Corte constata que la Masacre de Las Dos Erres se enmarcó en un contexto 
sistemático de violaciones masivas a los derechos humanos en Guatemala, en el cual ocurrieron múltiples masacres.  
Dada la magnitud de la masacre, así como el contexto generalizado de violencia ejercida por el Estado, resulta 
evidente que éste debe investigar seriamente a todos los presuntos responsables, incluyendo la participación 
intelectual de altos oficiales y funcionarios estatales, así como la ubicación e identidad de las personas fallecidas.  El 
actuar de la judicatura del Estado y la falta de voluntad y desinterés de las autoridades han impedido el acceso a la 
justicia de las víctimas, y convertido el aparato judicial en un sistema indiferente ante la impunidad. (párr. 152)
En lo particular, este Tribunal considera que el uso indiscriminado y permisivo de recursos judiciales como 
lo es el recurso de amparo, el cual ha sido utilizado como pilar de la impunidad, aunado al retardo injustificado y 
deliberado por parte de las autoridades judiciales, así como la falta de una investigación completa y exhaustiva 
de todos los hechos de la masacre, han impedido la investigación, juzgamiento y eventual sanción de todos los 
presuntos responsables. Por lo tanto, el Estado no ha garantizado el acceso a la justicia y reparación integral de 
las presuntas víctimas del caso. Con base en las precedentes consideraciones y en el reconocimiento parcial de 
responsabilidad internacional efectuado por el Estado, la Corte encuentra a éste responsable por la violación de 
los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 del la misma, y por la violación de las 
obligaciones establecidas en los artículos 1, 6 y 8 de la CIPST y 7.b) de la Convención de Belém do Pará, en perjuicio 
de las 155 víctimas del presente caso, en sus respectivas circunstancias. (párr. 153)
2. DERECHO A LA FAMILIA , DERECHO AL NOMBRE Y DERECHOS DE LOS NIÑOS Y NIÑAS 
Artículos 17, 18 y 19 en relación con el artículo 1.1 de la Convención
Características de los derechos de niños y niñas  y los deberes correlativos del Estado
La Corte observa que los supuestos hechos sobre los cuales los representantes alegaron la violación de los 
artículos 17, 18 y 19 de la Convención respecto de Ramiro Osorio Cristales se basan en que, con posterioridad al 9 
de marzo de 1987, el Estado lo ha mantenido separado de su familia sobreviviente de la masacre de Las Dos Erres, 
con otro nombre y otra identidad, luego de haber sido sustraído y retenido ilegalmente por uno de los militares que 
participó en dicha masacre. (párr. 160)
[…] Asimismo, la Corte encuentra que los hechos de este caso se enmarcan claramente en un patrón 
sistemático de sustracción y retención ilegal de menores, perpetrado y tolerado por actores estatales. (párr. 182)
En lo que se refiere a los derechos del niño protegidos en la Convención, la Corte ha establecido que los 
niños tienen derechos especiales a los que corresponden deberes específicos por parte de la familia, la sociedad 
y el Estado. Además, su condición exige una protección especial debida por este último y que debe ser entendida 
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como un derecho adicional y complementario a los demás derechos que la Convención reconoce a toda persona. 
La prevalencia del interés superior del niño debe ser entendida como la necesidad de satisfacción de todos los 
derechos de los niños, que obliga al Estado e irradia efectos en la interpretación de todos los demás derechos de la 
Convención cuando el caso se refiera a menores de edad. Asimismo, el Estado debe prestar especial atención a las 
necesidades y a los derechos de los niños, en consideración a su condición particular de vulnerabilidad. (párr. 184)
Teniendo en cuenta lo señalado en los párrafos anteriores, la Corte hace notar que al momento en que el 
Estado reconoció la competencia contenciosa de la Corte, Ramiro Osorio Cristales aún era niño. Por lo tanto, el 
Estado le debía medidas de protección especiales, adicionales y complementarias, con el fin de garantizar el ejercicio 
y goce de sus derechos, incluyendo el derecho a la familia y al nombre. En consecuencia, este Tribunal analizará la 
supuesta violación del artículo 19 de la Convención junto con las demás violaciones alegadas. (párr. 186)
La separación del niño y la familia constituye una violación al Derecho a la Familia
En relación con el derecho a la familia la Corte ya ha establecido en su jurisprudencia que la separación de 
niños de su familia constituye, bajo ciertas condiciones, una violación de su derecho a la familia reconocido en el 
artículo 17 de la Convención Americana. (párr. 187)
Además, este Tribunal ha señalado que “el niño tiene derecho a vivir con su familia, llamada a satisfacer sus 
necesidades materiales, afectivas y psicológicas. El derecho de toda persona a recibir protección contra injerencias 
arbitrarias o ilegales en su familia, forma parte, implícitamente, del derecho a la protección de la familia y del niño, y 
además está expresamente reconocido por los artículos 12.1 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
V de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, 11.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 8 de la Convención Europea de Derechos 
Humanos. Estas disposiciones poseen especial relevancia cuando se analiza la separación del niño de su familia”. 
(párr. 188)
Asimismo, la jurisprudencia de la Corte Europea de Derechos Humanos ha señalado que el disfrute mutuo de 
la convivencia entre padres e hijos constituye un elemento fundamental en la vida de familia, y que el artículo 8 de la 
Convención Europea de Derechos Humanos no solo tiene como objetivo preservar el individuo contra las injerencias 
arbitrarias de las autoridades públicas, sino que, además, este artículo supone obligaciones positivas a cargo del 
Estado a favor del respeto efectivo de la vida familiar. (párr. 189)
Lo mismo se desprende de las normas contenidas en la Convención sobre los Derechos del Niño, que 
establece que los derechos de los niños requieren no sólo que el Estado se abstenga de interferir indebidamente 
en las relaciones privadas o familiares del niño, sino también que, según las circunstancias, adopte providencias 
positivas para asegurar el ejercicio y disfrute pleno de sus derechos. […] (párr. 190)
Finalmente la Corte nota que, en el contexto de un conflicto armado interno, las obligaciones del Estado a 
favor de los niños se definen en el artículo 4.3 del Protocolo adicional II a los Convenios de Ginebra. Dicho artículo 
establece que: “[s]e proporcionarán a los niños los cuidados y la ayuda que necesiten, y, en particular: […] b) se 
tomarán las medidas oportunas para facilitar la reunión de las familias temporalmente separadas […]”. De acuerdo 
con el Comité Internacional de la Cruz Roja esta obligación ha sido definida como que “las partes en conflicto deben 
hacer lo posible por reestablecer los lazos familiares, es decir, no solo permitir las búsquedas que emprendan los 
miembros de familias dispersas, sino facilitarlas incluso”. (párr. 191)
Violación del Derecho al Nombre
En cuanto al derecho al nombre, la Corte hace notar que ha establecido en su jurisprudencia que “el derecho 
al nombre, reconocido en el artículo 18 de la Convención Americana, constituye un elemento básico e indispensable 
de la identidad de cada persona”. En este sentido, el Tribunal ha señalado que “los Estados deben garantizar que la 
persona sea registrada con el nombre elegido por ella o por sus padres, según sea el momento del registro, sin ningún 
tipo de restricción al derecho ni interferencia en la decisión de escoger el nombre. Una vez registrada la persona, 
se debe garantizar la posibilidad de preservar y restablecer su nombre y su apellido. El nombre y los apellidos son 
esenciales para establecer formalmente el vínculo existente entre los diferentes miembros de la familia”. (párr. 192)
La Corte considera que el Estado tenía la obligación de adoptar todas aquellas medidas positivas que fueran 
necesarias para garantizar que Ramiro Osorio Cristales pudiera ejercer y disfrutar plenamente de su derecho a 
vivir con su familia biológica, así como de su derecho al nombre que le dieron sus padres. Estos derechos, y la 
correspondiente obligación del Estado de garantizar su ejercicio y goce es permanente, y existe para el Estado a 
partir del 25 de mayo 1978 cuando Guatemala ratificó la Convención Americana. Sin embargo, este Tribunal se 
pronunciará sobre una posible violación de estos derechos sólo a partir del 9 de marzo de 1987, fecha en la cual el 
Estado reconoció la competencia de este Tribunal, con base en la situación fáctica existente después de la referida 
fecha.  (párr. 195)
Si bien en el año 1999 el Estado se acercó a Ramiro Osorio Cristales con el propósito de que éste rindiera su 
declaración como prueba anticipada sobre lo ocurrido en la masacre de Las Dos Erres, antes de dicha fecha no 
realizó actividad alguna dirigida a fin de reunificarlo con su familia biológica y devolverle su nombre e identidad. Esta 
omisión del Estado postergó e incluso negó a Ramiro Osorio Cristales la oportunidad de restablecer el vínculo con 
su familia y de recuperar su nombre y apellidos. De esta manera incumplió con su obligación de adoptar medidas 
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positivas que promuevan la unidad familiar, a fin de asegurar el ejercicio y disfrute pleno del derecho a la familia, así 
como para garantizar el derecho al nombre de Ramiro Osorio Cristales, el cual como medio de identificación personal 
y de relación con la familia biológica de una persona afecta su vida privada y familiar de manera particular. Este 
incumplimiento es particularmente grave porque se enmarca en un patrón sistemático de tolerancia y desinterés 
por parte del Estado, el cual durante al menos dos décadas no adoptó las medidas positivas necesarias. (párr. 198)
Consecuentemente, este Tribunal encuentra que la falta absoluta de acción estatal después del 9 de marzo 
de 1987 y hasta 1999, a fin de reunificar a Ramiro Osorio Cristales con su familia biológica y restablecer su nombre 
y apellidos constituye una violación de su derecho a la familia y al nombre, reconocidos en los artículos 17 y 18 de 
la Convención, en relación con los artículos 1.1 y 19 de la misma. (párr. 200)
3. DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL 
Artículo 5.1 en relación con los artículos 1.1 y 19 de la Convención
Violación de la integridad personal de los familiares de las víctimas de la masacre
En su jurisprudencia más reciente en casos de masacres, el Tribunal ha reiterado que los familiares de las 
víctimas de ciertas graves violaciones de derechos humanos, como las masacres, pueden, a su vez, resultar víctimas 
de violaciones de su integridad personal. El Tribunal estableció en el Caso de las Masacres de Ituango, por ejemplo, 
que “en un caso como [tal], la Corte considera que no se necesita prueba para demostrar las graves afectaciones 
a la integridad psíquica de los familiares de las víctimas ejecutadas”.  En este tipo de casos la Corte ha considerado 
violado el derecho a la integridad psíquica y moral de los familiares de las víctimas con motivo del sufrimiento y 
angustia adicionales que éstos han padecido a causa de las actuaciones u omisiones posteriores de las autoridades 
estatales con respecto a esos hechos y debido a la ausencia de recursos efectivos.  La Corte ha considerado que 
“la realización de una investigación efectiva es un elemento fundamental y condicionante para la protección de 
ciertos derechos que se ven afectados o anulados por esas situaciones”, como lo es en el presente caso el derecho 
a la integridad personal. (párr. 206)
Esta Corte observa que de las declaraciones y peritajes rendidos se evidencia que la impunidad que persiste 
en el presente caso es vivida por las presuntas víctimas como un nuevo impacto traumático, el que ha sido generado 
por sentimientos de indignación, frustración e incluso de temor a represalias por la búsqueda de justicia. (párr. 213)
Vulneración de la integridad psíquica de los niños sobrevivientes
De otra parte, en atención a que dos de los sobrevivientes de la masacre, Ramiro Osorio Cristales y Salomé 
Gómez Hernández, eran niños, la Corte reitera que ellos “tienen […] derechos especiales derivados de su condición, 
a los que corresponden deberes específicos de la familia, la sociedad y el Estado”, de conformidad con el artículo 19 
de la Convención Americana.  (párr. 214)
Con base en todas las anteriores consideraciones, esta Corte estima que los dos entonces niños, Ramiro 
Osorio Cristales y Salomé Gómez Hernández, han sufrido afectaciones a su salud física y psicológica de manera 
particular por la falta de justicia y la impunidad prolongada en el presente caso, y que dichas experiencias han 
impactado en sus relaciones sociales y laborales, alterado la dinámica de sus familias y siguió causando sufrimiento 
y temor a que se repitan las agresiones o se vaya a atentar contra su vida. Es evidente, además, la afectación 
psicológica y el sufrimiento duradero que padeció Ramiro Osorio Cristales, provocado por haber tenido que vivir 
alejado de su familia, con otro nombre e identidad. (párr. 215)
Por lo expuesto, la Corte considera que en el presente caso, la gravedad de los hechos de la masacre y la 
falta de respuesta judicial para esclarecer éstos ha afectado la integridad personal de las 153 presuntas víctimas 
familiares de las personas fallecidas en la masacre. El sufrimiento y daño psicológico que éstos han padecido debido 
a la impunidad que persiste a la fecha, después de 15 años de haberse iniciado la investigación, hace responsable 
al Estado de la violación del derecho reconocido en el artículo 5.1 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 
de la misma, en perjuicio de las referidas personas.  Además, por las razones expresadas anteriormente, y por 
las condiciones particulares señaladas respecto a los dos sobrevivientes de la masacre, esta Corte considera que 
el Estado violó el artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 19 de la misma, en 
perjuicio de Ramiro Osorio Cristales y Salomé Gómez Hernández. (párr. 217)
4. DERECHO A LA PROPIEDAD PRIVADA 
Artículo 21 en relación con el artículo 1.1 de la Convención
La Corte observa que los hechos señalados en la demanda, los cuales constituyen el marco fáctico del 
presente caso, se refieren a los actos que afectaron bienes muebles propiedad de los pobladores del parcelamiento 
de Las Dos Erres. En este sentido, la demanda, así como el Informe de Admisibilidad y Fondo No. 22/08 de la Comisión, 
únicamente indican que “[l]os soldados a su cargo se apoderaron de todo lo que encontraron: enseres domésticos, 
animales, granos, entre otros. […] Al día siguiente los soldados y patrulleros quemaron las casas de Las Dos Erres”. Al 
respecto, la Corte señala que si bien hubo afectaciones al derecho de la propiedad de los pobladores del Parcelamiento 
de Las Dos Erres en el contexto de la masacre, este Tribunal carece de competencia para pronunciarse sobre la 
alegada violación, debido a que sucedieron con anterioridad al reconocimiento de competencia de su jurisdicción, y 
no constituyen violaciones continuadas que le permitan pronunciarse sobre ellas. (párr. 222)
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III. REPARACIONES
 
Es un principio de Derecho Internacional que toda violación de una obligación internacional que haya 
producido daño comporta el deber de repararlo adecuadamente. Esa obligación de reparar se regula en todos los 
aspectos por el Derecho Internacional. En sus decisiones, la Corte se ha basado en el artículo 63.1 de la Convención 
Americana. (párr. 223)
1. Parte lesionada
[…] Este Tribunal considera como “parte lesionada”, a las 155 víctimas señaladas en la demanda de la Comisión, 
así como en la siguiente tabla, quienes en sus carácter de víctimas de las violaciones declaradas en los capítulos VIII, 
IX y X serán acreedoras de lo que el Tribunal ordene a continuación. (párr. 225)
2. Obligación de investigar los hechos e identificar, juzgar y eventualmente sancionar a los 
responsables
Investigación completa, determinación, enjuiciamiento y eventual sanción  
de todos los responsables materiales e intelectuales
[…] El Estado deberá utilizar los medios que sean necesarios, de acuerdo con su legislación interna, para 
conducir eficazmente las investigaciones con el fin de individualizar, juzgar y eventualmente sancionar a los 
responsables de los crímenes cometidos en el Parcelamiento de Las Dos Erres, y remover todos los obstáculos, de 
facto y de jure, que mantienen la impunidad en este caso. En particular, el Estado deberá velar porque la investigación 
abarque los siguientes criterios:
en consideración de la gravedad de los hechos, el Estado no podrá aplicar leyes de amnistía ni argumentar a) 
prescripción, irretroactividad de la ley penal, cosa juzgada, ni el principio non bis in idem (supra párr. 129), 
o cualquier excluyente similar de responsabilidad, para excusarse de esta obligación. En consecuencia, el 
Estado deberá continuar con el proceso penal, sin mayor dilación;
investigar de forma efectiva todos los hechos de la masacre tomando el cuenta el patrón sistemático de b) 
violaciones a derechos humanos existente en la época en que ocurrieron los hechos del presente caso, 
incluyendo, además del asesinato de los pobladores del Parcelamiento, otras posibles graves afectaciones a 
la integridad personal, y en particular, los presuntos actos de tortura, a la luz de los impactos diferenciados 
con motivo de la alegada violencia contra la niñez y la mujer. El Estado también deberá aplicar, eventualmente, 
las sanciones correspondientes a estos hechos, así como ejecutar las órdenes pendientes de captura;
la determinación de todos los presuntos autores materiales e intelectuales de la masacre, por lo que deberá c) 
culminar el proceso penal iniciado contra ellos, y proceder a investigar aquellos presuntos autores que aún 
no se encuentran identificados. La debida diligencia en la investigación implica que todas las autoridades 
estatales están obligadas a colaborar en la recaudación de la prueba, por lo que deberán brindar al juez de la 
causa toda la información que requiera y abstenerse de actos que impliquen la obstrucción para la marcha 
del proceso investigativo (supra párr. 144);
iniciar las acciones disciplinarias, administrativas o penales, de acuerdo con su legislación interna, de las d) 
posibles autoridades del Estado que han obstaculizado e impedido la investigación debida de los hechos, 
así como los responsables de las distintas irregularidades procesales y hechos de hostigamiento que han 
contribuido a prolongar la impunidad de la masacre (supra párr. 145);
adoptar las medidas necesarias para que el uso del recurso de amparo sea efectivo, conforme a los principios e) 
de concentración, celeridad, contradictorio y motivación de los fallos, derechos de defensa, y que no sea 
utilizado como un mecanismo dilatorio del proceso, y
asegurarse que los distintos órganos del sistema de justicia involucrados en el caso cuenten con los recursos f) 
humanos y materiales necesarios para desempeñar sus tareas de manera adecuada, independiente e 
imparcial y que las personas que participen en la investigación, entre ellas víctimas, testigos y operadores de 
justicia, cuenten con las debidas garantías de seguridad. (párr. 233)
Por último, el Estado deberá divulgar los resultados de la investigación así como del proceso penal a toda la 
sociedad guatemalteca. (párr. 236)
Regulación de la Ley de Amparo
El Tribunal toma nota que las partes en el litigio han indicado que la iniciativa de Ley No. 3319, presentada 
al Congreso de la República el 25 de agosto de 2005 por la Corte Suprema de Justicia, cuenta con modificaciones 
que permitirían reducir el uso abusivo del amparo judicial. La CICIG corroboró esta información, y en virtud de su 
mandato propuso modificaciones adicionales con el fin de agilizar los trámites y garantizar el derecho a un debido 
proceso. (párr. 241)
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El Estado deberá adoptar, en un plazo razonable, de acuerdo con el artículo 2 de la Convención Americana, las 
medidas legislativas, administrativas y de cualquier otra índole que sean necesarias para regular la Ley de Amparo, 
a fin de adecuar este recurso a su verdadero objeto y fin, de conformidad con los estándares interamericanos de 
protección de los derechos humanos. Mientras se adoptan las referidas medidas, el Estado deberá adoptar todas 
aquellas acciones que garanticen el uso efectivo del recurso de amparo […] (párr. 242)
Identificación y entrega de los restos de las personas ejecutadas en la  
masacre de Las Dos Erres a sus familiares
La Corte hace notar que si bien las víctimas del presente caso no son las personas fallecidas en la masacre, 
sino sus familiares y dos sobrevivientes, la exhumación, identificación y entrega de los restos es un derecho que 
corresponde a los familiares de las víctimas como medida de reparación para éstas. (párr. 244)
Este Tribunal ha establecido que el derecho de los familiares de las víctimas de conocer donde se encuentran 
los restos de sus seres queridos constituye, además de una exigencia del derecho a conocer la verdad, una medida 
de reparación, y por lo tanto hace nacer el deber correlativo para el Estado de satisfacer estas justas expectativas 
[…] (párr. 245)
Este Tribunal valora las acciones emprendidas por el Estado en los años 1994 y 1995 para recuperar los 
restos de las personas ejecutadas, quienes fueron enterradas en fosas comunes y en el pozo del Parcelamiento 
de Las Dos Erres, mediante las cuales se lograron encontrar 162 osamentas (supra párr. 86). No obstante dichos 
esfuerzos, la Corte observa que desde ese entonces, no se han realizado otras diligencias con el fin de buscar y 
localizar a las demás personas que fallecieron en la masacre, ni se han efectuado diligencias para identificar las 
osamentas ya ubicadas. (párr. 246)
En consecuencia, la Corte considera que el Estado, dentro de un plazo seis meses, contado a partir de la 
notificación del presente Fallo, deberá iniciar de manera sistemática y rigurosa, con los recursos humanos y técnicos 
adecuados, y en seguimiento de las labores ya emprendidas por la Comisión de Identificación y Localización de 
Víctimas y Familiares de la Masacre de Las Dos Erres, cualquier otra acción que resulte necesaria para la exhumación 
e identificación de las demás personas ejecutadas.  Para esto deberá emplear todos los medios técnicos y científicos 
necesarios, tomando en cuenta las normas nacionales o internacionales pertinentes en la materia y deberá concluir 
con el total de las exhumaciones en un plazo de dos años, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia. 
(párr. 247)
En caso de identificar los restos, deberán ser entregados a sus familiares, previa comprobación genética 
de filiación, a la mayor brevedad y sin costo alguno para dichos familiares. Además, el Estado deberá cubrir los 
gastos de transporte y sepultura, de acuerdo a las creencias de sus familiares. Si los restos no son reclamados 
por ningún familiar en un plazo de dos años contado a partir de la fecha en que así lo informen a los familiares, el 
Estado deberá sepultarlos de forma individualizada en el cementerio de Las Cruces.  En el referido cementerio se 
deberá determinar un área específica reservada e identificable para sepultarlos y hacer referencia a que se trata de 
personas no reclamadas fallecidas en la masacre de Las Dos Erres. (párr. 248)
Capacitación a operadores de justicia
Las violaciones imputables al Estado en el presente caso fueron perpetradas por funcionarios estatales. 
Adicionalmente, las violaciones se han visto agravadas por la existencia de un contexto generalizado de 
impunidad respecto de las graves violaciones a los derechos humanos propiciada por los operadores judiciales. 
En consecuencia, sin perjuicio de la existencia de programas en Guatemala para capacitación de sus funcionarios 
en derechos humanos, el Tribunal considera necesario que el Estado organice e inicie de manera independiente o 
en fortalecimiento de los ya existentes, un programa permanente de educación en derechos humanos destinado 
a los miembros de las Fuerzas Armadas, así como a jueces y fiscales. Dentro de dicho programa deberá hacer 
especial mención a la presente Sentencia y otros casos fallados por esta Corte contra Guatemala, así como a los 
instrumentos internacionales de derechos humanos y derecho internacional humanitario y, específicamente, a lo 
relativo a las graves violaciones a derechos humanos y los componentes del acceso a la justicia de las víctimas. Este 
programa debe ser organizado y ejecutado, en un plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de esta 
Sentencia. (párr. 251)
Aunado a lo anterior, este Tribunal considera necesario que el Estado organice e inicie de manera 
independiente o en fortalecimiento de los ya existentes, un programa específico de capacitación y fortalecimiento 
para el mejoramiento integral del Sistema de Justicia en Guatemala, destinado a las autoridades encargadas de la 
dirección de los procesos judiciales de graves violaciones a los derechos humanos, el cual incluya una estrategia de 
investigación de patrones de violaciones masivas y sistemáticas de derechos humanos y tutela judicial efectiva, a 
fin de dirigir y encausar este tipo de procesos en tiempos razonables y considerando la investigación de todos los 
hechos y responsables, en garantía del acceso a la justicia de las víctimas de este tipo de violaciones, en un plazo 
de seis meses, contado a partir de la notificación de esta Sentencia. (párr. 253)
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3. Medidas de Satisfacción, Rehabilitación y garantía de no repetición
Satisfacción
Publicación de la sentencia
Tal y como se ha ordenado en otras oportunidades, la Corte estima que, como medida de satisfacción, el 
Estado debe publicar, por una sola vez, en el Diario Oficial y en otro diario de circulación nacional, los Capítulos I, 
VIII; IX y X; el párrafo 222 del Capítulo XI, y los párrafos 225, 229 a 236, 238 a 242, 244 a 249, 251 a 254, 256, 259 a 
264, 265, 268 a 270, 271 a 274 y 283 a 291 del Capítulo XII, de la presente Sentencia […] El presente Fallo se deberá 
publicar íntegramente, al menos por un año, en un sitio web oficial del Estado adecuado, tomando en cuenta las 
características de la publicación que se ordena realizar. (párr. 256)
Reconocimiento público de responsabilidad internacional y difusión del  
video documental de los hechos de la Masacre del Parcelamiento de Las Dos Erres
Para que el reconocimiento parcial de responsabilidad internacional efectuado por el Estado ante la Corte surta 
sus efectos plenos, como garantía de no repetición de las graves violaciones de derechos humanos declaradas, esta 
Corte considera oportuno que el Estado realice un acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional.  
En dicho acto se deberá hacer referencia: a) a los hechos propios de la masacre y b) a los hechos del presente caso 
y a las violaciones de derechos humanos declaradas en la presente Sentencia, en perjuicio de las 155 víctimas, dos 
de ellas sobrevivientes de la masacre. (párr. 261)
La realización y particularidades de dicha ceremonia pública deberá realizarse en lo posible, con el acuerdo y 
cooperación de las víctimas, si es su voluntad. Además, deberá garantizarse que las víctimas que tengan la posibilidad 
de asistir lo hagan, para lo cual el Estado deberá sufragar los gastos correspondientes a su transporte. De igual 
forma, por las características específicas del presente caso y en aras de crear conciencia sobre las consecuencias 
de los hechos del mismo, en dicho evento de reconocimiento deberán estar presentes altos funcionarios del Estado 
y magistrados de la Corte Suprema de Justicia y de la Corte de Constitucionalidad de la República de Guatemala. 
(párr. 262)
Respecto al video documental sobre los hechos ocurridos en la Masacre del Parcelamiento de Las Dos Erres, 
que el Estado ya elaboró, esta Corte considera que este deberá proyectarse durante la referida ceremonia pública. 
Además, el Estado deberá proyectar el video en un acto público en la cabecera departamental de Petén y en un 
departamento de la zona occidental en el que se hayan producido graves violaciones de los derechos humanos 
durante el conflicto armado interno. En dichos actos deberán estar presentes altos funcionarios del Departamento 
y municipios. Dicho acto deberá ser organizado con la participación de las víctimas o sus representantes. Además, el 
video deberá ser distribuido lo más ampliamente posible entre las víctimas, sus representantes y las universidades 
del país para su promoción y proyección posterior. (párr. 263)
Construcción de un monumento
La Corte considera pertinente ordenar al Estado levantar un monumento en la memoria de las personas que 
fallecieron durante la masacre del Parcelamiento de Las Dos Erres, en el lugar donde ocurrieron los hechos. Dicho 
monumento deberá tener una placa que haga alusión a la referida masacre y que haga constar el nombre de estas 
personas, con el propósito de mantener viva su memoria y como garantía de no repetición. Tal monumento deberá 
ser construido en el plazo de un año contado a partir de la notificación de la presente Sentencia. (párr. 265)
Rehabilitación
Atención médica y psicológica a las víctimas 
[…] La Corte estima, como lo ha hecho en otros casos, que es preciso disponer una medida de reparación que 
brinde una atención adecuada a los padecimientos psicológicos y morales sufridos por las víctimas, como ya ha 
sido establecido de conformidad con la violación del artículo 5.1 de la Convención, así como las afectaciones de este 
carácter derivadas de las violaciones de los artículos 17, 18 y 19 de la misma. (párr. 269)
Por lo tanto, con el fin de contribuir a la reparación de estos daños, el Tribunal dispone la obligación a cargo 
del Estado de brindar gratuitamente y de forma inmediata, el tratamiento médico y psicológico que requieran 
las 155 víctimas, previo consentimiento informado, y por el tiempo que sea necesario, incluida la provisión de 
medicamentos. El tratamiento psicológico y psiquiátrico debe brindarse por personal e instituciones especializadas 
estatales en la atención de víctimas de hechos de violencia como los ocurridos en el presente caso. En el caso de que 
el Estado careciera de ellas deberá recurrir a instituciones privadas o de la sociedad civil especializadas. Al proveer 
dicho tratamiento se deben considerar, además, las circunstancias y necesidades particulares de cada víctima, de 
manera que se les brinden tratamientos colectivos, familiares e individuales, según lo que se acuerde con cada una 
de ellas y después de una evaluación individual. Finalmente, dicho tratamiento se deberá brindar, en la medida de 
las posibilidades, en los centros más cercanos a su lugar de residencia. (párr. 270)
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Garantías de no repetición
Creación de una página web de búsqueda de menores sustraídos y retenidos ilegalmente 
Este Tribunal considera necesaria, como lo ha hecho en casos anteriores, la creación de una página 
web de búsqueda de menores sustraídos y retenidos ilegalmente en el conflicto interno, en la cual, mediante la 
implementación de una base de datos, se difunda los nombres y apellidos, posibles características físicas y todos 
los datos con los que se cuente de dichos menores, así como, previo consentimiento informado, la de sus familiares 
[…] (párr. 271)
En este sentido, en dicha página web se deben establecer direcciones y teléfonos de contacto de instituciones 
estatales, así como de organizaciones de la sociedad civil como, por ejemplo, FAMDEGUA, con el propósito de que 
los menores sustraídos y retenidos ilegalmente durante el conflicto interno puedan ubicar a sus familiares, o a 
las instituciones estatales o no estatales pertinentes. Asimismo, la Corte considera indispensable que el Estado 
adopte las medidas necesarias para coordinar, desde la referida página web, además de los enlaces nacionales 
mencionadas anteriormente, enlaces internacionales con otras páginas web de otros Estados, de instituciones 
o asociaciones nacionales y de organismos internacionales dedicados a la búsqueda de menores sustraídos 
y retenidos ilegalmente en conflictos internos, con el fin de propiciar, participar y colaborar con la formación y 
desarrollo de una red internacional de búsqueda. (párr. 272)
4. Indemnizaciones
Daño material e inmaterial
[…] El Tribunal observa que el Estado, de conformidad con el acuerdo de solución amistosa suscrito 
entre las éste y los representantes, en el trámite ante la Comisión, pagó las indemnizaciones acordadas a los 
beneficiarios como fue señalado por el mismo Estado (supra párrs. 278 y 279). Consecuentemente, la Corte no 
considera necesario fijar indemnizaciones adicionales por concepto de daño material ni ordenar la deducción de 
la mencionada indemnización. (párr. 281)
Por último, la Corte hace notar que dentro de los grupos familiares que fueron reparados en esa ocasión se 
encuentran las víctimas del presente caso. (párr. 282)
No obstante lo anterior, en el capítulo X de la presente Sentencia, el Tribunal concluyó que en el presente caso 
la denegación de justicia ha afectado la integridad psíquica y moral de las 155 víctimas, dos de ellas sobrevivientes. 
Por lo tanto, corresponde que el Tribunal determine una justa compensación por el daño inmaterial sufrido por ellas. 
(párr. 283)
Esta Corte valora, como ya se indicó, las indemnizaciones realizadas por el Estado en el marco del proceso de 
solución amistosa ante la Comisión (supra párrs. 281). Sin embargo, considera que, como ha sido establecido en la 
presente Sentencia, las víctimas han sufrido daños inmateriales por su afectación a la integridad psíquica y moral, 
derivados de la falta de justicia e impunidad que persiste en el presente caso hasta la fecha (supra párrs. 213 y 217).  
Esta Corte considera oportuno otorgar a las víctimas una compensación adicional por el daño inmaterial sufrido, a 
partir del 1 de abril de 2000, y de conformidad con las violaciones declaradas en la presente Sentencia. (párr. 287)
Por lo tanto, la Corte fija en equidad, por concepto de daño inmaterial, la cantidad de US$20.000.00 (veinte mil 
dólares de los Estados Unidos de América) para cada una de las 153 víctimas, como consecuencia de la violación de 
los artículos 5.1, 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma. (párr. 292)
En el caso de Ramiro Osorio Cristales la Corte estima pertinente fijar, en equidad, una compensación que 
asciende a la suma de US$40.000.00 (cuarenta mil dólares de los Estados Unidos de América), tomando en cuenta 
que: a) fue declarado víctima de la violación a los artículos 5.1, 8.1 y 25.1 de la Convención por la denegación de 
justicia y el correspondiente sufrimiento causado; b) fue declarado víctima de la violación a los artículos 17, 18 y 
19 de la Convención por encontrarse separado de su familia y con otro nombre, y no garantizársele las medidas 
especiales de protección por su condición de niño, y c) las afectaciones psicológicas y a su proyecto de vida familiar 
y destierro. (párr. 293)
Por último, en lo que se refiere Salomé Gómez Hernández, tomando en cuenta que fue declarado víctima 
de la violación de los artículos 5.1, 19, 8.1 y 25.1 de la Convención, este Tribunal estima pertinente fijar, en equidad, 
una compensación que asciende a US$30.000.00 (treinta mil dólares de los Estados Unidos de América) por ese 
concepto. (párr. 294)
El Estado deberá efectuar el pago de este monto directamente a cada uno de los beneficiarios dentro del 
plazo de un año, a partir de la notificación de la presente Sentencia. (párr. 295)
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5. Costas y  Gastos
 
Como ya lo ha señalado la Corte en oportunidades anteriores, las costas y gastos están comprendidos dentro 
del concepto de reparación consagrado en el artículo 63.1 de la Convención Americana. (párr. 296)
Teniendo en cuenta las anteriores consideraciones, así como el acervo probatorio y las objeciones del Estado, 
la Corte determina en equidad que el Estado debe entregar  la cantidad de US$9.500.00 (nueve mil quinientos dólares 
de los Estados Unidos de América) a favor de FAMDEGUA y la cantidad de US$27.000.00 (veintisiete mil dólares de 
los Estados Unidos de América) a favor de CEJIL por concepto de costas y gastos incurridos ante la Comisión a partir 
del año 2000, y ante este Tribunal. Estos montos incluyen los gastos futuros en que puedan incurrir las víctimas 
durante la supervisión del cumplimiento de esta Sentencia. Dadas las particularidades y el número de víctimas del 
presente caso, la Corte considera oportuno que el Estado entregue a cada una de las representaciones la suma 
correspondiente, dentro del plazo de un año a partir de la notificación de la presente Sentencia. (párr. 303)
Asimismo, en lo que se refiere a los gastos en los que incurrió el señor Ramiro Osorio Cristales, los cuales 
fueron debidamente probados, la Corte determina que el Estado debe entregarle la cantidad de US$96.92 (noventa 
y seis dólares de los Estados Unidos de América con noventa y dos centavos). Este monto debe ser pagado dentro 
del plazo de un año a partir de la notificación de la presente Sentencia. (párr 304)
6. Modalidad de cumplimiento de los pagos ordenados
El pago de la indemnización por daño inmaterial y el reintegro de costas y gastos establecidos en la presente 
Sentencia serán hechos directamente a las personas indicadas en la misma, en el plazo de un año, contado a partir 
de la notificación de la presente Sentencia, considerando lo indicado en los párrafos 292 a 295 y 303 y 304 de la 
misma. En caso de fallecimiento de las víctimas con anterioridad al pago de las cantidades respectivas, éstas se 
entregarán a sus derechohabientes, conforme al derecho interno aplicable. (párr. 305)
El Estado deberá cumplir con las obligaciones monetarias mediante el pago en dólares de los Estados Unidos 
de América o su equivalente en moneda nacional, utilizando para el cálculo respectivo el tipo de cambio que se 
encuentre vigente en la bolsa de Nueva York, el día anterior al pago. (párr. 306)
Las cantidades asignadas en la presente Sentencia bajo los conceptos de daño inmaterial y reintegro de 
costas y gastos deberán ser entregadas a las víctimas en forma íntegra, conforme a lo establecido en esta Sentencia, 
y no podrán ser afectadas o condicionadas por motivos fiscales actuales o futuros. (párr. 308)
 
En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un interés sobre la cantidad adeudada 
correspondiente al interés bancario moratorio en Guatemala. (párr. 309)
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